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SOBRE EL PRESIDENCIALISMO ECONÓMICO Y SU CREPÚSCULO 

Rolando Cordera Campos y Leonel Lomelí V anegas 

Se ofrece una sucinta reseña de una institución que de manera patente o velada marcó e l 
desempeño de la economía mexicana por más de medio siglo. Ante su crisis irremediable 
los autores proponen diversas reflexiones sobre los propósitos y las características del 
mecanismo que habrá de sustituirlo. 

LA REFORMA FISCAL EN MÉXICO: ¿MODERNIZACIÓN TRIBUTARIA O NUEVO PACTO 

FISCAL? 

José Ayala Espino 

Durante años se ha insistido en la necesidad de una reforma fiscal en México, pero poco 
se ha avanzado . En este ensayo se reflexiona sobre su viabilidad, su probable curso y sus 
implicaciones para la política económica a la luz de las demandas sociales. 

PETRÓLEO y FINANZAS PÚBLICAS EN MÉXICO 

Benjamín García Páez 

En 1999, 68.9% de los ingresos presupuestarios del gobierno federal provino de Pemex. 
El autor subraya la inconveniencia de esta dependencia, ya que está sujeta a los vaivenes 
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objetivos en el futuro. Por ello, expone una propuesta de reforma del régimen fiscal de la 
paraestatal. 



comercio exterior 
VOL. 50, NÚM 11, NOVIEMBRE DE 2000 

Publicac ión mensual editada por la Direcció n de la Revista 
Comercio EX1erior del Banco Nacional de Comercio Exterior. 

COMITÉ EDITORIAL 
Juan Pablo Arroyo Ortiz, Carlos Bazdresch 
Parada, Javier Beristain Iturbide, Sergio 
Fadl Kuri , Arturo Fernández Pérez, 
David Ibarra Muñoz, Mario Ojeda Gómez, 
Gustavo Romero Kolbeck, Francisco Suárez 
Dávila, Homero Urías Brambila 

DIRECCIÓN DE LA REVISTA 
COMERCIO EXTERIOR 
Director 
Homero Urías Brambila 
<hurias@bancomext.gob.mx> 
Subgerentes 
Rafael González Rubí 
<rigonru b@ bancomex t. gob . mx> 
Sergio Hernández Clark 
<shernanc@ bancomext.gob. mx> 
Redacción e información 
Elena Cabello Naranjo, Alfredo Castro Escudero, 
Alma Rosa Cruz, Alicia Loyola Campos, 
Miguel Ángel Ramírez, Alfredo Salomón 
Edición 
Enrique Pérez Vera 
Daniel Cobian, Gabriela Ibarra, María Esther 
Jacques Medina, Pilar Martínez Negrete Deffis 
Distribución 
Angélica González C., Leticia Martínez 
Servicios secretariales y de apoyo 
Antonia Cardona Reyna, Elizabeth 
García Tinajero, Juan Leyva García, 
Ángeles Marín Ancona 
Asesor 
Jorge Eduardo Navarrete 

Comercio Exterior es una publicación abierta al 
debate. Admite, por tanto, una amplia gama de 
ideas que no coinciden necesariamente con las 
del Bancomext. La responsabilidad de los tra­
bajos firmados es de sus autores y no de la ins­
titución, excepto cuando se indique lo contrario. 

Pueden reproducirse materiales mencionando la 
fuente. En libros de distribución comercial se re­
quiere autorización de los autores y de Comercio 
Exterior. El Banco Nacional de Comercio Exte­
rior, s.N.c., se reserva el derecho de difundir por 
medios magnéticos o fotográficos el contenido de 
la revista. Impresa en Ediciones ECA, S.A. de C., V., 
Calle B, núm. 20, Manzana XI , Col. Educación, 
040400 México, D.F. Autorizada como publica­
ción periódica por el Servicio Postal Mexicano 
(Sepomex) con el número de registro O 1 O 1062. 
Distribuida por Sepomex, Netzahualcóyotl núm. 
109, Centro, 06080 México, D.F. Características: 
218421108. Certificados de licitud de título(núm.-
1193) y de contenido (núm. 657) expedidos por la 
Comisión Calificadora de Publicaciones y Revis­
tas Ilustradas el2 de julio de 1981. Número de Re­
serva de Títu lo: 248/78. Aparece el último día de 
cada mes. Publicación gratuita. 
Dirección de la Revista Comercio Exterior, Cami­
no a Santa Teresa 1679, octavo piso, Jardines del 
Pedregal , 01900 México, D.F. Tels.: 5481 6220 y 
5481 6000, ext. 6552; fax: 5481 6214. Correspon­
dencia: A.P. 21 258, 04100 México, D.F. 

http:/ /www. bancomext.com/rce 
e-mail: revcomer@ bancomext.gob.mx 

o 
CD 
o 
J:, 
ro 
o 
2: 
(j) 
(j) 

967 

984 

EL EMPLEO Y LA CALIFICACIÓN DE LA MANO DE OBRA EN MÉXICO 

María Delfina Ramírez 

Los defensores de la liberac ión comercial postulaban un aumento en la demanda de mano 
de obra calificada; sin embargo, en el primer lustro de Jos años noventa ello no ocurrió. 
La autora revisa la evolución del empleo en relación con la instrucción de los trabajadores 
y sus ingresos salariales, y deduce las principales tendencias. 

EL SECTOR AGROPECUARIO MEXICANO: LOS DESAFÍOS DEL FUTURO 

Roberto Escalante Semerena y Fernando Rello Espinosa 

Las condiciones en el ámbito rural mexicano se han transformado en los últimos decenios, 
al perder importancia el ingreso agropecuario para las familias y resentirse Jos efectos de 
la mundialización de las economías. A estos cambios, dicen los autores, deben correspon­
der Jos de las instituciones encargadas de atenderlo y una nueva conceptualización de su 
desarrollo. 

988 LA NUEVA RONDA DE NEGOCIACIONES DE LA O RGAN IZAC IÓN M uNDIAL 

DE CoMERCIO 

Yolanda Trápaga Delfín 

El inicio de las negociaciones auspiciadas por la OMC se ha caracterizado por acres des­
avenencias entre los participantes. La autora revisa los principales temas de las agendas 
-agricultura, servicios, propiedad intelectual , ambiente y legislación laboral- y destaca 
cómo los países más avanzados intentan servirse del organismo multilateral para afianzar 
una situación que los favorece. 

997 LAS DECISIONES DE INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO EN GNA ECONOMÍA 

SEMllNDUSTRIALIZADA 

Flor Brown Grossman y Lilia Domínguez Villalobos 

Luego de exponer algunas ideas sobre la conducta de las empresas en materia de tecno­
logía, se examina la relación del tamaño, la exposición a la competencia del exterior, la 
disponibilidad de personal calificado, entre otros factores , con el esfuerzo tecnológico de 
las empresas, en el marco del sector al que pertenecen. 

1008 EL COMERCIO EXTERIOR MANUFACTURERO Y LOS LÍM ITES AL CRECIMIENTO 

ECONÓM ICO DE MÉXICO 

1015 

1021 
1025 

Gerardo Fujii G. 

El escaso crecimiento de la economía mexicana durante casi dos decenios puede atribuirse 
a desequilibrios en el sector externo . El autor señala que a Jos incrementos del producto 
corresponden aumentos más que proporcionales de las importaciones. Para ahondar en 
este problema se exam inan la teoría sobre los factores determinantes del crecimiento y el 
comportamiento de la balanza comercial manufacturera por divisiones y ramas . 

MIGRACIÓN, INNOVACIÓN Y CAMBIO ECONÓM ICO EN M É XICO, 1821-1877 
María Eugenia Romero Sotelo 

De manera sucinta, la autora expone la contribución del empresariado a la formación de 
la economía de México en sus primeros años como nación independiente. Destaca el 
interés de aquél por el mercado interno, al que se preocupó por abastecer mediante inno­
vaciones en la producción agropecuaria y el impulso a la actividad fabril. 

R ECUENTO NAC IONAL 

RECUENTO LATINOAMERICANO 

SuMMARIES OF ARTICLES 

• 



Presentación 
• • • • • • • • • ROBERTO ESCALANTE SEMERENA' 

Comercio Exterior publica en este número nueve trabajos originales, producto del es­

fuerzo de investigación de la Facultad de Economía de la Universidad Nacional Au­
tónoma de México. Con ello se cubre un amplio horizonte temático que va desde la 

discusión conceptual hasta el tratamiento de problemas inherentes a las políticas macroeco­
nómicas y sectoriales. Rolando Cordera y Leonardo Lomelí abordan el proceso de trans­

formación de una institución de gran influencia en el desarrollo económico del país, el 
presidencialismo, cuya dinámica actual constituye una novedad insoslayable del México 

de la alternancia. El tema de la reforma fiscal y la problemática vinculación de las finanzas 
públicas con el sector petrolero son abordados por J oséAyala y Benjamín García Páez. María 

Delfina Ramírez se ocupa de un asunto poco referido en la literatura económica contem­
poránea, pero fundamental en la economía real, el empleo. En su trabajo, Roberto Escalan te 

y Fernando Rello abordan desde un punto de vista diferente los problemas sectoriales rela­
cionados con el sector agropecuario que, de considerarse, implicaría un cambio significa­

tivo en los arreglos institucionales y en la formulación de políticas públicas. Yolanda Trápaga 

analiza la perspectiva que podría enfrentar la agricultura mexicana en el marco de la Ron­
da del Milenio. Por su parte, Flor Brown y Lilia Domínguez se ocupan del estado actual de 
la investigación y el desarrollo en las economías semiindustrializadas, marcadas por pro­

cesos de ajuste estructural, apertura comercial y transnacionalización de sus mercados. 
Gerardo Fujii aborda una cuestión fundamental en los debates del desarrollo económico 

concerniente a la restricción estructural a que economías, como la mexicana, se enfrentan 

en la balanza de pagos cuando su tasa de crecimiento alcanza niveles relativamente altos. 
El marco histórico y la visión retrospectiva de largo plazo del desarrollo económico de Méxi­

co, que permite el mejor entendimiento de lo contemporáneo, lo ofrece el acucioso análisis 

histórico que entrega María Eugenia Romero Sotelo.(j 

*Jefe de la División de Estudios de Pos grado de la Facultad de Economía de la UNAMy coordinador de este 
número <semerena@servidor.unam.mx> 



Sobre el presidencialismo económico 
y su crepúsculo 

ROLANDO CORDERA CAMPOS 

• • • • • • • • • • 
LEONARDO LOMELÍ VANEGAS* 

La devaluación de 1994-1995 y su secuela depresiva en la pro­
ducción y el empleo pusieron ante los ojos de todos la com­
plejidad que en México han alcanzado las siempre difíci­

les relaciones entre la economía y la política. Al avanzar el país 
en su transformación política hacia un régimen democrático, esta 
complejidad se ha vuelto no sólo un desafío analítico sino so­
bre todo un reto político de la mayor importancia. Más allá de 
las discusiones sobre los efectos virtuosos o perversos que pue­
dan tener la democracia y la gobernabilidad que debe acompa­
ñarla sobre el desempeño económico general de un país , lo que 
está en juego hoy es la o las maneras en que se puede lograr por 
primera vez en la historia del país un crecimiento económico rá­
pido, sostenido y estable, que abra las puertas a un nuevo curso 
de desarrollo social, en un sistema político abierto y plenamente 
democrático. Éste es el desafío que encarará pronto la flaman­
te y muy imperfecta democracia mexicana. 

Como pocas veces en el pasado, las perspectivas de la eco­
nomía dependen de lo que ocurra en la vertiente de la política, 
que tiene que ver con el poder y la conformación y dirección del 
Estado. El que las turbulencias iniciales del estreno democráti­
co no hayan alterado las decisiones económicas fundamentales 
no debe llevar a pensar que los circuitos de la producción y las 
finanzas han llegado a un grado tal de complejidad que es posi­
ble imaginarlos autónomos respecto de lo que ocurra en el mundo 
del Estado. 

La experiencia inmediata anterior, que desembocó en el des­
calabro mayúsculo de fines de 1994 y 1995, fue lo suficiente­
mente ilustrativa de que como nunca los cálculos y las expec­
tativas de los agentes económicos decisivos están engarzados 

*Centro de Estudios del Desarrollo Económico de México, Facul­
tad de Economía de la UNAM. 

de múltiples formas con los movimientos que dan sentido y 
marcan el rumbo de la trama política. Cuando hablamos de de­
mocracia o gobernabilidad desde el mirador de la economía y 
su desenvolvimiento, tenemos que pensar en términos de eco­
nomía política y hacer explícitos los términos en que el poder 
se ejerce. 

Es claro, a la vez, que una reflexión sobre las posibles rela­
ciones virtuosas entre democracia y economía nos lleva obliga­
damente al tema de la gestión pública, estatal y no estatal, del 
desarrollo. En esta cuestión se centra esta reflexión. 

Es en torno al asunto de la gestión económica que se puede 
alcanzar una síntesis operativa e institucional de los vínculos 
entre la economía y la política, cada día más dominada por el 
intercambio político plural. Discutir el entorno en que se defi­
nen las formas de administrar o dirigir la economía es crucial 
precisamente ahora, cuando a pesar de todo se afirma una nue­
va forma de organización económica nacional sustentada en el 
mercado y la internacionalización de la producción, el comer­
cio y las finanzas. 

Vivimos el fin de una forma de conducción estatal de la eco­
nomía. Lo que está en juego, entonces, es la sustitución ra­
cional de este "presidencialismo económico" mexicano para dar 
lugar a medios de articulación entre lo público y lo privado que 
den coherencia a las nuevas realidades económicas y políticas 
surgidas al calor de la reforma económica del Estado, el cam­
bio estructural y la crisis de la forma de desarrollo anterior. Sin 
duda, en este catálogo hay que incluir ya la reforma política, que 
ahora ha podido concretarse en una normalidad electoral de 
impronta democrática. Las expectativas que se abren con todas 
estas mutaciones se ven a su vez sobredeterminadas por una 
situación social en extremo grave, en la que privan una excesi­
va concentración de ingresos y riqueza, la pobreza extrema 

.. 
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masiva y fuertes tendencias a la segmentación regional de Mé­
xico. 

Por último: una reflexión como la que aquí se propone tiene 
como referencia obligada las relaciones entre el Estado y el 
mercado. Como se sabe, estas relaciones son siempre tensas y 
conflictivas ; en la experiencia de país , fueron estas tensiones 
y conflictos los que otorgaron pertinencia y, podría decirse, hasta 
racionalidad histórica, al presidencialismo económico mexicano 
que marcó la conducción estatal de la economía a partir de los 
años treinta. 

Al mismo tiempo, son estas relaciones históricas fundamen­
tales entre el Estado y el mercado las que en su movimiento y 
cambio explican o determinan las nuevas restricciones o lími­
tes económicos a la política moderna, que hoy busca volverse 
plenamente democrática. De esta última emana a la vez lo que 
se podría denominar, quizás en abuso de la dialéctica, los lími­
tes políticos para el cambio o la modernización económica. 

UNA PRIMERA APROXIMACIÓN AL PRESIDENCIALISMO 

QUE SE VA 

De una revisión esquemática de estas relaciones básicas de 
la economía política capitalista se puede derivar una pri­
mera proposición sobre la experiencia mexicana: el presi­

dencialismo económico que hemos conocido nunca ha sido un 
absolutismo, como reza la propaganda de moda, ni siquiera una 
"economía de comando" del tipo de las que surgieron en diver­
sos experimentos de la "tercera vía" o algunas democracias 
populares de Europa del Este. Más aún, si lo comparamos con 
la Francia de la Quinta República que implantó el general De 
Gaulle a fines de los años cincuenta, o el Brasil de los militares 
de los años setenta, nuestro presidencialismo tendría que cali­
ficarse más bien como un dirigismo "suave". 

Este dirigismo se desplegó en un formato político autorita­
rio y en un intervencionismo directo en la producción y las fi­
nanzas. Ello nos permite inscribirlo en la familia de los estados 
desarrollistas que conocemos; sin embargo, lo importante aquí 
es destacar que la toma de decisiones y la forma de dirigir se 
vieron progresivamente mediadas por al menos tres componen­
tes básicos del mecanismo político-económico que resume la 
noción de presidencialismo económico mexicano: la negocia­
ción política permanente dentro de la coalición gobernante, 
articulada por la sucesión presidencial; la decisión histórica de 
los gobiernos revolucionarios de impulsar los negocios priva­
dos , bajo formas varias, casi nunca excluyentes, de nacionalis­
mo económico, y, a todo lo largo de la historia posrevolucionaria, 
las restricciones provenientes de la relación externa y su admi­
nistración siempre difícil de cara a Estados Unidos. 

En lo que podríamos llamar el momento "estatal-nacional" 
del desarrollo mexicano, que toma cuerpo en los años treinta 
durante el gobierno del presidente Cárdenas, el presidencialismo 
económico descansó en un sólido liderazgo del gobierno en 
materia económica, dada la debilidad del mercado y del sector 
privado. Este liderazgo se orientó al fomento de la actividad 
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productiva y la creación de las condiciones generales para la 
expansión económica; tuvo como propósito general la amplia­
ción de la base productiva nacional y el estímulo a los negocios 
privados, pero a la vez el mantenimiento del poder en manos de 
la coalición revolucionaria. 

Así, el Estado se abocó en esta fase a auspiciar y proteger a 
la inversión privada, pero en un modelo político donde no esta­
ba en cuestión el ejercicio monopólico del poder estatal. Quien 
era árbitro y decidía en última instancia, tanto en la economía 
como en la política, era necesariamente el presidente. Ésta fue 
la "regla de oro" del sistema político-económico emanado de 
la revolución. 

Los instrumentos del presidencialismo para lograr estos ob­
jetivos centrales fueron muy variados, aunque casi siempre ar­
ticulados por el estímulo a la acumulación privada y la promo­
ción del crecimiento industrial. Vale la pena destacar algunos 
de ellos, cuyo análisis ulterior podría dar mayor luz sobre la for­
ma concreta en que operó la relación fundamental entre la eco­
nomía y la política de entonces. 

Estos instrumentos fueron el proteccionismo, principalmente 
por medio de los permisos para importar que otorgaba directa y 
casi verticalmente el poder ejecutivo; el gasto público, decidi­
do desde la presidencia y aprobado sin discusión por un Con­
greso casi monocolor; los estímulos fiscales administrados cen­
tralmente, y la administración de los precios públicos en favor 
de la acumulación priva da de capital. Las leyes que el poder le­
gislativo aprobó durante este período tendieron a confirmar y 
acrecentar las amplias facultades del presidente, por lo general 
no preveían mecanismos de control a cargo de los legisladores 
y concedían un amplio margen de discrecionalidad al poder eje­
cutí voy sus funcionarios en la interpretación de los casos no pre­
vistos o claramente especificados en la ley. De esta forma, los 
instrumentos mediante los cuales el presidente podía favorecer 
o castigar a cualquier actividad económica se multiplicaron sin 
que se interpusiera control alguno en el ejercicio de las atribu­
ciones económicas presidenciales. 

La combinación lograda a lo largo de más de tres décadas de 
fomento y cambio económicos con estabilidad política tuvo 
como sustento jurídico-político los artículos 27 y 123 de la Cons­
titución, que daban al presidente la capacidad de definir los de­
rechos de propiedad; articular una relación "legítima" de do mi­
nio del ejecutivo sobre los campesinos, la base principal del 
Estado posrevolucionario, y "conducir" la lucha de clases en la 
emergente economía mercantil-urbano-industrial. Además, el 
artículo 28 constituía el fundamento constitucional de los mo­
nopolios públicos, al establecer las áreas de la economía re­
servadas exclusivamente al Estado. 

A la vez, esta fórmula política se desplegaba y administraba 
por medio del partido oficial , donde se daban cita los intereses 
y las fuerzas políticas y sociales que sostuvieron eficazmente 
el ejercicio cotidiano del poder presidencial. Desde el gobier­
no de Cárdenas quedaron representados los movimiento socia­
les emergentes en la estructura partidista, lo que permitía al 
presidente tener canales de negociación directa con los repre­
sentantes de las organizaciones obreras y sindicales. La orga-
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nización corporativa de los sectores obrero y campesino dentro 
del partido oficial concentró un gran poder de negociación en 
su jefe real, el presidente de la República, no sólo hacia dentro, 
sino particularmente hacia fuera del sistema político mexicano, 
sobre todo frente a los empresarios. La insistencia del propio Cár­
denas en que los empresarios también se organizaran en cáma­
ras y confederaciones patronales no era por lo tanto gratuita: el 
presidente quería erigirse en árbitro de los conflictos de clase y 
conductor de los esfuerzos nacionales encaminados al desarrollo, 
pero para ello requería interlocutores capaces de tomar decisio­
nes en representación de sus agremiados. 

Entre los 14 puntos que el presidente Cárdenas planteó a los 
industriales de Monterrey que le habían exigido una definición 
de los papeles del Estado y la iniciativa privada en la economía, 
se encuentran cuatro que son fundamentales para entender la 
relación que se estableció entre los gobiernos posrevolucionarios 
y los empresarios desde los años treinta y que habría de durar 
cuatro décadas . Primero, Cárdenas definió al Estado como el 
árbitro y regulador de la vida social. Segundo, que su gobierno 
estaba interesado en acrecentar y apoyar a las empresas, no en 
agotarlas, por lo que las demandas de los trabajadores serían 
consideradas "dentro del margen que ofrezcan las posibilidades 
económicas de las empresas". Tercero, el presidente tranquili­
zó a los empresarios al señalar que la agitación no se debía a la 
existencia de grupos comunistas, que no preocupaban al gobier­
no, sino a las necesidades insatisfechas de los obreros. El cuar­
to punto era una amenaza velada: "los empresarios que se sien­
ten fatigados por la lucha social pueden entregar sus industrias 
a los obreros y al gobierno" .1 

El mensaje era claro: más que destruir a los empresarios, el 
Estado estaba interesado en consolidar su hegemonía y su ca­
pacidad de fungir como árbitro entre todos los grupos sociales. 
También quería dejar claramente establecido su derecho a tra­
zar la política económica y social en función del interés nacio­
nal. Pero ese Estado tenía una peculiaridad: era federal en su 
estructura y republicano en sus formas, pero descansaba funda­
mentalmente en las facultades metaconstitucionales del titular 
del poder ejecutivo como jefe del partido para resolver los con­
flictos entre la clase gobernante, decidir la integración de los 
otros dos poderes y de los gobiernos de los estados e, incluso, 
resolver su propia sucesión. El presidente era árbitro hacia fue­
ra, pero también hacia dentro, del sistema político mexicano. A 
él correspondía definir, entre otras muchas cosas, la orientación 
general del desarrollo. 

El segundo plan sexenal, formulado para el período 1940-
1946 que habría de presidir Manuel Á vila Camacho, abundaba 
en su definición sobre el papel del Estado en la economía y el 
que podía desempeñar la iniciativa privada "nacionalista" inte­
resada en la promoción del desarrollo. Pero privilegiaba el de­
sarrollo industrial, que se vio particularmente favorecido por la 
coyuntura para la sustitución de importaciones que ofreció 

l. CarlosArriola, Los empresarios y el Estado, 1970-1982 , Uni­
versidad Nacional Autónoma de México-Grupo Editorial Miguel 
Ángel Porrúa, México, 1998. 
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la segunda guerra mundial. Con motivo de la entrada de Méxi­
co en la guerra, el presidente solicitó que se firmara un pacto entre 
obreros y empresarios para garantizar que la producción no se 
viera afectada por conflictos laborales. 2 Éste fue un paso más 
hacia la consolidación de una relación que quedó claramente 
definida durante el gobierno de Miguel Alemán: el gobierno 
como promotor del desarrollo capitalista mediante los instru­
mentos de política económica a su alcance, pero también por 
medio de la contención de las demandas sociales y la adminis­
tración de los conflictos sindicales para que no afectaran la acu­
mulación de capital. 

Se forjó así un presidencialismo desarrollista en torno del cual 
se conformaron unos círculos "burocrático-empresariales" 
mediante los cuales se concretaba y particularizaba el proceso 
general de gestión de la economía. La solidaridad en y entre estos 
círculos dependía de la aceptación y vigencia de la "regla de oro" 
del arbitraje presidencial y a la vez la reproducía. La base de 
sustentación y reproducción de estos anillos de poder la cons­
tituyeron, de modo directo, el acceso a la administración y asig­
nación del presupuesto federal, la empresa pública y el protec­
cionismo comercial. 

El modo de financiamiento de esta gestión pública desembo­
có, como se sabe, en un progresivo incremento de la deuda pú­
blica externa; igualmente, del proteccionismo discrecional se 
derivó en una industrialización crónicamente deficitaria con el 
exterior, con una base débil de bienes de capital y tecnología y 
con la presencia creciente de la inversión transnacional. 

Estas vertientes, en sí mismas contradictorias, desemboca­
ron al final de esta etapa del desarrollo nacional en restriccio­
nes y bloqueos provenientes de la propia forma de reproducción 
económica, un "dique estructural" al mantenimiento de una for­
ma de expansión que dependiese de manera principal y soste­
nida del ejercicio "puramente" político del presidencialismo 
económico. 

Esta constelación de poder político-económico articulada por 
la presidencia ha permitido a algunos hablar de una economía 
presidencial y de una autocracia económica. Desde esta perspec­
tiva, el equivalente mexicano del "Estado soy yo" podría ser la 
afirmación del presidente Echeverría de que la "política econó­
mica se hace en Los Pinos". Sin embargo, fue precisamente en 
esa época cuando México empezó a vivir el principio del fin del 
presidencialismo económico. 

El mercado cambia con celeridad y el Estado empieza a ver­
se arrinconado. Las relaciones entre ambos, a más de conflicti­
vas, pierden congruencia y alejan la posibilidad de retomar una 
sintonía dinámica, como la que había propiciado por décadas el 
principio del presidencialismo económico. 

Prácticamente sin interrupción, en esos años (los setenta y 
primeros ochenta) ocurren grandes conmociones económicas 
y financieras, también en la economía política internacional, que 
anuncian el fin de una época mundial. De manera más específi-

2. Luis Medina Peña, "Origen y circunstancia de la idea de uni­
dad nacional", Foro Internacional, vol. XIV, núm. 3, enero-marzo de 
1974, p. 270. 
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ca, estos cambios expresan y a la vez propician evoluciones (e 
involuciones) vertiginosas en el funcionamiento de los merca­
dos, la economía mundial y las formaciones nacionales. 

En los años setenta llega a su fin el modelo monetario inter­
nacional definido en Bretton Woods y arranca un período de 
acelerada movilidad internacional del capital financiero. Irrumpe 
la "estanflación" (stagnation) a todo lo largo y ancho del pla­
neta, y la regulación keynesiana es puesta en la picota al calor 
de las primeras crisis petroleras y la intensificación del conflicto 
Este-Oeste. Los grandes desequilibrios fiscales y financieros que 
se asoman sirven para justificar todo tipo de embates contra 
las políticas de bienestar y seguridad social, los sindicatos y las 
políticas de fomento. 3 

En México se emprenden frustrados intentos presidenciales 
de capear con una estrategia llamada tercermundista los olea­
jes de la globalización que entonces se acelera. En esos años 
irrumpe también la insurgencia obrero-sindical, que reclama otra 
forma de relación con la presidencia, y tienen lugar movili­
zaciones campesinas que empiezan a expresar el agotamiento 
productivo del campo, pero también la decadencia del arreglo 
presidente-campesinado que se había codificado en el artícu­
lo 27 de la Constitución. 

En estos años tiene lugar también, como primer ensayo ge­
neral de lo que vendría después, la formación del Consejo Coor­
dinador Empresarial y los primeros conatos de rebelión de los 
empresarios contra el "estatismo populista". Tal vez habría que 
situar aquí el punto de inflexión del modelo de "gobierno uni­
tario" que daba coherencia política al presidencialismo econó­
mico posrevolucionario. En este punto se hacen evidentes las 
restricciones del poder presidencial, por lo menos en relación 
con la economía: hasta 1970 este poder había descansado más 
en su capacidad para articular intereses y promover proyectos 
detonadores del desarrollo en ciertas regiones del país o secto­
res de la economía, que en el tamaño del presupuesto público, 
que de 1940 a 1970 osciló en tomo a los 20 puntos porcentuales 
del PIB, incluso por debajo del promedio en América Latina. 

Cuando el presidente Echeverría quiso prolongar el creci­
miento como una respuesta a demandas sociales crecientes y a 
un ciclo económico que se había vuelto errático, no sólo no lo 
logró, sino que descubrió una de las restricciones más importan­
tes del presidencialismo económico: el presidente gozaba de una 
amplia capacidad de dirección, pero dentro de los límites de la 
coalición de intereses que había establecido el gobierno de Mi­
guel Alemán. La ruptura de esa coalición implicaba costos no 
sólo económicos, sino políticos, que no se distribuían de manera 
uniforme entre los signatarios del pacto, sino que recaían prin­
cipalmente en el Estado y el presidente en tumo. 

Vale la pena recapitular, esquemáticamente, el proceso des­
crito. En México, por más de cuatro décadas, la distribución, el 

3. Una amplia e informada reflexión sobre el significado de los 
fenómenos de los años setenta para la economía mundial, la historia 
del pensamiento económico e incluso el equilibrio geopolítico mun­
dial se presentan en Fred Bolck, Los orígenes del desorden económi­
co internacional, Fondo de Cultura Económica, México, 1980. 
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empleo, la producción, y, en buena parte, también el poder y la 
política, se reprodujeron a partir de un presidencialismo econó­
mico que se sustentaba en un corporativismo político y autori­
tario. Éste no fue, sin embargo, un arreglo contingente, surgido 
de una coyuntura crítica, sino un gran "acomodo histórico" que 
sostuvo la larga estabilidad de que gozó el sistema. 

Lo inició Cárdenas, lo consolidó Alemán y lo usufructuaron 
hasta agotarlo los gobiernos de los años setenta y ochenta. En 
las últimas administraciones federales se vivió una suerte de 
"sobreexplotación" intensiva de dicha fórmula y debido en parte 
a ello se acelera el agotamiento progresivo del presidencialismo 
económico. El gobierno de López Portillo se empeñó además en 
restablecer la coalición de intereses con los empresarios, pen­
sando que todavía era posible restaurar el círculo virtuoso en­
tre protección y promoción pública e inversión privada para 
reactivar la economía. 

El presidente De la Madrid, por ejemplo, la usó para some­
ter a las fuerzas organizadas del mundo popular que formaban 
parte integral aunque subordinada de este acomodo histórico. 
La operación, impuesta por el ajuste, afectó en especial a los 
sindicatos de obreros y empleados y a los diversos agrupamientos 
de la burocracia estatal. En realidad no se necesitó demasiado 
esfuerzo, puesto que de suyo estas formaciones estaban ya muy 
débiles, pero el hecho es que en un momento de grave recesión 
productiva y alta inflación el presidente encaró a Fidel Veláz­
quez, emplazó a los sindicatos e impuso una drástica política de 
ajuste con cargo a los salarios y el empleo, los ingresos reales 
de la población no propietaria 

El presidente enfrentó también a otros contingentes del gran 
acomodo corporativista y autoritario forjado en los años trein­
ta. En el tercer año de su gobierno encaró a buena parte de los 
industriales, cuando comenzó a abrir la economía sin consulta 
y no regresó la banca a los banqueros como ellos lo querían. Si 
se ve desde esta perspectiva, se hallará un presidente enfrenta­
do a muchos actores del sistema; no contra el mundo, pero sí 
contra su mundo. Durante el gobierno de Miguel de la Madrid 
el ajuste y el cambio estructural descansaron en la lealtad de un 
sistema político cuyas bases de apoyo popular, sustentadas en 
un modelo de reparto de los dividendos del desarrollo económico 
que durante décadas había beneficiado a los movimientos orga­
nizados antes que al resto de la sociedad, comenzaron a erosio­
narse progresivamente, al mismo tiempo que el partido y el pre­
sidente se endurecieron ante el avance de la oposición, primero 
del PAN y después del Frente Democrático Nacional que apoyó 
la candidatura de Cuauhtémoc Cárdenas. 

El arreglo histórico posrevolucionario se enfrentó así a un 
primer momento de revisión y cuestionamiento interno, en medio 
de una profunda crisis económica y financiera. Luego vino la 
gran conmoción política de 1988 y pareció abrirse paso la con­
vicción de que la salida económica requería vitalmente una sa­
lida política e institucional, es decir, una reformulación no con­
tingente de la conducción estatal de la economía. El formato 
anterior parecía ya al borde del colapso. La convocatoria a sig­
nar el primer pacto, el de Solidaridad Económica en diciembre 
de 1987, alimentó la expectativa de que se pudiera dar una dis-



948 

cusión más amplia sobre el nuevo modelo de desarrollo que había 
comenzado a construirse en medio de la crisis. 

Sin embargo, en lo inmediato se impuso el designio de con­
tinuar el ajuste y el cambio estructural emprendidos por De la 
Madrid. Así, el presidente Salinas extendió la confrontación en 
el interior de la coalición gobernante, se enfrentó a su propio 
partido para lograr una precaria estabilidad política en condi­
ciones de una progresiva inestabilidad social, pero no asumió 
el fatal deterioro que experimentaba el acomodo histórico en el 
que hacía de todos modos descansar sus concertaciones y con­
frontaciones. Todo esto acentuó ese debilitamiento y afectó el 
corazón de la propia gestión estatal de la economía, como se 
evidenció al final de 1994. 

Así, los industriales que concurrieron al gran acuerdo Cár­
denas-Alemán dejaron de hacerlo, porque ya no eran industriales 
o porque estaban molestos con la nueva situación, dado que se 
veían privados de las rentas y los beneficios que eran propios de 
dicho convenio. Por su parte, buena parte de la burocracia esta­
tal se resistió a mantenerse disciplinadamente dentro del viejo 
formato, porque se le estaban quitando sus perspectivas de avan­
ce social y se le reducían ostensiblemente sus expectativas de 
trasminación del gobierno a la política o viceversa, y de ambas 
a la riqueza. Hubo así, en estos años, hasta para desmontarlo, una 
sobreutilización de dicho acomodo histórico, hasta muy poco 
tiempo antes en apariencia inconmovible. 

De lo expuesto, se podría sugerir además que, contra lo que 
suele decirse ahora, el presidencialismo mexicano fue sobre todo 
un desarrollismo dominado crecientemente por una obsesión, 
una fe, economicista. La muestra es que cuando empezó a fallar 
el mecanismo político-económico que hizo compatibles el cre­
cimiento de la economía con el monopolio político y la estabi­
lidad social , lo que se buscó de modo obsesivo fue recuperar el 
crecimiento, pero sin intentar nunca una revisión de fondo del 
componente político y de gestión económica estatal que com­
pletaba la ecuación posrevolucionaria. 

Frente a los problemas agudos de la economía, no se asumió 
ni asimiló el cambio de época internacional ni el cambio social 
y la pluralidad que México ha experimentado con vigor y rigor 
en los últimos decenios. No se reconoció la esencia político­
económica de la crisis y no se ofrecieron desde la cúpula políti­
ca nuevos cauces y formatos de cooperación y participación en 
las decisiones a unos actores económicos y sociales en acelera­
da diversificación. 

Se postulaba con mucha insistencia y poco sustento que la 
política "estaba al mando", pero todo se apostaba a la recupe­
ración del crecimiento de la economía sin prácticamente tocar 
una forma de hacer política que había dado clara cuenta de su 
ineficacia. Además, en los últimos años la presidencia se des­
pojó de los instrumentos que le permitían ejercer el liderazgo 
económico. S u ce si vamente, se eliminó la protección comercial, 
se redujo a su mínimo histórico la inversión pública, se proce­
dió a una acelerada privatización de empresas estatales y de los 
bancos y se reformó el artículo 27 de la Constitución en su ca­
pítulo agrario. Podía declararse así, desde el poder, el fin del 
presidencialismo económico pero sin una forma clara de ges-
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tión estatal de la economía que lo sucediera. Lo que ha tenido 
lugar desde entonces es una prolongada crisis de coordinación 
de los actores económicos y financieros en un entorno de acen­
tuada inestabilidad financiera externa que, por sí sola, impide 
que los mercados puedan hacer la labor de comunicación que se 
espera de ellos. Por lo demás, estos mercados no cuentan con las 
instituciones mínimas necesarias para su desempeño creativo: 
lo que se impone es la contención permanente con fines de es­
tabilidad financiera o el efecto de "fuga" de los inversionistas 
o la espera de despejes milagrosos: todo contra el crecimiento 
que urge tener. 

Del reconocimiento oficial y social de los límites económi­
co-financieros a la expansión por una vía supuestamente "po­
lítica", que descansaba cada vez más en un excesivo gasto pú­
blico, se pasó a experimentar y sufrir, sin que en el Estado se 
concluyese nada en positivo, los límites político-sociales a una 
forma específica de conducción económica. Estos límites se 
extendieron pronto al proceso de desarrollo en su conjunto. 

¿DóNDE ESTAMOS? 

Puede proponerse que el modelo se acabó y que precisamente 
por ello es urgente y decisivo para el país y el Estado abor­
dare! tema fundamental de los acomodos históricos, las nue­

vas coaliciones y los modelos políticos y pactos sociales quepo­
drían dar consistencia a la transición y, sobre todo, coherencia 
y solidez a una eventual fase de expansión con estabilidad. 

Reeditar lo que históricamente se agotó parece imposible, e 
intentarlo, como lo hizo el presidente Salinas con su sucesión, 
se ha probado en extremo costoso. El consenso "negativo" en 
que se apoyaron el ajuste y el cambio estructural se basaba 
en la convicción muy extendida de que el modelo anteriorno fun­
cionaba más. Pronto, sin embargo, se pudo apreciar lo efímero 
de tal tipo de consensos, su falta de productividad política y eco­
nómica y su más que pronta caducidad. 

Como se recordará, los primeros logros en materia de creci­
miento y estabilidad, junto con los éxitos internacionales que 
coronó el Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
(TLCAN), dieron lugar a una euforia que se apoderó del grupo 
responsable de la gestión estatal. Sin haberse probado del todo 
como grupo dirigente del Estado, el núcleo encargado de la di­
rección del gobierno soslayó lo que se ha probado como lata­
rea principal de la hora: volver línea dominante de la política 
estatal construir consensos "positivos", basados en nuevas vi­
siones del Estado, de la sociedad y de la economía futuros , ca­
paces de articular nuevos y viejos intereses y voluntades. 

Como ha escrito Josué Sáenz, "es necesario no repetir en 
perpetuidad políticas y prácticas que nos han llevado a un cre­
cimiento insuficiente y ahora negativo [ ... ] Necesitamos un 
modus operandi innovativo para todos los actores primarios de 
nuestra economía: gobierno y empresarios, trabajadores, sec­
tor financiero y sistema educativo. Urge un nuevo orden econó­
mico interno para lograr nuestro desarrollo . Ni economía de 
mercado ni estatismo solos han sido suficientes". 

• 
, 

• 
• 
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En consecuencia, una parte obligada de la agenda nacional 
del presente tiene que ser la construcción de nuevas formas coo­
perativas, de comunicación entre los actores sociales y de divi­
sión de poderes, que respondan al propósito explícito de producir 
viabilidad y credibilidad a la gestión económica. La dificultad 
de la hora estriba en que esa viabilidad y esa credibilidad tienen 
que ser procesadas de conformidad con las expectativas y las 
realidades democráticas que ha generado ya la transición polí­
tica. 

Más adelante, estas realidades democráticas que emergen 
tendrán que encarar también un reclamo social acumulado que 
ahora se expresa parcial y ocasionalmente, aunque a veces, como 
en Chiapas o la UNAM, de manera espectacular y en medio de 
oleadas inauditas de irracionalidad. Frente a esto, el proceso 
político moderno democrático no parece tener la capacidad de 
ofrecer por sí solo cauces de racionalización e inclusión efica­
ces. 

En este entorno, dominado por el reclamo democrático y el 
despliegue de la exigencia social y de cara a una inestabilidad 
exacerbada por la falta de crecimiento y una excesiva dependen­
cia del capital internacional de corto plazo, el tema de la gestión 
pública de la economía tiene que verse desde una perspectiva 
mayor, sistémica e histórica, y no como la mera extensión de la 
fase anterior del desarrollo. En el cálculo mismo de los agentes 
financieros principales, en especial los externos, está presente 
ya de un modo explícito el "factor" político, que tiene que ver 
con la administración del Estado y con las relaciones entre los 
viejos y los nuevos actores del sistema de poder. 

La "última instancia" presidencial aparece ahora, en el me­
jor de los casos, mediada y condicionada por la concurrencia de 
nuevas actividades y múltiples actores, cuya presencia no requie­
re más el aval presidencial. La política se ha desplegado en nue­
vos ámbitos de los que emergen nuevas restricciones y exigen­
cias para el quehacer económico estatal. Paradójicamente, es en 
el terreno de la formulación de la política económica en la que 
menos se han querido abrir los últimos gobiernos al escrutinio 
público, obsesionados por la tesis de que "no hay otro camino". 
Sin ánimo de ignorar las evidentes restricciones a las que se 
enfrentará la conducción económica del país durante los próxi­
mos años, resulta claro que aún existen algunos grados de libertad 
para discutir el diseño institucional, las políticas de fomento, los 
mecanismos de control y evaluación del gasto, las posibilida­
des de una reforma fiscal amplia, sin que ello implique necesa­
riamente un abandono de la estabilidad macroeconómica que en 
nuestro caso podría ser suicida. 

H ACIA OTRO FORMATO : CONSIDERACIONES FINALES 

Del examen político-económico esbozado, podrían propo­
nerse algunas consideraciones finales , también de orden 
general, que son pertinentes para explorar posibles líneas 

de sustitución del presidencialismo económico mexicano. Es 
claro, sin embargo, que estas líneas no pueden desplegarse en 
plenitud más que en el marco mayor de la reforma política del 
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Estado, de la que tendrá que emerger un orden democrático 
gobernable y descentralizado. Ésta sería la verdadera culmina­
ción histórica del presidencialismo de la revolución mexicana. 

Estas últimas consideraciones que se quieren "mayores" tie­
nen que ver con el o los entornos en los cuales se procesaron las 
decisiones de política económica a lo largo de la crisis. Se ha 
insistido mucho en la fuerza de las ideas predominantes, gené­
rica y poco precisamente llamadas neoliberales, así como en los 
intereses externos o emergentes en México, que buscan afirmar 
su propia hegemonía. 

Asimismo, se han señalado los efectos perniciosos del dogma­
tismo económico y las euforias autodestructivas a que llevaron 
los primeros aciertos de lo que ha querido ser una nueva orto­
doxia. Todo ello, sin duda, tuvo un papel relevante en la forma 
en que se desencadenó la crisis. 

Pero más allá de estos factores , lo que parece haber tenido un 
efecto decisivo en la coyuntura es un componente no coyuntu­
ral que tiene que ver con el desempeño del gobierno. Lo que 
sobresale en la crisis de 1994-1995 es la enorme incapacidad del 
gobierno para cambiar de táctica y discurso, reconocer a tiem­
po insuficiencias o excesos en su política y, en consecuencia, dar 
paso a una operación político-social inclusiva que encarase la 
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emergencia, pero que a la vez pudiera lograr la participación al 
máximo posible de fuerzas e intereses dispuestos a asumir cos­
tos y pérdidas en aras de visiones, proyectos o modelos que, para 
serlo, tienen que ser de largo plazo. 

En realidad, esta reflexión tiene que ver con el tema mayor 
de la estabilidad capitalista, siempre esquiva y nunca garanti­
zada históricamente. La historia de su búsqueda en todas las 
latitudes y etapas del desenvolvimiento capitalista lleva a insistir 
en la necesidad de contar con mecanismos político-institu­
cionales en prácticamente todos los momentos de su desarrollo. 
Sin embargo, como lo muestra nuestra traumática experiencia 
reciente, esta dimensión político-institucional, que nunca está 
resuelta de antemano, ni en los libros de texto ni en el recetario 
de las instituciones financieras internacionales, se vuelve crucial 
para aquellas estrategias que se ordenan por los objetivos de 
modernización, internacionalización y apertura política y eco­
nómica y que hoy, a pesar de todo, mantienen su centralidad como 
objetivos generales de la política mexicana. 

De un modo más específico, el fin del presidencialismo eco­
nómico obliga a abordar cuanto antes la cuestión de los pactos, 
acuerdos, coaliciones y acomodos históricos a que se ha hecho 
referencia en este texto. Su necesidad y actualidad no pueden ser 
borradas por el agotamiento de una forma específica de conduc­
ción, como el presidencialismo económico, y su relevo por una 
visión política y económica que concede prioridad casi absoluta 
a los mecanismos del mercado y la competencia plural en la 
política. En todo caso, por lo que hay que preguntarse es por las 
modalidades que podrían dar sustento a una gobernabilidad pro­
ductiva, así como a estrategias y políticas económicas y socia­
les sin las cuales es muy difícil imaginar siquiera el desarrollo 
que el país requiere para mantenerse como tal en un mundo cuyo 
signo mayor es el cambio sin horizonte definido. 

Ni la política entendida como concertación en los diferentes 
niveles del Estado y la sociedad, ni los grandes acomodos polí­
tico-sociales dirigidos a la economía y que podemos llamar his­
tóricos, son ajenos a las sociedades abiertas. En las sociedades 
en desarrollo con gran presencia de fuerzas emergentes que se 
condensan en el Estado, como ha sido nuestra experiencia en el 
siglo XX, estas figuras pueden ser más vistosas, aparatosas y hasta 
aplastantes, pero no son privativas de esos momentos de forma­
ción estatal-nacional. 

Lo que vulgarmente se llama populismo o se condena como 
obsesión intervencionista no es exclusivo de las economías atra­
sadas o en desarrollo, sino forma parte de la historia de la eco­
nomía política del capitalismo en su conjunto. Al final, estas 
experiencias recogen di versos intentos por encauzar el cambio 
social o encarar crisis de grandes proporciones, procesos que, 
vale la pena recordarlo, no han sido quitados del horizonte de 
la economía mundial por la gran transformación de este fin 
de siglo. 

Más que satanizarlas, deberíamos reconocerlas como formas 
históricas de conducción de las mudanzas estructurales, que nos 
enseñan lo que no hay que hacer pero también nos sugieren ru­
tas que no se exploraron bien en el pasado. Reconocer racional­
mente la historia y hacerla nuestra es, tal vez, la mejor vía para 

superar esta nueva ceguera que tan brillantemente ha criticado 
Josué Sáenz.4 

En las economías modernas y diversificadas, pero cruzadas 
por una gran desigualdad social y productiva, a las que se bus­
ca organizar por un mercado más o menos descentralizado, como 
se quiere para México, lo que se impone es la constitución de un 
momento "estatal-social" de larga duración y no de emergen­
cia, en el que el juego abierto y no predeterminado de las fuer­
zas de la sociedad sea el que sustente la reproducción del orden 
político-social. Pero en estas formaciones económico-sociales, 
donde todo parece incierto, tampoco es un asunto baladí o con­
tingente, impuesto por una u otra urgencia de corto plazo, el de 
las formas institucionales con que el capitalismo consigue ge­
nerar lo que no le es propio como estructura económica, es de­
cir, una estabilidad político-social y financiera capaz de com­
binarse con un crecimiento de la producción sostenido en plazos 
relativamente largos. 

No sobra reiterar que lo que es propio de las economías ca­
pitalistas es la producción y reproducción de inestabilidad, 
desequilibrios y contradicciones, y que por medio de ellos el 
capitalismo se expande. Pero a la vez, no hay que olvidar lo que 
la historia y el análisis sociológico y político de las formacio­
nes sociales que han producido el capitalismo nos dicen de modo 
contundente: que el crecimiento capitalista, basado en decisio­
nes descentralizadas y maximizadoras de ganancias, sólo es 
durable e históricamente viable en tanto cuente con un marco 
de relaciones sociales y políticas que permita calcular y prever, 
y dé a las expectativas de los agentes económicos un horizonte 
de mínima coherencia. 

Este marco fue, en nuestro caso, el presidencialismo de origen 
revolucionario y modalidad corporativa y autoritaria. Ahora tie­
ne que ser el estado de derecho y, si se quiere estar realmente en 
los tiempos modernos, el estado social, democrático, de derecho. 

Más allá de esto, habría que volver a preguntarse, para darle 
una actualidad racional que trascienda el juego de abalorios 
desatado por la "revolución" neoliberal, por la necesidad de 
contar con "estados desarrollistas" (que no son equivalentes a 
"presidencialismos absolutistas, populistas o autoritarios"). Sin 
este tipo de estados, países como México no parecen capaces de 
articular y potenciar las energías económicas y sociales que 
supone la empresa del desarrollo nacional en una era de globa­
lización implacable como es la actual. "Sin un Estado efectivo 
no es posible que haya un cambio económico considerable, con 
excepción quizá, de un desplome total de la economía". 5 

Se tendría así, después del presidencialismo económico, una 
trinidad de "estados adjetivados": social, de derecho, democrá­
tico y desarrollista, cuyo despliegue sólo es concebible a partir 
de un discurso que vincule instituciones, política y desarrollo 
económico. Así lo hizo, después de todo, en la práctica y la for­
ma, el presidencialismo mexicano. 8 

4. Josué Sáenz, La nueva ceguera , Grupo Editorial Miguel Án­
gel Porrúa-Este País, México, 1999. 

5. Ha-Joon Chang, El papel del Estado en la economía, Ariel, 
México, 1996, p. 86. 
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La reforma fiscal en México: 
¿modernización tributaria 

o nuevo pacto fiscal? 

• • • • • • • • • • JOSÉ AVALA ESPINO• 

N o deja de ser preocupante que , a pesar de la necesidad 
acucian te de una reforma fi scal, sea ésta todavía un tema 
que la sociedad y el Estado mexicanos han eludido enca­

rar a fondo desde hace varias décadas. Se vive una paradoja: los 
grupos sociales, incluida la burocracia, reconocen dicha nece­
sidad, que incluso muchos califican de integral -quizá para 
subrayar lo mucho que falta por completar-; 1 sin embargo, el 
consenso se termina cuando se discuten sus objetivos, metas y 
mecanismos para ponerla en marcha. Ciertamente, en el plano 
de la retórica, estos grupos han desarrollado sus propuestas, pero 
a juzgar por los resultados de sus esfuerzos discursivos es posi­
ble comprobar que en la práctica han existido más diferencias 
que coincidencias. En tomo a este debate se ha creado un clima 
social de gran desconfianza e incredulidad que ha terminado por 
dificultar el establecimiento de una deliberación pública siste­
mática mediante la cual los actores pudieran debatir, intercam­
biar información y confrontar sus concepciones de cara a los 

l. En el debate sobre la reforma fiscal en México, el calificativo 
de integral alude a una noción que emplean muchos analistas, insti­
tuciones y aun organismos públicos para referirse a un cambio de fondo 
que prevea todos los aspectos del sistema tributario (económicos, 
administrativos, legales). Sin embargo, en los últimos años, S. Trejo 
ha señalado con razón, que los gobiernos no se han planteado una vi­
sión y política integrales en la definición de las políticas públicas , y 
la reforma fiscal no escapa a ello. Esta observación, por supuesto, po­
dría extenderse a otros actores nacionales. S. Trejo, "Respuestas gu­
bernamentales ante el contexto económico y social" , El Mercado de 
Valores, año LIX, núm. 12, diciembre de 1999. 

* Coordinador del Centro de Estudios para el Desarrollo Económi­
co de México, Facultad de Economía, UNAM <jayalaecono@ iserve. 
net.mx> 

intereses del país, y no sólo considerando los intereses particula­
res de los grupos. En la actualidad las condiciones políticas mí­
nimas y las instituciones necesarias para crear un entorno favo­
rable a la coordinación de decisiones en esa materia no parecen 
estar a la vista, a juzgar por la conducta egoísta de los principa­
les agentes. En opinión del autor, un elemento ausente es sin duda 
la falta de un acuerdo político entre los grupos sociales que per­
mita convertir un tema de la agenda política en un programa viable 
de reforma fiscal. Desde luego, la falta de un acuerdo político no 
es un asunto nuevo; en realidad, los esfuerzos para llevar a cabo 
una reforma datan de los años sesenta. Los gobiernos prefirie­
ron recurrir a otros expedientes antes que modificar el compro­
miso fiscal básico. Entre estos expedientes destacan el endeuda­
miento externo exagerado, la petrolización de las finanzas pú­
blicas y la privatización de una parte importante del patrimonio 
público. Aunque estos expedientes han pesado más o menos en 
la formulación de la política económica de los gobiernos, no cabe 
duda de que el rasgo dominante de los últimos tres regímenes ha 
sido siempre la retracción de las actividades gubernamentales. 
Este acuerdo debería permitir la definición de la cuantía de los 
recursos públicos requeridos, su origen y las reglas de asigna­
ción y ejecución como una condición sine qua non para crear un 
ambiente favorable a la cooperación entre los agentes económi­
cos. Este tema, por su importancia, debería inscribirse en el de­
bate sobre las políticas de Estado. 2 

Una segunda paradoja, tan importante como lo anterior es que 
se necesita más gasto público, pero se dispone de menos ingre-

2. Para una exposición sobre la posibilidad de implantar políticas 
de Estado véase J. Aya! a, "Consideraciones sobre el establecimiento 
de una política de Estado", Comercio Exterior, México, vol. 49, núm. 
3, marzo de 1999, pp. 218-224. 
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sos. Toda la sociedad reconoce la necesidad de elevar dicho gasto, 
aunque el Estado cuenta con menos recursos fiscales en térmi­
nos reales para cumplir con sus funciones sustanciales. En ese 
marco, la eficacia de la acción gubernamental es actualmente 
muy pobre : "medida en términos de la capacidad para resolver 
las demandas sociales y económicas de la población -empleo, 
vivienda, salud, educación- se ha deteriorado a lo largo de las 
últimas décadas [ ... ] Ello también ha sido uno de los factores 
que no ha permitido un mayor dinamismo de la actividad priva­
da". 3 A pesar de las urgencias fiscales para atender demandas 
sociales, el promisorio horizonte de una reforma fiscal se ve 
nublado por no pocas resistencias y obstáculos. 

La resistencia a la reforma, habría que reconocerlo, se debe 
a que la sociedad ha perdido confianza en el papel del gasto pú­
blico como factor para mejorar la calidad de vida y el bienestar 
social, no sólo porque éstos se han alejado cada vez más de ser 
un propósito alcanzable, sino también porque es vox populi que 
en los últimos años las transferencias fiscales para financiar el 
rescate carretero, el saneamiento de la banca y el financiamiento 
a la reforma de la seguridad social han restado y restarán en los 
próximos años un enorme volumen de recursos financieros que 
podrían haberse aplicado a la educación, la salud, la infraestruc­
tura y la lucha contra la pobreza. Por supuesto, la manera pecu­
liar en que los últimos gobiernos han manejado la política de 
gasto ha sido en sí misma un poderoso argumento para mostrar 
a los ciudadanos la futilidad del gasto público para apoyar y 
mantener una red social de apoyo a sus demandas. 

Otro factor que ha desfavorecido las posibilidades para im­
plantar una reforma fiscal es la ideología dominante y la influen­
cia de los organismos multilaterales. Estos últimos, en particu­
lar, han insistido en señalar que una política fiscal activa tiene 
poco que hacer para mejorar el desempeño económico y la dis­
tribución del ingreso y que, por el contrario, lo recomendable 
es la disminución del protagonismo fiscal del Estado. En efec­
to, el consenso de la segunda posguerra, según el cual el desem­
peño exitoso de una economía dependía en buena medida de una 
política fiscal activa, ha recibido un duro ataque por parte de estos 
organismos y las ideologías que han florecido en la globaliza­
ción. Actualmente goza de poca aceptación que la carga tributaria 
debería ser progresiva y ha perdido fuerza la idea según la cual 
el Estado tenía el derecho -si no acaso la obligación- de usar 
la imposición como un instrumento básico de las políticas so­
cial y económica. La globalización, por su parte, también ha sido 
un elemento que ha influido de manera decisiva para que los 
países traten de orientar sus políticas tributarias en una direc­
ción excesivamente conservadora, como si el logro de los equi­
librios fiscales fuera un fin en sí mismo y no un instrumento de 
desarrollo. En resumen, los anteriores factores sugieren que los 
países tienen actualmente un menor margen de maniobra para 
manejar internamente con mayor soberanía y libertad su polí­
tica fiscal. 

En este complejo entorno de demandas y restricciones , las 
condiciones para lograr una reforma fiscal son ciertamente poco 

3. S. Trejo, op. cit., p. 105. 
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favorables. Ésta parece una quimera deseada por todos , pero 
también inalcanzable para todos. En efecto, a la fecha no hay 
entre los segmentos de la sociedad una agenda común, una pers­
pectiva compartida o un marco conceptual aceptado para abor­
darla. Los temas, los calendarios y los compromisos políticos 
en la materia no parecen ser una preocupación inmediata en los 
programas o las plataformas políticas de los grupos que en la 
actualidad disputan el poder. Tal parece que los partidos políti­
cos temen perder el apoyo potencial de los electores, los con­
tribuyentes o los principales grupos de interés si se atreven a 
comprometerse con un reforma fiscal de fondo, sencillamente 
porque los ciudadanos y los votantes nada quieren saber sobre 
aumentos de impuestos. 

El propósito de este ensayo es reflexionar sobre la viabilidad 
de la reforma fiscal, su más probable curso de acción y sus po­
sibles implicaciones para la política económica a la luz de las 
necesidades económicas y las demandas sociales. Se sugiere que 
el análisis de una posible reforma fiscal no se puede llevar a cabo 
considerando exclusivamente los aspectos económicos y técni­
cos, sino que es preciso que aquél incorpore los procesos polí­
ticos que pueden favorecer o inhibir las posibilidades de la re­
forma. En la primera parte se destacan los principales elementos 
del diagnóstico general de la situación actual del sistema tribu­
tario mexicano. Como es evidente, el diagnóstico es un factor 
relevante para justificar la necesidad de cierto tipo de reforma. 
Alrededor del diagnóstico existen muchas coincidencias, pero 
también diferencias significativas. Más adelante se trata de de­
finir dos tipos posibles de reforma fiscal que hipotéticamente 
pueden implantarse en México. Además, se procura comparar 
las similitudes y las diferencias sobre las concepciones que se 
tienen de la reforma fiscal. Por último se presentan las conclu­
siones, entre las que destaca que a pesar de las dificultades para 
aplicar una modernización tributaria y los desafíos para acor­
dar e instrumentar un nuevo acuerdo fiscal, la reforma no sólo 
es posible, sino sobre todo necesaria en el marco de una mayor 
democratización. El problema principal, en opinión del autor, 
es que los principales grupos de interés deben reconocer la ne­
cesidad de repartir los costos y beneficios atribuibles a la reforma 
como una condición indispensable para fijar un compromiso 
creíble y confiable. 

DIAGNÓSTICO 

Las características del sistema tributario mexicano, en gene­
ral, se pueden explicar por factores internos del propio sis­
tema (económicos, técnicos, institucionales y administra­

tivos) que le confieren sus principales atributos, así como por 
elementos externos que influyen de manera decisiva en su de­
sarrollo (el papel de la presidencia, las características del Con­
greso, el sistema de partidos, los rasgos del sistema electoral , 
etcétera) . Estos últimos determinan, en buena medida, el com­
portamiento de los agentes en el sistema tributario. En rigor, 
conviene incorporar al análisis el papel de ambos tipos de fac­
tores para tener una visión más adecuada, pues es fácil advertir 

• 

• 
• 

• 
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CARGA TR IBUTARIA EN PAÍSES EN DESARROLLO, 1998 (PORCENTAJES DEL PIB) 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 
México 14.2' 
Chile 17.8 
Brasil 18.6 
Malasia 20.6 
Sudáfrica 25 .2 
Uruguay 27.6 

a. Incluye ingresos no tributarios. Los ingresos tributarios significan sólo 10.50% del 
PIB . 

Fuentes: Banco Mundial y Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
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que en la práctica ambos están relacionados. Enseguida se exa­
minan algunos de los elementos más importantes. 

Debilidad fiscal 

El común denominador de la mayoría de los análisis académi­
cos e institucionales sobre el sistema fiscal mexicano es la co­
incidencia en su notable debilidad, entendida ésta como una baja 
carga tributaria para el conjunto de la economía. Convendría 
tener presente, sin embargo, que la carga fiscal por sectores y 
agentes puede variar de manera significativa; por ejemplo, la 
carga fiscal se ha mantenido elevada para el sector moderno de 
la economía y los causantes cautivos, mientras que otras acti­
vidades no pagan impuestos, lo hacen a tasas muy bajas o incu­
rren en la evasión. En este sentido, las finanzas públicas viven 
una notable contradicción: la carga tributaria general es muy 
baja, pero la correspondiente a las empresas es todavía muy alta 
o al menos más alta que la de sus principales socios comercia­
les. Sin embargo, la calidad y la cantidad de los bienes y servi­
cios públicos que se ofrecen al sector moderno es, en general, 
más deficiente que otros países con tasas impositivas iguales o 
menores. Pero, además, muchos ciudadanos reciben poco o nada 
de los beneficios de la provisión de bienes públicos. 

La debilidad fiscal se explica por un conjunto de factores más 
o menos presentes a lo largo de los últimos años, entre los cua­
les destacan los siguientes: exenciones fiscales amplias, insu­
ficiente calidad y cantidad en la provisión de bienes y servicios 
públicos, importancia creciente de la economía informal, exce­
siva dependencia de los ingresos petroleros, significativos ni­
veles de evasión y elusión fiscales, fallas administrativas, lagu­
nas legales y, finalmente, factores políticos. La combinación de 
todos ellos explica de manera sumaria la baja carga tributaria. 
En efecto, si se compara a México con países de similar desa­
rrollo y tamaño, esta carga es atípicamente baja (véase el cua­
dro 1). 

También es ampliamente reconocido que el monto de los in­
gresos públicos disponibles es a todas luces insuficiente para 
financiar los programas de gasto público prioritarios. La insu­
ficiencia de entradas es de particular importancia en una econo­
mía como la de México, en la cual el ingreso se encuentra nota-
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blemente concentrado, la economía ha caído en crisis recurrentes 
que han significado una pérdida importante de empleos y las altas 
tasas de int1ación han contribuido a erosionar el poder adquisi­
tivo de los grupos de la población que dependen más de la pro­
visión de bienes públicos. Estos rasgos de la economía mexicana 
ponen de relieve el enorme esfuerzo que se tendría que realizar 
para elevar los ingresos fiscales simplemente para enfrentar 
rezagos sociales.4 

En efecto, se reconoce que los ingresos presupuestarios del 
gobierno federal han caído 2% delPIB de 1992 a 1998.Aún más 
grave es que los ingresos tributarios disminuyeron su participa­
ción en 3% en el total de los ingresos presupuestarios para el 
mismo período. Igualmente preocupante resulta reconocer la 
enorme brecha que existe entre los ingresos y las necesidades 
para financiar los rezagos en el cumplimiento de las demandas 
sociales, del fortalecimiento de la educación y salud públicas, 
del desarrollo y modernización de la infraestructura y, en general, 
para apoyar el crecimiento de la inversión y el empleo. Algunos 
datos ilustran lo anterior: el nivel de gasto público de 1999 es el 
más bajo de los últimos 20 años; el nivel de gasto per cápita cayó 
de 11 000 pesos en 1988 a 6 000 pesos en 1998; la recaudación 
tributaria fue apenas suficiente para financiar75 centavos de cada 
peso asignado a educación, seguridad social y salud, y el ingre­
so por IVA apenas alcanzó para financiar 57 centavos por peso 
asignado a la educación. El resultado palmario de esta debili­
dad fiscal ha sido, evidentemente, la reducción de los progra­
mas de gasto más relevantes. 

El sistema fiscal se caracteriza por un régimen de excepcio­
nes exageradamente amplio. Por ejemplo, las empresas que 
participan en sectores gravados con el régimen simplificado en 
agricultura, pesca y transporte terrestre, que generan 10% del 
PIB y 25% del empleo, prácticamente no pagan impuestos al 
ingreso. Muchas de estas actividades las realizan empresas pe­
queñas, pero también grandes, para las cuales no se justifican 
las exenciones. Lo exagerado de éstas, por ejemplo en el caso 
del IVA, llevan a México a tener uno de los niveles más bajos de 
recaudación por este tipo de impuestos. Por ejemplo, en 1994 
la recaudación fue de 2.7% frente a 5.4% en América del Sur o 
6.5% en el promedio en los países de la OCDE. En México sólo 
55% del consumo se grava con el IVA, frente a 65 % en Argenti­
na y 92% en Chile (véase el cuadro 2). En general, se puede afir­
mar que el uso excesivo de incentivos tributarios afecta de ma­
nera negativa el principio de suficiencia tributaria y la equidad.5 

Es reconocido que un sistema laxo de exenciones favorece la eva­
sión y la elusión fiscales y, además, tiende a elevar los costos de 
captación fiscal por peso recaudado. En México, el costo es de 
30 centavos por peso, lo cual resulta muy alto si se compara con 
otros países, por ejemplo, respecto a economías donde la rela-

4. Para una descripción general del sistema tributario mexicano 
véase J. Ayala, Economía del sector público mexicano, Facultad de 
Economía, México , 1999. 

5. Al reducir el número de impuestos -algunos de escasa impor­
tancia económica- disminuyen los costos de cumplimiento fiscal y 
los incentivos a la evasión. Las múltiples exenciones, deducciones 
y tasas diferenciales incentivan el incumplimiento y la evasión. 
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ExENCIONES FISCALES EN MÉXICO 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
Impuesto al valor agregado (IV A) 

Grandes agricultores y ganaderos 

Transporti stas 

Causantes menores (ingresos menores de 2 millones de pesos anuales) 

43 % del consumo exento para la población con más ingresos 
55% del consumo se grava con el IV A, frente a 65% en Argentina y 

92% en Chile 

Pagan 50% de la tasa general 

Rég imen simplificado (cero impuestos) 

2.5% sobre las ventas brutas 

Fuente: elaborado con base en C. El izando, "La fragilidad tributari a del Estado mexicano: una expli cac ión política", El Mercado de Valores, núm . 7, julio de 1999 . 
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ción de costos de recaudación/ingresos totales va de 2 a 3 por 
ciento y en otros países de 7 a 8 por ciento.6 

La insuficiente cantidad y la baja calidad de los servicios 
públicos prestados por el Estado conduce, desde luego, a una 
escasa voluntad de pago de impuestos por parte de los contri­
buyentes, lo cual, a su vez, tiende a disminuir la carga tributaria. 
Esta poca voluntad de pago también se explica porque la socie­
dad no se ha sentido suficientemente representada por quienes 
deciden quién debe pagar cuánto y cómo se deben gastar los 
recursos públicos. La reticencia al pago de impuestos contras­
ta con las exigencias ciudadanas que exigen más bienes y ser­
vicios públicos y más subsidios, pero que consideran el gasto 
como dado, es decir, como si no implicara un financiamiento que 
se traducirá, tarde o temprano, en más impuestos o en mayor 
deuda pública. Las demandas ciudadanas presionan a los polí­
ticos a proponer un mayor gasto público, al tiempo que ofrecen 
mantener, o aun disminuir, los impuestos. Esta conducta no ayu­
da a desarrollar en la sociedad una "cultura fiscal" responsable 
y consciente de las restricciones y la necesidad de pagar impues­
tos. No deja de llamar la atención que en una encuesta reciente, 
ante la pregunta de si se prefiere un aumento de impuestos para 
financiar programas sociales e inversión pública o que no au­
menten los impuestos para sostener el actual nivel de consumo 
privado, sólo cerca de 10% prefirió el aumento de impuestos.7 

La economía informal tiene un peso significativo en Méxi­
co. Cerca de 10% del PIB se genera en ese sector, lo cual supone 
que la base de posibles contribuyentes se reduce de manera con­
siderable. U na idea de las repercusiones de la informalidad so­
bre el sistema tributario la ilustran los siguientes datos: el pa­
drón fiscal se compone de sólo 5.5 millones de personas, muy 
bajo si se compara con los 34 millones de personas que consti­
tuyen la población económicamente activa (PEA). En efecto, 57% 
de la PEA labora en el sector informal y prácticamente no paga 
impuestos. También es revelador que el número de estableci­
mientos cautivos para la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú­
blico (SHCP) sólo sea de 550 000, mientras que de acuerdo con 

6. Datos proporcionados por E. Bours, "Hacia una reforma fiscal 
integral", El Mercado de Valores, núm. ?,julio de 1999. 

7. C. Elizondo, "La fragilidad tributaria del Estado mexicano: una 
explicación política", El Mercado de Valores, núm. 7, julio de 1999. 

datos del INEGI hay dos millones de establecimientos que rea­
lizan actividades económicas. 8 Es evidente que uno de los ob­
jetivos de la reforma debería consistir en hacer cumplir el Có­
digo Fiscal de la Federación para toda la economía. 

Los ingresos públicos dependen en exceso de los recursos 
petroleros. En 1997los derechos de Pe m ex significaron 26% de 
los ingresos presupuestarios del gobierno federal. Esta depen­
dencia tiene dos consecuencias importantes para la economía. 
Por una parte, las variaciones en los precios del petróleo dificul­
tan la planeación eficaz del presupuesto de ingresos. Por ejem­
plo, en 1985los derechos de Pemex significaron 34.3% de los 
ingresos presupuestarios, frente a 16.6% en 1998, es decir, casi 
la mitad. Estas variaciones tienen consecuencias en los ingre­
sos públicos disponibles y terminarán por afectar los programas 
de gasto público, con todas sus secuelas negativas en la inver­
sión y el empleo. 

A pesar de que la administración tributaria ha mejorado en 
los últimos años, las fallas de gestión todavía son importantes. 
Las propias autoridades reconocen que falta mucho por hacer 
en esta materia. 9 Un ejemplo significativo es la profesionali­
zación del servicio civil de carrera en el ámbito fiscal, que per­
manece como una promesa incumplida. En México existe una 
capa de la burocracia bien entrenada para operar e incluso for­
mular procesos fiscales complejos, pero es insuficiente para 
soportar un proceso de modernización administrativo sosteni­
do. A menudo, una parte de los funcionarios públicos de alto nivel 
pasan a ocupar puestos de importancia en el sector privado. Por 
su parte, la burocracia que opera en la base del sistema tributa­
rio carece de incentivos económicos y sociales para participar 
en una auténtica carrera de servicio civil en la SHCP; de hecho, 
la carrera civil no existe en esa área. 10 

No cabe duda de que las fallas administrativas se reflejan en 
la imagen que la ciudadanía tiene sobre la hacienda pública en 
México. En general, se puede afirmar que es muy mala, como 
lo revela la poca confianza social que proyecta la SHCP. Por ejem­
plo, en una encuesta de valores, esta Secretaría tuvo en 1998 un 

8. E. Bours , o p. cit. , p. 13 . 
9. T. Ruiz, "El sistema fiscal mexicano: avances y retos", El Mer­

cado de Valores, núm. 7 , julio de 1999. 
JO . C. Elizondo, o p. cit., p. 27. 
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valor de confianza de 1.7, tan bajo como el de la policía del Dis­
trito Federal (1.5) , lo cual contrasta con los valores de la Igle­
sia (2.3) y la escuela (2.7). 11 

Los sistemas de información fiscal, aunque se han moderni­
zado, todavía adolecen de un retraso significativo. Un mejor 
sistema de información podría contribuir a mejorar la adminis­
tración fiscal. El cumplimiento de las obligaciones fiscales de­
pende en muchas ocasiones de que los contribuyentes tengan 
acceso adecuado, ágil, oportuno y barato a la información. Aun­
que han mejorado los sistemas de información, el número de 
solicitudes de información de contribuyentes es todavía muy 
elevado, el tiempo destinado a trámites fiscales muy amplio y 
la espera para la devolución de impuestos muy larga. Estos ele­
mentos son particularmente graves para los contribuyentes pe­
queños, en realidad la mayoría. U na disminución de los costos 
de captación de impuestos dependerá en buena medida de la 
capacidad para introducir mejoras en la tecnología de la infor­
mación. 

Las lagunas legales del sistema tributario aún son importantes. 
En opinión de muchos expertos la legislación fiscal mexicana 
es compleja y difícil de cumplir por el común de Jos contribuyen­
tes. Los continuos cambios legislativos generan incertidumbre 
y crean la necesidad creciente de información y entrenamien­
to. Estos problemas dificultan el cumplimiento de las obligacio­
nes fiscales, desalientan el pago oportuno de impuestos e impo­
nen costos adicionales al proceso de colección de impuestos. En 
este ámbito es necesaria una reforma institucional que permita 
una simplificación tributaria que incentive al pago de impues­
tos. Los sesgos institucionales desvían la conducta de los con­
tribuyentes hacia una práctica que favorece la evasión y la elu­
sión; afectan la seguridad jurídica de los contribuyentes y, en 
general, complican de modo innecesario el cumplimiento de las 
obligaciones. En lo que se refiere a la economía informal, la le­
gislación debe prever, por supuesto, la inclusión de Jos contri­
buyentes de este importante sector en el padrón fiscal. 

La debilidad fiscal, además de los factores económicos y 
administrativos mencionados, se explica por el papel que ha 
desempeñado el sistema político en el proceso de toma de deci­
siones fiscales. El sistema político mexicano surgido de la re­
volución mexicana propició una extraordinaria centralización 
política y una fuerte concentración del poder en el Ejecutivo, 
sobre todo en la figura del presidente de la República. Tal vez 
ello fue necesario y se justificó al principio, al permitir la con­
solidación de un Estado relativamente fuerte para imponer una 
modernización de la administración fiscal a lo largo y ancho del 
país. Sin embargo, la centralización y la concentración de po­
der excesivas se convirtieron a la larga en uno de los principa­
les obstáculos para la modernización del sistema tributario. En 
efecto, el sistema político confirió al Ejecutivo una enorme ca­
pacidad para distribuir premios y castigos a los contribuyentes 
mexicanos. El presidente otorgaba privilegios a discreción para 
favorecer a los grupos que le brindaban apoyo político, social y 

11. Este País, febrero de 1999. Las escalas de calificación de la 
confianza eran: 1 =nada, 2 =poca y 3 =mucha. 
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aun financiero. Pero también, de otra parte, el gobierno podía 
desfavorecer a los grupos que se oponían al régimen del presi­
dente en turno. Por supuesto, la influencia de factores políticos 
en la determinación de la carga tributaria no es un problema ex­
clusivo de México. 

En un interesante estudio sobre el papel de la política tributaria 
en el desarrollo de largo plazo, Bradford DeLong encontró prue­
bas que sugieren que los gobiernos autoritarios y con amplio 
margen de discreción tienen bajas cargas tributarias y han sido 
muy ineficientes para propiciar el crecimiento económico y 
promover el bienestar de la sociedad. En contraste, los gobier­
nos democráticos están asociados a mayores cargas tributarias, 
pero también han sido más eficientes en el fomento del desarrollo 
económico. 12 Esto ya lo había advertido A. de Tocqueville: "Se 
encontraría (en la evidencia histórica) que los gastos en la re­
pública democrática son mayores que en la monarquía absolu­
ta. Pero así acontece en todos los estados libres, comparados con 
los que no lo son". Tocqueville no afirma que una alta tasa impo­
sitiva conduzca a un alto ingreso gravable. Por el contrario, sos­
tiene que las instituciones democráticas son la causa común de 
ambos fenómenos. 13 

En México, el pacto "corporativo" fue el eje alrededor del cual 
giraba la definición de la política económica y, especialmente, 
de la fiscal. Los acuerdos corporativos entre Jos principales gru­
pos de interés convirtieron la política tributaria mexicana en 
auténtico rehén de las ambiciones de esos grupos, pues en un 
régimen autoritario la política fiscal no era discutida y mucho 
menos negociada por medio de instituciones auténticamente 
democráticas. El resultado de la falta de estas instituciones ha 
sido un enorme obstáculo para cambiar la orientación básica de 
la política tributaria. Por esta razón, los gobiernos eludieron 
implantar una reforma y comenzaron a recurrir a otros mecanis­
mos que compensaron la debilidad tributaria; por ejemplo, usa­
ron cada vez más el financiamiento deficitario del gasto; acu­
dieron al expediente de incrementar excesivamente la deuda 
pública; comenzaron a depender de manera creciente de los in­
gresos petroleros, y encontraron en la privatización de una par­
te del patrimonio nacional un mecanismo temporal para corre­
gir las deficiencias estructurales del sistema fiscal. La eficiencia 
de esta política, a juzgar por sus resultados, ha sido poco satis­
factoria. El crecimiento económico, a pesar de los significati­
vos apoyos fiscales a la inversión, ha sido insuficiente para ge­
nerar los empleos que garanticen a los mexicanos un ingreso 
mínimo que satisfaga sus necesidades básicas. Por último con­
viene no perder de vista que a pesar del conservadurismo fiscal 
de los diversos gobiernos, la estabilidad macroeconómica co­
menzó a perderse. En efecto, la estabilidad ha sido uno de los 

12. J. Bradford DeLong, "Princes and Merchants: Europan City 
Growth before the Industrial Revolution", en A. Shleifer y R. W. 
Vishny, Grabbing Hand. Govemment Pathologies and their Cures , 
Harvard University Press, Cambridge, 1998. 

13. La cita y el comentario provienen de J. Elster, "Las consecuen­
cias de la elección constitucional", en J. Elster y R. Slagstad (eds.), 
Constitucionalismo y democracia, Fondo de Cultura Económica, 
México, 1999. 
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principales objetivos que han perseguido los últimos gobiernos, 
pero evidentemente no se ha logrado . 

El anterior diagnóstico apunta con claridad las áreas a las que 
se debe dirigir la reforma. En primer lugar, un esfuerzo impor­
tante se debe orientar a atacar el régimen de exenciones fi sca­
les , disminuyéndolas o eventualmente eliminando las que no se 
justifiquen ni económica ni socialmente. Según la OCDE, la sola 
eliminación de los regímenes especiales podría contribuir a in­
crementar la carga tributaria en 3% del PIB y, además, coadyu­
varía a abatir los costos de colección de los impuestos . 

En segundo lugar, debe mejorarse de manera significativa la 
equidad en la distribución de la carga fiscal , precisamente para 
disminuir de manera paulatina la evasión y la elusión fiscales. 
La importancia de la economía informal gravita de manera 
negativa en torno de la capacidad tributaria y es una fuente im­
portante de evasión. Por supuesto que existen otras fuentes de 
evasión fiscal; por ejemplo, el impuesto a las utilidades de las 
empresas es un gravamen difícil de pagar y costoso de fiscali­
zar, razón por la cual las empresas tendrán incentivos para eva­
dir su pago por medio de la subfacturación y la subida artificial 
de los costos. 

En tercer lugar, es preciso elevar la calidad y la cantidad de 
la provisión de bienes y servicios públicos, lo cual supone, ade­
más, una lucha verdadera contra la corrupción en la administra­
ción pública, una mejor asignación de recursos mediante la des­
centralización y desburocratización mediante mecanismos de 
presupuestación más adecuados. Estos aspectos pueden contri­
buir a incentivar a los contribuyentes a pagar impuestos porque 
perciben que éstos se están usando de modo correcto, con trans­
parencia y honestidad, y que la calidad del gobierno es más alta. 

En cuarto lugar sería necesario disminuir la dependencia de 
los ingresos petroleros. Ello se puede conseguir por medio 
de la formación de un fondo de contingencia que permita absor­
ber las caídas de los precios de petróleo. La existencia de este 
fondo daría más certidumbre a la planeación presupuestaria y, 
en general, a los agentes económicos sobre la evolución previ­
sible del presupuesto público de ingresos y gastos. 

Algunos analistas y actores políticos han planteado que las 
anteriores medidas realmente forman parte de la reforma fiscal, 
aunque también sugieren que una vez que se cuente con un mo­
delo técnicamente adecuado el problema para ponerla en mar­
cha será esencialmente un asunto político. 14 En efecto, es muy 
probable que una modernización fiscal acordada sólo entre la 
burocracia hacendaría y los grupos empresariales sea incapaz 
de lograr un aumento de ingresos públicos compatible con las 
necesidades sociales. Si esta opinión es correcta, entonces se ne­
cesita un pacto fiscal que permita una participación social más 
amplia y, sobre todo, la creación de instituciones fiscales demo­
cráticas, no sólo para alcanzar la modernización tributaria, sino 
la definición de un nivel de carga tributaria congruente con las 
necesidades sociales. Por las razones anteriores conviene pre-

14. Véase por ejemplo el alegato político de D. Meade, "La reforma 
fisc al: un debate político" , El Mercado de Valores, núm. 7, julio de 
1999. 

sentar con mayor detalle los límites y los alcances de dos visio­
nes posibles de la reforma fi scal. 

Dos CONCEPCIONES SOBRE LA REFORMA FISCAL 

En términos generales, se podría decir que en México hay dos 
grandes percepciones sobre la reforma fiscal. La primera 
coloca el acento en la modernización fiscal como el mejor 

mecanismo para mejorar la administración tributaria y con ello 
lograr aumentos marginales en la carga tributaria. La segunda, 
en cambio, destaca la necesidad de un nuevo pacto fiscal como 
una condición indispensable para alcanzar la modernización, 
pero también para elevar la carga tributaria a un nivel similar al 
promedio de los países de la OCDE. La primera visión plantea 
una estrategia que privilegia la modernización tributaria en el 
corto plazo; además, considera la reforma como un proceso gra­
dual en el cual de manera progresiva se irá modernizando el sis­
tema fiscal hasta llegar al punto en que se puedan remontar sus 
principales deficiencias. Desde esta perspectiva, la reforma no 
tiene el propósito de aumentar de modo significativo las tasas 
históricas de participación del ingreso y el gasto públicos en el 
PIB. Por el contrario, se acepta que la carga general y las tasas • 
marginales superiores de la mayoría de los impuestos son com­
petitivas internacionalmente y poco distorsionantes. Por ello se 
sugiere incluso que las tasas marginales para algunos impues- • 
tos podrían disminuir. Según esta concepción el único aumen-
to posible de la carga tributaria sería el atribuible al mismo pro-
ceso de modernización. Frente a propuestas de reformas que 
puedan significar un aumento de las tasas marginales, siempre 
se prefiere la ampliación de la base de contribuyentes, el abati­
miento de la evasión y la elusión fiscales , la simplificación ad­
ministrativa, etcétera, pero no un aumento de los impuestos que 
incremente la carga general. 

Los propósitos explícitos de este tipo de reforma son mejo­
rar la eficiencia general del sistema tributario; bajar los costos 
administrativos, esto es, reducir los correspondientes a cada peso 
captado; disminuir los índices de evasión y elusión por medio 
de una baja de las exenciones fiscales y regímenes específicos, 
y avanzar en la simplificación administrativa. Si lo anterior se 
logra -argumentan sus partidarios- también será posible 
mejorar la voluntad de pago de los contribuyentes, lo cual, a su 
vez, permitiría mejorar la eficiencia y la equidad del sistema 
tributario. 

El resultado que se espera con la aplicación de una moderni­
zación tributaria es que las ganancias de eficiencia general del 
sistema permitirán obtener más ingresos fiscales netos sin ne­
cesidad de modificar de manera considerable las tasas tributarias. 
Además, se plantea que no es necesario un nuevo arreglo institu­
cional, es decir, se considera que el compromiso fiscal existen­
te es en esencia suficiente para garantizar una operación adecua­
da del sistema fiscal. Este tipo de reforma se podría caracterizar 
por ser una reforma "blanda", ya que no busca modificar los 
acuerdos sociales básicos que han permitido hasta ahora man­
tener una notable y atípicamente baja carga fiscal, en compara-



ción con países de similar o incluso menor desarrollo. Esta vi­
sión concibe la reforma fiscal como un problema básicamente 
técnico y administrativo, es decir, no se necesita un nuevo acuer­
do fiscal entre los grupos de la sociedad, por ejemplo, para pactar 
un aumento de la carga fiscal y distribuir ésta de manera distin­
ta.15 La OCDE considera que la modernización tributaria por sí 
misma sólo podría contribuir a elevar la carga de 3 a 4 por cien­
to, cifra importante pero insuficiente para financiar las necesi­
dades de gasto. 

Concebida desde la anterior perspectiva, la reforma es en 
realidad un proceso que en la práctica es permanente, porque se 
trata de ir afinando gradualmente el sistema. Sin embargo, la 
pregunta relevante es si esta perspectiva reformista, limitada en 
opinión del autor, permitirá obtener un monto de ingresos sufi­
cientes para financiar las actividades públicas prioritarias, que 
en el caso de México, desafortunadamente, son todavía casi to­
das las funciones básicas del Estado. La experiencia reciente 
muestra que a pesar de las importantes reformas introducidas 
durante los dos últimos gobiernos, los logros alcanzados han sido 
por demás insuficientes para remontar la ancestral debilidad 
fiscal. 16 

El segundo tipo de reforma, aunque por supuesto no exclu­
ye la necesidad de la modernización del sistema tributario, su­
pone que para llevar a cabo esta última se requiere un pacto fis­
cal y un incremento del nivel de la carga tributaria acorde con 
las necesidades sociales y económicas. El esfuerzo tendría que 
ser muy importante, pues aquélla se tendría que aumentar alre­
dedor de 10% del PIB para acercarse a los niveles de Chile y 
Uruguay. Este incremento es el medio sine qua non no sólo para 
fortalecer el papel promotor del Estado en el desarrollo econó­
mico, sino también para garantizar que cumpla con sus funcio­
nes sociales sustantivas. 

Si la sola modernización no permite alcanzar una carga tribu­
taria similar a la de nuestros socios comerciales, entonces se 
requiere, sin duda, un nuevo pacto fiscal que permita redefinir 
el "compromiso histórico" .17 El pacto fiscal es necesario para 

15. Una visión técnica de la reforma fiscal es estrecha al no incor­
porar las contradicciones que se entablan entre distintos grupos de la 
sociedad. Se ha dicho, con razón, que la política fiscal refleja en bue­
na medida la lucha política que se establece entre los principales grupos 
de interés. La distribución de poder entre éstos ayuda a entender por­
que el sistema tributario de un país difiere respecto a otro. 

16. La OCDE ha señalado que las reformas emprendidas en México 
han tenido efectos positivos; por ejemplo, se menciona que el siste­
ma se volvió más eficiente y equitativo, las tasas marginales del im­
puesto al ingreso disminuyeron para las personas físicas y las empresas 
y la base fiscal se amplió conforme a los principios que orientaron la 
reforma fiscal en diferentes países . Sin embargo, se señala que la re­
forma no generó ningún aumento significativo y durable de los ingre­
sos tributarios, debido principalmente al mantenimiento, ampliación 
o introducción de regímenes especiales . De hecho se señala que las 
reformas no lograron asegurar un mayor cumplimiento de las obliga­
ciones fiscale s. OCDE, Estudios Económicos de la OCDE, México, 
1998-1999, México, 1999. 

17 . Podríamos decir que en una democracia el sistema impositi­
vo refleja en buena medida un compromiso social. De hecho existe 
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fundar, literalmente, la fortaleza fiscal del Estado en la defini­
ción de una base gravable y tasas impositivas congruentes con 
los objetivos recaudatorios y de gasto del Estado. 18 

Este tipo de reforma, al igual que la primera, también supo­
ne que la eficiencia y la equidad de los programas de gasto pú­
blico deberán mejorarse de manera sensible; si esto no se cum­
ple la voluntad de pago de los contribuyentes simplemente no 
se concretará. Es reconocido que los mexicanos no perciben en 
el gasto público un mecanismo eficiente para crear riqueza y 
distribuirla. Por esta razón, proponer un aumento de impuestos 
es, para cualquier grupo, muy costoso políticamente. La mayor 
resistencia de los contribuyentes a pagar impuestos también se 
traduce en mayores costos para garantizar la fiscalización y la 
captación de impuestos. La aceptación de determinada carga 
fiscal depende en buena medida de la percepción que tengan los 
contribuyentes del uso y el destino de los recursos fiscales. Tam­
bién es importante destacar que el grado de corrupción pública 
es un fuerte freno a la voluntad de pago. En efecto, los contri­
buyentes, a pesar de que consideren muy valiosos los beneficios 
sociales que se pueden desprender de un mayor monto de gasto 
público, pueden resistirse a pagar impuestos si a la vez consi­
deran que los recursos públicos serán mal utilizados. 

Una diferencia importante es que esta concepción de la re­
forma supone que la sociedad deberá participar activamente en 
la definición de los objetivos y las metas fiscales porque la de­
manda social de bienes y servicios públicos debe reflejar, al 
mismo tiempo, la voluntad de los ciudadanos y los votantes de 
contribuir a su financiamiento mediante los impuestos y otras 
cargas no tributarias. Un nuevo pacto fiscal puede (y debe) 
procesarse democráticamente por medio de una participación 
más amplia de los grupos sociales, los partidos políticos, el 
Congreso y las organizaciones sociales. La participación social 
es, además, una condición inicial para negociar y en última ins­
tancia pactar una reforma que tenga el consenso de la sociedad. 
Eugenio Lahera plantea la necesidad de la participación ciuda­
dana en la reforma fiscal porque, a su juicio: "El sistema políti­
co tiene un papel insustituible en el desarrollo de la reforma. 
Junto al impulso de los acuerdos, se requiere generar escenarios 
que permitan canalizar y negociar conflictos e intereses con­
tradictorios; de otro modo el consenso puede convertirse en su 
propio enemigo, al intentar remplazar la dinámica social por 
negociaciones cupulares" .19 

Por último, pero no menos importante, este nuevo arreglo 
supone también un cambio en la institucionalidad fiscal que 

una relación contractual, más o menos explícita, según la cual los 
grupos de la sociedad aceptan financiar a través de sus impuestos un 
nivel de gasto. Los impuestos pueden ser pagados y cobrados porque 
existe un contrato que, por medio de los distintos códigos fiscales, 
mandata legalmente a la autoridad a cumplir esta función y obliga a 
los contribuyentes a pagar sus impuestos. 

18 . La idea de la necesidad del pacto fiscal ha sido planteada y 
propuesta por la CEPAL para América Latina. CEPAL, El pacto fiscal . 
Fortalezas, debilidades, desafíos , CEPAL, Santiago, Chile, 1998. 

19. E. Lahera, "El pacto fiscal en América Latina: una propuesta 
desde la CEPAL", Comercio Exterior, vol. 49, núm. 6, junio de 1999. 
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e u A D R o 3 

CoMPARACióN DE LOS Dos TIPos DE REFORMA FISCAL 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . ' 
Modernización fiscal Pacto fiscal 

Objetivo: modernización administrativa 

Focos de atenc ión: 
• Di seño técnico: re lativamente senc illo y conocido 
• Fortalecimiento de los s istemas de info rmación 
• Enfocada a grupos de grandes contribuyentes 
• Negociaciones entre las cúpulas burocráticas, po líti cas y e mpresari ales 
• Costos y benefi c ios concentrados en pocos grupos 

Fuente: elaborac ión propia . 

Objetivo: cambio institucional 

Focos de atenc ión: 
• Di seño po líti co : complej o y poco conocido 
• Adecuación de l marco legal 
• Enfocada a todos Jos grupos de contribu yentes, inc luida la economía 

informal 
• Negociación política amplia entre todos los g rupos soc iales 
• Repartir costos y benefic ios entre un mayor número de contribuyentes 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

permita definir reglas del juego más claras en materia tributa­
ria. En efecto, las instituciones fiscales influyen de manera 
decisiva en la forma mediante la cual los grupos de interés de­
fienden y buscan preservar los valores que representan. Estas 
instituciones también definen el modo en que la burocracia 
estatal canaliza la participación social (electores, opinión pú­
blica, partidos políticos, cámaras empresariales, Congreso, 
etcétera) en la definición del sistema tributario. En efecto, que 
las instituciones fiscales sean democráticas es muy importante 
porque aquéllas pueden llegar a alterar la distribución relativa 
del poder entre los grupos que participan en el proceso político 
en el cual se define la política tributaria. Por ejemplo, el proce­
so por el que se introducen nuevos principios fiscales o se lleva 
a cabo la reforma fiscal, debe mucho al papel de las institu­
ciones fiscales. Además, conviene no perder de vista que una 
institucionalidad fiscal adecuada es, al mismo tiempo, una parte 
sustantiva de las instituciones democráticas. Así como el cum­
plimiento de la ley es un requisito indispensable para el funcio­
namiento de la democracia, el cumplimiento del código fiscal 
es una condición necesaria para el buen funcionamiento de un 
sistema fiscai.2° 

Por todas las razones anteriores, no cabe duda de que un nuevo 
pacto fiscal, a diferencia de la simple modernización tributaria, 
es más complejo por su diseño técnico, la negociación política 
que entraña, las mayores dificultades administrativas y las ne­
cesidades de cambio institucional. En el cuadro 3 se contrastan 
las diferencias entre los dos tipos de reformas fiscales; se pone 
de relieve que una reforma fiscal tiende a generar conflictos entre 
agentes económicos y objetivos de política; por supuesto, tam­
bién convendría subrayar que existen varias posibilidades para 
solucionarlos . A título de ilustración se pueden mencionar las 
siguientes clases de conflictos: la coordinación de decisiones 
entre políticos electos y los funcionarios hacendarios , entre los 
distintos niveles de gobierno y entre los poderes ejecutivo y le­
gislativo. 

20. Para un tratamiento sobre las deficiencias e insuficiencias del 
marco legal sobre el sistema tributario mexicano véase l. M. Katz, La 
constitución y el desarrollo económico de México, Ediciones Cal y 
Arena, México, 1999. 

¿Cuál es la reforma más probable? 

¿Qué condiciones determinarán cuál de los dos tipos de refor­
ma se pondrá en marcha? Probablemente la situación política 
del país será el factor decisivo, en especial el curso que siga la 
democratización. Existen dos escenarios posibles: una implan­
tación muy lenta de la democracia que se consolidará en el lar­
go plazo y una consolidación de la democracia en un plazo más 
corto, favoreciendo las condiciones para el establecimiento de 
los arreglos institucionales pertinentes. En el primer caso, es 
decir, si se retrasa el proceso de democratización o se implanta 
muy lentamente, entonces lo más probable es que la reforma 
fiscal "blanda" se vaya imponiendo de manera paulatina e incre­
mental siguiendo el curso de las inercias del sistema. Esta po­
sibilidad puede ocurrir, porque ninguno de los grupos con in­
fluencia en las decisiones estaría dispuesto a pagar los costos de 
una reforma que modifique el arreglo institucional existente. En 
este escenario, la estrategia dominante de la burocracia y de los 
grupos de interés dominantes consistiría en luchar por mante­
ner el actual nivel de carga tributaria, es decir, se impulsarían 
cambios tributarios marginales como la única vía para alcanzar 
mejoras. 

No se puede descartar que los políticos de los partidos no 
puedan eludir por completo las demandas sociales de amplias 
capas de electores; si éste fuera el caso, entonces se verán obli­
gados a ofrecer programas de gasto público más ambiciosos y, 
al mismo tiempo, lograrlo sin aumentar los impuestos o inclu­
so disminuyéndolos. En este caso la burocracia hacendaría re­
cibiría presiones adicionales de parte de los políticos para ele­
var el gasto público. De hecho este escenario de "ilusión fiscal " 
es la estrategia más atractiva para casi todos los partidos políti­
cos, pues tienen poderosos incentivos para ocultar los costos 
fiscales de un programa de gasto más ambicioso, siempre y cuan­
do esto último fortalezca su posición relativa frente al electo­
rado. Si el oportunismo de los políticos llegara a prevalecer, el 
deterioro de las finanzas podría mantenerse y aun ampliarse . 
Desgraciadamente, si esto último llegase a ocurrir las condicio­
nes económicas, sociales y políticas se tornarían extraordina­
riamente adversas a una reforma fiscal de fondo , postergando, 
una vez más, su realización. 



Un segundo escenario puede ser el de una consolidación más 
rápida de la democracia. Si ello ocurre, pueden crearse condicio­
nes favorables para negociar un nuevo pacto fiscal que permita 
repartir sus costos y beneficios. Ciertamente puede uno pregun­
tarse: ¿por qué ahora sí será posible implantar una reforma de fon­
do? Una posible respuesta es que si la democracia es verdadera, 
entonces puede alentar la aceptación y el cumplimiento de las 
nuevas reglas , aun por los actores más reacios y oportunistas . Por 
ejemplo, con un buen arreglo institucional no sería una posibi­
lidad remota que los principales partidos políticos llegasen a 
compartir un enfoque y objetivos similares, o bien que los gru­
pos empresariales también llegaran a compartir una visión es­
tratégica del fortalecimiento fiscal del Estado para que éste pueda 
realizar sus funciones . Estos compromisos, aunque entrañan un 
camino lleno de obstáculos, son posibles, pues parten de un acuer­
do común. Si esto último llegara a ocurrir, entonces los agentes 
económicos pueden percibir como muy atrae ti va la posibilidad 
de firmar un compromiso, sencillamente porque las ganancias 
potenciales de un programa de gasto más amplio puede permi­
tir la creación de empleos. El compromiso es también atractivo 
no sólo para los partidos que se adhieran a un nuevo pacto fis­
cal, sino también para los votantes y contribuyentes que decidie­
ran apoyarlo . Los votantes saben que su apoyo electoral es im­
portante para aumentar sus beneficios sociales. 

La experiencia internacional ilustra que en los países con 
democracias sólidas los pactos entre grupos permiten introdu­
cir más fácilmente cambios en los compromisos fiscales, a pe­
sar de la fuerte competencia política y la alternancia en el po­
der. A favor de la viabilidad y el buen éxito de un pacto fiscal se 
pueden mencionar algunas experiencias recientes . Noruega 
estableció un Solidarity Alterna ti ve Agreement, un pacto entre 
el gobierno y las partes sociales para preservar la competitividad 
internacional. Australia puso en marcha un nuevo marco fiscal 
de mediano plazo mediante la Charter of Budget Honesty, que 
señala los principios para un manejo sano de la política fiscal. 
En Nueva Zelandia se legisló sobre tres aspectos fundamenta­
les del cambio estructural : a] la Ley de Responsabilidad Fiscal 
para preservar el equilibrio presupuestario; b] la Ley del Ban­
co de Reserva para establecer la autonomía del banco central y 
sus compromisos para reducir la inflación, y e] la Ley de Con­
tratos de Empleo para desregular los mercados laborales.2 1 

U na mayor democratización es también un factor crucial para 
estimular la voluntad de pago de los contribuyentes porque és­
tos perciben una mejor calidad del gobierno en el sentido am­
plio del término. La experiencia internacional muestra que to­
das las democracias se caracterizan por una carga tributaria igual 
o superior al promedio de los países de la OCDE. En estos paí­
ses la participación social en la toma de decisiones presupues­
tarias es amplia; la calidad de los bienes y servicios suministrados 
por el gobierno es más alta, la distribución del ingreso mejora y 
los niveles de desigualdad social disminuyen. Los indicadores 
que permiten medir la calidad del gobierno mejoran de manera 

21 . F. Suárez, "Política económica de estado en un mundo global: 
opciones para México", El Mercado de Valores, núm. 4, abril de 1998. 
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DEMOCRA CIA E IMI'UESTOS 1 (PORCENTAJES) 
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Participación en el ingreso Consumo Ingreso 

País Más pobres Más ricos público público 

Guatemala 2.10 63.00 11.7 9.7 
Brasil 2.48 65.18 14.5 27.8 
Chile 3.50 61.00 19 .1 21.7 
Perú 4.90 50.40 13 .7 15.0 
Estados Unidos 4.40 49.94 18.2 19.8 
Irlanda 4.93 44.60 14.5 48. 3 
Noruega 5.10 40.00 15 .9 48.4 
Francia 6.58 41.97 15.5 42.5 
Bélgica 8.48 35.18 11.7 43.5 
República Checa 10.50 37.40 22.0 41.0 
Suecia 7.40 38.20 22.3 44.4 
Corea del Sur 7.39 42 .24 24.0 17 .4 

l. Los grupos de la población están di vididos en quintiles . La co lumna de más pobres 
corresponde al últ imo quintil , y el grupo de más ricos corres ponde al primer quintil. El 
consumo públi co es tá asociado ev identemente al nivel de gasto público total y el de 
ingreso público al de la carga tributari a total. 
Fuente: elaborado a partir de A. Przerwoski , " El Estado y el ciudadano", Política y 
gobierno, vol. 5, núm. 2, 1998, p. 368. 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 
considerable en los países con una carga tributaria relativamente 
alta. En efecto, estudios recientes muestran que existe una co­
rrelación positiva entre el nivel de carga fiscal y el buen gobierno; 
no sólo se eleva la calidad y la cantidad en la provisión de bie­
nes y servicios públicos, sino que también mejora la adminis­
tración pública, disminuyen los índices de corrupción del go­
bierno y se amplía a casi todos los grupos sociales la impartición 
y el acceso a lajusticia.22 

El cuadro 4 pone de relieve que los países en los cuales los 
grupos más pobres de la sociedad participan con una menor pro­
porción del ingreso son los que tienen niveles de gasto e ingreso 
públicos menores; es decir, altos índices de pobreza y desigual­
dad suelen estar asociados a niveles de carga tributaria baja y a 
una insuficiencia en la provisión de bienes y servicios públicos. 

Independientemente del escenario que se haga realidad con­
vendría no perder de vista que la eficiencia de la reforma fiscal 
que se alcance no sólo dependerá de su mayor o menor congruen­
cia macroeconórnica o de la calidad de su formulación técnica, 
aspectos sin duda importantes , sino sobre todo de las condicio­
nes que den curso a un proceso político que realmente permita 
a los grupos llegar a un buen arreglo institucional. Ésta es la 
condición no sólo para repartir costos y beneficios, sino también 

22. Éstos son sólo ejemplos ilustrativos de tendencias muy gene­
rales , pero no cabe duda que convendría tomar con mucho cuidado las 
generalizaciones en materia de estudios comparativos . Por ejemplo, 
en general, se asume que los países democráticos han logrado una 
buena distribución del ingreso y una mayor igualdad gracias a que 
tienen un sistema tributario progresivo. Ello es incorrecto porque, por 
ejemplo, en Estados Unidos su di stribución del ingreso es desigual y 
su política impositiva es comparativamente regresiva. Los sistemas 
impositivos de Estados Unidos y del Reino Unido son más progresi­
vos que el de Suecia y, evidentemente, este último país es más igua­
litario que los otros dos. 
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EsTRATEGIAs POSIDLES v sus IMPLICACIONES 

D R o 5 tiene en sus ni veles promedio como una 
estrategia que busca primordialmente 
estimular la inversión privada nacional 

••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• y extranjera. Su propósito expreso con­
sistiría en alcanzar un crecimiento rápi­
do de la economía. La búsqueda de este 

Mantener la carga tributaria actual • Estímulo a la inversión 
• Crecimiento rápido 
• Desigualdad 
• Estado de derecho débil objetivo es inobjetable, aunque la otra 

cara de la estrategia es que si se mantiene 
la desigualdad fiscal, entonces la des­
igualdad social tendería a aumentar y el 
Estado de derecho y la democracia po-

Elevar la carga tributaria al nivel promedio 
de América Latina 

• Mayor inversión en capital humano 
• Infraestructura 
• Crecimiento en mediano plazo 
• Estado que satisface necesidades mínimas 

Elevar la carga tributaria al promedio 
de los países de la OCDE 

• Programas de gasto agresivos drían debilitarse. Si esto último llegara 
a ocurrir, la estrategia pondría enries­
go el mismo objetivo del crecimiento 
económico en el mediano plazo . 

• Promoción de productividad y competitividad 
• Estado promotor de bienestar 
• Equidad 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

para establecer compromisos fiscales buenos y creíbles, por 
supuesto dentro de los propios grupos organizados pero también 
frente a los electores o el común de los contribuyentes. Los com­
promisos fiscales son buenos porque los actores asumen metas 
realistas y cumplibles, pero también porque son evaluables por 
los propios electores. 

El arreglo institucional es un aspecto clave de la reforma, 
porque los recursos gravables constituyen un monto dado que 
depende de las características de la economía y, sobre todo, de 
las restricciones institucionales. Éstas determinarán, en último 
término, las posibilidades de modificar la carga tributaria. Así, 
un buen acuerdo institucional buscaría limitar el oportunismo 
de los agentes. Por ejemplo, debería restringir con claridad el 
establecimiento de una política fiscal no comprometida con la 
estabilidad macroeconómica; impedir la desviación de recursos 
fiscales de los fines para los cuales fueron aprobados; premiar 
la productividad y la competitividad, etcétera. En suma, un marco 
institucional adecuado podría garantizar que algún grupo aten­
tara contra las fuentes de creación de riqueza de otro grupo. Este 
marco también garantizaría que ningún partido político que arri­
bara al poder pudiese llegar a cambiar el acuerdo fiscal básico. 
Un pacto fiscal acordado democráticamente debe definir las 
garantías en el cumplimiento de los compromisos; las garantías 
sólo pueden ser institucionalmente definidas y defendidas.23 

La solución institucional a una reforma fiscal debe asegurarse 
de que las nuevas instituciones compensen a los di versos agen­
tes económicos. Es decir, las instituciones deben garantizar que 
los más beneficiados compensen a los más desfavorecidos, no 
sólo por un acto de buena voluntad, sino porque las institucio­
nes obligan a los primeros a compensar a los segundos. 

Su pónganse, hipotéticamente, tres posibles escenarios según 
el nivel de carga tributaria propuesta: baja, media e intermedia; 
cada uno tendría consecuencias muy diferentes para el creci­
miento y el bienestar. En el primero la carga tributaria se man-

23. Para un desarrollo más amplio de este argumento véase A. 
Przerwoski, "La democracia como resultado contingente de conflic­
tos", en J. Elster y R. Slagstad (eds.), op. cit. 

Un segundo escenario supondría ele-
var la carga tributaria al promedio de los 

países de América Latina. Esta estrategia permitiría un margen 
más amplio para fortalecer la inversión pública en materia de 
capital humano e infraestructura física, como requisitos para 
mantener tasas moderadas de crecimiento en el mediano plazo. 
El otro lado de la moneda sería, sin embargo, que el margen de 
maniobra para la política social del Estado apenas permitiría 
empatar el gasto público con las necesidades sociales mínimas. 
La capacidad de las políticas públicas para contender con las de­
mandas sociales podría ser insuficiente; en este caso la desigual­
dad social se mantendría o ampliaría. 

En un tercer escenario la carga tributaria se elevaría hasta alcan­
zar el promedio de los países miembros de la OCDE. Si ello ocu­
rre los programas de gasto público podrían ser sensiblemente más 
activos en las dos áreas sugeridas en los escenarios anteriores. Ello 
facilitaría el fomento de la productividad y la competitividad, el 
fortalecimiento permanente de un Estado promotor de bienestar 
y mejoras significativas en la equidad social (véase el cuadro 5). 

CoNCLUSIONES 

La modernización administrativa del sistema tributario se 
puede lograr con tres instrumentos principales . En primer 
lugar, una simplificación de las reglas tributarias que permi­

ta desburocratizar y descentralizar los procesos administrativos, 
lo que a su vez facilitará el pago de impuestos de los contribu­
yentes. En segundo lugar, se requiere una innovación tecnológica 
profunda del sistema de información como requisito indispen­
sable para mejorar la eficiencia y bajar los costos de colección 
de los impuestos. En tercer lugar, se necesita una reforma legis­
lativa que, además de favorecer la simplificación, mejore la 
confianza al conferir certidumbre a los agentes debido a que el 
marco jurídico en materia fiscal será cada vez más predecible. 
Esta modernización favorece el logro de tres objetivos de toda 
reforma fiscal: fortalecimiento de la recaudación, lucha contra 
la evasión y simplificación de los gravámenes. 

Uno de los aspectos particulares se refiere al cambio del ré­
gimen de gravámenes que debe buscar un fortalecimiento de la 
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imposición indirecta al consumo. Este objetivo se justifica por­
que los tributos directos a la producción influyen en un aumen­
to de costos. En el marco de una economía cada día más expuesta 
a la competencia internacional las autoridades fiscales deben 
vigilar de manera permanente que las exportaciones no pierdan 
competitividad internacional debido a la aplicación de impuestos 
a la producción. Es ampliamente reconocido que los impues­
tos directos distorsionan las decisiones de los inversionistas, es 
decir, éstos perciben en este tipo de impuestos un desincentivo 
para realizar nuevas inversiones en ampliación de la planta, in­
novación tecnológica o promoción de exportaciones. En con­
traste, los gravámenes indirectos al consumo se usan cada vez 
más en casi todas las economías porque tienen mayor eficien­
cia, son más fáciles de recolectar y resultan más baratos. Tam­
bién se reconoce que estos impuestos son neutrales a la produc­
ción y, en este sentido, no son distorsionantes. En consecuencia 
el esfuerzo de modernización se debe dirigir a fortalecer el im­
puesto al valor agregado (IVA) procurando fijar una estructura 
general, es decir, sin excepciones o con muy pocas y sólo cuan­
do se justifiquen socialmente. Esta innovación fiscal, que gana 
aceptación mundial día a día, no sólo redunda en un aumento de 
la contribución del IVA en los ingresos totales, sino que además 
ayuda a simplificar el régimen tributario y, por ende, a mejorar 
la eficacia y eficiencia recaudatorias. 

El sistema tributario mexicano debería atender las principales 
tendencias internacionales en la materia, entre las que destacan 
las siguientes: 

• Los impuestos indirectos al consumo y el IVA, principalmen­
te, tienden a ser la fuente de ingresos más importante. Se busca 
eliminar las tasás de excepción de este impuesto o limitar su 
número al mínimo (artículos básicos). Aunque tenga un carác­
ter regresivo, la tendencia actual es que la redistribución del 
ingreso se realice por medio del gasto social focalizado, utili­
zando los ingresos adicionales disponibles. 

• Reducir el ISR a las empresas como un factor de movilidad 
de la producción a través de las fronteras. Se buscan acuerdos 
para evitar una competencia internacional que se vuelva noci­
va y se mantiene como estímulo la reinversión de utilidades. 

• El ISR a las personas físicas debe constar de pocos escalo­
nes y ser de carácter progresivo, pero con tasas máximas no muy 
altas, aproximadamente de 35%. También se busca reducir al 
mínimo las deducciones y, en general, el llamado gasto tributa-
rio o fiscal. ' 

• Simplificación del sistema tributario, reconociendo el ca­
rácter dual de la economía y el necesario tratamiento diferen­
cial entre las empresas corporativas modernas y los pequeños 
establecimientos, principalmente aquellos que operan en la eco­
nomía informal. 

Como se mencionó, la modernización del sistema tributario 
es un aspecto necesario pero insuficiente per se para lograr un 
aumento de la carga tributaria compatible con las necesidades 
de gasto público. Para ello es necesario que el Estado y la socie­
dad mexicanos lleguen a un nuevo pacto fiscal. Este pacto es 
necesario porque los grupos de interés, los partidos políticos, las 
organizaciones empresariales y los sindicatos, actuando por sí 

961 

mismos o guiados por el logro de sus propios intereses, no tie­
nen incentivos económicos o políticos para emprender una re­
forma fiscal que permita elevar la carga tributaria. Este acuer­
do tiene que surgir de un acuerdo pactado, porque ningún grupo 
social o partido político, por sí mismo, estaría dispuesto a ini­
ciar la reforma fiscal si sólo uno de ellos va a cargar con los costos 
sociales y políticos de tomar una iniciativa tan importante. Una 
posibilidad, quizá la única, es que los grupos deben llegar a un 
acuerdo fiscal para que los costos y beneficios de la reforma se 
repartan entre estos grupos. El pacto fiscal puede disminuir la 
"incompatibilidad de incentivos" que de modo natural refleja 
los intereses contradictorios de los grupos. Es evidente que una 
reforma fiscal tiene muchas aristas que generan contradiccio­
nes entre estos grupos. Una de estas aristas relevantes, además 
de la incompatibilidad de incentivos, es la denominada "incon­
sistencia intertemporal", es decir, los intereses de corto plazo de 
los grupos no coinciden con los de largo plazo. Los primeros 
están dominados casi siempre por las necesidades que marcan 
la coyuntura económica, las competencias electorales, las po­
líticas de estabilización, etcétera. En contraste, los intereses de 
largo plazo suelen estar determinados por las políticas de Esta­
do, pero también pueden ser postergadas por los grupos. 

De un modo o de otro el pacto fiscal es quizá la única garan­
tía para que los grupos convengan en una agenda fiscal única. 
Si se logra una reforma que implique un aumento de carga tribu­
taria, la mayoría de los grupos de interés tendrá un mayor mar­
gen de maniobra para formular políticas que permitan atacar de 
modo más eficaz la creación de empleo y la disminución de la 
pobreza y la desigualdad social. En un proceso paralelo, tam­
bién pactado, los grupos podrían convenir en mejorar la eficien­
cia del gasto. Por ejemplo, fijar reglas claras en el uso y la apli­
cación de los programas de gasto público para disminuir las 
tendencias a que los políticos y los burócratas desvíen recursos 
públicos de aquellos fines para los cuales fueron originalmen­
te aprobados. U na mejor asignación de recursos públicos es plau­
sible si los grupos acuerdan mejorar los mecanismos de presu­
puestación pública. Esto último permitiría a todos contar con un 
marco más favorable para una negociación presupuestaria cier­
tamente más racional y predecible que la actual. Por otra parte, 
una oferta más amplia y una provisión de bienes públicos más 
eficiente y equitativa con seguridad contribuirá a mejorar la 
voluntad de pago de los contribuyentes. 

La renovada democracia deberá contribuir a legitimar el pago 
de impuestos y mejorar la provisión de bienes y servicios por un 
buen gobierno. La mayor representatividad del Congreso mexica­
no tiene actualmente una nueva dimensión en sus tareas. Habría 
que reconocer que no hay vida civilizada posible sin un Esta­
do que cobre impuestos para poder financiar ciertos servicios que 
nunca podrán ser adecuadamente provistos por el mercado. No 
hay economía moderna, empresas competitivas, capacidad de 
generar riqueza, sin servicios públicos eficientes. No hay demo­
cracia estable sin transferencias de recursos públicos a los sectores 
más desprotegidos. Una sociedad democrática basada en el prin­
cipio de igualdad política no es compatible con los intolerables 
niveles de pobreza a que se enfrentan muchos mexicanos. 8 



Petróleo y finanzas públicas 
en México 

• • • • • • • • • • BENJAMÍN GARCÍA PÁEZ' 

E 1 objetivo de finanzas públicas sanas constituye un elemento 
central de la consecución del equilibrio macroeconómico 
interno y externo necesario para lograr la transformación 

estructural de la economía mexicana y, a corto plazo, un meca­
nismo para alentar la inversión, el empleo y el ahorro. México 
ha avanzado en el primer aspecto, es decir, en mantener el con­
trol presupuestario del gobierno central en márgenes razonables 1 

y, como resultado, ha acotado los requerimientos de endeuda­
miento del sector público en niveles mínimos.2 Asimismo, se 
han registrado progresos en la técnica presupuestaria mediante 
reglas de operación que garanticen la transparencia y la eficiencia 
del gasto, así como la evaluación de los di versos programas. Sin 
embargo, las finanzas públicas sanas no se han convertido en una 
palanca para elevar el crecimiento económico. 

No obstante el aceptable crecimiento del PIB, la estabilidad 
relativa de las variables financieras, la gran disciplina en el gasto 
público que exige la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(SHCP) y el control del dinero y el crédito que ha impuesto el 
Banco de México en los últimos años, las restricciones fiscales 
del gobierno prevalecen y se acentúan. 

l . Desde la óptica monetaria, el exceso de dinero por encima del 
monto necesario para acomodar la tasa real de crecimiento del producto 
y el empleo guía a la inflación y resulta de un comportamiento fisca l 
impropio, asociado a una posición laxa de la autoridad monetaria. 

2. De hecho, la situación de finanzas públicas sanas en México no 
se asocia a la fortaleza de la economía, su eficiencia operativa o la 
recuperación del ingreso de la población, sino a las capacidades de 
ajustar un bajo déficit público a un nivel de ingresos públicos insufi­
ciente para los niveles de inversión deseables. 

*Profesor de la División de Pos grado de la Facultad de Economía, 
UNAM <garpaez@servidor.unam.mx>. 

Una de las debilidades estructurales del sistema fiscal mexi­
cano es que la carga tributaria recae en cerca de la sexta parte 
de la PEA y por tanto es vulnerable a las variaciones en el ingre­
so y dependiente de los ingresos no tributarios, en particular de 
los derivados de la operación de Pemex. En 1999la participa­
ción de esta entidad en los ingresos presupuestarios del gobier­
no federal fue de 68.9%. Ello incide en la capacidad de gestión 
y control del presupuesto, pues cualquier choque externo pue­
de acarrear fuertes ajustes internos. 

La fragilidad financiera del gobierno también se aprecia en 
la proporción del gasto programable respecto al PIB que en el año 
en curso es de 15.11 %, la más baja desde 1980; la parte no pro­
gramable, vinculada en su mayor parte con el pago de intereses 
sobre la deuda pública y los que genera el salvamento del siste­
ma bancario, representa 7.22%. Los ingresos fiscales continúan 
reduciéndose como proporción del PIB: en 1999 representaron 
11 .27% y se prevé que en 2000 bajen a 10.82%.3 Por tanto, la 
compensación de la caída tributaria ha tenido y tendrá que au­
mentar en el presente año con ingresos derivados de los precios 
y las tarifas de los bienes y servicios públicos. 

R ÉGIMEN FISCAL DE PEMEX 

La caída de los ingresos tributarios en los últimos años se ha 
compensado con la renta petrolera. La carga fiscal más fuer­
te proviene de los denominados derechos (véase el cuadro): 

1) el pago del derecho sobre la extracción de petróleo (DEP), 
cuya tasa es de 52.3%, se cubre diariamente, incluso los días 

3. La recaudación del impuesto sobre la renta (ISR) disminuyó su 
participación en el PIB de 5.1 % en 1994 a4.5% en 1998, lo cual colo-
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Contribuciones pagadas 

Extracción Exportación Petrolíferos o Al valor a entidades 
Período de petróleo del petróleo petroquímicos agregado Otros federativas o municipios 

1938-1959 Impuestos sobre Impuestos a vehículos Todos los demás Impuestos sobre 
la producción propulsados por impuestos, derechos, consumo 
del petróleo diese! y gas LP productos y de gasolina (2%) 
(participación aprovechamientos 
a estados y muni-
cipios petroleros) 

1960-1982 Impuestos sobre Impuesto por Impuesto sobre !VA (1980) Incluido en el Impuesto sobre 
ingresos brutos exportación ingresos brutos impuesto sobre consumo 
(impuesto único) de petróleo de petroquímica ingresos brutos de gasolina (2%) 

(1975) (1967) ; impuesto (impuesto único) 
sobre la venta 
de gasolina ( 1974); 
IEPS (1982) 

1983-1992 Derechos sobre DSH adicional IEPS , tasa fija !YA Demás Ley de Coordinación 
hidrocarburos (DSH) contribuciones Fiscal 
y extraordinario 
( 1985) 

1993 Derechos sobre la DEP IEPS complementaria !YA Impuesto sobre Ley de Coordinación 
Régimen extracción de DSH o IEPS tasa fija rendimientos Fiscal 
en dual petróleo (DEP) petroleros (IRP) 

DSH 
1994 DEP DEP IEPS tasa variable !YA IRP y demás Ley de Coordinación 
Red fiscal contribuciones Fiscal 
1995 DEP DEP IEPS tasa variable !VA IRP y demás Ley de Coordinación 
Red fiscal ton tri buciones Fiscal. Impuesto 
(DSH Y ASH) sobre nóminas 

y predial 
1996-1999 DEP DEP IEPS tasa variable !YA IRP y demás Ley de Coordinación 

contribuciones Fiscal. Impuesto 
sobre nóminas 
y predial 
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inhábiles, mediante el entero de 88.173 millones de pesos; ade­
más, cada semana se anticipan 620.602 millones de pesos; 

2) el pago del derecho extraordinario sobre la extracción de 
petróleo (DEEP), con una tasa de 25 .5%, serealizamediante51.120 
millones de pesos diarios y un anticipo semanal de 359.808 mi­
llones de pesos; 

3) el derecho adicional sobre la extracción de petróleo (DAEP), 

con una tasa de 1.1 por ciento; 
4) el derecho sobre hidrocarburos (DSH), con una tasa de 

60.8%. Toma como base los ingresos por ventas de hidrocarbu­
ros, petrolíferos y petroquímicos a terceros, incluyendo el im­
puesto especial sobre producción y servicios por enajenaciones 
y autoconsumos sin considerar el IVA;4 

5) el aprovechamiento sobre rendimientos excedentes (ARE), 
con una tasa de 39.2%, se aplica cuando en el mercado interna-

ca a México como uno de los países con menor carga de ISR empre­
sarial en el ámbito mundial (1.9% como proporción del PIB). 

4. Los componentes de la base gravable son: de Pemex Explora­
ción y Producción, exportaciones de crudo; de Pemex Refinación , 
ventas nacionales, exportaciones, impuesto especial sobre producción 
y servicios (IEPS) , excepto importación y fletes, y de Pemex Gas y 
Petroquímica Básica, ventas nacionales, exportaciones y fletes, y de 
Pemex Petroquímica, ventas nacionales y exportaciones. 

cional el precio promedio ponderado acumulado mensual del 
barril de crudo mexicano exceda, para el presente año, 16.50 
dólares; 

6) el impuesto a los rendimientos petroleros (IRP), cuya tasa 
es de 35%. Considera como base el rendimiento neto derivado 
de restar a los ingresos totales del ejercicio las deducciones au­
torizadas. 

En el ámbito federaP se encuentran: el impuesto especial 
sobre producción y servicios (IEPS), por el cual anticipa diaria­
mente 208.225 millones de pesos como mínimo; impuestos so­
bre productos del trabajo (ISR); residentes en el extranjero (ISR 
e IV A); personas físicas (IV A) y derechos de vigilancia (Secodam). 
En la esfera local contribuye con el impuesto predial (munici­
pios);6 nóminas (estados); derechos de agua (municipios) y 
derechos vehiculares. 

Lo anterior explica por qué 1998 fue un año complicado para 
Pemex: sus ingresos disminuyeron y su presupuesto se recortó 
en tres ocasiones. Ese año la utilidad neta de la empresa cayó 42% 
debido a la baja de los precios del petróleo; después del pago de 

5. Dirección Corporativa de Finanzas Gerencia Fiscal , El régimen 
fiscal de Pemex, Pemex, 1999. 

6. Las cifras hasta septiembre de 1999 por concepto de nóminas 
ascendieron a 188.9 millones de pesos y el predial a 16 millones . 
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impuestos y derechos registró una pérdida neta de 10 139 mi­
llones de pesos por el singular régimen fiscal a que está some­
tida la industria petrolera mexicana, cuya base impositiva es el 
ingreso bruto y no las utilidades.7 El régimen fiscal se refleja tam­
bién en el estado de resultados consolidado al tercer trimestre 
de 1999. No obstante las excelentes circunstancias de mercado 
que permitieron obtener más de 2 000 millones de dólares por 
encima de los montos previstos por exportaciones de crudo, 
Pemex sólo logró un rendimiento positivo de 300 millones de 
pesos. 

La propia empresa ha expresado su insatisfacción. "El actual 
régimen fiscal descapitaliza a la industria petrolera, afecta su 
eficiencia para captar recursos financieros en el exterior y des­
alienta el cálculo racional al interior de la misma", 8 señaló en 
marzo de 1999 Adrián Lajous, entonces titular de Pemex. 

Si el gobierno continúa con esa política respecto a los ingre­
sos provenientes de los hidrocarburos, al margen de la situación 
y las perspectivas de los mercados, debilitará aún más la capa­
cidad financiera de Pemex y pondrá en riesgo la misión social 
más alta de la entidad: la viabilidad de una oferta interna de pro­
ductos petrolíferos y petroquímicos (véase la gráfica). 

I NDICADORES DE DESEMPEÑO DE P EMEX 

Algunos indicadores básicos de gestión de la empresa revelan 
las crecientes restricciones financieras. 

1) Liquidez. De 1988 a 1992 la liquidez osciló de 1.6 a 2.1, 
pero a partir de 1993 ha descendido 1.5 a valores cercanos a la 
unidad (1.04 y 1.09 en 1997 y 1998, respectivamente) . Ello ex­
presa una reducción drástica de la capacidad de Pemex para pagar 
deuda de corto plazo. 9 

2) Solvencia. De 1988 a 1994 Pemex registró una solvencia 
de 2.3 a 4.5, pero a partir de entonces comenzó a declinar de 
manera progresiva: de 2.1 en 1997 a 1.7 en 1998. Ello ha impli­
cado que la empresa no se haya recapitalizado por no haber in­
vertido lo suficiente y que sus compromisos o adeudos crezcan 
con mayor rapidez que sus activos o bienes.10 

7. Tómese el caso de los derechos que se causan en proporción 
directa al costo del servicio que presta y no a la utilidad percibida por 
el contribuyente, así como también los caso del TVA y el IEPS, tradi­
cionalmente conocidos como impuestos indirectos . Por otra parte, si 
el régimen fiscal de Pemex en 1960 participaba con 12% sobre sus 
ingresos brutos, en 1999 explica 60.8% sobre ingresos brutos más el 
IEPS. 

8. Adrián Lajous, Informe del director, marzo de 1999. 
9. Liquidez= activo circulante/pasivo a corto plazo. Valores me­

nores a 1 significan que la empresa no cuenta con el respaldo suficiente 
para enfrentar sus compromisos inmediatos, en tanto que valores su­
periores a 1 denotan buena liquidez de la misma. 

1 O. Solvencia =activo total/pasivo total. Este índice refleja la ca­
pacidad de la empresa para afrontar no sólo sus compromisos a corto 
plazo, sino al conjunto de ellos. Puede interpretarse como una medi­
da de cómo saldría la organización si fuera liquidada, vendiendo to­
dos sus activos y saldando todos sus adeudos . Una empresa es sal u-

p<::Lrme::u y unan:t.a~ puou~,;a, 
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3) Rentabilidad sobre ventas. Ésta varió de 2.2 a 7.6 en el 
período 1988-1997 y en 1998 cayó a- 3. 7 debido a la combina­
ción de la baja de las cotizaciones y la excesiva carga fiscal. Lo 
anterior entraña que Pemex requiere un gran volumen de ven­
tas para obtener un ni ve! de utilidades aceptable.'' 

4) Rentabilidad económica. En la medida en que Pemex es 
una empresa intensiva en capital, la tasa de rotación de los acti­
vos es por lo general débil, pero los márgenes de utilidad sobre 
ventas son elevados. El indicador de rentabilidad invalida la 
eficiencia del de rentabilidad económica por la razón aducida 
anteriormente. 12 

En el caso de Pemex ocurre que la carga fiscal rompe el prin­
cipio de la proporcionalidad, según la cual un sujeto debe con­
tribuir en función de su capacidad contributiva y, sobre todo, que 
la tributación nunca debe ser tan grande que destruya la fuente 
de riqueza del contribuyente y su actividad. 

Si la situación no cambia, y considerando que algunos gravá­
menes importantes que cubre Pe m ex no se basan en las utilida­
des que obtiene, llegará el momento en que, además de no ha­
ber utilidades, se afectarán otros rubros que la empresa usa para 
cumplir sus funciones y se llegará al agotamiento total de sus re­
cursos económicos. Así, urge modificar la onerosa carga fiscal 
de Pemex, la cual deberá inscribirse en el marco de una moder­
nización del sistema fiscal mexicano para evitar que disminu­
yan de modo crítico los ingresos del gobierno. Algunos de los 

dable si su solvencia es superior a 1, lo cual denotará que las inver­
siones realizadas han incrementado sus activos, los cuales reditúan 
más ingresos y con una proporción de los mismos se pagan los adeudos. 

11. Rentabilidad sobre ventas= utilidades netas/ventas. Signifi­
ca la rentabilidad de un negocio desde el punto de vista comercial. 

12. Rentabilidad económica= utilidades netas/activo total. Sig­
nifica cuánto obtienen de utilidades las empresas respecto a las inver­
siones realizadas. 

.. 
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PEMEX! PROPUESTA DE NUEVO RÉGIMEN FISCAL 1 
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AIIP 
(anticipo sobre impuesto al 

ingreso petrolero) 

IC 
(impuesto corporativo) 

IIP 
(impuesto sobre ingresos 

petroleros) 

Objetivos y base gravable 

• Aportar cierto flujo de efectivo inicial 
al presupuesto público. 
• Asegurar fondos suficientes para cubrir 
las obligaciones financiera esenciales 
de la entidad. 

• Aplicable hasta el inicio de la función 
comercial. 
• Deduce por depreciación el gasto de 
inversión hasta cierto período previo a 
la comercialización 
• Promueve la acumulación de capital 
humano. 

• Aplicable después de cubrirse costos 
de desarrollo y a partir de que se extrae 
un determinado volumen de 
hidrocarburos. 
• Cargable a cada yacimiento en períodos 
predeterminados sobre el valor de 
mercado del recurso extraído. 
• Deducción del IIP, del gasto por 
exploración abortada y otras pérdidas 
permitidas. 

l. Excluye otras contribuciones federal es ( IV A, importaciones, Ley Federal de 
Derechos) y de carácter local (predi al , nóminas , derechos de agua y vehiculare s), las 
cuales no constituyen el peso fundamental de la carga impositiva de la empresa. 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 

objetivos de dicha reforma deberían considerar una distribución 
más equitativa de la carga de los impuestos, al tiempo que se man­
tienen las condiciones de neutralidad y eficiencia fiscales, se eli­
minan los factores que restan eficiencia a los impuestos como 
instrumento de recaudación y autofiscalización, y se logra tan­
to una mayor participación de los ingresos tributarios en el pro­
ducto nacional como una firme e irreversible liberación de la 
renta petrolera del fisco para su utilización crecientemente pro­
ductiva. 

La modernización del sistema fiscal es compatible con la 
configuración del Estado de desarrollo al que México aspira para 
lograr una intervención eficaz en la actividad económica, ya que 
un sistema recaudatorio más eficiente minimizaría las distor­
siones económicas y los desincentivas. 

Sólo un Estado para el desarrollo es capaz de utilizar la polí­
tica presupuestaria para sustentar el crecimiento en el fortale­
cimiento del ahorro público y el impulso de la inversión, así como 
en la estabilidad de precios, un moderado déficit en cuenta co­
rriente y un tipo de cambio competitivo. Pero, sobre todo, es el 
único tipo de Estado capaz de promover la generación de em­
pleos y dotar de eficiencia la aplicación de los recursos públi-
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cos para la ampliación de la infraestructura productiva y la ele­
vación del bienestar de la población. 13 

En el caso de Pemex, ese proceso permitiría refedinir su 
estrategia financiera, replantear en forma óptima su estructura 
de capital, pues adquirirían mayor peso relativo los recursos pro­
pios en su función financiera, y atenuar la disyuntiva entre in­
vertir y cumplir con el fisco. Todo ello haría posible profundi­
zar las acciones para elevar la eficiencia operativa, pero sobre 
todo aprovechar a plenitud el efecto de sus operaciones prima­
rias y de transformación industrial en la economía nacional, la 
generación de empleo y la propia renta económica que corres­
ponde a la nación. 

Las ganancias petroleras se usan de manera coyuntural y se 
carece de planeación en materia de la explotación de hidrocar­
buros de la industria petrolera en su conjunto. Los recursos dis­
ponibles para la inversión disminuyen en un marco en el que es 
preciso aumentar la eficiencia administrativa y la productividad. 
El sacrificio de la infraestructura productiva es un hecho y ello 
tendrá un costo elevado que inevitablemente se pagará en el 
futuro. 

NuEvo RÉGIMEN FISCAL 

E 1 mecanismo mediante el cual Pemex podría cumplir sus 
obligaciones tributarias y asegurarse márgenes de rentabi­
lidad que permitan su crecimiento, se podría conformar con 

la siguiente estructura (véase el esquema): 
1 )Anticipo sobre el impuesto al ingreso petrolero (AIIP ). Éste 

sería un prepago del impuesto sobre ingresos petroleros (IIP), 

constituiría un flujo de efectivo al presupuesto público y su tasa 
debería ser relativamente baja con objeto de garantizar que la 
empresa disponga de fondos suficientes para cumplir sus obli­
gaciones financieras en una etapa temprana de su operación 
comercial. 

Así, el AIIP sería un gravamen transitorio cuya base de cálculo 
sería el valor de mercado de los hidrocarburos extraídos, una vez 
que a éste se haya deducido cierta tolerancia volumétrica, como, 
por ejemplo, un millón de toneladas métricas. 

2) Impuesto sobre ingresos petroleros (IIP). Éste es el pago 
del usuario o renta y con ello se gravarían los beneficios deri­
vados de los hidrocarburos extraídos en cualquier parte del te­
rritorio mexicano, trataría a cada yacimiento petrolero como una 
unidad separada y su pago daría inicio en cuanto el valor del 
petróleo y de gas obtenido excediera la proporción del costo de 
capital deducible para un campo en particular. En otras palabras, 
el IIP debería cargarse en cada yacimiento, por cada período 
cobrable predeterminado y sobre el valor de mercado de los hi­
drocarburos extraídos, con algún ajuste por el valor de inven­
tarios del producto que se mantenga al final de cada período. 

13 . En los últimos años el gasto neto del sector público pasó de 
36% en 1981 a 22% en 1999 como proporción del PIB. De mantener­
se esta tendencia, la función del gobierno tendría serias complicaciones 
en caso de llevarse a cabo ajustes en el gasto público. 
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A fin de acotar el nivel de ingresos gravables, al IIP deberán 
descontarse los siguientes conceptos: el AIIP, la proporción de 
gasto de capital deducible, el gasto en exploración no exitosa, 
ciertas pérdidas de períodos anteriores y otras erogaciones 
deducibles a fin de hacer rentable la explotación de pozos eco­
nómicamente marginales. 

La característica más importante del IIP debería ser la distin­
ción entre la parte de ingreso (flujos "positivos") y la parte del 
gasto (flujos "negativos") de la proporción de ingresos gravables, 
cada uno con sus propios procedimientos para ser deducidos de 
impuestos. 

La nueva legislación fiscal de Pemex determinaría como 
gastos deducibles, entre otros: la exploración mas allá de los 
límites del yacimiento; la perforación de pozos de exploración ; 
la delineación del pozo a fin de evaluar la extensión, fertilidad 
y características del yacimiento; el tratamiento inicial y alma­
cenaje del crudo, y el tapo neo de pozos. Asimismo, deben con­
siderarse deducibles de impuestos los costos del servicio médico, 
la provisión de infraestructura cultural y recrea ti va para los tra­
bajadores; el reclutamiento, la capacitación y el desarrollo del 
personal , y los gastos por servicios profesionales externos en 
materia jurídica y de contabilidad. 

Por otra parte, también debe quedar claro qué tipo de gastos 
queda fuera de los incentivos fiscales. Por ejemplo, el pago de 
intereses o cualquier otra obligación pecuniaria en que se incu­
rra por la contratación de un préstamo o cualquier otro tipo de 
crédito; el gasto en adquisiciones o renta de terrenos, y la cons­
trucción de cualquier tipo de obra erigida sobre ellos. 

Finalmente, el IIP pagable a determinados períodos debería 
tener un límite anual o salvaguardia. Es decir, los ingresos ajus­
tados por los factores anteriores no deben exceder de cierto ni­
vel de su gasto acumulado de capital en un año. 

3) Impuesto corporativo ( IC). Se comenzaría a aplicar a par­
tir de las operaciones comerciales de la empresa. Por tanto, cual­
quier gasto a cuenta de los ingresos esperados que se realice antes 
de instrumentar la función comercial estará sujeto a deducibles, 
en tanto que el gasto de capital incurrido antes del inicio de 
la operación comercial no califica para deducción hasta que la 
comercialización del producto haya cristalizado. 

Una vez que comienza la realización comercial del produc­
to, el gasto contra ingresos futuros es deducible. Sin embargo, 
el costo financiero no debería ser deducible, no obstante que el 
pago de intereses se traslape con la etapa de exploración. Una 
vez comenzada la operación comercial, la mayor parte de rein­
serción es deducible a condición de que sea gasto orientado al 
desarrollo de la función comercial. 

La mayor parte del gasto en capital puede ser deducible des­
de que comience la venta del producto. En esencia, los deducibles 
de capital sobre rubros tangibles deben ser extremadamente 
generosos, a fin de proporcionar incentivos fiscales, en particular 
en las siguientes actividades: 

i) Investigación científica. Los costos de las actividades de 
ciencia aplicada para extender el conocimiento sobre reservas , 
esto es, los gastos en que se incurra hasta el descubrimiento 
de volúmenes de petróleo comerciables y se tome la decisión 

petrOleo y finanzas puot1cas 

de explotarlos, dej ando fuera los costos de financiamiento im­
plicados. 

ii) Planta y maquinaria. Se aplican a este deducible las com­
pras de todo equipo destinado a la operación integral , como 
embarcaciones, duetos, equipos de perforación y de bombeo, 
transporte pesado, tanques de almacenamiento, bombas, moto- a 
res, válvulas, equipo eléctrico y tecnología de oficina. 

iii) Ya cimientos y pozos petroleros . Inversiones tangibles, 
siempre que no hayan sido consideradas en el rubro planta y 
maquinaria y que sean obras cuyo valor será muy reducido o prác­
ticamente nulo al abandonar la producción de un yacimiento 
petrolero. 

iv) Instalaciones industriales. Las edificaciones en tierra con 
propósitos de transformación industrial y las terminales marí­
timas califican para este deducible, así como las instalaciones 
orientadas al bienestar de los trabajadores , excepto la construc­
ción de vivienda y el costo de los terrenos para tal efecto. 

El nuevo régimen fiscal de Pemex tendría que ser radicalmen­
te distinto del actual , toda vez que éste consiste en una fórmula 
preestablecida año tras año, no considera aspectos operativos 
de la empresa, no reconoce diferenciales de productividad de las 
zonas en que se subdivide la producción petrolera ni prevé re­
serva técnica para cubrir otros conceptos que garanticen la ca­
pacidad financiera de la empresa para el logro de una situación 
óptima técnica y económica. 

CoNCLUSIONES 

La falta de una definición estratégica para el desarrollo eco­
nómico, con su ineludible componente petrolero, hace que 
el debate sobre una política económica de Estado en México 

no tenga un soporte firme . Muestra de ello es la incapacidad de 
plantear una reforma de la política fiscal , sin la cual no es posi­
ble sentar los cimientos de ninguna política de ese tipo. 

Si la definición no proviene del gobierno federal, Pemex 
deberá promover la redefinición de sus relaciones con las auto­
ridades hacendarias, de reglamentación y de gobierno antes de 
que culmine el año 2000, con base en su importancia estratégi­
ca y el valor del capital físico, humano y de investigación que 
ha acumulado en el cumplimento de su papel como operador 
estatal de los recursos de hidrocarburos. 

El régimen fiscal de Pemex, en particular al que se sujeta la 
extracción, restringe las posibilidades de planeación, de capi­
talización y de compromisos a largo plazo. Un esquema fiscal 
competitivo que permita mayor flexibilidad operativa a Pemex 
demanda un proceso de tres etapas : sacar del presupuesto fede­
ral a la empresa para programar de manera autónoma sus recursos 
de inversión; simplificar el mecanismo de tributación, y redu­
cir, a mediano plazo, la carga fiscal. En otras palabras, es apre-
miante que Pemex revise la estructura de financiamiento de sus • 
operaciones y el régimen fiscal , así como aspectos regulatorios 
y procesos de interacción con autoridades o bien que formule 
otras propuestas si la reforma fiscal integral se difiere de manera 
indefinida. 8 



El empleo y la calificación 
de la mano de obra en México 

• • • • • • • • • • MARÍA DELFINA RAMÍREZ * 

INTRODUCCIÓN 

La mano de obra educada como factor productivo es una con­
dición de primera importancia para impulsar el crecimiento 
económico. ¿Cuenta México en la actualidad con una oferta 

adecuada de trabajadores calificados? Si bien algunos respon­
derían de manera negativa, la situación actual de la demanda de 
tales trabajadores en el país constituye otra perspectiva para 
evaluar la pregunta. Esto es, cómo es la oferta de mano de obra 
calificada respecto a los requerimientos de la economía mexi­
cana y no a los de las naciones desarrolladas. 

El avance del conocimiento en los países avanzados y la apli­
cación de los recursos necesarios para lograrlo constituyen la 
pauta de lo que todo país en desarrollo quisiera lograr en esa 
materia. Sin desconocer la importancia de esas metas, en este 
trabajo se presenta una respuesta a la pregunta planteada por 
medio del análisis de las necesidades de mano de obra califica­
da en el México actual. Ese enfoque obedece a que cuando no 
hay empleo suficiente para la mano de obra en sus distintos ni­
veles de calificación, ello frena el crecimiento económico. Por 
otro lado, se supone que el proceso de liberalización de la eco­
nomía favorece la formación de mano de obra calificada. En un 
país en que faltan empleos y mejores salarios, una primera con­
dición para que la liberalización se juzgue como favorable a la 
calificación de la mano de obra sería que aquélla genere más 
demanda de esta última. 

En buena parte del proceso de industrialización sustitutiva 
y hasta la fecha, el ritmo de crecimiento del empleo calificado y 
no calificado ha sido marcadamente bajo respecto al ritmo de 
aumento de la población total y de la PEA. A pesar del reciente 
incremento del comercio exterior, la economía mexicana sigue 
produciendo fundamentalmente para un mercado interno limi-

tado por el bajo nivel de ingreso y la mala distribución de éste. 
A su vez, la apertura comercial y la privatización han tenido efec­
tos encontrados en la producción nacional y el empleo. Las cre­
cientes importaciones de bienes intermedios y finales han des­
plazado en di versos sectores a los productos nacionales. En otras 
tantas industrias, sin embargo, la intensificación de la compe­
tencia ha generado nuevas oportunidades para sustituir impor­
taciones y exportar. Por el lado del gobierno en su calidad de 
empleador directo, el recorte en la contratación de profesiona­
les se ha estado revirtiendo. ¿Cuál es el efecto de todos estos 
cambios en la demanda de mano de obra calificada?¿ Cuál es la 
estructura de calificaciones del trabajo que la economía demanda 
y cuál la eficiencia y flexibilidad con que funciona el mercado 
de trabajo para que el capital humano disponible se utilice en las 
actividades para las que está calificado? 

El subempleo se ha perpetuado en el mercado de trabajo mexi­
cano y al parecer se ha extendido a todos los niveles de educa­
ción y a una gran diversidad de ocupaciones de la población tra­
bajadora del país. El ritmo de crecimiento de los egresados y 
graduados de las universidades públicas y privadas muestra que, 
en general, desde hace varias décadas se ha presentado una 
sobreoferta de trabajo calificado. Tan patente se volvió ésta que 
los profesionales se han empleado como técnicos, con la que 
pierden incentivos para graduarse, pues bastaba con egresar de 
una licenciatura para trabajar como técnicos medios. Esto hace 
pensar en que hay un excedente de mano de obra generalizado 
en todos los niveles de calificación. Sin embargo, la creciente 
participación y diversificación de la producción industrial y de 
servicios indica que hay ciertos segmentos de mano de obra al-

* Profesora del Pos grado de la Facultad de Economía, Universidad 
Nacional Autónoma de México <ramírez@servidor.unam.mx>. 
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tamente calificada o especializada que tal vez no sea tan fácil 
transferir fuera de cierto conjunto de industrias , o de empresas 
dentro de éstas, lo que pudiera causar rigideces en la oferta de 
mano de obra que, a su vez, presionen sus salarios al alza. 

U nade las perspectivas de análisis de la liberalización comer­
cial establece que la apertura podría afectar de manera positiva 
la innovación tecnológica en los productos y servicios genera­
dos, en los procesos de producción, en la calidad y variedad de 
los insumos y equipos empleados, en la forma de comercializar 
los bienes producidos, etcétera. De darse tal innovación, una de 
sus posibles características sería la demanda de mano de obra 
más calificada. Otra perspectiva destaca el uso intensivo de 
componentes importados en la producción exportable, con el 
consecuente efecto negativo en el empleo causado por el des­
plazamiento de productos nacionales. En otro enfoque se parte 
del vínculo entre el precio de los bienes comerciados con el ex­
terior y el precio de los factores usados en la producción. En este 
caso el impulso de la liberalización debería traducirse en un 
impulso a la demanda de la mano de obra empleada de manera 
intensiva en los bienes exportados. 

En lo que sigue se presenta un análisis del empleo en Méxi­
co en relación con los niveles de educación de la población tra­
bajadora, en particular sobre el efecto de la liberalización en el 
empleo de la mano de obra calificada y semicalificada. 1 Sin 
embargo, conviene primero dimensionar la importancia del 
subempleo en el mercado de trabajo en México. 

LA DIMENSIÓN DEL SUBEMPLEO 

D e 1970 a 1980 la PEA creció en poco más de nueve millo­
nes de personas. En virtud de que, según datos censales, 
en 1980 sólo había 124 000 personas desocupadas, es po­

sible deducir que en ese período la ocupación creció casi tanto 
como la PEA, conclusión excesivamente optimista, incluso para 
los años setenta. 

Cambios en las definiciones utilizadas 
para medir la PEA 

El Censo de 1970 consideró como ocupadas a personas de 12 
años o más si en la semana anterior a la fecha del levantamiento 
censal trabajaron un mínimo de una hora de trabajo remunera­
do o un mínimo de 15 horas de trabajo no remunerado. En los 

l . En este trabajo se consideran tres niveles de calificación de la 
población trabajadora, definidos por el grado de instrucción escolar: 
a] la mano de obra no calificada corresponde a un nivel de primaria 
terminada o menos ; b] a una instrucción mayor que los seis años de 
primaria y hasta 12 años de instrucción corresponde una mano de obra 
semicalificada o de calificación media, y e] mano de obra calificada 
con estudios profesionales medios o superiores y que corresponde a 
una instrucción mayor que 12 años. La distinción posterior entre téc­
nicos y profesionales es una subdivisión del tercer nivel. 

la mano de obra en méxico 

Censos de Población de 1980 y 1990 se eliminaron las restric­
ciones de un mínimo de una hora a la semana para el trabajo re­
munerado y de 15 horas para el no remunerado, así como la de 
sólo considerar el trabajo no remunerado de familiares. De tal 
modo, toda persona que declaró haber trabajado en alguna ac-
tividad económica durante la semana anterior al Censo, con pago 11 

o sin él, sin importar el número de horas que lo hizo, quedó re­
gistrada como parte de la PEA ocupada. 2 Es evidente que en el 
Censo de 1980 se captó como población ocupada a una propor-
ción superior de subempleados que en 1970, por lo que la expan-
sión de aproximadamente nueve millones de empleos en esa 
década es una estimación exagerada. Saúl Trejo destaca que 
desde 1970 una parte del subempleo se captó censalmente como 
empleo, en particular en los sectores de servicios y de comer-
cio: "a partir de 1970 se observa un aumento considerable en la 
importancia relativa de la PEA ocupada en el sector terciario 
marginal[ ... ] Un elevado porcentaje de la ocupación en el sec-
tor terciario está compuesto por trabajadores en condiciones de 
marginalidad o subempleados que, en general, se trata de traba­
jadores por cuenta propia. [ ... ] Diversos estudios efectuados a 
partir de principios de los años setenta indican que de 40 a 50 
por ciento de la PEA tenía ingresos inferiores al salario mínimo. 
De acuerdo con definiciones tradicionales, a esta población se -,. 
le llama subempleada". 3 

Las cifras del PIB y de puestos remunerados por actividad 
económica del Sistema de Cuentas Nacionales muestran cuáles " 
sectores captaron una porción importante del fuerte incremen-
to de la PEA en ese período. Tanto en 1970 como en 1980 el PIB 

del sector de la construcción representó 6% del PIB total, aun-
que los puestos remunerados en este sector pasaron de 6 a 1 O por 
ciento de los puestos remunerados. El sector de servicios comu­
nales, sociales y personales participó con 18 y 17 por ciento del 
PIB en 1970 y en 1980, respectivamente, pero su participación 
en los puestos remunerados pasó de 23 a 28 por ciento (véanse 
los cuadros 1 a 4). 

En el corto plazo el empleo en el sector de la construcción es 
marcadamente procíclico: es acelerado el aumento del empleo 
en la época de crecimiento económico ( 197 6-1981 y 1988-1992) 
y es acentuada la baja del empleo durante la contracción econó­
mica ( 1982-1987). Sin embargo, en el largo plazo ( 1970 a 1993) 
las cifras de empleo y producción indican un alza en la relación 
empleo/producto (una baja en el producto por puesto remune­
rado en la construcción), al contrario de lo que sucede en la 
manufactura (véase el cuadro 5). 

2. S.Trejo señala que puesto que en América Latina son comunes 
fenómenos como el trabajo en casa o el trabajo no remunerado de 
manera directa (en particular en zonas rurales o entre grupos urbanos 
pobres), "esto sugiere la necesidad de adoptar un concepto más am­
plio de participación en la PEA, similar al del Censo de Población de 
1980". Asimismo, el autor advierte que esto puede significar que los 
requerimientos de creación de empleo pueden sobreestimarse si se 
supone que todo participante en la PEA demandaría un empleo de tiem­
po completo. Saúl Trejo Reyes, Empleo para todos. El reto y los ca­
minos, Fondo de Cultura Económica, México, 1988. 

3./bid. 
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MÉXICO: PRODUCTO INTERNO BRUTO POR GRAN DIVISIÓN, 1960-1997 (M ILLONES DE PESOS) 1 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
1960 1970 1980 1990 1993 1990' 1995' 1996' 1997' 

l. Agropecuario , silvicultura y pesca 195 553 262 513 368 049 402 958 414 417 69 604 74 168 74 959 77 744 
2. Minería 41 823 61 602 144 044 188 028 194 613 15 602 16 223 17 575 18 287 
3. Industria manufacturera 254 815 539 125 988 900 1 201 189 1 270 979 205 525 217 839 241 487 264 955 
4. Construcción 65 516 145 592 287 164 267 885 303 982 48 040 45 958 51 197 55 576 
5. Electricidad, gas y agua 5 450 18 547 44 275 77 627 86 733 17 270 19 614 20 492 21 743 
6. Comercio, restaurantes y hoteles 283 551 566 444 1 249 572 1 359 247 1 444 698 225 058 226 896 236 187 261 434 
7. Transporte , almacenamiento y comunicaciones 63 269 115 491 285 601 347 814 407 968 94 873 111 081 120 768 131 358 
8. Servicios financieros , seguros e inmuebles 139 990 233 364 383 846 558 768 641 034 158 670 192 526 195 310 204 484 
9. Servicios comunales, sociales y personales 208 998 421 731 766 809 926 222 979 770 240 835 261 067 263 675 272 905 

1 O. Servicios bancarios imputados -6 672 -23 658 -48 183 -73 961 -94 520 -26 414 -33 416 -32 114 -35 104 
Total 1 252 293 2 340 751 4 470 077 5 255 777 5 649 674 1 049 064 1 131 958 1 189 537 1 273 382 

l. A precios de 1980 para la serie 1960-1993. 
a. Cifras tomadas de la nueva serie de Cuentas Nacionales con base en 1993, en millones de pesos a precios de 1993. 
Fuente: INEGI, Si stema de Cuentas Nacionales . 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

La tendencia al alza del coefi- e u A D R o 2 

ciente empleo/producto a largo 
plazo en el sector de la construc­
ción se relaciona, más bien, con la 
oferta ilimitada de trabajo poco 
calificado y con su gran movili­
dad entre algunos sectores pro­
ductivosdelcampoalaciudad. Se 
ha observado por largo tiempo 
que la mano de obra expulsada del 
campo se traslada con relativa fa­
cilidad a sectores como el de la 
construcción y se puede apreciar 
que la tendencia del empleo en 
ésta se acompaña de una baja del 
empleo en el sector agropecuario 
de 35% del empleo total en 1970 
a23% en 1995. Obsérveseasimis-

P ROMEDIO DE PUESTOS REMUNERADOS POR ACTIVIDAD ECONÓMICA, 1970-1995 
(MILES DE OCUPACIONES REMUNERADAS, PROMEDIO ANUAL) 1 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
1970 1980 1990 1993 1990' 1995' 

l. Agropecuario , silvicultura y pesca 4 466 5 670 5 732 5 921 6 230 6 194 
2. Minería 155 209 280 255 179 124 
3. Industria manufacturera 1 726 2 441 2 510 2 325 3 275 3 085 
4. Construcción 810 1 930 2411 2 709 2 529 2 646 
5. Electricidad, gas y agua 38 81 113 107 142 149 
6. Comercio, restaurantes y hoteles 2 011 2 940 3 390 3 469 4 505 5 185 
7. Transporte , almacenamiento y comunicaciones 443 904 1 074 1 128 1 438 1 521 
8. Financieros, seguros e inmuebles 229 352 495 512 511 549 
9. Servicios comunales , sociales y personales 2 985 5 753 6 531 6 825 7 148 7 914 
Total 12 863 20 280 22 536 23 251 25 958 27 367 

l. Cifras agregadas por gran división. 
a. Cifras del Sistema de Cuentas Nacionales, base 1993. 
Fuente: INEGI, Sistema de Cuentas Nacionales . 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
mo que la participación del PIB 

real agropecuario en el PIB real total se redujo de 11% en 1970 
a 7% en 1995 (véanse los cuadros 1 a4). 

En el sector de servicios comunales, sociales y personales, 
el empleo ha aumentado de manera constante desde 1970, en 
particular en 1976 y en los años de crisis del período 1982-1987. 
Esto permite suponer que los servicios tradicionales en este sec­
tor han captado la mano de obra urbana de poca calificación que 
es expulsada de los sectores industriales o no encuentra cabida 
en ellos. 

En suma, la construcción y los servicios tradicionales den­
tro del sector de servicios comunales, sociales y personales pa­
recen haber sido receptores importantes de la mano de obra 
poco calificada procedente del campo y de otros sectores ur­
banos, que no tiene cabida en la industria y los servicios no tra­
dicionales. 

En contraste, de acuerdo nuevamente con los censos de po­
blación, de 1980 a 1990 la PEA sólo creció dos millones de per-

sonas, cuando el empleo en condiciones de marginalidad debe 
haber aumentado a tasas muy elevadas debido al crecimiento 
poblacional de 3.3% anual en los sesenta y setenta y como re­
sultado de las dificultades económicas de los años ochenta. Esto 
permite deducir que en 1990 se registra de nueva cuenta un cam­
bio en la captación censal del subempleo y ya no figura sino sólo 
parcialmente como empleo en los sectores de servicios y de 
comercio. Al respecto, Jusidman y Eternod destacan diversas 
omisiones del Censo de Población de 1990 en la captación de 
información sobre la ocupación: 4 

1) La participación masculina en la actividad económica tal 
vez presente una ligera subestimación, y ésta podría ser mayor 
en el caso de las mujeres. 

4. Clara Jusidman y Maree la Eternod, La participación de lapo­
blación en la actividad económica en México, INEGI-IIS, UNAM, 

México, 1995. 
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PRODUCTO 1:-/TERNO BR UTO POK GKAI\ DIVISIÓN, 1960-1993 (MILLONES DE PESOS, A PKECIOS DE 1980) 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
1960 1965 1970 1975 1980 1985 1990 1991 1992 1993 

l . Agropecuario, silvicultura y pesca 195 553 236 155 262 513 304 055 368 049 416 163 402 958 412742 408 643 414 417 
2. Minería 41 823 48 373 61 602 80 605 144 044 181 674 188 028 189 491 192 898 194 613 
3. Industri a manufacturera 254 815 382 270 539 125 718 927 988 900 1 051 109 1 201 189 1 252 246 1 280 655 1 270 979 
4. Construcción 65 516 91 432 145 592 203 025 287 164 267 076 267 885 274 308 295 720 303 982 
5. Electricidad, gas y agua 5 450 9 913 18 547 29 173 44 275 62 331 77 627 80 817 83 246 86 733 
6. Comercio, restaurantes y hoteles 283 551 406 254 566 444 798 31 o 1 249 572 1 312 451 1 359 247 1 413 622 1 464 321 1 444 698 
7. Transporte , almacenamiento 

y comunicaciones 63 269 81 017 115 491 190 166 285 601 306 204 347 814 366 949 394 872 407 968 
8. Servicios financieros , seguros 

y bienes inmuebles 139 990 177 074 233 364 307 304 383 846 486 818 558 768 590 417 612 411 641 034 
9. Servicios comunales, sociales 

y personales 208 998 309 091 421 73 1 570 965 766 809 899 434 926 222 962 024 968 189 979 770 
1 O. Servicios bancarios imputados -6 672 - 12 255 -23 658 -31 126 -48 183 - 62 830 -73 961 -79 887 -85 000 -94 520 
Toral 1 252 293 1 729 324 2 340 751 3 171 404 4 470 077 4 920 430 5 255 777 5 462 729 5 615 955 5 649 674 

Fuente: INEG I, Sistema de Cuentas Naci onales . 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • o •••••••••••••••••••••••••• 
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PROMEDIO DE PUESTOS REMUNEKAUOS POR ACTIVIDAD ECONÓMICA Y GRAN DIVISIÓN, 1970-1995 1 
(MILES DE OCUPACIONES REMUNERADAS, PROMEDIO ANUAL) 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
1970 1975 1980 1985 1990 1991 1992 1993' 1990b 1995• 

l. Agropecuario, si lvicultura y pesca 4 466 4 655 5 670 6 096 5 732 5 959 5 866 5 921 6 230 6 194 
2. Minería 155 184 209 258 280 275 267 255 179 124 
3. Industria manufacturera 1 726 2 002 2 441 2 451 2 510 2 500 2 447 2 325 3 275 3 085 
4. Construcción 810 1 151 1 930 1 955 2411 2 489 2 630 2 709 2 529 2 646 
5. Electricidad, gas y agua 38 49 81 99 113 11 2 111 107 142 149 
6. Comercio, restaurantes y hoteles 2 011 2 267 2 940 3 147 3 390 3 467 3 524 3 469 4 505 5 185 
7. Transporte , almacenamiento y comunicaciones 443 602 904 1 029 1 074 1 114 1 132 1 128 1 438 1 521 
8. Financieros , seguros e inmuebles 229 282 352 470 495 502 507 512 511 549 
9. Servicios comunales , sociales y personales 2 985 4 104 5 753 6 450 6 531 6 695 6 734 6 825 7 148 7 914 
Toral 12 863 15 296 20 280 21 955 22 536 23 115 23 218 23 251 25 958 27 367 

l. Los datos representan el número promedio de puestos remunerados que se estima fueron requeridos para la producción. Una misma persona puede ocupar uno o más de dichos 
puestos dentro de una o varias actividades económicas. 
a. La serie 1970-1993 procede del Sistema de Cuentas Nac ionales, con base 1980. b. Cifras del Sistema de Cuentas Nacionales con base 1993. 
Fuente: INEG J. Sistema de Cuentas Nacionales . 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

2) Hay evidencias de que se captó correctamente el traba­
jo "formal" y que en cambio se subregistró la participación en 
las ocupaciones "informales" -no asalariadas, de tiempo par­
cial-, en gran parte a cargo de mujeres de todas las edades y 
hombres jóvenes y viejos, quedando clasificados los que ejecutan 
estas actividades en la población económicamente inactiva. 

3) La comparación de los resultados censales de 1990 por 
sector de actividad con los de la Encuesta Nacional de Empleo 
Urbano de 1990 y la Encuesta Nacional de Empleo 1991, rati­
ficó que en el censo se subregistró la población femenina ocu­
pada en los sectores comercio y servicios, así como la de ambos 
sexos ocupada en el sector agropecuario. Con base en lo ante­
rior, Jusidman y Eternod efectúan un ejercicio de ajuste de las 
cifras que resulta en una PEA ajustada para 1990 de 26 768 968, 
en comparación con la PEA censal de 24 063 283, lo que da una 
diferencia de 2 763 685 personas. 

Intensificación del subempleo 

La magnitud de los cambios en las cifras de ocupación se explica, 
en parte, por las modificaciones metodológicas que sin duda 
captan en grado variable el subempleo como parte de la PEA. Los 
cambios, sin embargo, se explican también por la intensifica­
ción del subempleo cuando hay contracción económica: " la 
evolución de la tasa de desempleo abierto en el período poste­
rior a 1981 no es indicativa del ritmo de la actividad económi­
ca. Aparentemente en 1982 y la primera parte de 1983 el empleo 
resintió fuertemente los efectos de la caída de la actividad eco­
nómica; empero, en los siguientes períodos la recuperación del 
empleo fue mayor de lo que habrían indicado la permanencia y 
la profundidad de la recesión."5 

5. Saúl Trejo Reyes , op. cit. 
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Parece claro que la recuperación del nivel de empleo por 
encima del de la producción se debe al empleo "marginal"; en 
este caso, el aumento del subempleo es lo que se capta como 
empleo. 

Conviene tener en cuenta que si el empleo se incrementa más 
que la producción, ello se reflejará en la existencia de capaci­
dad no utilizada que, a su vez, permite que en ciertas circuns­
tancias se logre un aumento en el volumen de producción sin 
necesidad de incrementar de manera proporcional la utilización 
de mano de obra. Por otra parte, si no se separa el subempleo de 
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aumento, explican, comprende en realidad un proceso de "des­
campesinización" acompañado de un aumento de la ocupación 
asalariada en el agro: en el período las ocupaciones no asalaria­
das disminuyeron en 663 000 y las asalariadas aumentaron en 
1 075 000. Trejo8 destaca la nula capacidad del sector agrícola 
para absorber el crecimiento de la fuerza de trabajo rural en los 
años cincuenta y sesenta debido a factores como la concentra­
ción de recursos públicos para favorecer la economía urbana (con 
lo que se propició más la emigración del campo ala ciudad). Trejo 
recuerda que en esos años el agotamiento de las mejores tierras 

D R o 5 
lo que es propiamente empleo de 
tiempo completo y remunerado, e 
ello equivale a suponer que cual­
quier volumen de empleo tiene la 
misma "calidad" que el empleo en 

CoEFICIENTES DE EMPLEO/PROD UCCIÓN POR GRAN DIVISIÓN ECONÓM ICA, 1970-1995 
(NúMERO DE PUESTOS REMUNERADOS POR MILLÓN DE PESOS DE PIB REAL) 

el año base y que éste varía única­
mente de acuerdo con la compo­
sición sectorial de la ocupación.6 

Por tanto , si se reconoce que el 
subempleo no se ha captado de ma­
nera uniforme en las cifras de em­
pleo, es arriesgado deducir el com­
portamiento del empleo a partir de 
las tendencias de la producción 
sectorial. 

El comportamiento de la pro­

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 

l. Agropecuario, silvicultura y pesca 
2. Minería 
3. Indu stria manufacturera 
4. Construcción 
5. Electricidad, gas y agua 
6. Comercio, restaurantes y hoteles 
7. Transporte, almacenamiento y comunicaciones 
8. Servicios financieros , seguros y bancos 
9. Servicios comunales, sociales y personales 
Promedio 

1970 1975 

17.0 15 .3 
2.5 2.3 
3.2 2.8 
5.6 5.7 
2.0 1.7 
3.6 2.8 
3.8 3.2 
1.0 0.9 
7.1 7.2 
5.5 4.8 

1980 = 100 
1980 1985 

15.4 14.6 
1.5 1.4 
2.5 2.3 
6.7 7.3 
1.8 1.6 
2.4 2.4 
3.2 3.4 
0.9 l. O 
7.5 7.2 
4.5 4.5 

1993 = 100 
1990 1993 1990 1995 

14.2 14.3 89.5 83.5 
1.5 1.3 1 1.5 7.6 
2.1 1.8 15.9 14.2 
9.0 8.9 52.6 57.6 
1.5 1.2 8.2 7.6 
2.5 2.4 20.0 22.9 
3.1 2.8 15 .2 13.7 
0.9 0.8 3.2 2.9 
7.1 7.0 29.7 30.3 
4.3 4.1 24.7 24.2 

ducción y el empleo remunerado Fuente: INEGI , Sistema de Cuentas Nacionales. 

sectoriales de 1960 a 1993 indica •••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
claramente que la hipótesis de pro-
porcionalidad empleo/producto no es válida en el largo plazo en 
todos los sectores de la economía. Sin duda, en un período tan 
largo la dispar modificación tecnológica y los ritmos diferencia­
dos de crecimiento de la producción sectorial inciden en dicha 
proporcionalidad en cada uno de los sectores, además de los 
mencionados cambios de metodología estadística. Así, por ejem­
plo, en el cuadro 5 se observa que de 1970 a 1993la economía 
se hizo en promedio menos intensiva en trabajo; con las cifras 
de las Cuentas Nacionales (1993 = 100) se aprecia que de 1990 
a 1995 persiste esa tendencia. En 1970 se utilizó un promedio de 
5.5 puestos remunerados para producir un millón de pesos de PIB 

real anual ( 1980 = 1 00), requerimiento que bajó a 4.1 en 1993; 
en siete de las nueve grandes divisiones de la economía (Siste­
ma de Cuentas Nacionales) también se observó esa tendencia. La 
construcción y los servicios comunales, sociales y personales se 
hicieron más intensivos en trabajo durante ese período y hacia 
1995 también creció la intensidad-trabajo en el comercio. 

Rendón y Salas señalan que de 1950 a 1970 la ocupación en 
el sector agropecuario se expandió en 411 900 empleos. 7 Ese 

6. En palabras de Saúl Trejo: "debe considerarse que la magnitud 
actual del desempleo abierto y del subempleo es un problema implí­
cito en las cifras . Las cifras de empleo de las cuentas nacionales, como 
se ha señalado, consideran a la totalidad de la mano de obra sectorial 
como plenamente ocupada." Saúl Trejo Reyes, op. cit. 

7. Teresa Rendón y Carlos Salas, "El mercado de trabajo no agrí-

de la frontera agrícola y la saturación demográfica en las áreas 
de temporal implicaban que, por un lado, la inversión en nue­
vas obras de infraestructura hidráulica generara menos oportu­
nidades de empleo y, por otro, que la agricultura de temporal 
fuera incapaz de absorber de forma adecuada la creciente fuer­
za de trabajo. Esta situación se expresaba en "el crecimiento de 
la clase más desprotegida de la sociedad, los jornaleros rurales 
sin tierra" . El creciente empobrecimiento de los campesinos 
explica el descenso de la ocupación no asalariada (la "descam­
pesinización") y junto con el crecimiento de la fuerza de traba­
jo rural dan cuenta del aumento de la ocupación asalariada en 
sólo 412 000 empleos en el agro en un período de 20 años, es 
decir, 20 000 empleos por año. Sin embargo, a pesar de su cada 
vez menor participación en el PIB, el sector agropecuario ocu­
pa el segundo lugar como generador de trabajo, después de los 
servicios comunales, sociales y personales. 

Los mismos autores destacan el proceso de salarización tam­
bién en el sector no agropecuario: industria, comercio y servi­
cios, de manera que las ocupaciones asalariadas se expandieron 
más rápidamente que las no asalariadas a partir de los años cua­
renta. De 1950 a 1970 la ocupación asalariada pasó a 75% de la 

cola en México. Tendencias y cambios recientes" , en Ajuste estruc­
tural, mercados laborales y TLC, El Colegio de México, Fundación 
Friedrich Ebert y El Colegio de la Frontera Norte, México, 1991. 

8. Saúl Trejo Reyes, op. cit. 
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ocupación total y para 1979 llegó a 81 o/o de aquella del ámbito 
no agropecuario. 

Debido al consenso sobre la escasa confiabilidad de los resul­
tados del Censo de 1980, Rendón y Salas9 utilizaron las cifras 
censales de ocupación de 1970 y las de la Encuesta Continua de 
Ocupación del primer trimestre de 1979 en lugar de los datos 
censales de 1980. Los autores calcularon un aumento de la ocu­
pación total de 6.2 millones de 1970 a 1979, resultado coincidente 
con el de Trejo, 10 quien calculó que una vez corregidas las dife­
rencias debidas a las modificaciones metodológicas entre los 
censos de 1970 y de 1980, el aumento de la PEA en esa década 
fue de 6.5 millones de personas. Con base en esta corrección 
metodológica, así como las cifras ajustadas deJusidman y Eter­
nod para la PEA de 1990, ésta es consistente con la suma de ocu­
pación formal y de desocupación abierta pero no respecto a las 
cifras de población de 12 años y más del Censo de Población. La 
PEA ajustada para 1990 resulta en una tasa de participación de 
47.8% respecto a la población de 12 años o más que "salta" a una 
tasa de participación de la PEA de casi 55% respecto a la pobla­
ción de 12 años o más contabilizada en el Conteo de Población 
de 1995 (véase el cuadro 6). Si bien desde la década pasada se 
ha intensificado la participación de la mujer y de los muy jóve­
nes'' en actividades económicas marginales, como respuesta a 
la escasez relativa de empleos productivos y al deterioro del sa­
lario real, cabe esperar que la tasa de participación PEA/pobla­
ción de 12 años o más cambie en forma más gradual. 

Rendón y Salas observan que en los ochenta se frenó el pro­
ceso de asalaramiento, creció más el empleo no asalariado y la 
mayor parte de los nuevos puestos de trabajo correspondió a las 
actividades terciarias. Asimismo, proliferaron las actividades 
de pequeña escala, negocios que típicamente son de trabajado­
res por cuenta propia, que con frecuencia no emplean trabajo 
asalariado y que se concentran en sectores como el de comer­
cio y los servicios. Así, la expansión de la ocupación en ambos 
sectores se combina con un crecimiento importante del trabajo 
no asalariado, fenómeno que empieza a cobrar importancia en 
los setenta y se intensifica en los ochenta. 

Al considerar de manera conjunta la información aportada 
por los autores citados es posible señalar que la información 
de la PEA ajustada estimada por Jusidman y Eternod para 1990 
(26 768 968) corresponde a lo que otros autores consideran como 
ocupación total, es decir, ocupación formal más desocupación 
abierta, en donde los datos de ocupación formal contienen ocu­
pación marginal e informal. Por tanto, la diferencia entre esta 
cifra y la PEA que otros autores estiman en 30-31 millones de 
personas para 1990 constituye la ocupación marginal (o 
subocupación) no captada por las cifras de ocupación formal del 
Sistema de Cuentas Nacionales (SCN) ni por los censos de po-

9. Teresa Rendón y Carlos Salas, op. cit. 
10. Saúl Trejo Reyes, op.cit. 
11 . Como se verá más adelante, en varios años de la década de los 

ochenta se redujo el número absoluto de escolares inscritos en la pri­
maria, a pesar de que el número de personas en esa edad escolar se­
guía creciendo. 

H:t llli111V Ut; UUI a ¡¡:;u lllVAli..<V 

blación del INEGI. De esta manera, tal diferencia arroja una es­
timación de la "ocupación marginal" no contabilizada en las 
cifras censales de ocupación total (columna 8 del cuadro 6). Se 
encuentra así la congruencia entre las cifras de la PEA, ocupa­
ción, población de 12 años o más y población total. 

De lo anteriores posible concluir de manera tentativa que tras 
corregir con modificaciones metodológicas los datos sobre ocu­
pación de 1980 y 1990, considerando que el aumento del trabajo 
marginal se dirige especialmente a los sectores de la construc­
ción, el comercio y los servicios tradicionales, así como el estan­
camiento relativo del empleo en el sector agropecuario, es im­
portante tomar en cuenta la importancia del subempleo al analizar 
los efectos de la liberalización comercial en la expansión del 
empleo, en particular en los sectores que han absorbido tradi­
cionalmente el subempleo. 

S EGMENTOS DEL MERCADO DE TRABAJO CON AJ USTE 

DIFERENCIADO DE SALARIOS 

Los anteriores elementos generales del comportamiento del 
empleo y el subempleo parecen indicar la presencia de por 
lo menos dos segmentos diferenciados de trabajadores, en 

particular en los sectores urbanos. La tendencia del empleo con­
duce a preguntarse si los sectores productivos más complejos 
técnicamente se enfrentan a ciertas limitaciones en la disponi­
bilidad de mano de obra calificada, que a su vez pueden gene­
rar procesos de ajuste de salarios diferentes de los de la mano 
de obra de poca calificación. Es decir, la pregunta no sólo se 
refiere a si los más calificados reciben más ingresos, sino sitie­
nen influencia en el mercado para negociar sus niveles de ingreso. 

Al respecto es muy sugerente la hipótesis de J. Reyes He­
roles 12 sobre la existencia de un ajuste diferenciado de los sala­
rios industriales en relación con los cambios en el salario mínimo 
real. En su revisión del mercado laboral el autor distingue un 
sector moderno y otro tradicional. El primero se caracteriza por 
una estructura de salarios monetarios rígida, con diferenciales 
salariales constantes entre las industrias y en cada industria y un 
empleo bastante permanente en el corto plazo, aunque en un 
contexto dinámico prevalece el ajuste en el número de contra­
taciones, lo que incide en las tasas de subempleo y desempleo. 
El sector tradicional, por otra parte, recibe el efecto de la varia­
ción de las contrataciones en el sector moderno y cuando el des­
empleo y el subempleo crecen ello presiona a la baja los sala­
rios reales en ese sector. 

Reyes Heroles aborda la identificación de los sectores donde 
el factor institucional de los salarios mínimos desempeña un 
papel importante en el proceso de fijación de salarios. En el 
lapso 1940-1972 distingue los subperíodos 1940-1959, al que 
denomina de opresión salarial, y 1960-1972, de estabilidad de 
precios y ascenso de salarios reales, tanto promedio como mí­
nimos. 

12. Jesús Reyes Heroles, Política macroeconómica y bienestar en 
México , Fondo de Cultura Económica, México, 1983. 
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MÉXICO: POBLACIÓN Y EMPLEO, 1960-1997 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
Tasa de participación 

Población De 12 años PEA PEA/población PEA Ocupación formal Desocupación Ocupación marginal 
total o más' (censos) 12 años o más estimada 1• (SCN) abierta no captada en el censo2 

(1) (2) (3) (4)=(312) (5) (6P (7) (8)=(5-6-7) 
1960 34 923 129 11 253 297 
1970 48 225 238 29 697 303 12 909 540 43 12 909 540 12 863 000 46 540 
1980 66 846 833 43 346 993 22 066 084 51 22 066 084 20 280 000 124 391 1 661 693 
1990 81 249 645 55 913 847 24 063 283 43 30 091 100 25 958 000 812 460 3 320 640 
1991 82 822 930 57 465 693 31 039 116 23 403 413 2.7%d 
1992 84 426 679 59 060 609 32 016 999 
1993 86 061 482 60 699 791 33 025 690 
1994 87 727 941 62 384 467 34 066 160 
1995 89 426 669 64 115 900 35 139 409 27 367 000 2 213 783 5 558 626 
1996• 91158290 65 302 763 35 877 338 55 35 '1377 338 34 729 263 6.3%' 
1997' 93 000 000 

l . De acuerdo con las cifras procedentes de los censos de Población y Vivienda 1970 y 1990, INEGI, la tasa de participación (PEA/población de 12 años o más) bajó de 43.5% 
en 1970 a 43% en 1990. 
2. La información censal de ocupación capta parcialmente lo que se llama la ocupación informal. Por ejemplo, según el Censo de Población de 1980 de entre los casi 22 millones 
de ocupados , figuraron 4.3 millones de personas ocupadas que no recibían ingreso. Esto es congruente con las normas de clasificación de la ocupación internacionalmente 
aceptadas. Sin embargo, lo anterior permite que un gran número de personas que trabajan menos de 15 horas a la semana sin remuneración se capte como personal ocupado. Mucha 
de esta ocupación constituye trabajo marginal involuntario, lo cual se reconoce en los nuevos indicadores de ocupación elaborados por el INEG I como la tasa de ocupación marginal 
y la tasa de ocupación informal. La diferencia entre la ocupación censal (21 941 693) y la ocupación formal del Sistema de Cuentas Nacionales (SCN) (20 280 000) para 1980, 
permite apreciar que esta última también contiene ocupación marginal dado que en 1980 había más de 4 millones de ocupados que no recibían ingreso. Para 1990 la ocupación 
formal del SCN (25 958 000) más la desocupación abierta (8 12 460) suman 26 770 460. Esta cifra es muy próxima a la PEA ajustada para 1990 cu idadosamente estimada por Clara 
Jusidman y M arce! a Eternod (La participación de la población en la actividad económica en México, INEGHIS, UNAM, México, 1995) después de corregir por los subregistros 
del censo de actividades informales, no asalariadas, marginales . Esto también nos indica que la ocupaci ón formal contabilizada por el SCN contiene ocupación informal y 
marginal. 
3. Las cifras en cursivas corresponden a la ocupación dada en los censos de vivienda respectivos. La TDA es la tasa de desocupación abierta oficial. 
a. PEA estimada!: hay consenso en que la cifra de la PEA para 1990 procedente del Censo de Población y Vivienda para 1990 es una fuerte subestimación. Si se ignora dicha 
cifra y se estima el comportamiento anual de la PEA utilizando los datos de 1980 y 1996 de los censos, se obtiene la PEA estimada!. Por otra parte, diversos autores han cues tionado 
la cifra censal de PEA de 1980 señalando, por ejemplo, que debido a cambios metodológicos se captó como población ocupada a un gran número de ocupados sin remuneración 
que trabajaban menos de 15 horas/semana o bien oc upados con remuneración que trabajaron al menos una hora/semana. Las cifras ce nsales de 1980,1990 y 1995 tendrían la misma 
metodología para captar la ocupación. Por tanto, juzgamos que no se anula el contenido informativo del cá lculo de la PEA estimada!. 
b. Cifra de población a noviembre de 1995, Conteo 95 de Población y Vivienda, INEGI. 
c . Cifra de población a noviembre de 1996, preliminar. 
d. Tasa oficial de 1990. 
e. Tasa oficial de 1995 . 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

El autor encontró una mayor respuesta del salario promedio 
general respecto al salario mínimo real en el período de estabi­
lidad de precios. Encontró también que hay una correlación des­
igual entre los salarios medios y los mínimos entre sectores. Por 
un lado, los sectores dominados por empresas modernas, urba­
nos, con seguro social, en que se respetaban los salarios mínimos; 
por otro, un pequeño porcentaje del empleo manufacturero (ne­
gocios familiares artesanales· y pequeña industria), así como el 
correspondiente a la agricultura tradicional, el comercio, la cons­
trucción y los servicios tradicionales, en que no se observaba el 
salario mínimo. "En resumen, los salarios mínimos afectan en 
diversos grados el proceso de fijación de salarios de la mayoría 
de los sectores industriales en México. Sin embargo, hay algu­
nos sectores donde, en virtud de su estructura productiva y de la 
falta de observancia del salario mínimo, dominan salarios deter­
minados por el mercado. La agricultura, el comercio, la construc­
ción y los servicios parecen los candidatos más viables para des­
empeñar el papel de sectores equilibradores del mercado de 
trabajo y de receptores principales de los subempleados." 13 

13. !bid. 

Reyes Heroles estudia los diferenciales de remuneraciones 
entre ocupaciones en el período 1940-1976 para obreros en es­
tablecimientos modernos del sector manufacturero. Concluye 
que en los lapsos de brecha creciente entre salarios mínimos y 
medios manufactureros se amplían los diferenciales salariales 
ocupacionales. Cuando hay estabilidad de precios y alza de sa­
larios mínimos reales, se observa una reducción de dichos di­
ferenciales, sobre todo entre categorías ocupacionales extremas, 
lo que le permite inferir que el alza del salario mínimo real in­
fluye más en los salarios manufactureros del extremo inferior 
de la escala de ocupaciones. 

LA HETEROGENEIDAD SALARIAL EN LOS AÑOS OCHENTA 

Por las tendencias en el empleo, el subempleo y los salarios, 
no sorprende que las remuneraciones medias más bajas se 
registren en los sectores agropecuario, de la construcción, 

servicios tradicionales dentro de los servicios sociales y perso­
nales y en las ramas más tradicionales de la manufactura que ocu­
pan una proporción importante de mano de obra de escasa cali-
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ficación. Los salarios medios más altos se observan en indus­
tria química; industri as metálicas básicas; refinación de petró­
leo y derivados del carbón mineral ; construcción y ensamble de 
equipo de transporte; fabricación , ensamble y reparación de ma­
quinaria y equipo ; servicios de generación y distribución de 
energía eléctrica; compraventa de maquinaria y equipo; servi­
cios de transporte aéreo; comunicaciones; servicios de transporte 
por agua y servicios financieros , servicios colaterales a las ins­
tituciones financieras , actividades todas ellas en las que es da­
ble esperar una proporción importante de trabajadores con ma­
yor calificación. 

La estructura intersectorial de los salarios se ha mantenido 
a través del tiempo. Por ejemplo, las 15 ramas con los salarios 
medios más bajos, así como las 15 con los más altos en toda la 
economía permanecieron sin cambio de 1984 a 1992. Esta in­
variabilidad en la estructura intersectorial de salarios es nota­
ble en una década en que la recesión de 1982, la adhesión de 
México al GATT en 1986, la caída de los ingresos fiscales por la 
baja en el precio del petróleo en el mismo año y la apertura so­
bre todo a partir de 1988, entrañaban ajustes importantes en las 
actividades productivas de México. 

A diferencia de lo que encontró Reyes Heroles para 1940-
1976, se detectó que de 1970 a 1992 creció gradualmente el sa­
lario medio general respecto al mínimo general. En un período 
de intensa inflación, 1982 a 1988, la relación entre el salario 
medio y el mínimo general se mantiene estable (deterioro ge­
neralizado de salarios). En los salarios medios de cotización para 
62 ramas de actividad existe una heterogeneidad intersectorial 
de los salarios que se reduce hasta alcanzar un mínimo en 1987. 
La menor heterogeneidad, empero, resulta de una baja genera­
lizada de los salarios reales medios de todos los sectores, los 
cuales alcanzan su nivel promedio más bajo en 1987. De 1988 
en adelante , justo cuando empieza a recuperarse la estabilidad 
de precios, el salario medio general se distancia del mínimo 
general y crece de nuevo la heterogeneidad salarial. Este com­
portamiento resulta inevitable cuando el control del salario 
mínimo era un componente importante de la estrategia para la 
estabilidad de los precios. En varios casos las ramas de salarios 
iniciales más altos recuperan más rápidamente y con creces su 
nivel de 1984. 

En otras palabras, la etapa de aguda inflación y crisis econó­
mica se acompaña de un freno generalizado a los salarios, pero 
cuando la economía empieza a crecer y los precios a estabilizarse, 
o sea de 1988 en adelante, es cuando aparentemente se atenúa 
el freno para los salarios en algunos sectores y posiblemente 
-dada la estrategia de contención del salario mínimo- para la 
escala superior de ocupaciones (véanse los cuadros 7 y 8). 

Así, el salario medio en servicios financieros pasa de 4.2 veces 
el mínimo en 1980 a5.2 en 1988 y a 10.8 veces en 1993. El salario 
medio en la manufactura pasa de 3 .O veces el mínimo en 1980 a 
3.9 en 1988 y a 6.6 en 1993. El salario medio en el agropecuario 
pasa de 0.40 veces el mínimo en 1980, a 0.45 en 1988 y a 0.47 
en 1993. Es claro que el deterioro del salario mínimo real se tra­
duce totalmente en un deterioro del salario real medio en el sector 
agropecuario y también, aunque en menor medida, en los sec-

la mano de obra en méx1co 

tores de la construcción y de servicios comunales y sociales, en 
contraste con el comportamiento de los salarios medios del sector 
de manufactura y de servicios financieros a partir, sobre todo, 
de 1988. " 

La heterogeneidad salarial permite comprobar para los años 
ochenta la dualidad en el mercado de trabajo en cuanto al ajus- t 
te salarial, observada antes por Reyes Heroles para el período 
1940-1972. En períodos de agudo desempleo o subempleo se 
deteriora el salario real en los sectores con salarios dominados 
por el mercado: agricultura, comercio, construcción y servicios 
tradicionales. 

La creciente heterogeneidad salarial a partir de 1988 se debe 
en buena medida a una recuperación de la que había a principios 
de los ochenta. Sin duda la calificación de la mano de obra es un 
factor determinante de la posición favorable en la estructura 
salarial en ciertos sectores y ocupaciones dentro de esos secto­
res. Sin embargo, la brecha creciente entre los salarios medio y 
mínimo coincide también con la apertura comercial 14 y con la 
creciente entrada de inversión extranjera. Es posible que el im­
portante aumento de las exportaciones y de la inversión extran­
jera en algunos sectores contribuyó a elevar los salarios contrac­
tuales por encima de los incrementos de los salarios mínimos. 
Hay otro factor de tipo institucional que puede tener una con- • 
tribución importante en la determinación de la heterogeneidad 
salarial: el gobierno como empleador directo. La construcción 
de carreteras y presas, la generación eléctrica, los sistemas edu­
cativos y de salud y en general las prioridades del gobierno ex­
presadas en su gasto, han tenido un efecto significativo en la 
demanda y las políticas de salarios para la mano de obra califi­
cada en México. 

A pesar de la ya señalada escasa variabilidad de la estructu­
ra intersectorial de los salarios, la heterogeneidad intersectorial 
en los niveles salariales constituye sin duda un componente 
importante de la heterogeneidad salarial. El sector agropecuario 
constituye un buen ejemplo. Ocupa 25% de la población traba­
jadora, tiene el salario medio sectorial más bajo y 80% de los 
ocupados en el sector pertenece al grupo de calificación también 
con el salario medio más bajo. El caso contrario lo ejemplifican 
los sectores comercio y otros servicios. Éstos absorben alrede­
dor de 35% de la ocupación, pero la amplia heterogeneidad de 
la calificación de la mano de obra permite concluir que la hete­
rogeneidad salarial entre ocupaciones debe tener un gran peso 
en su contribución a la heterogeneidad salarial. Tal como lo ha­
bía comprobado antes Reyes Heroles, la brecha creciente entre 
salarios medios sectoriales y mínimos suele acompañarse de 
brechas crecientes entre salarios ocupacionales. 

¿Cómo se relaciona la diferenciación salarial entre sectores 
y ocupaciones con los ni veles de calificación de la mano de obra? 
¿Están los más calificados concentrados en las actividades 
modernas y mejor pagadas? ¿Se concentran en las ocupaciones 

14. J.Reyes Heroles , op. cit., analizó con mucha precisión la he­
terogeneidad salarial entre ocupaciones. Nuestros cálculos de dicha 
heterogeneidad se basan en un análisis intersectorial de salarios. Ésta 
es una aproximación gruesa que se pretende mejorar. 

• 



comercio exterior, noviembre de 2000 975 

e u A D R o 7 

R EMUNERACI ÓN MEDIA ANUAL POR PUESTO DE TRABAJO Y POR ACTI VIDAD ECONÓM ICA , 1970-1993 ( MIL ES DE PESOS PO R ASA LARI ADO) 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
Sector 1970 1975 1980 1985 1990 1991 1992 1993 

Total 12 27 79 619 7 606 9 645 11 998 13 799 
1. Agropecuario, silvicultura y pesca 3 7 17 137 1 400 1 591 1 787 l 923 
2. Minería 30 53 145 1 125 12 052 15 035 18 386 18 732 
3. Industria manufacturera 23 49 133 1 037 14 619 18 879 23 670 26 980 
4. Construcción 18 37 95 695 7 012 8 764 10 547 11 927 
5. Electricidad, gas y agua 56 125 296 2 033 22 896 29 252 37 576 44 949 
6. Comercio, restaurantes y hoteles 12 26 82 602 6 546 8 207 9 661 11 122 
7. Transporte, almacenamiento y comunicaciones 22 49 110 909 10 911 13 644 16 519 18 377 
8. Servicios financieros , seguros e inmuebles 28 59 184 1 435 20 615 27 721 35 901 43 911 
9. Servicios comunales, sociales y personales 14 32 95 754 9 142 11 867 15 209 18 030 
Salario mínimo general diario (viejos pesos en cifras corrientes) ' 28 55 141 1 037 9 345 11 003 12 084 13 060 
Salario mínimo general anual (miles de pesos viejos en cifras corrientes)' 9 17 44 324 2 916 3 433 3 770 4 075 

Cociente de remuneración media anual con respecto al salario mínimo anual 

Total 1.38 1.57 1.80 1.91 2.61 2.81 3.18 3.39 
l. Agropecuario, silvicultura y pesca 0.34 0.41 0.39 0.42 0.48 0.46 0.47 0.47 
2. Minería 3.44 3.08 3.30 3.48 4.13 4.38 4.88 4.60 
3. Industria manufacturera 2.64 2.84 3.03 3.20 5.01 5.50 6.28 6.62 
4. Construcción 2.07 2.15 2.16 2.15 2.40 2.55 2.80 2.93 
5. Electricidad, gas y agua 6.43 7.25 6.74 6.28 7.85 8.52 9.97 11.03 
6. Comercio, restaurantes y hoteles 1.38 1.51 1.87 1.86 2.25 2.39 2.56 2.73 
7. Tran sporte, almacenamiento y comunicaciones 2.52 2.84 2.51 2.81 3.74 3.97 4.38 4.51 
8. Servicios financieros , seguros e inmuebles 3.21 3.42 4.19 4.43 7.07 8.08 9.52 10.78 
9. Servicios comunales, sociales y personales 1.61 1.86 2.16 2.33 3.14 3.46 4.03 4.42 

l. En los años en que hubo más de un aju ste anual se estimó el salario mínimo como un promedio de los mínimos ponderado con el número de meses de vigencia de cada salario 
mínimo . 2. Esta cifra se estimó considerando 52 semanas laborales de 6 días , o sea , 31 2 días de trabajo al año. 
Fuente: IN EGI, Sistema de Cuentas Nacionales de México con base en 1980. 

e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e e S e 

con salarios más elevados? Como se verá, en el grupo de mano 
de obra más calificada también existe la dualidad correspondien­
te a los ocupados en actividades para mano de obra calificada y 
a los subocupados, con la correspondiente notable diferencia­
ción salarial. 

LA EDUCACIÓN SUPERIOR Y EL TRABAJO CALIFICADO 

EN MÉXICO 

En muchos de los estudios críticos que siguieron a la teoría 
del capital humano de los cincuenta se confrontó la pers­
pectiva de la educación como acumulación de un factor 

productivo que favorece el crecimiento económico, con fenó­
menos como el del "desempleo educado". En algunas de las crí­
ticas a la teoría del capital humano, por ejemplo, "se sugirió 
que la productividad de los trabajadores en las economías en 
desarrollo no está tan estrechamente relacionada a las habili­
dades obtenidas por medio de la educación sino a la producti­
vidad inherente a los trabajos creados en la economía. El pro­
ceso de educación, más que proveer al trabajador con habili­
dades específicas necesarias para elevar la productividad, hace 
a los jóvenes 'entrenables' , al moldear sus actitudes y sus ap­
titudes, facilitando una 'adecuación' entre trabajadores, traba­
jos y empresas. La 'entrenabilidad' de un trabajador la deter­
minan los empleadores sólo parcialmente con base en la cali-

ficación técnica específica obtenida mediante la educación, ya 
que adecuar al trabajador hacia el nivel de productividad de un 
trabajo depende principalmente de las características perso­
nales del trabajador." 15 

En esta perspectiva, lo fundamental en la productividad del 
trabajador viene siendo el tipo de trabajos que se ofrecen. La 
calificación técnica que se obtiene en el proceso educativo vie­
ne en segundo término y constituye un indicador de las carac­
terísticas personales del trabajador. Una persona exitosa en el 
desempeño escolar y universitario tendrá las habilidades reque­
ridas para desempeñarse en trabajos de responsabilidad y éstas 
sólo son levemente afectadas por el proceso de escolaridad. De 
acuerdo con este enfoque, la mayor educación no determina 
primeramente una mayor productividad en el trabajo sino más 
habilidad para desempeñar trabajos de más productividad. Es 
fundamental entonces no sólo tener trabajadores calificados sino 
también trabajos que requieren y aprovechan esa calificación. 
Si se acepta esta idea de la educación, habría que establecer cómo 
el desarrollo económico mexicano ha generado empleos que han 
contribuído a determinar las características de la educación, en 
particular de la superior. 

Las prioridades de la política gubernamental y las caracte­
rísticas de la expansión económica mexicana son componentes 

15. David Lorey, The University System and Economic Deve­
lopment in Mexico since 1929, Stanford University Press, 1993. 
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REMUNERACIONES MENSUALES POR PERSONA OCUPADA, 1976-1992 (PROMEDIOS) 

o 8 

la mano de obra en méxico 

fuerte expansión del gasto que favorecía al sis­
tema de la universidad y a sus egresados: a] es­
tableció una política de apertura política para los 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• intelectuales universitarios dándoles puestos 
importantes en su gobierno; b] fortaleció el 
programa de becas por medio del Conacyt; e] 
creó empleo para los graduados universitarios; 
en el sector público se expandió 62.3% de 1970 
a 1976; d] creó en 1974 tres campus de la UAM 
en la Ciudad de México, lo cual frenó la sobre­
población en la UNAM y en el IPN; e] apoyó la 
política de puertas abiertas en la universidad y, 
en concordancia, elevó de manera notable el 
gasto público para tratar de crear suficientes tra­
bajos para los nuevos egresados, y f] fortaleció 
la educación técnica para propiciar la movilidad 
social y reducir la presión contra la educación 
superior; esto es, en 1970 había 70 escuelas se­
cundarias técnicas que se aumentaron a 581 en 
197 5. "Los intentos de Echeverría en varios cam­
pos para crear las bases para una 'universidad de 
las masas ' expandieron el sistema a proporcio­
nes masivas".17 El auge petrolero con López Por­
tillo y el consecuente aumento del empleo en los 
sectores público y privado permitieron posponer 
de nuevo la reforma del sistema universitario. 

1976 
1977 
1978 
1979 
1980 
1981 
1982 
1983 
1984 
1985 
1986 
1987 
1988 
1989 
1990 
1991 
1992 

Remuneraciones Índice Remuneraciones 
en .cifras Índice de las de precios en pesos reales 

corrientes remuneraciones implícito de 1978 
(1) en cifras corrientes ( 112) (2) 

6 940 0.67 0.67 10 426 
9 004 0.86 0.85 10 552 

10 428 1.00 1.00 10 407 
12 199 1.1 7 1.18 10 297 
15 065 1.44 1.50 10 048 
20 242 1.94 1.92 10 546 
31 928 3.06 3.02 10 559 
49 284 4.73 6.15 8 017 
76 315 7.32 10.21 7 473 

121 864 11.69 16. 13 7 557 
121 864 11.69 17.32 7 035 
462 473 44.35 70.28 6 580 
972 158 93.23 148.44 6 549 

1 270 715 121.86 178.20 7 131 
1 661 110 159.29 225.76 7 358 
2 168 066 207.91 276.82 7 832 
2 704 686 259.37 319.33 8 470 

Índice de las 
remuneraciones 

reales 

1.00 
1.01 
1.00 
0.99 
0.97 
1.01 
1.01 
0.77 
0.72 
0.73 
0.68 
0.63 
0.63 
0.69 
0.71 
0.75 
0.81 

Fuente: Comisión Nacional de Salarios Mínimos con información de la SPP, eliNEGl, la Encuesta Industrial 
Mensual e índices de precios del Banco de Méx ico. En la Encuesta Industrial Mensual se captaba información 
de l 157 establecimientos hasta 1987; a partir de 1988 la muestra se amplió a 3 2 18. Las unidades productivas 
encuestadas son las que se clasifican como "establecimientos mayores" , es decir, los que ocuparon seis o más 
perso nas y tu viero n ingresos de por lo menos tres millones de pesos. 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 

esenciales del desarrollo económico posrevolucionario, que 
incide en la creación de mano de obra calificada en México. 16 

A partir de 1929, cuando la UNAMrecibió institucionalmente 
su estatus de autónoma, y por un período de 30 años la expan­
sión económica evidenció la necesidad de producir profesiona­
les. La expropiación petrolera, por ejemplo, reveló la gran de­
pendencia respecto a la experiencia externa; y durante el auge 
económico de 1940 a 1960 los presidentes Á vil a Camacho, Ale­
mán y Ruiz Cortines impulsaron proyectos estatales que estimu­
laron la necesidad de profesionales, lo que redundó en empleo 
y en apoyo a la UNAM y al desarrollo de universidades regiona­
les. 

Sin embargo, desde fines de los años cincuenta empezó a 
evidenciarse una tendencia a la "masificación" de la educación 
universitaria. Por un lado crecieron las demandas estudiantiles 
para una política de puertas abiertas a la educación uni versita­
ria y, por otro, había el interés gubernamental por reformar el sis­
tema universitario. López Mateos aumentó el gasto para todos 
los niveles de educación e impulsó de manera especial la deman­
da de enseñanza primaria. Díaz Ordaz insistió en la necesidad 
de planificar la educación superior, pero los esfuerzos por refor­
mar la universidad desaparecieron con la represión estudiantil 
de 1968. 

Con Echeverría Álvarez y López Portillo se pospusieron los 
planes de reforma. El primero trató de resolver las tensiones entre 
la universidad y el gobierno con concesiones políticas y una 

16. !bid. 

Finalmente, la crisis económica de 1982 trajo 
de nuevo a la discusión la necesidad de reformar la universidad. 
De la Madrid reforzó la idea porque México requeriría un gran 
número de profesionales altamente calificados para competir en 
el mercado mundial. Salinas de Gortari continuó estas iniciati­
vas. Para estimular a las universidades privadas, entre otras for­
mas, su gobierno contrató a un gran número de egresados de ellas 
y se tomaron medidas para descentralizar el sistema de educa­
ción superior. 18 

Otra de las presiones sobre el sistema de educación univer­
sitaria proviene de la economía, que demanda profesionales. 
Lorey observa una relación estrecha entre la ocupación profe­
sional19 y la distribución por carreras de los egresados de la 
universidad de 1950 a 1990. En cuanto al empleo generado en 
el sector público, se aprecia una clara correlación entre éste y 
los campos profesionales elegidos por los estudiantes, es decir, 
las prácticas de contratación del gobierno son un factor clave para 
estimular campos profesionales específicos. Lorey concluye: "El 
sistema universitario como un todo ha respondido generalmente 
a la demanda económica, es decir, no ha producido un gran nú­
mero de profesionales innecesarios en campos específicos. 
Como un todo las universidades mexicanas pueden haber pro­
ducido 'demasiados ' profesionales en comparación con los 

17. !bid. , y Daniel C. Levy, La educaciónsuperioryel Estado en 
Latinoamérica , Editorial Porrúa, México, 1995. 

18. David Lorey, op. cit. 
19. Lorey utilizó la información censal disponible sobre la PEA 

profesional, razón por la cual limita su análisis al período 1950-1990. 
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empleos existentes, pero la distribución de profesionales por 
campos ha correspondido a la demanda de profesionales[ ... ] 
parecen haber sido eficaces las señales sobre las posibilidades 
de empleo, tales como salarios, la saturación del mercado de 
trabajo en ciertos campos, la retórica gubernamental, el gasto 
y las prácticas de contratación del gobierno, etcétera." 

Otro aspecto interesante de la relación entre empleo y edu­
cación superior, destacado por Lorey, es la demanda diferencial 
de profesionistas y técnicos asociada con una creciente propor­
ción de egresados universitarios que no se gradúan. Los profe­
sionales y técnicos conjuntamente han constituido una porción 
creciente de la PEA, que aumentó de 2.5% en 1950 a 7.4% en 
1980, 10.6% en 1990y 12% en 1997. Sin embargo, la tendencia 
histórica indica que el desarrollo económico mexicano ha creado 
una demanda relativa mayor para los técnicos en comparación 
con los profesionales. Al mismo tiempo, desde principios de los 
años sesenta ha crecido el porcentaje de egresados universita­
rios que no obtienen su grado. Se estima que mientras en los se­
senta ello sucedía con 30% de los egresados, a mediados de los 
ochenta la relación se elevó a cerca de 50 por ciento. 

Desde fines de los cincuenta se presentaron dos fenómenos 
de manera simultánea: una creciente demanda de técnicos res­
pecto a la de profesionales graduados, y una oferta en ascenso 
de egresados y de graduados universitarios. ¿De qué manera se 
reflejan estas tendencias en la naturaleza del desarrollo econó­
mico y del proceso de industrialización desde los años cincuenta? 
Lorey plantea que se relacionan con tres características del de­
sarrollo histórico de la economía mexicana: 20 

1) Las oportunidades de empleo para los profesionistas se 
restringieron por los niveles históricamente altos de protección 
a la industria en México. Esta protección de la competencia in­
terna e internacional permitió a la industria nacional producir 
con equipo anticuado, mínima inversión en investigación y de­
sarrollo y limitada innovación, lo que a su vez minimizó la ne­
cesidad de nueva tecnología y restringió la creación de empleo 
en un área clave de empleo profesional, dado que los empresa­
rios mexicanos tenían poco incentivo para innovar y elevar la 
productividad. 

2) El patrón histórico de importación de bienes de capital y, 
por tanto, de tecnología externa y experiencia profesional incor­
porada en la maquinaria traída del exterior restringió las opor­
tunidades de empleo para los profesionales mexicanos, lo que 
significaba que el estímulo primario a la educación profesional 
se daba en los países productores de esos bienes de capital. 

3) La situación del empleo profesional se complicó a fines 
de los cincuenta debido al patrón de empleo gubernamental de 
los graduados universitarios. Durante los años treinta, cuaren­
ta y cincuenta el gobierno empleó profesionales universitarios 
en diversas áreas importantes de infraestructura, como ferroca­
rriles, petróleo y electricidad. Sin embargo, después de fines de 
los cincuenta el gobierno absorbió a los profesionales egresados 
de las universidades pero sin que realmente fueran necesarios 
en el sector público, tendencia que persistió hasta los años no-

20. David Lorey, op. cit. 
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venta.21 En el gobierno de Salinas, "un aspecto clave de los pla­
nes para mejorar la eficiencia fue reducir el desperdicio por em­
pleos superfluos y repetitivos en el nivel profesional..." Lorey 
concluye: "Es el patrón histórico de desarrollo económico el que 
ha limitado la demanda de profesionales, no una falta absoluta 
ni relativa de profesionales en campos específicos lo que ha li­
mitado el desarrollo económico[ ... ] Mientras que el PIB creció 
rápidamente durante los sesenta (7% anual) y durante los setenta 
(6.6% anual) , el empleo de profesionales no aumentó a una tasa 
similar. Tensiones económicas, sociales y políticas han surgi­
do de este resultado no intencional del desarrollo económico de 
México".22 

Otro aspecto interesante de la relación entre educación y em­
pleo es el efecto de un nivel educativo creciente en la oferta de 
trabajadores para que con el tiempo se eleven los requerimientos 
de estudios que los empleadores exigen para determinados tra­
bajos. Por ejemplo, Brooke et al. encontraron que los empleadores 
muestran una preferencia hacia los candidatos con mayor esco­
laridad -en tanto se mantienen iguales otros factores-, prefe­
rencia que se ha ido reforzando con una oferta de trabajadores 
que supera la demanda. Observó en di versos casos que los más 
escolarizados compiten por trabajos que requieren menos esco­
laridad y rebasan en número a los candidatos con la escolaridad 
mínima para el puesto que se ofrece. Probablemente como con­
secuencia de este fenómeno se observan signos de que se están 
aumentando los mínimos educacionales pedidos para trabajos 
particulares. 23 

El cuadro 9 muestra la tendencia en el nivel de estudios de 
los funcionarios públicos de alto rango en el gobierno mexica­
no de 1972 a 1989. Es claro que ha habido un cambio hacia una 
mayor formación profesional entre los funcionarios públicos de 
alto rango. De 23% de los que tenían grado de maestro o doctor 
en 1972 se pasó a 54% en 1989. Lo interesante de la tendencia 
creciente en el nivel educativo de los mencionados funcionarios 
reside en que ésta no es aislada y en ello desempeña un papel 
importante el desplazamiento hacia un mayor promedio educa­
tivo de la oferta de trabajadores en México. 

En suma, las cifras revisadas permiten concluir que la forma­
ción de profesionales y técnicos en los últimos 40 años ha ten-

21. N. Brooke etal., por ejemplo, en una muestra captada en 1975 
de 33 empresas públicas y privadas en el Distrito Federal, encontraron 
que en su proceso de reclutamiento de personal algunas de ellas incluso 
establecieron niveles educacionales máximos permisibles para puestos 
determinados, a pesar de que con mucha frecuencia los empleadores 
muestran una preferencia por los candidatos con mayor escolaridad. 
Esto sugiere un incremento en la oferta de profesionales superior al 
número de trabajos que convencionalmente los requieren. Nigel 
Brooke, John Oxenham y Angela Little, Qualifications and Employ­
ment in Mexico, Institute of Development Studies, University of 
Sussex, Reino Unido, 1978. 

22. David Lorey, o p. cit. 
23. La muestra analizada por Brooke et al. consiste en 33 orga­

nizaciones públicas y privadas en el Distrito Federal. Las referencias 
aquí citadas se refieren generalmente a la contratación de trabajado­
res jóvenes. 
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NI VEL MÁX IMO DE ESTUD IOS DE FUNCIO NA RI OS OFICIALES DE ALTO RANGO 

EN E L GO BI E RNO CENTRAL MEX ICANO, 1972-1989 

9 
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Número Porcentaje 

1972 1980 1984 1989 1972 1980 1984 1989 
Funcionarios 

de alto rango 1 392 521 601 483 100 100 100 100 
Con grado de doctor 30 57 93 83 8 11 15 17 
Con grado de maestro 58 121 187 179 15 23 31 37 
Con grado 

de licenciatura 286 328 306 214 73 63 51 44 
Sin grado 17 15 15 7 4 3 2 1 

l . Se consideran posiciones de Presidente de la República, Secretari o y Subsecretario 
de Estado, Oficial Mayor y Director General en cada una de las dependencias del 
gobierno federal central de Méx ico. 
Fuente: Alfonso Gal indo , "Educational Backgrounds ofMexican High-level Govern ­
ment Officials, 1972- 1989", en James W. Wilkie et al., Statistical Abstrae/ of Latin 
America , vol. 30, Latin American Center Publicati ons, Los Ange les , 1993 . 

••••••••••••••••••••••••••••••• 

dido a exceder de manera generalizada a la demanda. En las 
décadas de los treinta y cuarenta México se enfrentaba a eviden­
tes restricciones en la oferta de profesionales expertos. Sin em­
bargo, desde fines de los cincuenta la problemática mexicana ha 
sido esencialmente la opuesta. El sistema de educación superior 
ha generado una oferta de profesionales que no encuentra cabi­
da en el mercado de trabajo. 

El esfuerzo constante de una sociedad para lograr una cober­
tura universal de la educación básica para mejorar su calidad y 
extender la educación y la investigación en sus distintos nive­
les se considera importante en cualquier país. La educación como 
una esencia de la mejora en la calidad de vida es una meta im­
portante en todos lados. Sin embargo, el presente trabajo se li­
mita a ubicar a la educación en la perspectiva estrecha de un factor 
productivo que contribuye de manera directa a elevar el nivel 
de vida de la población, porque ayuda a mejorar el precio del 
trabajo en el mercado. En este enfoque bien delimitado de la 
educación, y dada la importancia del desempleo de mano de obra 
no calificada, semicalificada y calificada, se concluye que en la 
actualidad es crucial impulsar la demanda de mano de obra ca­
lificada y no calificada para propiciar un uso más productivo de 
la misma. 

LA DEMANDA DE MANO DE OBRA CALIFICADA 

EN LOS NOVENTA 

' Cuáles son los cambios posibles en la demanda de mano de 
) obra por nivel de calificación como resultado del proceso 
lJ de liberalización? Si las oportunidades de empleo para los 
trabajadores más calificados estuvieron acotadas a la histó­
ricamente alta protección a la industria en México, la liberali­
zación eventualmente podría generar no sólo la adaptación sino 
también la creación de nueva tecnología y el empleo de trabajo 
más calificado. Se ha señalado, asimismo, que el patrón histó­
rico de importaciones de bienes de capital, así como de tecnolo-

1a mano oe oora en mexH;u 

gía y de experiencia profesional externas incorporadas enla ma­
quinaria importada, restringieron las oportunidades de empleo 
para profesionales mexicanos, lo cual propició la contratación 
de técnicos de nivel medio. Esta tendencia debería intensificar­
se con la liberalización y eliminación de barreras a la importa­
ción de bienes de capital, en particular en el corto plazo. Por otra 
parte, en la medida en que la apertura al comercio internacional 
propicie cierto grado de especialización hacia los bienes y pro­
cesos estandarizados que aprovechan las ventajas comparativas 
del país, crecerá la demanda de mano de obra no calificada y 
semicalificada. 24 

Conviene hacer algunas aclaraciones respecto a lo anterior. 
En la teoría tradicional del comercio internacional se establece 
una relación directa entre la demanda y los precios de los bie­
nes comerciados y la demanda y los precios de los factores em­
pleados en la producción de los bienes comerciables. Cuando 
se analizan los modelos de dos bienes, dos factores , dos países, 
así como condiciones de competencia perfecta, las conclusio­
nes son claras. Por ejemplo, considérese la situación en que la 
exportación presiona al alza el precio interno de los bienes ex­
portados. Al crecer la demanda del factor usado intensivamente 
en la producción del producto exportable -en condiciones de 
pleno empleo- aumentará el precio de aquél. Sin embargo, 
cuando se toman en cuenta los impedimentos a la libre movili­
dad intersectorial de los factores productivos en el corto plazo, 
las conclusiones pueden ser radicalmente diferentes . Por ejem­
plo, considérese una situación con diversos niveles de califica­
ción de la mano de obra, algunos en condiciones de mercado 
competitivo, en tanto que otros pueden tener una calificación 
específica para una industria, lo que en el corto plazo puede frenar 
su movilidad hacia otras actividades. Esto podría implicar que 
la calificación específica de la mano de obra para una industria 
determinada creara condiciones para que su precio se fije por 
mecanismos no competitivos. El resultado podría ser que a igual 
nivel de educación formal se paguen mayores salarios en cier­
tas empresas o en ciertas industrias. 

Por ejemplo: sea que la industria A ocupa una mano de obra 
calificada y entrenada que se convierte en un factor de uso es­
pecífico para esa industria, es decir, un factor que no es fácilmente 
transferible o adquirible de otras industrias en el corto plazo, y 
ocupa también mano de obra semicalificada cuyo salario es 
gobernado por mecanismos competitivos. En estas condiciones, 
un incremento en el precio interno del bien A como resultado de 
la exportación tendería a beneficiar al(los) factor( es) de uso 
específico, sin cambiar el nivel de ingreso del factor con mer­
cado competitivo. 25 Lo anterior permite razonar que aun si la 

24. Para analizar la demanda de mano de obra calificada en los 
noventa se emplea la información de las Encuestas Nacionales de 
Educación, Capacitación y Empleo (ENECE) 1991 ,1993,1995 y 1997 
del INEGI. A diferencia de los datos de las Cuentas Nacionales , esta • 
información se capta por vivienda y con una metodología que consi-
dera al subempleo en las cifras de ocupación. 

25 . F. Bourguignon y Ch. Harrison, Externa/ Trade and lncome 
Distribution, OCDE, París, 1989. 
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apertura comercial propicia mayor empleo de mano de obra de 
un nivel de calificación determinado, no necesariamente esta 
mayor demanda se traduciría en un salario más elevado. 

Una economía abundante en mano de obra 
no calificada 

En cuanto a la oferta de mano de obra por nivel de educación, 
las cifras de la PEA como indicación gruesa de la población que 
busca activamente un empleo26 permiten comprobar, para el 
período 1991-1997, que continúa la tendencia al aumento del 
nivel medio de educación (véase el cuadro 10). 

Con una política educativa que desde los sesenta privilegia 
el combate contra el analfabetismo y la extensión de la educa­
ción básica y pos básica, aumenta gradualmente el nivel de educa­
ción formal en la oferta de la población trabajadora. Ésta tiene 
un máximo de educación primaria y declina de manera propor­
cional. El grupo trabajador que se perfila como el segundo re­
presentativo en términos de instrucción es el de la mano de obra 
semi calificada, es decir, con más de 6 y hasta 12 años de instruc­
ción escolar; en 1997 este grupo constituyó 39% de la PEA. Esta 
última con instrucción profesional sólo aumentó su participa­
ción entre 1995 y 1997 de 1 O a 12 por ciento de la población tra­
bajadora. Si bien el término "abundancia de un factor" suele 
usarse en la comparación trabajo-capital, es interesante aplicarlo 
a los distintos niveles de calificación del trabajo y concluir que 
la economia mexicana sigue siendo abundante en mano de obra 
no calificada, pero que en pocos años lo será en semi calificada. 

La demanda de mano de obra por nivel de educación 

Las características educacionales de los empleos generados en 
los noventa puede verse en el cuadro 11. 

La recesión de 1995 parece ser un parteaguas en la estructu­
ra de los empleos generados por la economía mexicana. De 1991 
a 1993 55% de las nuevas ocupaciones se destinó a personas con 
una escolaridad máxima de primaria terminada -mucho sub­
empleo-, en tanto que de 1995 a 1997 sólo 7% de las nuevas 
ocupaciones era para ese grupo. El fenómeno opuesto ocurrió 
en el caso de la mano de obra más calificada -con instrucción 
profesional superior-, pues de 6% de las nuevas ocupaciones 
de 1991 a 1993, captó 30% de 1995 a 1997.Es claro que la libe­
ralización ha intensificado la demanda de mano de obra semica­
lificada (más de 6 y hasta 12 años de instrucción escolar) y cali­
ficada (más de 12 años de instrucción), aun cuando la demanda 

26. La PEA subestima la oferta de mano de obra porque excluye a 
los que suspenden su búsqueda de empleo y pasan a formar parte de 
la población económicamente inactiva. Por otro lado, la PEA com­
prende a todos los que trabajan tiempo parcial o bien participan en el 
trabajo familiar sin remuneración salarial. Éstos no necesariamente 
desean un trabajo formal de tiempo completo y en ese sentido la PEA 
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total todavía es intensiva en mano de obra no calificada. Cabe 
agregar que la economía mexicana no dispone de un seguro de 
desempleo, por lo que de modo inevitable la mano de obra más 
abundante será la "más intensivamente ocupada". En 1997, casi 
la mitad de los empleados con primaria terminada o menos per­
cibió menos de un salario mínimo o no lo recibió. De esto se 
deduce que la ocupación de este grupo de escolaridad contiene 
un porcentaje elevado de subempleo y que la liberalización más 
bien tiende hacia una economía intensiva en el uso de mano de 
obra semicalificada. 

De 1991 a 1993 elPIB real creció 1.7% anual(SCN, base 1980). 
Aproximadamente 90% del empleo generado en ese período 
correspondió a cuatro sectores con lento crecimiento: agro­
pecuario (28%), industria de transformación (12%), comercio 
(34%) y otros servicios (15% ). Es evidente que 55% de las nuevas 
ocupaciones generadas en ese lapso para personas con un nivel 
educativo máximo de primaria terminada (esto es, 1 270 793 
empleos) comprende un incremento importante del subempleo. 

Por otro lado, de 1993 a 1995 se perdieron casi medio millón 
de ocupaciones para el mismo grupo. Éste, de mano de obra no 
calificada, cumple sin duda el papel de equilibrador del merca­
do de trabajo que señala Reyes Heroles, grupo cuyo mercado de 
trabajo está regulado por mecanismos muy competitivos y que 
frente a las bajas del empleo formal sufre el deterioro de sus 
oportunidades de empleo y de sus ingresos. 

El grupo con calificación media (más de 6 y hasta 12 años de 
instrucción), en cambio, se perfila como aquel cuya ocupación 
se ve favorecida en el proceso de liberalización de la economía: 
de unas 800 000 nuevas ocupaciones entre 1991 y 1993 (35%), 
este grupo captó aproximadamente 2 lOO 000 de los nuevos 
empleos creados en 1995-1997 (62% del total). Sin embargo, el 
lento crecimiento de la economía de 1991 a 1993 y la caída de 
1993 a 1995 permiten inferir que muchas de las nuevas ocupa­
ciones para este grupo también reflejan un incremento en la 
subocupación. 

Con las limitaciones del caso, debido a la mezcla del subem­
pleo en las cifras de ocupación, se concluye que la liberalización 
no se ha traducido en mayor demanda de mano de obra no cali­
ficada sino, en primer término, en creciente demanda de mano 
de obra semi calificada y más recientemente en una demanda en 
aumento de mano de obra con calificación profesional. 

Esto se puede explicar en parte por un fenómeno de despla­
zamiento gradual de la oferta de población trabajadora hacia la 
mano de obra semicalificada. Como se señaló, los empleadores 
suelen preferir -con otros factores iguales- a los candidatos 
con mayor escolaridad; de esta manera, si la oferta de trabaja­
dores muestra un nivel escolar creciente, como reflejo los requi­
sitos de escolaridad para los trabajos distintos se incrementarán. 
Por otra parte, es posible que esté cambiando la demanda de ca­
lificación de la mano de obra como resultado de la liberalización 
de la econornia. Los sectores cuya demanda de mano de obra ha 
mostrado cierta intensificación en el uso de trabajo semica­
lificado son sectores con importante producción de bienes co­
merciables, como la industria de transformación. Puesto que la 
innovación tecnológica empieza por medio de la importación y 
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PoBLACIÓN ECONÓMICAMENTE ACTIVA POR NIVEL DE INSTRUCCIÓN, 1991-1997 (MILLONES DE PERSONAS) 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
1991 1993 1995 1997 

Número o/o Número o/o Número o/o Número o/o 

Total 31.23 33.65 35.56 38.34 
PEA con primaria completa o menos 17.26 55 18.51 55 18.53 52 18.43 48 
Con capacitación para el trabajo , con secundaria 

incompleta o secundaria completa 6.09 20 6.70 20 7.58 22 8.69 23 
Con estudios subprofesionales o 1-3 años de preparatoria 4.57 15 4.85 15 5.34 15 6.11 16 
Con estudios de nivel profes ional medio 0.28 1 0.35 1 0.53 1 0.55 1 
Con estudios de ni vel profesional superior 3.04 10 3.23 10 3.57 10 4.55 12 

Fuente: elaborado con cifras de las Encuestas Nac ionales de Educación, Capacitación y Empleo (ENECE) , 199 1, 1993, 1995 , 1997, INEGI. 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
dicta en que la inversión foránea se acompañe de procesos en 
que las filiales mexicanas se vuelvan más independientes de 
la empresa matriz y no se limiten al mero trabajo de ensambla­
do, esto es, que elaboren o participen en el diseño de nuevos 
productos, de nuevos procesos y en el establecimiento de nue­
vos mercados, en esa medida dicha inversión se acompañaría 
de una creciente demanda de calificación de la mano de obra 
empleada. 

• 

la adaptación de equipos y procesos -lo que no requiere gran 
cantidad de mano de obra altamente calificada-, esto puede 
explicar por qué la liberalización estaría traduciéndose en una 
más intensa ocupación de trabajo semi calificado en la industria, 
frente a la presión de la competencia externa y a las mayores 
facilidades para la importación de bienes intermedios y de ca­
pital. Lo mismo se puede concluir respecto a la compra externa 
de equipo de capital más moderno y complejo. Su operación 
requiere principalmente de mano de obra semicalificada. Sólo 
en la medida en que empiecen a generarse en el país procesos y 
equipos nuevos, adquirirá importancia la demanda de mano de 
obra con más alta calificación. 

La ocupación por rama de actividad económica • 

Los sectores que ocupan una proporción significativa de 
mano de obra no calificada son el agropecuario, la construcción 
y los servicios tradicionales, los cuales producen en buena me­
dida bienes no comerciables. Esto contribuye a explicar por qué 
la liberalización no se ha traducido en un aprovechamiento im­
portante de esta ventaja comparativa. 

En la producción de bienes y servicios las corrientes de in­
versión extranjera han influido también en la creciente contra­
tación de mano de obra semi calificada y calificada. 27 Es cierto 
que el empleo directo generado por las empresas con inversión 
extranjera constituye una pequeña proporción del empleo total; 
por ejemplo, en septiembre de 1993 estas empresas ocupaban 
a 1.3 millones de personas. Sin embargo, la inversión extranje­
ra directa se concentra en sectores en que la demanda de mano 
de obra semicalificada y calificada ha ido en aumento. Es el caso 
de la industria, en especial la química, productos metálicos, 
maquinaria y equipo, alimentos y bebidas, y servicios como 
comercio al mayoreo, hoteles y restaurantes , comunicaciones 
y transportes, servicios financieros y servicios profesionales, 
técnicos y personales. 

No se quiere afirmar que el aumento de la inversión extran­
jera va de la mano con una demanda de creciente calificación 
de los trabajadores. El contraejemplo más claro es el de las lla­
madas maquiladoras de primera generación, que suelen deman­
dar principalmente mano de obra poco calificada. En la me-

27. Gordon Han son y Ann Harrison, "Trade, Technology and Wage 
Inequality", NBER Working Paper Series, núm. 5110, mayo de 1995. 

Es evidente la importancia de los sectores de comercio y otros 
servicios como opciones cuando se recrudece el desempleo. De 
1993 a 1995 se perdieron unos 700 000 empleos en el agro­
pecuario y 200 000 en la industria de transformación, para per­
sonas con primaria terminada o menos. Al mismo tiempo, 500 000 
personas con instrucción primaria como máximo se ocuparon en 
el sector comercio y 150 000 en otros servicios. 

Todos los sectores de actividad presentan la tendencia de la 
economía en general a disminuir la proporción de población 
ocupada con primaria terminada como nivel máximo. El agro­
pecuario y la construcción ilustran el caso: de 85 y 70 por ciento 
de población ocupada con primaria terminada o menos, respec­
tivamente, en 1991, las relaciones caen a 80 y 62 por ciento en 
1997. En el mismo período, la industria de transformación re­
duce de 48 a 44 por ciento su proporción de ocupados con un 
máximo de primaria terminada y se vuelve intensiva en mano 
de obra semi calificada. 

Los sectores más intensivos en mano de obra profesional son: 
extracción y refinación de petróleo, generación de energía eléc­
trica, comunicaciones, alquiler de inmuebles y servicios finan­
cieros y profesionales y administración pública y defensa. De 
1993 a 1995 se generaron 250 000 ocupaciones para la mano de 
obra calificada, de las cuales 80% se ubicó en el sector de otros 
servicios y 20% en alquiler de inmuebles y en servicios finan- • 
cieros y profesionales. Por último, de 1995 a 1997la economía 
en su conjunto aumentó de 1 O a 12 por ciento su demanda rela-
tiva de mano de obra profesional; 80% de ese incremento fue en 
el sector servicios: otros servicios, alquiler de inmuebles y ser-
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ción pública y defensa, y comercio. 

En el bienio posterior a la recesión de 1995, la 
economía recupera las altas tasas de crecimien­
to que se combinan con un sector exportador muy 
dinámico; no obstante, la industria de transfor­
mación como un agregado no intensifica su de­
manda de mano de obra con educación profesio­
nal superior. Si algunas ramas de la industria 
intensifican su uso de mano de obra calificada, 
no es un cambio que se detecte en el caso de la 
industria agregada. Es posible que las mismas 
empresas estén brindando directamente más ca­
pacitación a su personal profesional y técnico 
para responder a los mayores requerimientos de 
habilidad y calificación del trabajo impuestos por 
la competencia externa. En cambio, para el con­
junto de la economía la ocupación de personal con 
educación profesional superior aumentó en un 

NuEVAS OCUPACIONES POR NIVEL DE INSTRUCCIÓN, 1991-1997 
( INCREMENTO EN OCUPACIONES, MILLONES DE PERSONAS) 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
1991-1993 1993-1995 1995-1997 

Número % Número % Número % 

Con primaria completa o menos 
Con capacitación para trabajo 

1.27 55 -0.32 -31 0.23 7 

o con secundaria incompleta 
Con secundaria completa 

0.30 
0.26 

13 
11 

-0.12 
0.75 

-11 0.29 8 
72 1.04 30 

Con estudios subprofesionales 
o 1-3 años de preparatoria 0.25 11 0.33 32 0.84 24 

Con estudios de nivel profesional medio 
Con estudios de nivel profesional superior 
Total de nuevas ocupaciones 

0.06 
0.14 
2.29 

3 0.15 
6 0.25 

100 1.05 

15 0.05 1 
24 1.03 30 

100 3.48 100 

No siempre suma 100 por el redondeo y la omisión de personas con nivel de instrucción no especificado. 
Fuente: elaborado con cifras de las Encuestas Nacionales de Educación, Capacitación y Empleo (ENECE) , 
1991, 1993, 1995 y 1997, INEGI. 
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millón de empleos de 1995 a 1997. Por primera vez en varias 
décadas el empleo de este grupo creció muy por encima que la 
oferta de egresados universitarios, la cual aumenta a razón de 
150 000 por año y se esperaría una presión hacia el alza en la 
brecha salarial para la mano de obra calificada. 

La prima salarial para la mano de obra calificada 
y el subempleo 

Dado que la mayor parte de la ocupación de mano de obra pro­
fesional se da en los servicios, este sector debe tomarse en cuenta 
en un análisis de la heterogeneidad salarial para el trabajo cali­
ficado. Conviene además advertir que la PEA profesional ocu­
pada en este sector revierte, a partir de los ochenta, la tendencia 
a la baja que había mostrado anteriormente (véase el cuadro 12). 

Lorey concluye que la declinación en la importancia relati­
va del sector servicios (terciario) hasta 1980 se debía principal­
mente al aumento del porcentaje de profesionales educados para 
el sector industrial y empleados por éste; es decir, las universi­
dades producían profesionales para los sectores económicos en 
aproximadamente casi las mismas proporciones en que se les 
empleaba en tales sectores. Entonces, si esta terciarización del 
empleo de profesionales vuelve a crecer a partir de 1980, es 
posible concluir que para los profesionales se estaba dando el 
fenómeno combinado de terciarización y mayor empleo no asa­
lariado en respuesta a la contracción del empleo formal en los 
ochenta. 

A principios de los noventa era claro que el subempleo de mano 
de obra profesional mantenía una inercia de crecimiento de va­
rias décadas. Aun cuando los profesionales y técnicos aumentaron 
de manera conjunta su participación en la PEA, la tendencia his­
tórica muestra que una porción creciente de profesionales ten­
dió a emplearse como técnicos ante la escasez de ocupaciones 
acordes con su preparación (véase el cuadro 13). 

De 1980 a 1990 el número de egresados universitarios fue de 

116 000 en promedio anual, lo que corresponde a cerca de tres o 
cuatro de ellos por cada nueva oportunidad de empleo. De 1991 
a 1995 los universitarios de licenciaturas tanto públicas como 
privadas egresaron a razón de 150 000 en promedio anual,28 en 
tanto que la ocupación de profesionales se expandió a poco menos 
de 100 000 por año en el mismo período. Según estos datos la 
sobreoferta de profesionales por cada oportunidad de empleo bajó 
de cuatro a uno de 1980 a 1990 y de uno y medio a uno de 1991 a 
199 5. Cabe aclarar que el cuadro 13 se elaboró con datos de dos 
fuentes distintas: las cifras censales de 1980 y 1990, que no cap­
taron una fracción importante del empleo marginal o subempleo, 
y los datos de ocupación de 1991 a 1997 de las Encuestas Nacio­
nales de Educación, Capacitación y Empleo (ENECE) que dan una 
cobertura más amplia de las ocupaciones de subempleo. En el 
período 1991-1994la producción registró un crecimiento poco 
dinámico; la apertura comercial, la sobrevaluación del peso, y 
las fuertes entradas de capital externo, en un entorno de sobre­
expansión del crédito, propiciaron un incremento de 25% anual 
de las importaciones de mercancías, muy superior a las expor­
taciones. Los años de lento crecimiento económico desembo­
caron en la recesión de 1995. De 1991 a 1995 no se tenían las 
condiciones que permitieran inferir un avance generalizado en 
la relación de ocupaciones por egresado universitario. Por tan­
to, la mejora observada en la proporción egresados-empleos 
probablemente refleje un aumento significativo del subempleo 
de profesionales. Sólo hasta el bienio posterior a la recesión de 
1995 se observa un notable incremento de los empleos para 
egresados universitarios y trabajadores con instrucción media. 

En los noventa se registra una creciente heterogeneidad sa­
larial favorable para la mano de obra profesional. De 1991 a 1997 
la población ocupada profesional que percibe menos de tres 
salarios mínimos disminuyó de 43 a 29 por ciento, en tanto que 
para la población ocupada en su totalidad esa proporción pasó 
de 70 a 64 por ciento. Los profesionales que reciben más de cinco 

28. ANUlES, Anuario Estadístico 1996. 
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PEA PROFESIONAL OCUPADA EN EL SECTOR TERCIARIO (PORCENTAJES) 

••••••••••••••••••••••••••••••• 
1950 
1980 
1990 
1991 
1997 

83.8 
66.1 
74.1 
76.0 
81.0 

Fuente: para el período 1950- 1990, David Lo rey , The University System and Economic 
Development in Mexico since 1929, Stanford University Press, 1993 . Y de 1991 a 
1997: Encuestas Nacionales de Educación , Capacitación y Empleo. 

••••••••••••••••••••••••••••••• 
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CREACIÓN DE OCUPA CIONES PROFESIONALES Y EGRESADOS UNI VERS ITARIOS, 

1950-1990 

13 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
Período Posiciones para profesionales Egresados universitarios 

1950-1960 
1960-1970 
1970-1980 
1980-1990 

70 000 
100 000 
270 000 

311452*n 
434 834*w 

so 000 
120 000 
452 257 

1 162 352 

* La estimación de 'pos iciones para profesionales ', procedente del trabajo de David 
Lorey fue elaborada con datos censales. El autor presenta dos estimaciones: la basada 
en una narrow definition de trabajos profes ionales comprende profesionales, arti stas 
y funcionarios públicos. La basada en una wide definition comprende además de las 
anteriores las ocupaciones de directores generales, directores de área, así como 
profesores de secundaria y de universidad. Se presentan ambas estimaciones para el 
período 1980- 1990 para facili tar la comparación con cifras posteriores. 
Fuente: David Lorey , The University System and Economic Development in Mexico 
since 1929, Stanford University Press, 1993 . 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 

salarios mínimos se duplicaron en cifras absolutas y en térmi­
nos relativos aumentaron de 26 a 34 por ciento, en tanto que para 
el promedio de toda la población ocupada la relación fue de 6 a 
7 por ciento. No obstante, entre los mismos años, la fracción de 
profesionales ocupados que no reciben ingresos aumentó de 2 
a 4 por ciento. Así también, los profesionales que recibían entre 
tres y cinco salarios mínimos creció de 22 a 26 por ciento. 

Cabe señalar que una persona con instrucción profesional 
superior que percibe tres salarios mínimos o menos o que tiene 
una ocupación sin recibir ingresos, se puede definir como sub­
empleada. Por otra parte, el salario mínimo se deterioró 24% en 
términos reales de 1991 a 1997, por lo que cinco salarios mí ni­
m os en 1997 son poco menos de cuatro en pesos de 1991 . De tal 
manera, si 65 % de profesionales percibía menos de cinco sala­
rios mínimos en 1991, para 1997 55% recibía menos de cuatro 
en pesos de 1991. Resulta inevitable concluir que con la libera­
lización comercial persiste un grado importante de subempleo 
profesional que acompaña a la creciente brecha salarial favorable 
para un segmento pe trabajadores calificados. Es posible que la 
prima salarial para el trabajo calificado pueda explicarse por la 
presión de la demanda sólo en algunas ocupaciones y en algunos 
sectores . Para el conjunto de esta mano de obra más bien parece 
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persistir una insuficiente generación de empleos. Dada la len ti­
tud del crecimiento de la producción y del empleo en la primera 
mitad de los noventa, un factor que podría ser más importante que 
la demanda para explicar la diferencia salarial a favor de un seg­
mento de trabajadores calificados podría ser el requerimiento de 
una "calidad creciente de la calificación" en los empleos . 

Aunque en el grupo con instrucción subprofesional o de uno 
a tres años de preparatoria -disminuyó de 44 a 39 por ciento 
la parte que percibe menos de dos salarios mínimos y aumen­
tó de 6 a 9 por ciento la proporción de ocupados con ingresos 
mayores a cinco salarios mínimos- predominan los salarios 
bajos, aunque se han registrado ligeros cambios positivos en 
su distribución salarial. En la mano de obra no calificada se han 
dado cambios negativos: disminuyó el porcentaj e de ocupados 
con ingresos altos y creció -especialmente en 1995- el co­
rrespondiente a ocupados que no reciben ingresos: de 12% en 
1991 (2.4 millones de personas) a 20% en 1995 (3.5 millones 
de personas) . 

Otro elemento que permite inferir que el diferencial sala­
rial de la mano de obra más calificada no tiene como explica­
ción principal la oferta insuficiente frente a una demanda cre­
ciente de mano de obra calificada debido a la liberalización 
económica lo constituye el análisis de los nuevos empleos 
ocupados por este grupo de instrucción de 1993 a 1997. Como 
se puede deducir de la estructura de ingresos, muchos de los 
puestos ocupados por egresados universitarios no son propia­
mente ocupaciones que requieren mano de obra con instruc­
ción profesional. 

Generación de ocupaciones para la mano de obra 
con instrucción profesional 

De 1993 a 1997los ocupados con instrucción profesional me­
dia y superior aumentaron en 1.4 millones. Del total de empleos 
para la mano de obra profesional se separaron las ocupaciones 
generadas propiamente para la que cuenta con instrucción pro­
fesional y resultó lo siguiente. La demanda de esta mano de obra 
se elevó de 10.5 a 13.2 por ciento de la población ocupada total 
en el lapso referido. Para las ocupaciones que pueden identifi­
carse como profesionales, el porcentaje desempeñado por per­
sonas con instrucción profesional se incrementó de 41 a 48, es 
decir, se elevó la demanda pe mano de obra calificada para este 
tipo de ocupaciones. Sin embargo, el número de personas con 
instrucción profesional disponibles creció más que la deman­
da, dado que la relación profesionales en ocupaciones profesio­
nales/profesionales disponibles disminuyó de 77 a 74 por ciento. 
Al considerar, además, que la tasa de desocupación abierta es 
tan pequeña, es posible deducir que la oferta de mano de obra 
profesional subempleada subió de 831 000 personas en 1993 a 
1 306 000 en 1997. 

De lo anterior se concluye que aun con la liberalización se 
mantiene en los noventa un significativo excedente de mano de 
obra profesional. El desplazamiento más importante en la estruc­
tura de ingresos de la mano de obra con instrucción profesional 
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a liberalización no se ha traducido en mayor demanda de mano de 

obra no calificada sino, en primer término, en creciente demanda 

de mano de obra semicalificada y más recientemente en una 

demanda en aumento de mano de obra con calificación 

profesional. Esto se puede explicar en parte por un fenómeno de 

desplazamiento gradual de la oferta de población trabajadora 

hacia la mano de obra semicalificada. [ ... ]Los empleadores suelen 

preferir a los candidatos con mayor escolaridad 

superior se dio en 1993, cuando no se presentaron grandes cam­
bios en la demanda. Por tanto, la creciente heterogeneidad sa­
larial a favor de un segmento de la mano de obra más califica­
da no es fundamentalmente un efecto de exceso de demanda. 
El efecto principal que subyace en esta creciente prima sala­
rial para el trabajo calificado probablemente se relaciona con 
la mayor calidad y calificación requerida en los trabajos. Se 
deduce, asimismo, que en vista de que la industria no ha va­
riado su demanda relativa de mano de obra calificada, debe ser 
importante el esfuerzo de capacitación de las propias empre­
sas. Sin embargo, de 1995 a 1997 hay un aumento notable en 
la ocupación de mano de obra calificada. Si las cifras son co­
rrectas, éste constituye un cambio significativo hacia el uso de 
mano de obra calificada. 

C oNCLUSIONES 

El subempleo se encuentra en prácticamente todos los ni­
veles de educación de la población trabajadora y en la gran 
mayoría de las ocupaciones y los sectores. Sin embargo, 

en algunos de éstos dominan los salarios regulados por mecanis­
mos de mercado y son los receptores principales de los sub­
empleados, como la agricultura, el comercio, la construcción, 
y los servicios tradicionales dentro del gran sector terciario. En 
estas actividades también tiene un gran peso el trabajo no cali-

ficado , grupo que en el período analizado resulta muy perjudi­
cado en términos de nuevos empleos y deterioro salarial. Varios 
componentes dan cuenta de la creciente heterogeneidad salarial 
en los últimos diez años : los tipos de ocupación y de sector y el 
nivel de calificación. Sin embargo, aun cuando los trabajado­
res con mayor calificación son los que reciben los salarios más 
elevados, no se encuentra una brecha importante entre el traba­
jo no calificado y el calificado debido a que también entre los 
trabajadores más calificados hay indicaciones de un subempleo 
extendido. No obstante, es notable el aumento en la demanda de 
la mano de obra más calificada después de la recesión de 1995, 
para la que se crearon aproximadamente un millón de empleos 
en dos años. 

El grupo para el cual se han creado menos empleos es el de 
mano de obra no calificada, pero difícilmente se puede decir que 
no se esté aprovechando la ventaja comparativa en mano de obra, 
pues las cifras indican que la economía se está volviendo abun­
dante en mano de obra semi calificada y a la vez tiende a inten­
sificar su demanda de ese tipo de fuerza de trabajo. Un merca­
do laboral regulado por mecanismos competitivos para la mano 
de obra semicalificada permite entender que la mayor deman­
da no se traduce en salarios reales crecientes. Especialmente si 
la mano de obra calificada, especializada y con limitada movi­
lidad entre empresas y sectores en el corto plazo puede lograr 
diferenciales salariales en los sectores y las ocupaciones favo­
recidas por la apertura comercial. 8 



El sector agropecuario mexicano: 
los desafíos del futuro 
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Algunos estudiosos del desarrollo rural en América Latina 
sostienen la tesis de que ha surgido una nueva ruralidad que 
se caracteriza por los siguientes rasgos: 1 

1) Las actividades agropecuarias son parte fundamental, mas 
no exclusiva, de la multifuncionalidad del espacio rural. Lo 
agrario no es todo lo rural. A pesar de que el uso que los agricul­
tores hacen de los recursos naturales es fundamental para enten­
der el desarrollo rural, en ese espacio ocurren diversas activi­
dades en las que participan muchos más agentes económicos y 
actores, excluidos por la visión única de lo agropecuario. 

2) Un proceso creciente de descentralización de funciones y 
recursos a localidades, subregiones y regiones. Este proceso se 
ha llevado a cabo conforme al supuesto de una casi automática 
emergencia de la institucionalidad necesaria para poner en prác­
tica aquel proceso, lo cual no ha ocurrido, ya que la descentra­
lización se ha caracterizado por una ausencia de organizaciones 
públicas y privadas. 

3) Transformaciones importantes en la estructura producti­
va orientadas a la producción de bienes exportables, cuyas ne­
cesidades técnicas, financieras y comerciales no encuentran su 
contrapartida en los viejos paradigmas del desarrollo agrope­
cuario ni en las políticas públicas. 

l . María Beatriz de A. David, "Modernidad y heterogeneidad: 
estilo de desarrollo agrícola y rural en América Latina y el Caribe" , y 
C. López Montaño, "Globalización y pobreza rural : hacia una nueva 
estrategia", ponencias presentadas en el seminario internacional La 
Nueva Ruralidad en América Latina, Bogotá, 2000. 

*Jefe de la División de Estudios de Posgrado de la Facultad de Eco­
nomía, UNAM <semerena@servidor.unam.mx>, y profesor titular de 
la misma División, respectivamente <rello@servidor.unam.mx>. 

4) La persistencia de una heterogeneidad económica y so­
cial que requiere de políticas diferenciadas, pues sólo así se po­
drían resolver los variados requerimientos de los agentes y de 
los procesos económicos. Un ejemplo es el de la necesidad 
de reconstruir los débiles eslabonamientos productivos entre la 
agricultura y el sector agroindustrial, lo que se expresa en las di­
ficultades de los productores agropecuarios para generar bienes 
a precios competitivos en el entorno de una política macro­
económica restrictiva, y en las ventajas que la apertura comer­
cialles ofrece a los agroindustriales para encadenarse produc­
tiva y financieramente a eslabones ubicados fuera de la economía 
mexicana. 

Este artículo explora conceptualmente las implicaciones de 
la nueva ruralidad y las políticas que deben acompañarla. 

NoTAS PARA UNA RECONCEPTUALIZACIÓN 

DEL DESARROLLO RURAL 

Es necesario arribar a una nueva conceptualización del de­
sarrollo rural que considere el carácter heterogéneo y com­
plejo del espacio rural y las cambiantes condiciones del 

campo en el marco de la mundialización de las economías y la 
creciente presencia de flujos internacionales de mercancías y per­
sonas. Esta redefinición es una tarea colectiva. Como parte de 
ella, deberán formularse políticas con mayor capacidad para 
fomentar el desarrollo económico y social en el sector rural. 
Enseguida se esbozan algunas ideas -generales y de carácter 
más bien metodológico-- cuyo propósito es contribuir al debate 
y a la formulación de dicha tarea. 

Al equiparar el desarrollo rural con el crecimiento de la agri­
cultura y otras actividades económicas primarias, en un enfo-

e 
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que estrechamente económico, se privilegió el estudio de las 
unidades productivas rurales concebidas como fincas o explo­
taciones individuales. La economía agrícola se centró en el aná­
lisis de las fincas y los productores, así como en las medidas 
orientadas a elevar su producción y productividad. Este enfo­
que sigue siendo importante pero es insuficiente para captar toda 
la riqueza del tejido económico rural, sobre todo cuando se pre­
tende hacer frente a problemas como la pobreza y la marginación, 
cuestiones con un claro contenido social. 

La finca forma parte de una unidad mayor que es la familia 
rural. Ésta representa la unidad económica esencial, en cuyo 
interior se toman las principales decisiones sobre los destinos 
y usos más convenientes de los recursos totales a su disposición: 
tierra, animales, capital físico, capital monetario y la fuerza de 
trabajo de todos sus miembros. El trabajo en la finca es una de 
las actividades de la familia, entre otras, y, como se verá más 
adelante, en muchos casos no es la más importante. La familia 
decide en qué actividades colocar sus recursos conforme a las 
oportunidades de ingreso, las que dependen de las condiciones 
macroeconómicas, la rentabilidad de las diferentes actividades 
y las posibilidades de empleo. 

El trabajo en la parcela es generalmente una constante porque 
representa una fuente familiar de alimentos básicos y materias 
primas, pero la familia puede decidir colocar más o menos tra­
bajo e invertir más o menos recursos en forma de fertilizantes y 
otros bienes de capital, según sea la rentabilidad agrícola y las 
oportunidades de ingreso en otras actividades. Algunas fami­
lias deciden rentar su parcela para trabajar en otro lado de ma­
nera temporal. Otras, en cambio, rentan tierras y toman riesgos 
en la actividad agropecuaria. La propuesta consiste en considerar 
a la familia como unidad de análisis y estudiar su comportamien­
to y sus estrategias productivas en los entornos cambiantes en 
los que toma decisiones. El estudio de fincas forma parte de este 
análisis. 

Las familias rurales son muy heterogéneas porque los recur­
sos o activos a su disposición son muy diferentes. En el campo 
hay una muy desigual distribución de los recursos naturales , el 
capital, la educación, la pertenencia a organizaciones sociales, 
así como de la infraestructura, los bienes colectivos y los servi­
cios públicos; esa desigualdad alimenta la heterogeneidad. En 
diversas encuestas familiares realizadas en varios países se apre­
cia que los ingresos de las familias rurales provienen de fuen­
tes muy variadas. El hecho más relevante es la importancia cre­
ciente de los ingresos extraagrícolas.2 En México, los hogares 
ejidales con menos de dos hectáreas obtienen del cultivo de la 
tierra sólo 10% de sus ingresos totales. La agricultura es más 
importante para productores más acomodados, pero aun así 
obtienen de fuentes extraagrícolas entre 40 y 50 por ciento de 
sus ingresos totales.3 

2. FAO, "Los ingresos rurales no agrícolas en los países en desa­
rrollo", en El estado mundial de la agricultura y la alimentación, 
Roma, 1998. 

3. A. Yúnez N a u de, E. Taylor y G. Dyer, Farm-nonfarm Linkages 
and Agricultura[ Supply Responses in Mexico: A Village Modeling 
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Los ingresos no agrícolas han crecido más rápidamente que 
los agrícolas y han elevado de manera significativa el que ob­
tienen las familias rurales que pudieron diversificar sus activi­
dades o encontrar empleos mejor remunerados, contribuyendo 
así a mitigar la pobreza en el campo. 

Las respuestas de las familias rurales a la crisis económica y 
a las cambiantes circunstancias en las que viven también han sido 
muy variadas. Agrandes trazos, estas respuestas incluyen la in­
tensificación de la actividad agropecuaria, la combinación de 
la agricultura con otras actividades no agrícolas y la emigración 
temporal combinada con algún trato agrario adecuado (renta de 
la tierra o aparcería). La principal respuesta de las familias ru­
rales de menores recursos ha sido tratar de colocar la mano de 
obra de sus miembros en diferentes mercados laborales, dentro 
y fuera de la región y del país. La emigración temporal a Estados 
Unidos representa para pueblos enteros su mejor oportunidad 
para encontrar trabajo y tratar de salir de su estado de pobreza. 
La heterogeneidad aumenta debido a que algunas estrategias fa­
miliares son exitosas mientras que otras fracasan. Como coro­
lario, debe destacarse la importancia de estudiar la heterogenei­
dad rural, en particular la de las familias rurales y sus estrategias 
de sobrevivencia, en un marco económico cambiante. 

Las familias rurales se desempeñan en un entorno local y 
regional cuya comprensión es crucial, ya que influye de mane­
ra determinante en el éxito relativo de sus esfuerzos. En el pla­
no local ocurren las relaciones de cooperación y solidaridad que 
entablan las familias y que son de suma importancia para enfren­
tar el riesgo y mejorar su situación de bienestar. En la localidad 
se hallan las organizaciones productivas básicas que les permiten 
mejorar su producción, conseguir financiamiento, vender las 
cosechas en mejores términos, buscar apoyos externos y abatir 
costos de transacción. Ahí operan las instituciones municipales 
cuya importancia para la vida rural local es creciente porque 
manejan recursos fiscales más abundantes y tienen mayores 
atribuciones para definir reglas del juego entre actores locales. 

En el plano regional concurren organizaciones sociales y 
productivas más amplias, así como instituciones y programas 
de gobierno con mayores recursos y atribuciones. Las oportu­
nidades de empleo son mayores en las regiones debido, entre 
otras cosas, a las influencias positivas de las ciudades interme­
dias, las que son asiento de instituciones, organismos, merca­
dos de servicios y productos y grupos de población con ingre­
sos medios y altos. 

En otras palabras, el espacio o territorio es una dimensión 
fundamental en el análisis del desarrollo rural y en la formula­
ción de políticas orientadas a promoverlo. Lamentablemente, 
al territorio no se le ha incorporado de manera sistemática y ri­
gurosa a los enfoques de la economía rural. Su inclusión como 
dimensión importante del análisis es importante porque en las 
localidades y regiones se encuentran los actores rurales, es de­
cir, las familias y los grupos que con su esfuerzo tratan de utili-

Perspective, ponencia presentada en el seminario Strategies for Stimu­
lating Growth of the Rural Farm-nonfarm Economy in Developing 
Countries, IFPRI, Washington, 1998. 
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zar sus recursos en busca de un bienestar largamente deseado 
pero no alcanzado. En el territorio se ubican los recursos natu­
rales, la infraestructura productiva, las vías de comunicación, 
los sistemas de transporte, los servicios públicos, las institucio­
nes, las redes sociales y las ciudades medias y los pueblos. La 
apropiación del territorio por parte de los grupos sociales es di­
ferencial y heterogénea. Los diferentes grados y formas de apro­
piación ayudan a explicar el desarrollo rural desigual y la re­
producción de la marginación y la pobreza. 

El diseño y la puesta en marcha de políticas de desarrollo rural 
sería más eficaz en el logro de sus objetivos y más eficiente en 
la utilización de los recursos, si se contara con un sistema de 
programación y concertación regional en el cual participaran 
todos los actores, públicos y privados . 

Los programas de ajuste estructural han buscado incentivar 
el dinamismo de la agricultura con acciones de política econó­
mica que coloquen al sector rural en igualdad de circunstancias 
con otros sectores, por ejemplo, evitando sobrevaluar la moneda 
y corrigiendo el sesgo urbano de las políticas públicas. La aper­
tura comercial ha creado oportunidades para muchas familias 
rurales al abrir posibilidades de exportar y al crear nuevas fuentes 
de empleo en las actividades dinámicas. Sin embargo, una cosa 
son las nuevas oportunidades y otra distinta es la capacidad real 
de las familias rurales para aprovecharlas. A mayor capacidad 
corresponderá un mayor beneficio derivado de las nuevas opor­
tunidades de ingreso. Por ello, la política pública debería orien­
tarse a fortalecer estas capacidades en los grupos pobres y mar­
ginados.4 

La capacidad para aprovechar oportunidades de mercado y 
empleo depende de una serie de factores tales como la educación, 
la capacitación profesional y el número de adultos en la familia 
(capital humano); la pertenencia a redes sociales y organizacio­
nes productivas (capital social); la existencia de una infraestruc­
tura adecuada para que los grupos más pobres y geográficamente 
marginados puedan tener acceso a las oportunidades de empleo, 
capacitación e información y a los diferentes mercados, los cuales 
por lo general se encuentran alejados de sus comunidades, y el 
acceso a instituciones sociales que les permitan asegurar el cum­
plimiento de sus derechos y faciliten su participación en diver­
sos tipos de asociaciones y programas gubernamentales. 

R EFLEXIONES SOBRE LA POLÍTICA RURAL 

Después de varios decenios de políticas de intervención en 
el campo y de programas de desarrollo rural, el crecimiento 
de la agricultura mexicana ha sido insuficiente y la pobreza 

rural sigue aumentando. Por estas razones, es preciso revisar las 
premisas sobre las que se ha edificado la política agrícola a fin 

4. La idea de distinguir entre oportunidades y capacidades fue 
sugerida por A. De J anvry, G. Gordillo y E. Sadoulet, México 's Second 
Agrarian Reform. Household and Community Responses, Center for 
US-Mexican Studies , Universidad de California, San Diego, LaJolla, 
1997. 

el sector agropecuario mexicano 

as más recientes 

encuestas de hogares 

rurales muestran que la 

agricultura ha dejado 

de ser la principal 

fuente de ingresos de la 

mayor parte de los 

campesmos 

de identificar problemas y formular estrategias rurales más ade­
cuadas y eficaces. 

Dos son las premisas básicas sobre las que se ha edificado la 
política agrícola en México y ambas han mostrado ya su agota­
miento. La primera es el criterio de especialización sectorial que 
adoptaron las instituciones agrarias, conforme al cual se deci­
dió que la intervención pública en el campo se realizara mediante 
un aparato sectorial cuya tarea ha sido fomentar de manera ex­
clusiva las actividades agrícolas y pecuarias. Con ello, el desa­
rrollo rural quedó reducido al desarrollo agropecuario. En otras 
palabras, se decidió que el único motor del crecimiento de las 
regiones rurales fuesen las actividades agropecuarias. Esto se 
justificó durante mucho tiempo debido a que la actividad agro­
pecuaria era la más importante y porque la economía regional 
mexicana estaba muy poco diversificada. Además, coincidía con 
el paradigma internacional. Los países con sectores agrícolas 
fuertes tomaron la misma decisión y lograron sus objetivos: 
convertir a la agricultura en el motor de desarrollo de sus regiones 
y eliminar la pobreza rural. Éste es el caso de Estados Unidos, 
Europa, Canadá, Argentina, N u e va Zelandia y otros países que 
cuentan con grandes recursos naturales. 

En México no ocurrió así. La agricultura ha crecido apenas 
a una tasa superior a la de la expansión demográfica y no ha po­
dido generar eslabonamientos productivos que redunden en em­
pleos y fuentes de ingreso en las regiones del país. Las más re­
cientes encuestas de hogares rurales muestran que la agricultura 
ha dejado de ser la principal fuente de ingresos de la mayor par­
te de los campesinos. 

• 

• 
• 

• 
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Todo apunta hacia la conveniencia de superar la premisa que 
hacía equivalente el desarrollo rural con el agrícola y avanzar 
hacia una visión más compleja, integral, moderna y realista de 
las potencialidades del desarrollo rural. Esto no equivale a des­
cartar la importancia de la agricultura, sino más bien a tratar de 
complementarla con otras actividades, como la agroindustria, 
la explotación sustentable de los recursos naturales, el turismo, 
la microempresa, con las cuales puede eslabonarse y generar 
vínculos intersectoriales. Otras actividades económicas no 
guardan relación directa con la agricultura pero representan 
fuentes de ingresos importantes para las familias rurales. Aquí 
se propone que los programas de desarrollo rural, sobre todo en 
las regiones pobres, consideren todas las posibilidades de crear 
empleos e ingresos en las actividades agropecuarias y no agro­
pecuarias que están llevándose a cabo en los distintos espacios 
regionales. 

En la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (Sagar) 
comienza a abrirse paso una concepción más amplia del de­
sarrollo rural y a expresarse poco a poco en programas de desa­
rrollo regional , aunque persisten las viejas concepciones y vi­
cios y la inexistencia de funcionarios de nivel medio capacitados 
para poner en marcha las nuevas concepciones y programas. De 
otro lado, los agricultores y las organizaciones campesinas no 
abandonan el estrecho peticionismo, inevitable contraparte del 
paternalismo. 

La tarea de reformar las instituciones rurales apenas se ini­
cia y será un proceso largo. Por ejemplo, cabría preguntarse ¿qué 
instituciones podrían desempeñar esta función integradora y 
poner en marcha programas integrales de desarrollo rural? La 
respuesta es incierta porque las que existen están especializa­
das por sector y tipo de actividad y no pueden realizar esta fun­
ción. 

La segunda premisa de la intervención pública en el campo 
es el carácter centralista de la política agrícola. De acuerdo con 
esta concepción, los programas agrícolas se definieron hasta hace 
muy poco en las oficinas centrales de la Secretaría de Agricul­
tura tomando en cuenta las prioridades nacionales para después 
aplicarlas sin discusión en los estados y las regiones del país. Por 
fortuna, la Sagar ha iniciado un programa de descentralización 
bajo el cual ahora la mayor parte del presupuesto de inversión 
se maneja en los estados de la federación. Pese a ello, siguen 
prevaleciendo prácticas centralistas en las oficinas estatales 
debido a que la descentralización no se ha acompañado de una 
reforma institucional que permita una participación activa y real 
de las asociaciones y organizaciones rurales en la toma de de­
cisiones. 

El problema con la política centralista es que de ella se deri­
van medidas de carácter general, universal, es decir, se aplican 
por igual en todas las regiones y consideran a todos los produc­
tores por igual, como si regiones y productores rurales tuviesen 
las mismas características en todas partes. No dudamos que al­
gunas de las políticas deban tener un carácter centralista y uni­
versal, pero no es conveniente reducir la complejidad y poten­
cialidad de la política agrícola de esta manera, confinándola a 
medidas generales. Ante la evidente heterogeneidad entre regio-
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nes y tipos de productores las políticas públicas tienen que di­
ferenciarse por región y tipo de productor. 

Antes de esbozar las propuestas se debe señalar que la polí­
tica agrícola se pensó como si los recursos naturales fuesen ili­
mitados, supuesto erróneo que puso en riesgo la sustentabilidad 
del desarrollo. Así sea de pasada por la falta de tiempo, es pre­
ciso destacar cuán importante es incorporar la sustentabilidad 
en el uso de los recursos naturales como una dimensión funda­
mental de los programas de desarrollo rural. 

PROPUESTAS DE POLÍTICA RURAL 

Incluir la dimensión territorial o espacial en nuestra concep­
tualización del desarrollo rural. En otras palabras, pasar del 
desarrollo rural al desarrollo regional, puesto que este últi­

mo concepto incluye la dimensión territorial y, además, cubre 
una gama de actividades productivas más amplia. 

Incorporar la descentralización y la participación social en la 
formulación de las políticas. El gobierno federal ha iniciado un 
justo programa de descentralización y la Sagar ha reconocido la 
importancia de la participación social en el proceso de desarro­
llo rural. Sin embargo, no basta con transferir recursos y recono­
cer a las organizaciones campesinas. Es necesario transformar las 
instituciones para que surjan procesos de cambio participativos 
en regiones y localidades. Hay que incorporar la descentraliza­
ción y la participación social en el nuevo diseño institucional. 

Se propone hacer de la programación regional participati va 
el instrumento básico de la política pública hacia el campo. Ésta 
comprendería los siguientes procesos básicos: 

1) Identificación de los eslabonamientos productivos y las 
actividades dinamizadoras de cada región y de las razones por 
las cuales muchas subregiones quedan excluidas de estos circui­
tos de crecimiento. 

2) Identificación participativa, o sea, de manera conjunta con 
las organizaciones campesinas y sociales de la región, de las 
principales potencialidades de crecimiento regional y local. 

3) Con la participación de las organizaciones campesinas y 
sociales, formular políticas específicas y programas de desarro­
llo regional y local que consideren las características y poten­
cialidades de la región. 

4) Con el propósito de hacer posible estas acciones es nece­
sario crear e institucionalizar espacios de diálogo, concertación 
de acciones, toma de decisiones y evaluación, en los que parti­
cipen el gobierno, las organizaciones sociales y asociaciones 
civiles que actúen en cada región. Éstas deben tener un poder de 
decisión institucionalizado en programas y recursos. 

5) Crear nuevas instituciones que permitan una coordinación 
eficaz y expedita entre secretarías de Estado y entre federación 
y gobiernos estatales y locales, a fin de que concurran de forma 
ordenada a resolver problemas del desarrollo rural. 

Éstas son ideas preliminares que requieren profundizarse y 
afinarse pero representan sugerencias de cómo podría empren­
derse la reforma institucional que requiere el campo mexicano 
en este siglo que comienza. 8 
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Se pueden preguntar: ¿cómo es posible buscar un equilibrio en un 

tema como el comercio, cuya esencia es la competencia, un juego en 

el que algunos ganarán inevitablemente más que otros? Mientras la 

globalización está llamada a llevar a la unificación de mercados en 

una dimensión planetaria, la cuestión se ha vuelto particularmente 

apremiante. Después de todo, la unificación de mercados implica la 

abolición de las barreras nacionales y regionales y de la protección 

que ellos aportan a los sectores débiles. La consecuencia puede 

solamente ser la exacerbación de la competencia. 

Boutros Boutros-Ghali 
Secretario General de la ONU y de la UNCTAD 

E 1 inicio de la novena ronda de negociaciones comerciales 
multilaterales, en la forma de una Conferencia Ministe­
rial auspiciada por la Organización Mundial de Comercio 

(OMC), en la ciudad de Seattle, Estados Unidos, a fines de no­
viembre de 1999, resultó un rotundo fracaso. Ello se debió, en 
parte, a las protestas de organizaciones no gubernamentales 
contra los efectos de la globalización en la calidad de vida de 
amplios sectores de la población mundial, pero sobre todo al 
desacuerdo entre los países miembros en torno a los temas agrí­
cola, ambiental y laboral, sin mencionar el carácter antide­
mocrático de la toma de decisiones en la Organización, contra 
el que se pronunciaron los países africanos. 

Con 135 estados miembros, la OMC es una institución ínter­
gubernamental creada en 1995 al cancelarse el Acuerdo Gene­
ral sobre Aranceles Aduaneros y Comercio ( GATT, por sus siglas 
en inglés), tras la conclusión de la Ronda de Uruguay de nego­
ciaciones. Su objetivo primordial es eliminar todos los obstá-
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culos al comercio mundial, con el supuesto básico de que el 
aumento del comercio generará un mayor crecimiento econó­
mico y un incremento general de la riqueza. Sus atribuciones son 
mayores que las del GATT en la medida en que los acuerdos que 
ahí se toman son de carácter obligatorio, lo que tiene un efecto 
directo en las políticas internas de los países. 

La confianza de ciertos gobiernos y algunos organismos in­
ternacionales en las bondades absolutas de la apertura comer­
cial generalizada indujo a que se haya buscado ampliar la agenda 
de discusiones de manera acelerada, sin mediar siquiera una 
evaluación de los resultados de los acuerdos de la Ronda de 
Uruguay. 

En concordancia con esto, los numerosos sectores que se 
oponen de manera activa a la liberalización han pedido: 

1) Detener las negociaciones para evaluar los efectos de los 
acuerdos de la pasada Ronda en el ambiente, las mujeres, el 
ámbito laboral, etcétera. 

2) Que no se incluyan nuevos temas en la agenda de negocia­
ciones. 

Por otro lado, hay países que presionan para engrosar la agen­
da, principalmente la Unión Europea, Japón y Estados Unidos. 
Sus propuestas incluyen toda suerte de temas hasta alcanzar la 
cifra de 150, desde las compras gubernamentales, la electróni­
ca, la política de competencia y competitividad, las inversiones, 
el ambiente, las políticas laborales, hasta acuerdos puntuales 
como uno sobre productos forestales y de pesca. 

Los países industrializados son, como siempre, los que más 
tratan de influir en la conformación de la agenda, mientras que 
las economías en desarrollo se concentran en temas colaterales, 
como la duración de la Ronda, o se adhieren a las posiciones de 
los primeros. Se exceptúa la India, que tiene una posición inde­
pendiente. 
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LA AGENDA DE LAS NEGOCIACIONES 

La nueva ronda de negociaciones comerciales, sin fecha to­
davía, es la más ambiciosa desde la fundación del GATT en 
octubre de 1947, pues intenta que se libere totalmente el co­

mercio mundial. Los temas de la Ronda se integran en cuatro ca­
tegorías: la implantación de los acuerdos de la Ronda de Uru­
guay, la agenda incorporada o los temas mínimos a tratar en las 
negociaciones, los temas no considerados en el punto anterior, 
y otros asuntos como la reducción de aranceles en bienes indus­
triales y el comercio electrónico. 

Tres son los puntos centrales que se debatirán de acuerdo con 
la agenda incorporada: 1) la agricultura, 2) la propiedad intelec­
tual, y 3) los servicios. 

En esta ronda de negociaciones se busca lograr una liberali­
zación de sectores interconectada y no de esferas aisladas a partir 
del siguiente principio: los países importadores de productos 
agrícolas se beneficiarán de la baja de precios de los bienes que 
adquieren por efecto de la reducción de los subsidios a la pro­
ducción y a la exportación de las economías excedentarias. Esto 
permitirá hacer más competitivas sus ventas de productos ma­
nufacturados por el abaratamiento de los bienes agropecuarios 
importados. 

De manera simultánea, se beneficiarán de un mayor acceso 
a los mercados de manufacturas de los exportadores de alimen­
tos, así como de una baja en los costos de su producción agrícola, 
al importar insumas más baratos por el mismo efecto. Además, 
con el mayor acceso a los mercados de los países industrializados, 
los exportadores de alimentos comprarán más bienes manufac­
turados de las economías con déficit en la producción agrícola, 
con lo que el financiamiento de dichas compras será más fácil 
para las economías importadoras netas de alimentos del Sur. 

Ciertamente con esta perspectiva, desde las ventajas compa­
rativas, se vincula a los sectores de la vida económica y social 
y es fundamental la mayor apertura en todos los ámbitos para 
poner a prueba el funcionamiento del modelo. 

A estas alturas no hay una evaluación de los efectos de la li­
beralización firmada en Marrakesh 1 en las naciones participan­
tes en la OMC. Sin este análisis y con el supuesto de los benefi­
cios universales e indiscutibles del comercio libre, se busca la 
apertura máxima de las economías. 

La apertura indiscriminada de todos los sectores de la eco­
nomía implica un costo muy alto, tanto para las economías del 
Sur, que en su afán de modernización no entienden cabalmente 
el contenido de este proceso, como para el planeta en su conjunto. 
En el corto plazo sólo podrán beneficiarse las empresas trans­
nacionales de la industria y las finanzas. 

Los países industrializados se precipitaron al convocar la 
reunión de Seattle, en primer lugar por la presión de Estados 
Unidos, pues uno de los principales objetivos del régimen del 
presidente Clinton ha sido el de emplazar una nueva ronda de 
negociaciones; en segundo lugar, porque consideraban urgen-

l. Con los acuerdos de Marrakesh concluyeron siete años de ne­
gociaciones de la Ronda de Uruguay, iniciada en octubre de 1986. 
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te que se estipularan reglas para un sistema de gobierno multila­
teral asentado en la OMC. 

La agricultura 

Al capítulo agrícola se dedica buena parte de este artículo, pues 
se trata de un sector estratégico, que se mantuvo durante dece­
nios al margen de la reglamentación del GATT y cuya liberación 
constituye todavía tema de discordia entre los países desarro­
llados y entre éstos y los que están en vías de desarrollo . Tales 
diferencias llegan a cuestionar la apertura comercial en otros 
sectores. 

Durante la Ronda de Uruguay (1988-1994) hubo tres temas 
medulares en la discusión sobre la liberación del comercio 
agropecuario: 1) el acceso a los mercados de importación, 2) los 
subsidios a la exportación y 3) los subsidios internos. 

En un escenario de sobreproducción estructural de granos, 
lácteos y cárnicos, esta agenda era de interés sobre todo para los 
países desarrollados, que buscaban colocar sus producciones en 
las naciones menos avanzadas. 

Como resultado de este ciclo se pactaron reducciones a las 
barreras al comercio agropecuario, en especial a los subsidios 
a la exportación. Sin embargo, no hubo una reducción especta­
cular en los niveles de protección en escala mundial. 

De acuerdo con lo pactado, al finalizar el siglo los subsidios 
a la exportación en los países industrializados exportadores de 
alimentos deberían estar solamente un quinto por debajo de los 
montos de fines de los años ochenta. En realidad, la baja en los 
aranceles habrá sido apenas de menos de un sexto en promedio, 
entre otras razones porque las tarifas se elevaron de manera con­
siderable con relación al período base, 1986-1988, en vez de 
reducirse, fenómeno que se conoce como tarificación sucia.2 

La Unión Europea, por ejemplo, aumentó las tarifas 60% y 
Estados Unidos 45% respecto de los aranceles de años anterio­
res, para poder efectuar la disminución. Muchos países en de­
sarrollo procedieron de manera semejante. De esta suerte, la 
reducción arancelaria al finalizar el siglo ha sido mínima. Sin 
embargo, el verdadero éxito de la Ronda de Uruguay fue haber 
incluido el capítulo agrícola en el ámbito de este organismo in­
ternacional en el que no estaba desde 1950, cuando Estados 
Unidos propuso excluirlo; por otro lado, introdujo de manera 
generalizada la idea de liberar el sector de manera definitiva. 

En la actualidad, la atención respecto a la protección delco­
mercio agrícola se centra en la reducción de aranceles, los cua­
les son mucho mayores en promedio que los que gravan los bie­
nes manufacturados . 

El Acuerdo sobre Agricultura resultado de la Ronda de Uru­
guay contiene cuatro grandes capítulos: 

1) el acuerdo sobre agricultura propiamente dicho, 

2. Kim Anderson, "Domestic Agricultura! Policy Objectives and 
Trade Liberalization : Synergies and Trade-offs", Proceedings ofthe 
OCDE Workshop on Emerging Trade Issues in Agriculture, París, 25 

1 
y 26 de octubre de 1998. 
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2) las concesiones y los compromisos relativos al acceso a los 
mercados, los apoyos internos y los subsidios a la exportación, 

3) el acuerdo sobre medidas sanitarias y fitosanitarias, y 
4) la decisión ministerial concerniente a los países menos 

desarrollados y los países importadores netos de alimentos.3 

En espera de la instrumentación y el cumplimiento cabal de 
estos capítulos, se prevé un avance considerable en la reducción 
de los subsidios a la exportación en los países exportadores ne­
tos de alimentos de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE),4 así como un mayor acceso a 
los mercados agropecuarios de los países en desarrollo, mediante 
la reducción de los aranceles fuera de cuota. 

En este aspecto es importante señalar que, de acuerdo con la 
OMC, las economías del Sur aprovechan el mecanismo del otor­
gamiento de cuotas para encarecer de manera significativa las 
importaciones que las rebasan. De ahí que un objetivo de la li­
beralización sea debilitar dicho mecanismo. 

Sin embargo, en cuanto a la experiencia de México, con re­
gularidad se importan granos en volúmenes que exceden el cupo 
libre de arancel pactado en el Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte (TLCAN). Se autoriza que los cupos ingresen 
sin la tarifa correspondiente, en virtud de que se tiene la nece­
sidad de dichos granos. Con ello se vulnera, en aras de un obje­
tivo de corto plazo, la viabilidad de los productores nacionales 
y se ensancha el déficit en la producción nacional de alimentos. 

México no tiene un déficit grande en alimentos comparado 
con otras economías de América Latina o de África. Esto implica 
que numerosos países no están en posibilidad de ejercer un 
proteccionismo real mediante el mecanismo arancelario simple­
mente porque el alto déficit alimentario y la política de salarios 
bajos se contraponen al establecimiento de un impuesto a la im­
portación de bienes básicos que redunde en la consolidación del 
sector que los produce en esas economías, ya que implica el 
encarecimiento de los bienes salario más importantes. 

Al mismo tiempo, si disminuyeran los subsidios a la expor­
tación e incluso a la producción del campo en los países indus­
trializados, se acompañaría de un descenso de la producción de 
bienes y una elevación de los precios internacionales, como 
sucedió durante los años 1994-1996. Sin embargo, para que 
aquello ocurriera tendrían que seguirse otorgando pagos direc­
tos a los agricultores del Norte por la mayor utilización de insu­
mos y tecnologías menos dañinos para el ambiente, el cuidado 
del paisaje o el mantenimiento de la vida rural. 

En este sentido, los pagos directos constituyen una compe­
tencia injusta para los productores de los países en desarrollo, 
independientemente de otras consideraciones legítimas, como 
el cuidado del ambiente, ya que significan erogaciones prohi­
bitivas para las naciones del Sur. Obviamente el remedio no 
estaría en eliminar esos pagos, sino en incluirlos en el modelo 
de las economías deficitarias. 

3. GATT, "Agreement on Agriculture", en A Summary ofthe Fi­
nalActofthe Uruguay Round, Ginebra, 1994. 

4. Estados Unidos, la Unión Europea, Canadá, Australia y Nue­
va Zelandia. 
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"Los 154 000 millones de dólares de los presupuestos agrí­
colas (sin considerar gastos administrativos y protección social) 
financiados por los contribuyentes de los países miembros de 
la OCDE en 1997 corresponden al producto interno bruto de los • 
542 millones de habitantes del África negra (sin incluir Sud-
áfrica) en 1995."5 1 

Frente a esto, cuestionar el supuesto proteccionismo en fron­
tera de los países en desarrollo equivale a atacar la única posi­
bilidad de esas naciones para conservar sus producciones regio­
nales y aspirar a una mínima autosuficiencia alimentaria. 

Asimismo, los productores pequeños, tanto individuos como 
países enteros, serán expulsados de su actividad, pues no tienen 
los medios para competir con las transnacionales y los agricul­
tores capitalizados del Norte. Ello amenaza el mundo rural en 
vastas regiones del mundo y se agravará en virtud de los acuer­
dos en materia de producción intelectual y de servicios. 

En este marco las economías se aglutinan en torno al asunto 
de los mercados agropecuarios, como ocurría desde las nego­
ciaciones de la Ronda de Uruguay. Podrían enlistarse, pero no 
es necesario, pues no hay realmente posiciones entre las dos fun­
damentales: la apertura indiscriminada y la apertura con restric­
ciones. 

Estados Unidos y los otros partidarios 
de la liberalización 

Estados U nidos es la nación más poderosa en el comercio agro­
pecuario internacional y exige la apertura total de los mercados 
mediante la eliminación de los subsidios a la producción y a la 
comercialización. Ésta es obviamente una postura de negocia­
ción, ya que sería imposible desmantelar su sistema de apoyos 
a los agricultores, so pena de generar un colapso en los encade­
namientos virtuosos que la agricultura tiene en su economía, así 
como en la producción del campo. Los subsidios oficiales de este 
país a su agricultura suman 60 000 millones de dólares al año, 
más que los 40 000 millones de dólares de la Unión Europea.6 

Al extenderse la liberalización, los estadounidenses son quie­
nes más ganan porque tienen los mejores recursos naturales para 
las producciones de clima templado así como las mejores con­
diciones de financiamiento del agro. 

Sin embargo, y a pesar de las políticas que desde 1985 pusie­
ron en marcha los países de la OCDE para recortar la producción, 
los excedentes de alimentos de Estados U nidos en 1999 permi­
tieron conceder el mayor volumen de exportaciones a título de 
ayuda alimentaria en 25 años: 10 millones de toneladas métri­
cas en 19997 a más de 50 países. 8 Esto no debe verse exclusi-

5. J acques Berthelot, "Imposer le droit des peuples a se nourrir eux- * 
memes ", Le Monde Diplomatique, París , noviembre de 1998. 

6. El Financiero, México, septiembre-diciembre de 1999. 
7. Departamento de Agricultura de Estados U nidos, Ag ricultural 

Outlook, varios números, 1998-1999. 
8. No sólo a los más pobres del planeta, sino también a Rusia, Cen­

troamérica, refugios kosovares, Corea del Norte, Vietnam, Georgia, 
Armenia y Tajikistán. 
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vamente con la ingenua óptica de la solidaridad internacional, 
porque la colocación de esos productos en el exterior, en pala­
bras de Dan Glickman, secretario de Agricultura de Estados 
Unidos, "ayuda a los agricultores estadounidenses a lidiar con 
la tremenda sobreoferta y los mercados débiles" .9 

La posición más cercana a la de Estados Unidos es la del 
Grupo de Cairns, 10 formado por países en su mayoría expor­
tadores que comparten intereses con aquella nación, sobre todo 
apoyando una reforma radical a las políticas comerciales agríco­
las mundiales hasta eliminarlas, pues no cuentan con los mismos 
recursos que los estadounidenses para financiar un sistema de 
subsidios a la exportación. Asimismo, muchos de ellos tienen 
ventajas comparativas reales que se anulan por el financiamiento 
que conceden al campo los países industrializados que carecen 
de ellas. 

Para la batalla comercial, Estados Unidos logró aglutinar a 
un contingente de países en torno a su posición: las 34 econo­
mías del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y las 
21 naciones del Consejo Económico Asia-Pacífico (APEC, por 
sus siglas en inglés), donde México participa a favor de la máxi­
ma liberación comercial. 

Con la supresión de los subsidios en el mundo, el gobierno 
estadounidense busca dar un respiro a sus agricultores. Estos han 
pasado los tiempos más difíciles en, por lo menos, los últimos 
18 años debido al desplome de los precios mundiales ocasionado 
por los excedentes de producción y las crisis financieras en Asia, 
Rusia y otros lugares. La supresión de recursos eliminaría a 
importantes competidores, como la Unión Europea, y estimu­
laría el alza de precios internacionales y la contracción de los 
excedentes. 

Los países europeos, Japón y Corea 

Con Francia a la cabeza como primer exportador mundial de 
productos alimentarios y segundo de bienes agropecuarios en 
la Unión Europea, en el resto de Europa Occidental y Europa del 
Este se mantiene la oposición a la apertura total de los merca­
dos agrícolas, en la medida en que ello vulneraría sus produc­
ciones "culturales", pues las sometería a homologaciones mun­
diales discordes con sus costumbres y su cultura; asimismo, 
generaría un brusco despoblamiento de sus campos, con los 
consecuentes desempleos y desequilibrios sociales y hasta am­
bientales que esto ocasionaría al debilitarse de modo muy gra­
ve el mundo rural. 

El Grupo deCairns y Estados Unidos presionaron ala Unión 
Europea para que en la Declaración Ministerial se estipulara 
como objetivo final de la negociación la eliminación de los sub-

9. Andy Salomon y Eric Van Chantfort, VSDA FoodAid in 1999 
is Most in 25 years, Release núm. 358.99. 

JO. Los países que integran el Grupo de Cairns son: Argentina, 
Australia, Brasil , Canadá, Chile, Colombia, Fiji, Indonesia (quien este 
año recibió ayuda alimentaria de Estados Unidos), Ma1asia, Nueva 
Zelandia, Paraguay, Filipinas, Sudáfrica, Tai1andia y Uruguay. 
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si dios a las exportaciones agrícolas. Los europeos no aceptaron 
esa limitación, pues incluía otros temas muy importantes que 
rebasan el ámbito meramente comercial, como la seguridad 
alimentaria, la calidad de la alimentación y la funcionalidad de 
la agricultura. 

Bruno Delaye, embajador de Francia en México, declaró al 
respecto: "Nadie en el mundo nos hará renunciar a este modelo 
que tiene que ver con nuestra identidad [ ... ] Pensamos que el 
producto agrícola no es cualquier producto y que el campesino 
tiene un papel muy importante en el entorno humano de un país. 
No queremos tener desiertos fuera de las ciudades, y el campe­
sino cuida el medio ambiente."" 

Para europeos, japoneses y coreanos es una contradicción 
apoyar la apertura cuando eso les ocasionaría graves problemas 
de diversa índole, en vista de las restricciones más o menos im­
portantes de recursos naturales que esos países tienen frente a 
la abundancia de Estados Unidos, Canadá o países como Bra­
sil, Argentina, Australia o Nueva Zelandia. 

Para los primeros, la agricultura es una actividad multifun­
cional, por lo que no puede tratársele como una industria más 
ni aplicársele las reglas normales de comercio. El agro entraña 
alimentos, estabilidad social , bienes públicos, como el cuida­
do del ambiente, y una política regional. 

Entre Jos proteccionistas, Japón ocupa la posición más radi­
cal, al ser uno de Jos mayores importadores netos de alimentos 
del mundo. Junto con Corea, e inspirados en gran medida por la 
exigua dotación de recursos con que cuentan para la producción 
agropecuaria, ambos países consideran que ese sector y los tra­
bajadores que en él participan deben beneficiarse de un trata­
miento especial y diferenciado, de acuerdo con la historia agrí­
cola y cultural de cada economía y en virtud de que sirve a 
objetivos estratégicos, como la autosuficiencia alimentaria y el 
cuidado de la soberanía nacional. Ello implica aceptar cantida­
des importantes y permanentes de proteccionismo, en forma de 
pagos directos y barreras arancelarias. 12 

Sin embargo, no todo está dicho sobre los actores principa­
les. Cabe señalar que todavía quedan importantes mercados 
agropecuarios fuera de la OMC, como China, Rusia y Ucrania. 
Se espera que la primera ingrese en el corto plazo, tras 1 O años 
de negociaciones, con Jo que se lograría disciplinar las políti­
cas intervencionistas agrícolas del país más grande del mundo. 

Conforme a un cálculo oficial del gobierno chino, apareci­
do en el Diario de la China, el ingreso a la OMC tendrá como costo 
la destrucción de 9.7 millones de empleos agrícolas, si bien se 
espera que habrá una creación ulterior de 12 millones de ocu­
paciones por la apertura de pequeñas y medianas industrias. 13 

La posible liberalización del mercado agropecuario chino, así 
como el aumento en los ingresos de los tres países menciona­
dos, son del mayor interés para las naciones excedentarias, pues 

11 . El Financiero, op. cit. 
12. Yolanda Trápaga Delfín, "El GATT y los desafíos de la reor­

denación agrícola internacional ", Comercio Exterior, vol. 40, núm. 
10, México, octubre de 1990. 

13 . El Financiero, op. cit. 
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significarían la apertura de mercados muy importantes para sus 
voluminosos almacenes de alimentos. Las existencias perma­
necerán 30% por arriba del promedio de los cinco años previos 
a 1999, aun cuando han disminuido en los cinco mayores expor­
tadores de trigo del mundo: Argentina, Australia, Canadá, Es­
tados Unidos y la Unión Europea.14 

Pareciera que la mayor apertura de los mercados agrope­
cuarios solucionaría los problemas planetarios. Sin embargo, en 
la mayoría de los países el crecimiento con equidad sólo puede 
lograrse con una estrategia de desarrollo orientada hacia lo ru­
ral que considere grandes inversiones en infraestructura, capi­
tal humano y servicios sociales. Pero ¿quién va a invertir si se 
trata de aplicaciones de capital no rentables en el sentido empre­
sarial del término? 

Para 1994-1996 el "número total de subalimentados crónicos 
en los países en desarrollo se calcula en 828 millones [ .. . ] Los 
progresos en algunas regiones han sido más que compensados 
por el deterioro en otras, como la del África al sur del Sáhara". 15 

Resulta claro que las discusiones sobre el comercio agro­
pecuario y su liberalización siguen teniendo como meta resol­
ver los problemas de los países del Norte, mientras que las ne­
cesidades urgentes del Sur no se incluyen porque no generan 
ganancias; además de que falta convicción a los gobiernos de 
esos países. 

La propiedad intelectual 

En esta Ronda entrarán en el escenario nuevos factores prove­
nientes de otros ámbitos , como la propiedad intelectual y los 
servicios, temas sobre los que hay enorme desacuerdo sobre su 
incorporación formal a las discusiones. 

El Acuerdo sobre Aspectos de Derechos de Propiedad Inte­
lectual (TRIPS, por sus siglas en inglés) tiene especial importancia 
para la agricultura, porque busca dar un carácter comercial a todo 
lo viviente, patentar la vida en este planeta. El objetivo es crear 
un sistema sui generis de propiedad privada sobre simientes, 
bancos genéticos, materiales vivos; es decir, no se concibe el uso 
en adelante de la diversidad biológica si de antemano no se la ha 
apropiado algún agente o empresa priva da que pueda poner pre­
cio a los recursos vivos a fin de controlar su uso y explotación. 

En el Acuerdo General se lee: "Las variedades de plantas[ ... ] 
deben ser protegibles ya sea por patentes o por un sistema sui 
géneris". 16 

Si se considera que de por sí los bancos genéticos de los paí­
ses industrializados, acopiados en su mayoría de los recursos del 
Sur, ponen a los países en desarrollo en una situación de depen­
dencia, la posibilidad de su apropiación privada mediante una 
patente consumará el despojo de las economías depositarias de 
la mayor diversidad biológica del planeta, impidiendo alterna-

14. Departamento de Agricultura de Estados Unidos , o p. cit. 
15. FAO, The S tate of Food andAgriculture 1998. Rura/Non-farm 

lncome in Developing Countries , Roma, 1998. 
16. GATT, op. cit. 
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ti vas sustentables de producción agrícola, eliminando por com­
pleto a los productores familiares cuya lógica de reproducción 
descansa en la explotación libre de los recursos biológicos de 
su entorno, por no hablar de la pérdida total de soberanía. 

Los servicios 

El Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios ( GATS, por 
sus siglas en inglés) incluye 160 subsectores y actividades agru­
pados en: distribución, comercio al mayoreo y menudeo; cons­
trucción y trabajos públicos, arquitectura, decoración y man­
tenimiento; ingeniería; servicios financieros , bancarios y de 
aseguramiento; investigación para el desarrollo; servicios y cré­
dito inmobiliarios; servicios de comunicación, telecomunica­
ciones, medios audiovisuales y tecnologías de la información; 
turismo y viajes; hoteles y restaurantes; servicios ambientales , 
recuperación y tratamiento de basura, protección del paisaje y 
acondicionamiento urbano; servicios recreativos, culturales 
y deportivos, espectáculos, bibliotecas, archivos y museos; edi­
ción, impresión y publicidad; transportes de todo tipo, inclui­
dos los espaciales ; sin olvidar la educacíón (la enseñanza pri ­
maria, secundaria, superior y la formación permanente) y la salud 
animal y humana. 17 

17 . S usan George, "A 1' OMC, trois ans pour achever la mondia­
li sation", Le Monde Diplomatique, París, julio de 1999. 
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Esto significa poner precio a absolutamente todos los servi­
cios que en la actualidad presta el sector gubernamental, y que 
se financian con las contribuciones de los ciudadanos. La salud 
y la educación, así como las bibliotecas, los archivos, la inves­
tigación para el desarrollo, serán simples mercancías por las que 
habrá que pagar en ausencia de criterios de bienestar social, 
culturales y de solidaridad. 

De especial interés se vuelven, por ejemplo, los servicios de 
salud vigentes en la Unión Europea para los inversionistas es­
tadounidenses, quienes aspiran a participar en la oferta de este 
servicio, sustituyendo al Estado de esos países. Y ni qué decir 
de los mismos servicios y de la educación en México, que no 
podrían adoptar más que la forma de bienes de estricto lujo, en 
ausencia de salarios que permitan contratar dichos servicios 
fundamentales mediante un pago que garantice la rentabilidad 
del inversionista. 

En México, según el último censo agropecuario, 70% de 
la población económicamente activa del sector no recibe ingre­
sos de ningún tipo, sin mencionar a los millones de pobres ur­
banos.18 

Frente a este proceso de privatización de la vida social y cul­
tural, la marginación en estos sectores de mexicanos será irre­
montable, tal como lo será para la mayoría de las naciones de este 
planeta. 

La liberalización de servicios como la construcción y los tra­
bajos públicos, al igual que los servicios financieros, bancarios 
y de aseguramiento, tienen a su vez un efecto definitivo para 
eliminar a los agricultores familiares que necesitan del apoyo 
gubernamental en todos los países para ser viables. En Estados 
U nidos, por ejemplo, el presupuesto gubernamental en progra­
mas de aseguramiento paga parte de las primas de los produc­
tores en ciertas pólizas, y reembolsa a las aseguradoras priva­
das los costos de venta y de firma de las pólizas como parte del 
programa de apoyo a los agricultores, pues de otra manera és­
tos tendrían que dejar su actividad. 

Ello sin mencionar la liberalización de los mercados públi­
cos, que entonces funcionarían como cualquier otro mercado, 
es decir, con el criterio de la rentabilidad. 

El objetivo por alcanzar no es un misterio: se trata de desman­
telar, donde todavía existan, los monopolios nacionales consti­
tuidos en virtud de una decisión pública, como las telecomunica­
ciones o los ferrocarriles, las empresas estatales de importación 
de alimentos, y los servicios de salud y educativos. 

Además, hay otros temas no incluidos en la agenda de ma­
nera formal, pero que expresan el afán de los países indus­
trializados por abarcar el mayor número de ámbitos posibles y 
ponerlos bajo la reglamentación de la OMC, aun cuando este or­
ganismo no está capacitado para regir más que sobre aspectos 
comerciales. 

"El solo éxito de la Ronda de Uruguay ha levantado presio­
nes para usar la OMC como un instrumento para lidiar con obje­
tivos distintos de los comerciales,[ ... ] sin que se tomen los cui-

18 . INEGI, VII CensoAgrícolay Ganadero , Secretaría de Agricul­
tura y Recursos Hidráulicos, México, 1994. 
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dados necesarios para que haya equilibrio en la movilidad de 
bienes, servicios, capital y trabajo, que actualmente no existe." 19 

De tal suerte, la OMC está erigiéndose en la organización de 
organizaciones en escala mundial, junto a otros organismos in­
ternacionales a su servicio, como la OCDE, el Banco Mundial y 
elFMI. 

El ambiente 

Un tema que Estados Unidos ha propuesto para incluir en la agen­
da de la liberalización es el ambiental, a contracorriente con el 
espíritu de competencia creciente que anima el comercio. 

No hay consenso sobre la forma de discutirlo, pues el tema 
cuestiona los intereses de las compañías transnacionales y de los 
países con mayores recursos naturales para la agricultura de cli­
ma templado. Por el momento el cuidado del ambiente es un 
obstáculo importante para el crecimiento de la rentabilidad. 

Hay algunas propuestas detalladas en la mesa, como las 
de Japón, Islandia y la Unión Europea.20 Estas economías tie­
nen restricciones de recursos naturales y promueven una explo­
tación que obedezca más a la lógica de la reproducción de cier­
tas especies animales y vegetales, que a la sometida a la de la 
tecnología vigente, la cual está sobrada para la explotación sus­
tentable de especies terrestres y marítimas, más acorde con los 
intereses de comercialización de los recursos naturales y de sus 
productos. 

En este sentido, es preciso que la OMC delimite con exac­
titud su campo de competencia, ya que no puede intervenir 
en ámbitos que no son comerciales. No puede pretender regir en 
materia ambiental, porque hay contradicciones entre sus reglas 
y el contenido de los acuerdos multilaterales concernientes al 
cambio climático, la protección de la capa de ozono, la preser­
vación de la biodiversidad, la disposición de desechos tóxicos, 
la protección de las especies en peligro, etcétera. Todos estos 
acuerdos exigen la intervención estatal permanente en el sector 
agropecuario, así como del establecimiento de mecanismos de 
protección estructurales, discordantes con los propósitos de la 
liberalización económica. 

Como ejemplo baste saber que, además de estos acuerdos 
internacionales de protección ambiental, se está preparando otro 
con los principios de la OMC sobre los productos forestales que 
eliminaría todas las barreras al comercio de los bienes deriva­
dos del bosque y todos los obstáculos a la explotación forestal. 
En él priva un enfoque exclusivamente de rentabilidad, por lo 
que la sustentabilidad se deja de lado y con ella la consideración 
de que las tasas de extracción obedezcan a los ritmos de recu­
peración natural del recurso, a fin de mantener las ganancias. 

19. UNCTAD, Statement, Organización Mundial de Comercio, 
Ministerial Conference, Singapur, 9-13 de diciembre de 1996. 

20. OMC, Preparationsfor the 1999 Ministerial Conference. EC 

Approach to Trade and Environment in the New WTO Round. Co­
mmunicationfrom the European Communities, Ginebra, GC/W/ 194,1 
de junio de 1999. 
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Además, hay economías que pugnan por la introducción de 
cláusulas sociales y ecológicas en los acuerdos comerciales, 
como Noruega e Islandia o Japón y las Filipinas. En noviembre 
pasado estos países se negaron a abrir sus mercados de la pesca 
y de productos forestales en el foro económico de la APEC, por 
los perjuicios que la liberalización tendría en esas actividades. 

Por otro lado, la inclusión de nuevos temas, como el de la 
biotecnología, o la utilización de ciertas técnicas de producción 
o de explotación de especies animales y vegetales, plantea un 
reto para la discusión. En las economías industrializadas, don­
de rigen los criterios más estrictos al respecto, no hay acuerdo 
sobre la manera de elaborarlos o de aplicarlos. Tal es el caso de 
los quesos sin pasteurizar de los europeos, el uso de ciertas hor­
monas en la producción pecuaria, la producción de transgénicos, 
la utilización de algunas técnicas en la pesca del atún, etcétera. 

Todos estos temas expresan en la actualidad comportamientos 
e intereses proteccionistas en distintos sentidos, preservando la 
rentabilidad o la viabilidad de ciertas actividades económicas. 
Así lo ilustra la consideración del Departamento de Agricultu­
ra de Estados Unidos de que los esfuerzos por reducir los gases 
que contribuyen al efecto de invernadero podrían ocasionar un 
alza en los costos de la producción agropecuaria. Para que los 
agricultores adoptaran la tecnología adecuada, habría que ca­
nalizar subsidios que pudieran significar un alza en sus ingre­
sos en la forma de pagos directos.21 

21. Departamento de Comercio de Estados Unidos, op. cit. 
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Por lo demás, a mayor liberación de los mercados agrícolas, 
la creciente competencia refuerza una mayor especialización con 
el fin de incrementar la eficiencia y la productividad y con ello 
lograr la máxima competitividad y rentabilidad. Esto contradice 
los principios de la producción sustentable que exige la combina­
ción del policultivo, la ganadería y hasta la actividad forestal. 
Una mayor apertura al mercado llevaría a incrementar la espe­
cialización y la intensificación de los procesos productivos y a 
la explotación máxima de los recursos naturales y a un empeo­
ramiento del efecto de invernadero. Entre otras cosas, esto úl­
timo sería resultado del incremento del uso de combustibles para 
sostener el concomitante aumento de la circulación de estos bie­
nes, el mayor uso de transportes implícito en un incremento de 
las compras en el exterior de insumos y de productos termina­
dos, así como de la venta de las mercancías en plazas cada vez 
más lejanas. 

Los países exportadores con mayores ventajas buscarán 
mantener la correlación internacional de fuerzas que les es fa­
vorable, amparados en los mandatos de la OMC, antes que so­
meterse a las prioridades ambientales que implican un cambio 
en la lógica de las inversiones y sobre todo una forma de vida 
diferente, regulada por un criterio distinto del de la rentabilidad. 

La legislación laboral 

Hoy en día, uno de los aspectos que preocupan más a las perso­
nas es su empleo y sus ingresos. Los salarios se han contraído 
desde el decenio de los ochentas y a fines de 1998 había más de 
1 000 millones de trabajadores desempleados o subempleados 
en el mundo; asimismo, un tercio de la población activa no per­
cibe recursos que le permitan sobrevivir, con el concomitante 
efecto desestabilizador en la sociedad. Junto con esto, se pro­
fundiza la tendencia a la precarización salarial entre quienes se 
desempeñan en el sector formal. De acuerdo con datos de la 
Organización Internacional del Trabajo, de continuar esta ten­
dencia, hacia 2004 estará en esas condiciones 50% de la pobla­
ción activa del mundo. 22 

En la Unión Europea, por ejemplo, pese a su crecimiento 
económico sostenido, se registran las tasas de desempleo más 
altas desde la segunda guerra mundial (10% aproximadamen­
te). Y en Estados Unidos el salario medio real equivale al que 
había en los años cincuenta. En México, en la actualidad la pro­
porción de la PEA sin empleo ni salario fijos es de 66%; además, 
los escasos puestos que se generan son muy precarios. 

Frente a esta tendencia que parece inherente a la economía 
global y que seguirá marcando el mundo del trabajo, los países 
industrializados, con Estados U nidos a la cabeza, han propues­
to que se establezcan normas laborales de vigencia planetaria 
que impidan la competencia desleal de los países en vías de de­
sarrollo. 23 En éstos el insumo laboral es muy barato por su abun-

22. Organización Internacional del Trabajo, Informe sobre empleo 
en el mundo 1997-98, 1999. 

23./bid. 
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dancia; asimismo, los salarios se mantienen deprimidos para 
atraer la inversión y poder cumplir con sus metas de crecimiento 
económico y con sus compromisos internacionales. 

Las economías desarrolladas propusieron integrar grupos de 
trabajo para analizar la repercusión del comercio en asuntos no 
incluidos en la agenda incorporada, como el ambiente y los 
estándares laborales. Los países del Sur interpretaron que se tra­
taba de un ataque proteccionista contra su desarrollo, pero los 
del Norte argumentan que sólo son mecanismos para contrarres­
tar las críticas a la globalización, por sus efectos en los grupos 
más pobres de la población. Con esto, el presidente William 
Clinton pretende "dar un rostro humano a la economía mundial 
dotando a las familias de los trabajadores de las condiciones 
básicas de una sociedadjusta''_24 

Las disposiciones laborales se postulan como la introducción 
de una cláusula social en el mundo del comercio, en virtud de 
la cual se aplicarían sanciones o barreras comerciales basándose 
en las diferencias en las normas laborales. Frente a ello el Gru­
po de los 77, México, China y Singapur han argumentado que 
los estándares laborales son muy distintos y que no reconocer­
lo significaría negar las ventajas comparativas de los países 
pobres, gracias a las cuales es posible atraer capitales y compe­
tir con otras economías emergentes. 

Es obvio que las preocupaciones sociales tienen sin cuida­
do a los países industrializados, como lo demuestra su oposición 
a la propuesta del director general de la OMC, Mike Moore, de 
eliminar todas las barreras comerciales a los productos de los 48 
países más pobres del mundo.25 

No les preocupa tampoco la flexibilidad laboral, sino la for­
ma en que se practica en el Tercer Mundo, hasta sus últimas con­
secuencias. En esa medida, los industrializados consideran que 
hay conductas desleales, aun cuando su origen sea la razón 
que los lleva a invertir en esos países. 

Por otro lado, el hecho de que las naciones desarrolladas pre­
tendan que la OMC emita una decisión sobre la homologación 
de las condiciones laborales entre sus miembros obedece a que 
la OIT no tiene la capacidad de imponer sus recomendaciones 
como obligatorias, sino que su acatamiento es voluntario y los 
países pueden ignorarlas cuando les conviene. Ello deja un va­
cío que la OMC quiere llenar a toda costa. 

Las economías del Norte tienen razón en interesarse por las 
condiciones laborales en el mundo, aunque lo hagan con un pro­
pósito proteccionista. El reto real, y que ninguna economía está 
dispuesta a enfrentar, consiste en incluir en los tratados comer­
ciales una cláusula que garantice el respeto de las normas labo­
rales mínimas para detener el proceso de estandarización hacia 
abajo de las condiciones de trabajo, ya de por sí insuficientes en 
naciones asiáticas y en países de América Latina como Méxi­
co, Perú y Honduras. 

En el caso de México esta indiferencia, por no decir compla­
cencia, frente a la situación laboral emanada de la globalización 

24. Organización Mundial de Comercio, Ministerial Conference, 
Singapur, 9-13 de diciembre de 1996. 

25 . El Financiero, op. cit. 
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se puede ilustrar con el hecho de que desde mediados de 1995, 
cuando empezaron a concretarse los acuerdos de inversión propi­
ciados por el TLCAN, y de acuerdo con datos de la Confedera­
ción de Trabajadores de México, "de cada diez empleos gene­
rados por las nuevas empresas ocho son eventuales o temporales, 
al margen de las prestaciones de ley y sin ninguna protección 
social."26 

En el otro extremo, en Estados Unidos, la globalización 
ha propiciado la pérdida de empleos y la cancelación de pres­
taciones. Asimismo, en Canadá la Organización Nacional Con­
tra la Pobreza dice que desde que entró en vigor el TLCAN 
500 000 personas han perdido sus empleos en ese país, en tanto 
que la pobreza infantil y de las mujeres se ha incrementado 
en 45 y 70 por ciento, respectivamente. Asimismo, la cobertu­
ra del seguro de desempleo disminuyó 87% entre los desocupa­
dosY 

Finalmente, se busca que todas las naciones se rijan por nor­
mas laborales mínimas que eviten la depredación de los traba­
jadores del planeta. 

EL MARCO DE LA LIBERALIZACIÓN COMERCIAL 

E llibre cambio, tal como se establece en el marco de la OMC, 
tiene dos pilares que rebasan las fronteras nacionales, los 
aspectos sociales y ambientales, así como cualquier crite­

rio de regulación democrática: la libre circulación de capitales 
y también de bienes y servicios. 

La circulación del trabajo, otro de los factores de la produc­
ción, está excluida del modelo de liberalización internacional, 
pues a diferencia de lo que sucede con el capital, no son los paí­
ses industrializados los que encontrarían las mayores ventajas 
en volverlo un bien de circulación libre. 

En esta situación, la apertura de los mercados internaciona­
les tiene como eje la no discriminación comercial manifiesta en 
los dos principios de los que parte la ejecución de los acuerdos 
de la Ronda de Uruguay y la discusión en la nueva Ronda. 

1) El trato nacional que significa dar a cualquier inversionista 
extranjero un trato igual al que se da a uno nacional. 

2) El tratamiento de nación más favorecida, según el cual 
"cualquier ventaja que una parte da a los nacionales de otro país 
debe extenderse inmediata e incondicionalmente a los nacionales 
de otras partes, aun si dicho tratamiento es más favorable que 
el dado a sus propios nacionales". 28 

Estos principios eliminan cualquier diferencia en el trato entre 
economías que tome en consideración su grado de desarrollo o 
sus objetivos estratégicos, como la autosuficiencia alimentaria, 
la regulación de los flujos campo-ciudad, la protección de la 
pequeña y mediana industrias, etcétera. 

Estos principios cuestionan los acuerdos de Lomé (1 al IV), 
por los que las naciones de la Unión Europea conceden una se-

26./bid. 
27./bid. 
28. GATT, op. cit. 
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rie de beneficios comerciales y de canalización de recursos a sus 
otrora colonias en África, el Caribe y el Pacífico (ACP). La Con­
vención de Lomé es un acuerdo Norte-Sur de contenido protec­
cionista, aunque no en el sentido convencional del término, pues 
a fin de cuentas establece un trato preferencial para las econo­
mías en desarrollo beneficiadas, así como la canalización de 
recursos financieros. 

Sin embargo, más que pensar en que este tipo de acuerdos son 
perfectibles, la normati vi dad de la OMC los condena a desapa­
recer. 

En aras del libre comercio los acuerdos del GATT afectaron 
las preferencias arancelarias de las que se beneficiaban los paí­
ses ACP. Este hecho preocupa a los europeos, en especial a Fran­
cia, pues un acuerdo como el de Lomé puede constituir un con­
trapeso al dominio monolítico de Estados Unidos, toda vez que 
con ello las reglas de los europeos, con tratados semejantes, se­
guirían dominando en el continente africano. 

En la Convención de Lomé participan 71 naciones, que tie­
nen acceso privilegiado al mercado de la Unión Europea. A prin­
cipios de 2000 se negociaría su prolongación por ocho años más, 
aunque esta vez tendrá que firmarse en concordancia con la 
normatividad de la OMC. Habrá que ver lo que resulta. 

CoNCLUSióN 

La ambiciosa agenda sobre negociaciones comerciales para 
inicios del milenio, que no ha sido todavía elaborada en tér­
minos formales, es ya de por sí dificultosa para los gobier­

nos de los países desarrollados, pues no existe más acuerdo 
entre ellos que el de mantener el equilibrio de fuerzas interna­
cional vigente hasta ahora. 

Para los países del Sur el control de la agenda está totalmen­
te fuera de alcance. 

Por la dinámica de negociación en el seno de los organismos 
internacionales como la OMC, y la primacía absoluta del comer­
cio internacional, en breve los países ya no podrán controlar ni 
proteger nada, ni la agricultura, ni los recursos naturales, ni los 
sistemas educativos, ni la salud, ni los medicamentos, ni la biodi­
versidad. 

Para favorecer a las transnacionales de la industria y de las 
finanzas, la OMC,junto con el Banco Mundial, el Fondo Mone­
tario Internacional y la OCDE y la complicidad de muchos go­
biernos, está despojando a los países y a los ciudadanos de las 
facultades mínimas de la soberanía. Ningún gobierno ha lleva­
do a sus congresos nacionales el debate. Mucho menos se ha con­
sultado a los ciudadanos sobre la necesidad de adoptar el libre 
comercio como el mecanismo indispensable para una conviven­
cia internacional armónica, el bienestar de los habitantes de los 
países y un desarrollo sustentable. 

El fracaso de la reunión de Seattle habrá reforzado el regio­
nalismo. Por ello es necesaria una tercera vía: una regulación de 
los intercambios en zonas regionales relativamente homogéneas, 
con mayores posibilidades de convergencia económica y coor­
dinadas por acuerdos comerciales diversificados, establecidos 

Ia nueva ronaa ae negociaciUnes ut: cuiiit:Ic•u 

en función de consideraciones geopolíticas, así como la subor­
dinación de intercambios comerciales a cláusulas sociales y 
ecológicas. 

Ello implicaría un marco de cooperación económica interna­
cional que en la actualidad se juzga cada vez menos importan­
te; en contraste, la competencia a ultranza gana terreno día tras 
día. 

Por todo lo anterior, es imposible compartir el punto de vis­
ta de Donald J. Johnston, secretario general de la OCDE, cuan­
do dice: 

"Sí, ésta es la alborada de la era de la globalización y cuando 
los historiadores hablen de ella déjenos asegurarles que sea una 
buena historia: una historia de cómo los líderes del mundo to­
maron este momento para encauzar oportunidades sin precedente 
no sólo para el mundo desarrollado, sino para la comunidad 
mundial; de cómo la pobreza, la miseria y la enfermedad en 
muchas partes del mundo en desarrollo fueron puestas en la vía 
rápida de la erradicación, por medio del comercio y la inversión 
libres multilaterales; de cómo la prosperidad del mundo desa­
rrollado se sostuvo gracias a la evolución del mercado global; 
y cómo, a su vez, se estableció firmemente el crecimiento eco­
nómico en el mundo en desarrollo mediante transferencias de 
capital, tecnología y know-how combinados con acceso irres­
tricto para sus bienes y servicios en los mercados del mundo 
desarrollado; de cómo el crecimiento de la brecha entre ricos y 
pobres en la comunidad mundial fue detenida y entonces comen­
zó a cerrarse." (j 
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En el ámbito empresarial la investigación y el desarrollo (ID) 
integran una actividad que no sólo genera información con 
miras a desarrollar nuevos procesos o productos, sino que 

propicia la habilidad de la empresa para asimilar y explotar el 
conocimiento del entorno, es decir, su capacidad de aprendizaje 
y absorción, como señalan Cohen y Lenvinthal en su análisis so­
bre el papel dual de la investigación y el desarrollo. 1 En la medida 
en que las innovaciones dependen del aprendizaje que la empresa 
sea capaz de incorporar hoy para estar presente en Jos merca­
dos, la ID es componente fundamental de cualquier estrategia 
con aspiraciones de competencia. Este trabajo se ocupa de 
examinar los rasgos distintivos de la empresa privada manufac­
turera que realiza ID en el país, aspecto poco estudiado hasta la 
fecha. 

En esta primera investigación se examina el perfil de las em­
presas que la realizan, para en una investigación futura anali­
zar los factores determinantes de la intensidad del gasto en ID. 2 

El veredicto sobre el rezago tecnológico de la economía 
mexicana es prácticamente unánime. El gasto en ciencia y tec­
nología ocupa una proporción exigua del PIB si se le compa­
ra, por ejemplo, con el de los llamados "tigres" del Sudeste 
Asiático y ni qué decir si se confronta con el de los países de­
sarrollados. Además, es sabido que la mayor parte del gasto 
en estos rubros lo realiza todavía el Estado. Al comparar el 
gasto promedio anual privado en ID que da cuenta la Encues-

l. W. Cohen y D. Levinthal , "Innovation and Learning: the Two 
Faces ofR&D", Economic Journal, vol. 99, septiembre de 1989. 

2. Interesa examinar estadísticamente este perfil. Para estudiar 
la naturaleza de la ID que realizan estas empresas habría que realizar 
entrevistas y estudios de caso, lo cual abre líneas de investigación fu­
tura. 

ta Industrial Anual (la ID relacionada con los procesos produc­
tivos y la dedicada a prevenir la contaminación) para el perío­
do 1994-1997 con el gasto promedio anual del gobierno fede­
ral en el mismo lapso, aquél contribuye con poco menos de 20% 
del gasto nacional en ciencia y tecnología, que en su conjunto 
representa cerca de 0.5% del PIB. 

Aunque a la iniciativa privada mexicana le falte un trecho muy 
largo por recorrer en la carrera tecnológica, se debe reconocer 
que en los últimos años ha aumentado el número de empresas con 
proyectos de ID. 3 Es más, la vinculación entre industria y cen­
tros de investigación, casi ausente hace diez años, también ha ido 
en ascenso. De aquí la importancia de examinar las actividades 
de ID en las empresas mexicanas. En primer término se presen­
tan brevemente varias ideas sobre la conducta tecnológica em­
presarial y las principales hipótesis para explicar la presencia de 
actividades de ID. 

Más adelante se estima un modelo Logit con el fin de exami­
nar la influencia del tamaño, el esfuerzo tecnológico y el grado 
de exposición a la competencia internacional en el marco de dis­
tintas trayectorias tecnológicas sectoriales. Por último se presen­
tan las conclusiones. 

*Profesoras de la División de Posgrado de la Facultad de Econo­
mía de la UNAM. Las autoras agradecen al!NEGI, en particular a A. 
Durán por su valiosa ayuda en la configuración de la muestra y el 
cálculo de algunas variables <brown@servidor.unam.mx> <ldv 
@servidor. unam.mx> 

3. Se calcula que en Jos años setenta las empresas de capital na­
cional o extranjero contribuían con apenas 7.2% del gasto nacional en 
ciencia y tecnología. Secofi, Centro Científico de IBM, Estudio sobre 
el estudio de la transferencia de tecnología en México: 1983-1988, 
mimeo., 1988. 
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L A CONDUCTA TECNOLÓGICA : EXPLORACIÓN DE HIPÓTESIS 

Los cambios en los modelos de política económica, y en par­
ticular la apertura, han determinado mutaciones drásticas 
en el aparato productivo que se han comentado ampliamen­

te. 4 Respecto a cómo estos cambios micro y macroeconórnicos 
afectan la conducta tecnológica, en especial uno de sus elementos 
constitutivos, las actividades de investigación y desarrollo, hay 
varias concepciones teóricas. 

La primera se desprende directamente de los textos de micro­
economía y sitúa a la empresa en un universo de completa racio­
nalidad, con información perfecta y pleno acceso a los factores 
productivos: las empresas trabajan en un ámbito tecnológico 
óptimo. En esta percepción, el conocimiento tecnológico es un 
factor más de la producción, establecido o codificado de antema­
no, sin entrar en más consideraciones sobre sus componentes. 
El conocimiento técnico está disponible y es un bien público. 5 

Las naciones simplemente establecen un nivel apropiado de la 
intensidad de capital de acuerdo con las tasas de precios relati­
vos, determinados por sus disponibilidades de capital y trabajo 
físico. En una industria dada las empresas tienen la misma fun­
ción producción y seleccionan sus técnicas con referencia a una 
razón de precios relativos. En un marco de desarrollo económi­
co, las naciones atrasadas pueden recibir mejoras provenientes 
de innovadores de economías industrializadas. La adaptación de 
estas tecnologías es trivial, dado que las alternativas están dis­
ponibles para todos los precios de factores, todas las empresas 
son eficientes por igual y el aprendizaje o esfuerzo tecnológico 
no son necesarios ni relevantes. Los cambios en los precios rela­
tivos proveen las condiciones necesarias para generar los incen­
tivos de cambio en la conducta tecnológica de las empresas y lo 
que las mueve a realizar ID cuando es necesario. 

En el otro extremo, un segundo enfoque visualiza a nuestra 
economía como totalmente dependiente en materia de tecnología 
debido al peso de la importación de ésta y a la creciente presen­
cia de la subcontratación internacional (las maquiladoras ). Toda 
la tecnología viene de fuera y el papel de las empresas es seguir 
las instrucciones -perfectamente codificadas- para realizar 
ciertas fases del proceso productivo. El aprendizaje es muy lirni­
tado y no hay incentivos para cambiar la conducta tecnológica 
debido al control de las grandes transnacionales sobre la tecno­
logía. 6 Según esta manera de ver las cosas, ante la globalización, 
en las empresas de los países como México, la investigación y 

4. E. Dussel, La economía de la polarización, JUS-UNAM, Méxi­
co, 1997, y J. López, "Mexico's Crisis: Financia! Modernization and 
Financia! Fragility", Banco Nazionale de Lavo ro Quarterly Review, 
junio de 1997. 

S. K. Arrow, "Economic Welfare and the Allocation ofResources 
for Invention", en N ational B urea u of Economic Research, The Rate 
and Direction of lnventive Activity, Princeton U ni versity Press, 1962. 

6. Esta concepción tiene sus raíces en teorías en boga en los se­
tenta, que destacaban el carácter de cautivo del empresariado nacio­
nal. A. Pinto, "Notas sobre desarrollo, subdesarrollo y dependencia", 
El Trimestre Económico, núm. 154, Fondo de Cultura Económica, 
México, 1972. 
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el desarrollo no pueden darse o tienden a desaparecer si es que 
existen. 

En nuestra opinión, ninguna de las dos concepciones extre­
mas anteriores contribuye a explicar las grandes diferencias y 
asimetrías entre países, en particular entre los semiindustria­
lizados. Por ejemplo, hace dos décadas los países del Sudeste 
Asiático y los latinoamericanos eran aparentemente similares 
en cuanto a su estructura económica y PIB. En la actualidad hay 
grandes disparidades entre ambos grupos de países e internas a 
ellos. 7 

Una tercera concepción de este asunto remite a la corrien­
te teórica que examina el progreso técnico como un proceso 
acumulativo. 8 Según aquélla es erróneo considerar que las em­
presas se enfrentan simplemente a un conjunto de posibilida­
des tecnológicas dadas. La tecnología, para esos autores, no 
sólo está integrada por las máquinas o los blueprints; tiene 
además y de manera muy destacada componentes tácitos de co­
nocimiento específico, tanto de las personas como de las ruti­
nas internas que se desarrollan a partir de procedimientos de 
búsqueda y aprendizaje para mejorar la eficiencia productiva 
y generar nuevos productos e implantar nuevos métodos de or­
ganización. Esto quiere decir que las tecnologías que una em­
presa puede incorporar en un momento dado tienen menos 
importancia que el conjunto de las que ya dispone, pues cada 
empresa es relativamente única en sus capacidades porque sus 
experiencias son en cierta manera exclusivas. Por tanto, el uso Cl 

exitoso de la tecnología tiende a ser dependiente de lo que las 
empresas hagan por acrecentar sus capacidades, en las que se 
cuentan las actividades de formación que realicen a partir de 
diversas fuentes de conocimiento, externo o interno, median-
te un proceso de aprendizaje costoso en tiempo y recursos, amén 
de pleno de incertidumbre. 

En economías que no generan su propia tecnología la trans­
ferencia implica un aprendizaje sólo cuando está ligada a expe­
riencias anteriores9 de esfuerzos tecnológicos de las empresas 
para hacer cambios, que pueden ir desde simplemente resolver 
cuellos de botella en procesos, a mejorar el uso de subproductos, 
incorporar nuevas fuentes de insumos o introducir una gran va­
riedad de mejoras incrementales en productos y procesos. 10 El 

7. S. Lall, "Technological Capabilities and Industrialization", 
World Development, vol. 20, núm. 2, 1992. 

8. G. Dosi, "Sources, Procedures, and Macroeconomic Effects of 
Innovation",Journal ofEconomic Literature, vol. XXVI, núm. 3, 1988; 
R. Nelson y S .J. Winter, An Evolutionary Theory of Economic Change, 
The Belknap Press of Harvard University Press, 1982, Cambridge, 
Mass., y N . Rosenberg y C. Frischtak, International Technology 
Transfer, Praeger, Nueva York, 1985, pp. VII-XIX. 

9. Para ver casos en que la transferencia de tecnología no ha impli- • 
cado aprendizaje véase Scott-Kemmins Bell y Satyarakwit, "Limited 
Learning in Infant Industry, a Case Study", en F. Steward y D. James, 
The Economics ofNew Technology inDeveloping Countries, Westview 41 
Press, Colorado, 1982, y L. K. Mytelka, Stimulating Effective Techno-
logy Transfer: the Case ofTextiles inAfrica, Praeger, Nueva York, 1985. 

10. Kim Wesphal L. y C. Dalhman, "Reflections on the Republic 
ofKorea's Acquisition ofTechnological Capability", en N. Rosemberg 
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esfuerzo de asimilación estimula al inicio una ID de adaptación 
que después puede llevar a orientaciones más originales. 

En esta perspectiva, Katz 11 considera que los cambios micro­
macroeconómicos de los últimos 20 años han originado proce­
sos de destrucción y recreación de capital humano en América 
Latina. El autor analiza, por un lado, cómo las mutaciones en los 
procesos productivos de las economías latinoamericanas han 
generado un desfile de cierre de empresas 12 que ha implicado 
destrucción de capital humano. La apertura comercial hacia el 
exterior ha abaratado y consecuentemente facilitado el acceso 
al equipamiento externo, induciendo a la sustitución de maqui­
naria y equipo de origen nacional por otros de fabricación ex­
tranjera y, de manera correlativa, dejando a un lado los intere­
santes esfuerzos locales de ingeniería de planta que se utilizaban 
para extender la vida útil del parque de máquinas de las empre­
sas. En el mismo sentido, se ha dado la expulsión de la estruc­
tura productiva de mano de obra calificada y su remplazo por 
equipamiento e ingeniería extranjera, así como el cierre de depar­
tamentos de ingeniería y proyectos que las empresas estatales 
habían creado durante la etapa de sustitución de importaciones 
(ISI). 

Pero el autor señala también que este fenómeno destructivo 
puede ser, lo ha sido en cierta medida, contrarrestado por un no­
vedoso proceso creativo en otros ámbitos de la producción. Algo 
así como un proceso de destrucción creativo al estilo schum­
peteriano. 

Así, han surgido actividades productivas tanto en bienes como 
en servicios en las que se pueden identificar nuevas formas de 
aprendizaje y novedosos procesos tanto de creación de capital 
humano como de caminos para la acumulación de capacidad 
técnica local. En la misma pauta, deben tomarse en cuenta al­
gunas modificaciones en la conducta tecnológica de empresas 
que, ante la competencia feroz y gracias a capacidades acumu­
ladas previamente, han incorporado cambios en los ámbitos de 
la organización y la producción con resultados favorables de in­
cremento en la productividad factorial y en la capacidad de en­
frentar los retos, que estimulan a emprender actividades de ID. 13 

y C. Frischtak, lnternational Technology Transfer, Praeger, Nueva 
York, 1985. 

11 . J. Katz, Cambios en la estructura y comportamiento del apa­
rato productivo latinoamericano en los años 1990: después del Con­
senso de Washington, ¿qué?, Conferencia para el25 aniversario de 
la Universidad Autónoma Metropolitana, México, 1999. 

12. Este cierre de empresas principalmente ha afectado a las pe­
queñas y medianas. Una aproximación a la proporción de cierre de 
empresas en una muestra se encuentra en F. Brown y L. Domínguez, 
Productividad: desafío de la industria mexicana, Jus-UNAM, Méxi­
co, 1999. 

13. La evidencia recogida por diversos trabajos aporta casos en 
distintas direcciones . Por un lado, empresas que antes realizaban acti­
vidades de ID en el intento de tener su propia tecnología, han abando­
nado esta orientación (G. Dutrenit y M. Capdeville, "El perfil tecno­
lógico de la industria mexicana y su dinámica innovadora en la década 
de los ochenta", El Trimestre Económico, 1993). Por otro lado , hay 
empresas nacionales con capacidades tecnológicas previas relativa-
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En otras palabras, no estamos ante un panorama rectilíneo 
sino más bien sinuoso y lleno de matices; a pesar de la insufi­
ciencia de ID en el país, resulta innegable que hay un núcleo 
de empresas, con cierto peso en la economía, que se apoyan en 
ella. Esta actividad puede ser fundamental en el desempeño 
económico fu tu ro del país, pese a que se desarrolle hoy por hoy 
tan sólo en un núcleo pequeño de empresas, por su influencia 
en la difusión hacia otros sectores con sus nuevos productos y 
procesos. 14 

La revisión de la literatura permite distinguir diversos incen­
tivos a la ID. La posibilidad de las empresas de llevar a cabo esas 
actividades depende, por el lado de la oferta, del tamaño de la 
empresa y su acceso a habilidades y capacidad de absorción. Por 
el lado de la demanda, la competencia implica una presión in­
herente para inducir la búsqueda de innovaciones. Pero tam­
bién hay presiones externas a la empresa: como cualquier deci­
sión de inversión, el entorno macroeconómico y el régimen de 
comercio afectan los rendimientos esperados. 15 

La revisión de la literatura aporta una serie de hipótesis vin­
culadas al enfoque evolucionista de la tecnología especialmente 
relevantes para analizar el perfil de las empresas que realizan 
ID en una economía semiindustrializada. Éstas se presentan a 
continuación. 

INVESTIGACIÓN y DESARROLLO 

Y TAMAÑO DE LAS EMPRESAS 

Los trabajos de Schumpeter muestran que las innovaciones 
tecnológicas se inician en las empresas grandes y no en las 
pequeñas: "hemos tenido que aceptar que los establecimien­

tos o unidades de control de gran escala han llegado a ser la 
máquina más poderosa de progreso económico" .16 Hay varias 
razones apriorísticas, en términos de sus resultados, por las que 
la ID en las empresas grandes suele ser eficaz: las economías de 
escala que provienen de las indivisibilidades del equipo y lama­
quinaria; el más fácil acceso de esas empresas a los mercados de 
capitales y su mayor capacidad de absorción de riesgos, y que pue­
den agrupar riesgos de varios proyectos simultáneos, lo que a 

mente desarrolladas que al darse cuenta de que la mejor tecnología no 
está en venta, pues sus tecnologistas pueden exportar directamente a 
México, reconocen la necesidad de realizar ID y en los últimos años 
han abierto centros de desarrollo tecnológico. Véase el caso de Resisto! 
en L. Domínguez y J. Warman Gryg, Tecnología y competitividad en 
un nuevo entorno, VNAM, México, 1995. Asimismo, están las llama­
das "maquiladoras de tercera generación" que han creado centros de 
ID que realizan diseños conjuntos y cambios a los diseños de los pro­
ductos (F. Brown, La industria de auto partes mexicana: reestructu­
ración reciente y perspectivas, CEPAL, Santiago, Chile, 1999). 

14. G. Papaconstantinou, N. Sakurai y A. Wyckoff, Embodied 
Technology Diffusion: An EmpiricalAnalysisfor 1 O OECD Countries, 
OCDE, 1999. 

15. S. Lall, op. cit. 
16. J. Schumpeter, Capitalism, Socialism and Democracy, Harper 

and Brothers, Nueva York, 1950. 
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su vez les permite obtener más innovaciones. Esta relación en­
tre poder de mercado e innovación fue cuestionada por Arrow.I 7 

El autor señala que en muchas situaciones las empresas compe­
titivas , al tratar de generar nuevas innovaciones, tienen mayo­
res incentivos para emprender proyectos de ID. 

En realidad, la asociación entre ID y tamaño de la empresa 
carece de evidencia empírica concluyente. En tanto Soetei8 

argumenta que el gasto en ID -que define como una mejor 
aproximación de la actividad inventiva frente al empleo de per­
sonal en ID o patentes- se incrementa más que proporcional­
mente con el tamaño, los estudios de Mansfield, Scherer y 
Pavitt et a[. I9 sugieren que la relación no es lineal. Por ejem­
plo, Scherer muestra que los insumos para ID se incrementan 
de manera menos que proporcional con el tamaño ; en cuanto 
a las patentes, señala que tienen en efecto una fase de rendi­
mientos crecientes con respecto al tamaño de la empresa, pero 
luego se incrementan menos que proporcionalmente. Pavitt, 
por su parte, en un estudio de más de 4 000 innovaciones en el 
Reino Unido encontró que las empresas más pequeñas (con 
menos de 1 000 empleados) fueron la fuente de cerca de una 
tercera parte de las innovaciones . 20 

En el cuadro 1 se muestra la estadística descriptiva del tamaño 
de los establecimientos y el gasto en ID en México durante 1997. 
Este tipo de datos son muy escasos en el país y las fuentes no 
siempre son comparables. Para esta investigación se utilizó la 
Encuesta Industrial Anual (EIA) que captura la información del 
gasto en la ID que se realiza tanto para procesos productivos como 
para el cuidado ambiental a partir de 1994. Es una muestra de 
6 439 establecimientos. Según ésta, 827 establecimientos con 
más de 50 empleados contaban con proyectos de ID; 75% del 
gasto se concentró en 170 establecimientos con más de 500 em­
pleados, en una proporción de 0.5 % de sus ventas. Desde el punto 
de vista de la proporción del gasto en ID en relación con las ventas 
no se observa una relación lineal asociada con el tamaño, ya que 
los más pequeños tienen el índice más alto. 

Investigación y desarrollo y oportunidad tecnológica 

Una segunda hipótesis para explicar las diferencias interindus­
triales entre las empresas con proyectos de ID se basa en los nive­
les de oportunidad tecnológica prevalecientes en cada industria. 
En la literatura se menciona la dificultad de medir objetivamente 

17 . K. Arrow, o p. cit. 
18. L. Soete, "Firm Sizeand InventiveActivity", EuropeanEcono­

mic Review, núm. 12, 1979. 
19. E. Mansfield, Industrial Research and Technologicalinno­

vation, Nueva York, 1968; F. M. Scherer, "Market Structure and Em­
ployment of Scientists and Engineers", American Economic Review, 
núm. 57 , 1967, y K. Robson Pavitt y J. Towsend, "The Size Distribution 
oflnnovating Firms in the UK, 1945-83", Journal of Industrial Eco­
nomics, núm . 35, 1987. 

20. Cabe señalar que en términos de la economía mexicana, gran 
parte de las empresas que Pavittconsidera pequeñas son relativamente 
grandes . 
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dichas oportunidades tecnológicas,2I pese a que se han hecho 
intentos para incorporar este factor en la explicación de tales 
diferencias. Así, Scherer dividió las 58 industrias de Estados 
Unidos, en términos de sus oportunidades tecnológicas , en cuatro 1 

clases: general y mecánica, eléctrica, química, y tradicional, para 
demostrar que el empleo de científicos e ingenieros está relacio-
nado con las oportunidades tecnológicas. 22 Levin et al. confir­
maron los resultados de Scherer con una muestra de empresas 
que les permitiera definir un rango de oportunidades tecnoló­
gicas .23 Los autores pidieron a los entrevistados de cada grupo 
calificar a su industria con base en los siguientes parámetros: su 
relación con la ciencia, su dependencia respecto a la tecnología 
del proveedor, y la eficacia de los mecanismos para prevenir 
imitaciones de innovaciones. Sus resultados muestran que cuan-
do se considera la oportunidad tecnológica, variables como el 
tamaño de la empresa o la estructura de mercado pueden perder 
capacidad explicatoria. 

En su trabajo sobre el papel de la ID en la capacidad de ab­
sorción y aprendizaje de la empresa, Cohen y LevinthaF4 señalan 
la importancia de considerar el costo y la facilidad con que puede 
ocurrir el aprendizaje. Los autores subrayan que la mayor par­
te de este costo surge del desarrollo de un acervo de conocimiento 
anterior que, a su vez, depende de las características del cono- • 
cimiento tecnológico y científico en una industria dada, así como 
de su ritmo de avance. La oportunidad tecnológica refleja el costo 
que para la empresa implica alcanzar el avance técnico en una • 
industria dada. Los autores incorporan a su modelo dos elemen-
tos determinantes de la oportunidad tecnológica. Una es la can-
tidad de conocimiento tecnológico extraindustrial, como puede 
ser el producto de laboratorios de universidades o gobierno, o 
el conocimiento provisto por abastecedores de equipo. Otra 
dimensión de la oportunidad tecnológica es el grado en que el 
nuevo conocimiento mejora el desempeño tecnológico de los 
procesos y productos de la empresa. 

El concepto de trayectoria tecnológica puede proporcionar 
una buena aproximación al análisis de la oportunidad tecnoló­
gica y su incidencia en la realización de ID en la industria mexi­
cana. Las vastas diferencias entre las características de las prác­
ticas innovadoras en las actividades industriales determinan a 
su vez diferentes trayectorias tecnológicas de los sectores indus­
triales. Basado en este esquema, Pavitt propone una taxonomía 
integrada por cuatro tipos de trayectorias: dependiente del pro­
veedor de tecnología, tecnología intensiva en escala, oferentes 
especializados, y tecnología basada en la ciencia.25 El sector 
dominado por el proveedor de tecnología está constituido por 
actividades industriales tradicionales en las cuales predominan 

21 . Hay y Morris, Industrial Economics and Organization. Theory • 
and Evidence, Oxford University Press, 1991. 

22. F.M. Scherer, op. cit. 
23 . R. Levin, W. Cohen y D .C . Mowery, "R&D Appropiability, • 

Opportunity and Market Structure, New Evidence on Sorne Schum­
peterian Hypothesis", American Economic Review, núm. 75 , 1985. 

24. W. Cohen y D. Levintha1, op. cit. 
25. K. Robson Pavitt y J. Towsend, op. cit. 



cumercw exrenor, nov1emore ae LUUU 1001 

e u A D R o las tecnologías maduras y muy 
difundidas, lo cual determina su 
bajo dinamismo tecnológico. El 
intensivo en escala está confor-

M ÉXICO : ESTABLECIMIENTOS QUE REALIZAN ID, POR TAMAÑO 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
mado por industrias productoras 
de bienes tecnológicamente ma-
duros con economías, como lo 
indica su clasificación, de escala 
significativas. En él se localizan 

Empleados 

50-LOO 
100-250 
250-500 

Establecimientos 
con ID 

219 
250 
188 
170 
827 

Porcentaje de ID!VBP2 

Total gasto en ID Establecimientos Total 
de establecimientos' respecto al total con ID muestra 

2 561 
1 665 

850 
655 

5 731 

4 
10 
11 
75 

100 

0.69 
0.39 
0.38 
0.50 

0.08 
0.06 
0.09 
0.14 los bienes de consumo duradero Más de 500 

y las industrias de proceso con- Total 

tinuo. El de oferentes especiali­ l. El total de establecimientos considerado no coincide con el total de la Encuesta Industrial Anual , porque se eliminaron, con 
asesoría del lNEGl, 708 establecimientos por falta de información. 2. Valor bruto de la producción. zados comprende las actividades Fuente: lNEGl, Encuesta Industrial Anual, 1994-1997 . 

de maquinaria y equipo e instru­
mentos de medición y control. •••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
Son empresas relativamente pe-
queñas que generan por sí mismas una alta proporción de sus 
innovaciones de proceso, aunque éstas se concentran en el pro­
ducto. Por último, el basado en la ciencia destaca por su contri­
bución al cambio tecnológico. Está compuesto por actividades 
de alto dinamismo tecnológico, tales como la aéreoespacial, la 
electrónica, la química fina y las telecomunicaciones. Según 
Pavitt, la composición de la industria manufacturera de un país, 
de acuerdo con estas trayectorias, constituye uno de los facto­
res determinantes del ritmo y la dirección del cambio tecnoló­
gico de la economía en su conjunto. Este enfoque puede apor­
tar luces para analizar el perfil de los establecimientos con 
proyectos de ID, pues permite identificar la influencia de trayec­
torias sectoriales específicas . Dutrenit y Capdeville aplicaron 
esta taxonomía a la industria manufacturera mexicana, la cual 
se utiliza en este trabajo. 26 

Al clasificar a los establecimientos de la muestra de la EIA 

de 1997 con base en sus trayectorias tecnológicas se hace 
evidente el rezago de la industria mexicana con las reducidas 
participaciones de las empresas en sectores de oferentes espe­
cializados (5% del valor agregado total de la muestra). La eco­
nomía mexicana ha dependido tradicionalmente de los bienes 
de capital importados, situación que no ha cambiado en las dos 
décadas anteriores, sino que se ha intensificado Y Igualmen­
te debe mencionarse la pequeñísima participación de las em­
presas con tecnología intensiva en la ciencia (6% ). En contraste, 
los establecimientos con tecnologías intensivas en escala cons­
tituyen 52% y los dependientes del proveedor de tecnología, 
37 por ciento. 

Esto se traduce en amplias diferencias en cuanto ala presencia 
de ID en las empresas. Destaca la importancia del gasto en ID entre 
los establecimientos intensivos en escala que realizaron 62% de 
éste, con 237 establecimientos, con una relación de dicho gas­
to respecto a sus ventas de 0.4% para los establecimientos que 
realizan la investigación y de 0.07% respecto al total de la in-

26. G. Dutrenit y M. Capdeville, op. cit. 
27. La participación de los oferentes especializados se redujo en 

los años ochenta casi dos puntos porcentuales . G. Dutrenit y M. Cap­
deville, op. cit. 

dustria. Si bien este sector se caracteriza por poseer tecnologías 
maduras esto no implica que no pueda haber innovaciones.28 El 
sector intensivo en ciencia, integrado por 105 establecimientos, 
destaca por el nivel más alto gasto en ID/ventas: 1.07%, y una 
aportación de 16% del gasto total (véase el cuadro 2). 

Investigación y desarrollo y esfuerzo tecnológico 

El éxito en el uso de tecnología y la posibilidad de realizar inno­
vaciones tiende a ser dependiente de lo que las empresas hagan 
por acrecentar la capacidad en distintos niveles: de inversión, 
producción y enlace. Las capacidades de inversión son las ha­
bilidades necesarias para identificar, preparar, obtenertecnología 
para diseñar, equipar, emplear y comisionar una nueva instala­
ción. Las capacidades de producción van desde las habilidades 
básicas (control de calidad, operación y mantenimiento) hasta 
las más avanzadas, como adaptación y mejora de equipo, o las 
más demandantes de investigación, diseño e innovación. Las 
capacidades de enlace son las habilidades necesarias para trans­
mitir información, habilidades y tecnología a clientes, firmas 
consultoras o instituciones tecnológicas. 29 Es decir que es obliga­
do el empleo de personal altamente capacitado, así como incor­
porar nuevas tecnologías que permitan procesos de aprendizaje 
aprovechando la experiencia mediante el cambio. 30 Para evaluar 
estas variables en nuestra investigación, utilizamos las remune­
raciones medias pagadas por cada establecimiento como una 
aproximación al uso de mano de obra calificada, la inversión en 
maquinaria por trabajador, los acervos de capital por trabajador 
y el gasto por transferencia de tecnología (véase el cuadro 3). 

28. De la concepción evolucionista se desprende que dado que el 
cambio tecnológico es un proceso continuo para absorber o crear co­
nocimiento técnico, determinado en parte por insumas externos y parte 
por la acumulación pasada de habilidades y conocimiento, es evidente 
que la innovación puede ser definida más ampliamente para cubrir los 
tipos de búsqueda y esfuerzo de mejora. S. Lall , op. cit. 

29. !bid. 
30. Scott-Kemmins Bell y Satyarakwit, op. cit. 
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MÉXICO: ID EN LAS DISTINTAS TRAYECTORIAS TECNOLÓGICAS 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
Trayectorias Establecimientos Total de Gasto en ID Gasto/ventas de Gasto/ventas en el total 
tecnológicas con ID establecimientos respecto al total (%) establecimientos con ID (%) de la muestra (%) 

Dependiente del proveedor 362 3 458 16 0.50 0.06 
Oferentes especializados 113 524 6 0.66 0.14 
Intensivo en escala 237 1 428 62 0.40 0.07 
Basado en la ciencia 105 314 16 1.07 0.28 
Toral 817 5 724 100 0.53 0.08 

Fuente: INEGI , Encuesta Industrial Anual, 1994-1997 . 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

Los establecimientos que invirtieron en ID destacan también 
por su esfuerzo tecnológico en otros aspectos. Como se obser­
va en el cuadro 3, los establecimientos con gasto en ID hicieron 
inversiones en maquinaria y acervos de capital por trabajador 
más altas que el resto de los establecimientos y remuneran mejor 
el trabajo, lo que sugiere que emplean personal con mayores 
grados de calificación y tienen mayores niveles de productivi­
dad laboral. 

Investigación y desarrollo e inserción internacional 

Ya se ha resaltado la importancia de la competencia como incen­
tivo para generar innovaciones. Con la intensificación de la 
competencia internacional y el acelerado cambio tecnológico 
en la información, los nuevos materiales y la biotecnología, los 
proyectos de ID han cobrado singular relieve para el éxito en la 
inserción internacional. Ante la evidencia de que el crecimien­
to del comercio de manufacturas es proporcionalmente mayor 
que el del comercio mundial totai,3' en particular en los renglones 
en que la innovación tecnológica es más intensa, queda claro que 
la única vía que no se agota para penetrar los mercados interna­
cionales es la agregación de conocimiento a los bienes y servi­
cios exportados. De ahí que sea importante examinar en qué 
medida la actividad exportadora de las empresas está asociada 
a la presencia de algún proyecto de ID. Aunque evidente, la re­
lación de las exportaciones mexicanas con la subcontratación 
internacional para la producción local de partes y componentes 
no debería excluir necesariamente la posibilidad de contar con 
proyectos de ID. La subcontratación no es incompatible con el 
aprendizaje tecnológico, como lo comprueban varios análisis 
sobre países del SudesteAsiático;32 en México mismo hay ejem­
plos de empresas que realizan desarrollos con sus clientes o que 
proponen cambios, limitados o significativos, en procesos y 
productos. 33 

31. A. Hounie, L. Pittaluga, G. Porcile y F. Scatolin, "La CEPAL 
y las nuevas teorías del crecimiento", Revista de la CEPAL, 1999. 

32. S. Watanabe, Technology, Marketing and lndustrialization, 
Macmillan, Nueva Delhi, 1983, y APO, lnternational Subcontracting 
as a Too! ofTechnology Transfer, Tokio, 1978. 

33 . F. Brown, op. cit. 

e u A D R o 3 

MÉXICO: ID Y ESFUERZO TECNOLÓGICO 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 
Establecimientos Establecimientos 

con ID sin ID 
Inversión en maquinaria 

por trabajador 27 .23 12.67 
Acervos de capital por trabajador 76.27 39.50 
Empleo de personal calificado 69.38 48.38 
Gasto por transferencia de tecnología/ 

ventas (%) 0.59 0.32 
Productividad laboral, 1997 515.81 375.84 

Fuente: INEGI, Encuesta Industrial Anual , 1994-1997. 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 

Un segundo nivel relacionado con la inserción internacional 
remite a la participación de las empresas transnacionales en las 
actividades de ID de los países, en las que al parecer hay asime­
trías, según sean éstos desarrollados o serniindustrializados. 
Serapio, Dalton y Yoshida señalan que las operaciones locales 
en ID de las filiales en Japón, Canadá y algunos países europeos 
se han convertido en una importante fuente de conocimiento 
científico y de tecnologías para la corporación global. 34 Según 
esos autores, los consorcios internacionales no se limitan a sólo 
adquirir ciencia y tecnología, sino que integran sus actividades 
de ID locales con las del extranjero para formar redes de inves­
tigación y desarrollo. 

Otro punto de vista sugiere que dicho proceso no ocurre así 
necesariamente. Lall35 ha alertado sobre las implicaciones ad­
versas que puede tener la inversión extranjera directa en el trun­
camiento de la transferencia de tecnología; el país en desarrollo 
recibe en este caso los resultados de la innovación y no el pro­
ceso mismo; para la empresa no es eficiente invertir en crea­
ción de habilidades y enlace en una nueva localización. Por tan­
to no se esperaría que se generaran actividades de ID en las 

34. M . Serapio, D. Dalton y P. Yoshida, "Globalization of R&D 
Enters New Stage as Firms Learn to Integra te Technology Operations 
on World Scale", Research Technology Management, Washington, 
2000. 

35. S. Lall , op. cit. 

• 

• 

• 

• 
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afiliadas a las transnacionales. 36 Katz, 37 por su parte, ha seña­
lado que a raíz de la globalización el modelo de organización in­
dustrial entre las casas matrices transnacionales y sus respecti­
vas filiales se ha modificado y éstas han cambiado su patrón 
histórico de comportamiento tecnológico debido a la mayor 
facilidad para operar en línea con sus diversos departamentos 
de ingeniería. Al disminuir los esfuerzos "adaptativos" surgi­
ría la paradoja de estar avanzando hacia programas de produc­
ción tecnológicamente más complejos y cercanos a la frontera 
técnica mundial, pero al mismo tiempo menos intensivos en el 
uso de conocimientos técnicos y de equipo local. 

Por último, un asunto vinculado también con la inserción en 
escala internacional nos lleva a la transferencia de tecnología. 
Al respecto, como se menciona al inicio, hay puntos de vista 
opuestos: por una parte, la corriente que destaca la dependen­
cia tecnológica y que considera a la transferencia de tecnología 
como un aspecto negativo que desestimula el aprendizaje y 
desincentiva la ID. Por otra, el enfoque del progreso técnico 
acumulativo señala que, aun en países que inicialmente depen­
dían de tecnología importada, esta transferencia puede ser un 
vehículo para el desarrollo tecnológico de la empresa y retro­
alimentar la ID cuando las empresas se preocupan por enrique­
cer sus capacidades tecnológicas; es decir, las importaciones de 
tecnología no tienen por qué excluir a la ID. En otras palabras, 
esas adquisiciones pueden por tanto ser redirigidas a procesos 
que alimenten los esfuerzos locales, más que suprimirlos, como 
señala Lall. 38 Ejemplos de ello son Corea y Japón.39 

La evidencia empírica para el caso de México es ambigua en 
lo que se refiere a la asociación de la ID con los niveles de inte­
gración internacional : sólo 20% de los establecimientos que 
hacen ID son extranjeros, pero realizan una parte importante del 
gasto en esta actividad (66% del total) y tienen en promedio una 
relación gasto en ID sobre ventas de 0.5%. Del total de las em­
presas exportadoras sólo 20% se apoya en la ID; sin embargo, 
debe resaltarse que son la mitad de las empresas que tienen pro­
yectos de ID y realizan 78% del gasto con una relación de éste 
respecto a las ventas de 0.46%. 

Por último, 30% de los establecimientos que importan tec­
nología realizan 37% de este gasto con un promedio de ID so­
bre ventas de 0.54%. En otras palabras, una parte importante del 
gasto en ID lo realizan filiales de transnacionales o empresas 
exportadoras o importadoras de tecnología, lo cual, por sí mis­
mo, no indica que no haya presencia de ID en empresas de otro 
tipo (véase el cuadro 4). 

36. Lall también señala que el truncamiento no sólo puede dismi­
nuir el desarrollo de la afiliada, sino también sus enlaces con el país 
huésped y limitar externalidades benéficas; la presencia fuerte con la 
tecnología avanzada puede disuadir a los competidores locales de in­
vertir en la profundización de sus propias capacidades (opuesto a ser 
dependiente de la tecnología extranjera importada o, cuando ésta no 
está disponible a precios razonables, salirse de la actividad). Sin em­
bargo, éste es un tema que sale del alcance de este análisis. /bid. 

37 . J. Katz, o p. cit. 
38. S. Lall, op. cit. 
39. L. Wesphal et al ., op. cit. 
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A partir de este análisis de estadística descriptiva, las varia­
bles que pueden contribuir a explicar el perfil de las empresas 
con proyectos de ID son: el tamaño, la oportunidad o trayecto­
ria tecnológica sectorial de la empresa, el nivel de esfuerzo tec­
nológico, y las modalidades de la inserción en los mercados in­
ternacionales. Esperaríamos, además, que las características de 
estas empresas fueran distintas dependiendo de la trayectoria tec­
nológica en la cual avanzan. 

MoDELO LOGIT PARA INVESTIGAR EL PERFIL 

DEL ESTABLECIMIENTO CON PROYECTOS 

DE INVESTIGACIÓN Y DESARROLLO 

Discutidas en la sección anterior las hipótesis en torno al 
perfil del establecimiento con proyectos de ID y sus dife­
rencias discrecionales, ahora la inquietud fundamental es 

identificar las características estadísticamente significativas de 
dicho perfil; para ello se emplea un modelo Logit. 

La variable dependiente (ID) es una variable ficticia que iden­
tifica con el número uno a los establecimientos que en 1997 
contaban con proyectos de ID, y con cero el caso contrario. La 
especificación del modelo es la siguiente: 

Donde: 
Calif = 1 cuando las remuneraciones por trabajador están por 

encima del promedio y cero en caso contrario. Es una proxy de 
la calificación de la mano de obra. 

Expo = 1 cuando las exportaciones entre las ventas del esta­
blecimiento es menor a 20%, igual a 2 cuando son mayores a 
20%, y cero cuando el establecimiento no exporta. 

Maq = 1 cuando la inversión en maquinaria por trabajador está 
por encima del promedio y cero en el caso contrario. 

Nac = 1 cuando el establecimiento tiene más de 50% de ca­
pital nacional. 

Tec = 1 cuando los pagos por transferencia de tecnología a 
ventas son menores de 2%, igual a 2 cuando son mayores a 2%, 
y cero en el caso de que el establecimiento no haya erogado en 
este rubro. 

Tama = 1 cuando el establecimiento tiene de 51 a 100 emplea­
dos, igual a 2 cuando tiene entre 1 O 1 y 250, igual a 3 cuando tiene 
entre 251 y 500, e igual a cuatro cuando tiene más de 500 traba­
jadores. 

La intención del modelo es determinar la probabilidad de que 
los establecimientos tengan las características representadas por 
las variables independientes. El cuadro 5 presenta los resulta­
dos de la estimación para los 5 700 establecimientos incluidos 
en la muestra. 

Todas las variables resultaron estadísticamente significa­
tivas con excepción de la nacionalidad del capital. En otras 
palabras, esta última no es una característica distintiva de las 
empresas que tienen proyectos de ID. De manera general podría 
afirmarse que se confirma, para el caso de esta muestra, la hipó-
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I NTEG RACIÓN AL MER CADO INTERNA CIONAL E I D 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
Establecimientos Total de 

con ID establecimientos 

Nac ionales 633 4 701 
Ex tranjeras 194 l 030 
Total 827 5 731 

Exportadoras 452 2 187 
Gas tan en transferencia de tecnolog ía 308 l 014 

Fuen1e: INEGI, Encuesta Industri al Anual, 1994- 1997 . 

Gasto en ID 
respecto al total (%) 

44 
66 

100 

78 
37 

Gasto/ventas Gasto/ventas 
en establecimientos en el total 

con ID( %) de la muestra( %) 

0.53 0.08 
0.50 0.09 
0. 53 0.08 

0.46 0. 18 
0.50 0. 16 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

e u A D R o 5 tesis schumpeteriana en torno al tamaño de los 
establecimientos, las relacionadas con el esfuerzo 
tecnológico de las empresas y las demás varia­
bles que se vinculan con la inserción a los mer­
cados internacionales. 

E sTIMACióN PA RA TODA LA MUESTRA 

••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
Variable Coeficiente Estadístico t Probabilidad 

C' -3.56 -22.5 0.00 
Para confirmar si las trayectorias tecnológi­

cas son una variable útil para definir las caracte­
rísticas de estas empresas, se examinaron esas 
hipótesis para cada trayectoria tecnológica, es 
decir, para los establecimientos basados en la 
ciencia, los intensivos en escala, los oferentes 
especializados y los dependientes del proveedor, 
esperando encontrar resultados diferenciados . 
Los resultados de las cuatro regresiones pueden 
verse en el cuadro 6. 

Proxy de la calificación de la mano de obra 0.67 7.5 0.00 
Capital nacional 0.17 1.6 0.09 
Exportaciones a ventas 0.18 3.4 0.00 
Invers ión en maquinaria por trabaj ador 0.18 1.9 0.05 
Pagos por tran sferencia de tecnología 0.41 6.5 0.00 
Empleados (tamaño) 0.25 6.5 0.00 

l. Características estadísticamente significativas del perfil del establecimiento con proyectos de ID. 

• •••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 

Un resultado notable se refiere a los comportamientos de 
nuestras variables en cada regresión. Entre los establecimien­
tos con tecnología basada en la ciencia sólo dos variables resul­
taron estadísticamente significativas. Como era de esperarse, el 
uso de mano de obra altamente calificada, que se expresa por un 
nivel alto de las remuneraciones medias, se asocia a la presen­
cia de gasto en ID. A diferencia del caso general, se encontró una 
relación significativa con la presencia de capital nacional. 

En los establecimientos con tecnología intensiva en escala 
las variables estadísticamente significativas son el tamaño, el 
empleo de mano de obra altamente calificada, las exportacio­
nes y el gasto en transferencia de tecnología. En el caso de los 
oferentes especializados, el empleo de personal altamente ca­
lificado resulta también estadísticamente significativo, así como 
el tamaño. Por último, el mismo resultado se encontró entre los 
dependientes del proveedor de tecnología en cuanto al uso de 
mano de obra calificada y el tamaño, pero también resultaron 
estadísticamente significativas la inversión de maquinaria por 
trabajador, las exportaciones y el gasto por transferencia de 
tecnología. Las diferencias de resultados en las distintas regre­
siones confirman la hipótesis en torno al efecto de las distintas 
prácticas innovadoras en cada trayectoria tecnológica, como se 
aprecia en el cuadro 7. 

La heterogeneidad de los resultados no permitieron llegar a 
conclusiones contundentes respecto a las hipótesis planteadas 

en esta investigación. Con excepción de la utilización de la mano 
de obra, la asociación entre las empresas con proyectos de ID y 
el resto de las variables difiere en las distintas estimaciones. Por 
esta razón la hipótesis shumpeteriana del tamaño pierde capa­
cidad explicativa; la oportunidad tecnológica y la importancia 
de la competencia internacional como incentivo para realizar ID 

y generar innovaciones sólo es válida en algunas trayectorias. 
En ningún caso se confirma la hipótesis de la dependencia tec­
nológica que considera la transferencia de tecnología como 
desestimulante del aprendizaje y de la ID, y en dos casos se en­
contró más bien una asociación positiva entre la presencia de 
proyectos en ID y un nivel alto de gasto por transferencia de tec­
nología. Por último, la asociación con el capital transnacional 
no fue significativa en ningún caso y la presencia de capital na­
cional sólo lo fue en un caso. 

CoNCL USIONES 

Este trabajo se llevó a cabo en el marco de un enfoque que con­
sidera al progreso técnico como un proceso acumulativo en 
el cual el aprendizaje y el enriquecimiento de las capacida­

des tecnológicas internas de las empresas tienen un papel impor­
tante . Este aprendizaje no es automático y tiene costos en tiem­
po y recursos , pero sobre todo está rodeado de incertidumbre. 

• 
• 

• 

ti 

• 
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Ante los cambios macroeconómicos, de organización industrial 
y microeconómicos, la industria mexicana ha vivido transfor­
maciones dramáticas que han resultado en una cadena de cierres 
de empresas y por tanto en destrucción de capital humano, que 
al mismo tiempo está siendo contrarrestado por un novedoso pro­
ceso creativo en otros ámbitos del devenir de la producción. 

Es un hecho que la economía mexicana se enfrenta a un cam­
bio, así sea lento, en los patrones de conducta tecnológica. En 
particular, el gasto en ciencia y tecnología está todavía finan­
ciado mayoritariamente por el Estado; sin embargo, el número 
de empresas que genera proyectos y gasto en ID se ha incre­
mentado de manera considerable respecto al observado duran­
te la etapa de sustitución de importaciones. 

La ID en la industria mexicana se ha abordado mediante es­
tudios de caso y, en menor medida, con datos agregados y aná­
lisis estadísticos, aspecto éste que ha sido nuestro principal in­
terés. La revisión de la literatura aportó hipótesis valiosas para 
el análisis del perfil del establecimiento con ID y para proponer 
y estimar un modelo econométrico. Las estimaciones de este 
modelo permitieron examinar la posible asociación entre las 
empresas con proyectos de ID y el tamaño de la empresa, lastra­
yectorias tecnológicas sectoriales, el esfuerzo tecnológico y la 
inserción internacional. 

Se estimaron cinco ecuaciones: una para toda la muestra de 
la industria manufacturera y otras cuatro para cada una de las 
trayectorias tecnológicas de la taxonomía de Pavitt (véase el 
anexo) . Los resultados de la primera estimación confirman la 
hipótesis schumpeteriana y las que se vinculan con las variables 
de esfuerzo tecnológico y las ligadas con el grado de inserción 
internacional, con excepción de la importancia de la presencia 
de empresas transnacionales. 

La consideración de las trayectorias tecnológicas por sepa­
rado aporta resultados específicos para cada una de ellas y ésta 
es una contribución del presente trabajo. Así fue posible esta­
blecer las distintas características de los establecimientos con 
proyectos de ID en las cuatro trayectorias tecnológicas. Los que 
cuentan con tecnología basada en la ciencia se caracterizan por 
emplear mano de obra calificada y por tener una participación 
importante de capital nacional; los establecimientos con tecno­
logía intensiva en escala se distinguen por la utilización de mano 
de obra calificada, por la presencia de empresas exportadoras, 
por gasto en transferencia de tecnología y por ser establecimien­
tos grandes. Los pertenecientes al grupo de los oferentes espe­
cializados son grandes y utilizan mano de obra calificada. Por 
último, los rasgos distintivos de los establecimientos dependien­
tes del proveedor de tecnología son su tamaño, el empleo de mano 
de obra calificada, la presencia de empresas exportadoras, el uso 
de maquinaria por trabajador por encima del promedio indus­
trial y su gasto en transferencia de tecnología. 

En cuanto a las hipótesis mencionadas, nuestros resultados 
confirman los señalamientos de Scherer y Levin, Cohen y Mo­
wery40 de que el tamaño pierde capacidad explicativa al conside-

40. R. Levin, W. Cohen y D.C. Mowery, op .. cit., y F.M. Scherer, 
op. cit. 
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ESTIMACIÓN PARA LAS DISTINTAS T RAYECTORIAS TECNOLÓGICAS 1 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 
Variable Coeficiente Estadístico t Probabilidad 

Establecimientos basados en la ciencia 

e -2.3 -5.2 0.0 
Calif 1.3 3.9 0.0 
Nac 0.6 2.1 0.0 
Expo -0.2 -0.8 0.4 
Maq 0.3 1.1 0.3 
Tec 0.2 0.9 0.4 
Tama 0.1 0.9 0.4 

Establecimientos intensivos en escala 

e -2.8 -11.5 0.0 
ealif 0.5 2.8 0.0 
Nac 0.2 1.2 0.2 
Expo 0.3 2.7 0.0 
Maq 0.2 1.2 0.2 
Tec 0.4 3.1 0.0 
Tama 0.2 2.4 0.0 

Oferentes especializados 

e - 2.9 -8.0 0.0 
ealif 0.7 2.7 0.0 
Nac 0.3 1.1 0.3 
Expo 0.2 l. O 0. 3 
Maq 0.1 0.4 0.7 
Tec 0.1 0.6 0.5 
Tama 0.4 4.0 0.0 

Dependientes del proveedor de tecnología 

e -3 .2 -16.8 0.0 
ealif 0.7 5.8 0.0 
Nac -0 .1 -0.8 0.4 
Expo 0.2 2.8 0.0 
Maq 0.3 1.8 0.1 
Tec 0.6 6.7 0.0 
Tama 0.3 5.6 0.0 

l. Ver equi valencias en cuadro 5. 
C =Características es tadísticamente significativas del perfil del establecimiento con 
proyectos de ID. 
Calif = Proxy de la calificación de la mano de obra 
Nac =Capital nacional 
Expo = Exportaciones a ventas 
Maq =Inversión en maquinaria por trabajador 
Tec = Pagos por transferencia de tecnología 
Tama = Empleados (tamaño) 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 

rar la oportunidad tecnológica, que en este trabajo se expresa en 
las diferentes trayectorias. Por ejemplo, en Jos establecimientos 
basados en la ciencia la hipótesis schumpeteriana no se confir­
ma, lo que era de esperarse dado que el tamaño medio de éstos 
tiende a ser menor que el promedio, pero sí en el resto de lastra­
yectorias tecnológicas. En lo que toca a la asociación del esfuerzo 
tecnológico de la empresa con las actividades de ID, el empleo 
de mano de obra altamente calificada ofrece resultados contun­
dentes al ser significativo en todos los casos. En contraste, la 
inversión en maquinaria por trabajador, que resultó estadís­
ticamente significativa en el caso general , sólo en los estable­
cimientos dependientes del proveedor de tecnología, la ID se 
asocia a esta variable. 
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pesar de la insuficiencia de investigación y desarrollo en el 

país, resulta innegable que hay un núcleo de empresas, con 

cierto peso en la economía, que se apoyan en ella. Esta 

actividad puede ser fundamental en el desempeño económico 

futuro del país, pese a que se desarrolle hoy por hoy tan sólo 

en un núcleo pequeño de empresas, por su influencia en la 

difusión hacia otros sectores con sus nuevos productos y 

procesos 

Respecto a la importancia de la competencia internacional 
como incentivo para realizar ID y generar innovaciones, si bien 
en el caso general fue estadísticamente significativa, al separar 
las trayectorias tecnológicas se encontró una asociación entre 
las actividades de exportación con las empresas que realizan ID 

sólo en dos casos: en la trayectoria de tecnología intensiva en 
escala y en la dependiente del proveedor de tecnología, lo cual 
era de esperarse dado que ahí se encuentran los establecimien-

e u A D R o 7 

VARIABLES ESTADÍSTICAMENTE SIGNIFICATIVAS EN CADA TRAYECTORIA 

TECNOLÓGICA 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 
Basado 

en la 
ciencia 

Intensivo Oferente 
en escala especializado 

Dependiente 
del proveedor 

tos altamente exportadores, como son los de las industrias auto­
movilística y química. 

La asociación con el capital transnacional no fue significa­
tiva en tres de las cuatro regresiones. En otras palabras, las ope­
raciones locales de ID de las filiales en México no parecen ha­
berse convertido en una fuente de conocimiento científico y 
tecnología para la corporación global, como en otros países. Esto 
no se esperaba debido a que, como se vio, las empresas afilia­
das a las transnacionales aportan dos terceras partes del gasto 
en ID. En la regresión de la trayectoria tecnológica intensiva en 
ciencia resalta la asociación positiva con la presencia de capi­
tal nacional, lo que sugiere que lo poco que se lleva a cabo en el 
país en materia de alta tecnología lo están realizando las empresas 
nacionales. Por último, en ningún caso se confirma la hipótesi s 
de la dependencia tecnológica que considera la transferencia de 
tecnología como desestimulante del aprendizaje y de la ID; por 
el contrario, en el caso de los establecimientos con tecnología 
intensiva en escala y en el de los dependientes del proveedor de 
tecnología se encuentra una asociación positiva entre la presencia 
de proyectos en ID y un nivel alto de gasto por transferencia en 

• 
• 

• 

Calificación 
Nacionalidad 

del capital 
Exportaciones 
Inversión en maquinaria 

por trabajador 
Transferencia de tecnología 
Tamaño 

tecnología. Es decir, en estas trayectorias la transferencia de tec- • 

• 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 

nología es un vehículo en el proceso de desarrollo tecnológico 
de la empresa y retroalimenta por ello a la ID. 

En conclusión, el primer análisis de regresión permitió poner 
a prueba las hipótesis planteadas inicialmente con resultados 
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en apariencia satisfactorios . Sin embargo, al tomar en con­
sideración las trayectorias tecnológicas fue posible compro­
bar que el perfil de los establecimientos con proyectos de ID 

es distinto en cada una de ellas, acotando el vigor de estas hi­
pótesis. 
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Los resultados de esta investigación muestran que la toma 
de decisiones de ID por parte de las empresas manufactureras 
mexicanas no es un proceso lineal idéntico para todas ellas. Es 
uno complejo, lleno de incertidumbre en el que están invo­
lucrados aspectos macro y microeconómicos . e 

•••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
ANEXO: EXPECTATIVAS DE PREDICCIÓN 

DE Los MODELos L oGIT 

Total de establecimientos 

Variable dependiente: ID 

Método: Logit 
Observaciones: 5 724 
Evaluación de la predicción (probabilidad= 0.5) 

Dep =0 Dep = 1 
P(Dep = 1) < = C 4 881 816 
P(Dep = 1) > C 16 11 
Total 4 897 827 
Correctamente clasificadas 4 881 11 
Correctas(%) 99.67 1.33 
Incorrectas (%) 0.33 98 .67 

Total 
5 697 

27 
5 724 
4 892 
85.46 
14.54 

En este cuadro se encuentra la clasificación de la predicción de 
las observaciones con una probabilidad mayor o menor a 0.5 de 
estar correctamente clasificadas. De manera general el modelo 
predice de manera correcta 85 % de las observaciones. 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 
Establecimientos con trayectoria basada en la ciencia 

Variable dependiente: ID 

Método: Logit 
Observaciones: 314 
Evaluación de la predicción (probabilidad= 0.5) 

Dep=O Dep=l 
P(Dep = 1) < = C 184 77 
P(Dep= 1) >C 25 28 
Total 209 105 
Correctamente clasificadas 184 28 
Correctas (%) 88.04 26.67 
Incorrectas (%) 11 .96 73.33 

Total 
261 

53 
314 
212 

67.52 
32.48 

El modelo predice de manera correcta 67.5% de las observaciones. 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 
Establecimientos con trayectoria intensiva en escala 

Variable dependiente: ID 

Método: Logit 
Observaciones: 1 428 
Evaluación de la predicción (probabilidad= 0.5) 

Dep=O Dep=l Total 
P(Dep= l)<=C 1 190 237 1427 
P(Dep= 1) > C o 1 
Total 1 191 237 1428 
Correctamente clasificados 1 190 o 1190 
Correctas (%) 99.92 0.00 83.33 
Incorrectas(%) 0.08 100.00 16.67 

De manera general el modelo predice de manera correcta 83% 
de las observaciones . 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 
Establecimientos con oferta especializada 

Variable dependiente: ID 

Método: Logit 
Observaciones : 524 
Evaluación de la predicción (probabilidad= 0.5) 

Dep=O Dep=l 
P(Dep = 1) < = C 398 102 
P(Dep = 1) > C 13 11 
Total 411 113 
Correctamente clasificadas 398 11 
Correctas (%) 96.84 9.73 
Incorrectas (%) 3.16 90.27 

Total 
500 

24 
524 
409 

78.05 
21.95 

De manera general el modelo predice de manera correcta 78% 
de las observaciones. 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 
Establecimientos con tecnología dependiente 
del proveedor 

Variable dependiente: ID 

Método : Logit 
Observaciones: 3 458 
Evaluación de la predicción (probabilidad= 0.5) 

Dep=O Dep=l 
P(Dep = 1) < = C 3 078 362 
P(Dep = 1) > C 8 10 
Total 3 086 372 
Correctamente clasificadas 3 078 10 
Correctas (%) 99.74 2.69 
Incorrectas (%) 0.26 97.31 

Total 
3440 

18 
3458 
3088 
89.30 
10.70 

En general predice correctamente 89% de las observaciones. 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 



El comercio exterior 
manufacturero y los límites 

al crecimiento económico de México 
• • • • • • • • • • GERAROO FUJII G.' 

D esde hace ya casi dos decenios, la economía mexicana ha 
padecido un bajo crecimiento. La causa básica de ello pro­
viene del sector externo. En los últimos 25 años, toda fase 

de crecimiento ha generado de modo sistemático un déficit en 
la balanza en cuenta corriente que a la postre es imposible finan­
ciar con el ingreso de capitales. Ello ha arrastrado a la econo­
mía a una recesión profunda en tanto se buscaba equilibrar el 
sector externo o contener el ímpetu de la economía. 

Fue precisamente la caída en la capacidad importadora de la 
economía en los años treinta del siglo XX lo que impulsó el trán­
sito del modelo de desarrollo primario exportador del país al de 
industrialización por sustitución de importaciones. En una fase 
el sector agrícola era el encargado de dotar a la economía de las 
divisas requeridas para la importación de bienes necesarios para 
el funcionamiento y la expansión de la industria. Después, en 
la medida en que el superávit comercial agrícola se tornó insu­
ficiente para financiar el déficit comercial manufacturero, el país 
tuvo que recurrir más a la inversión extranjera en la industria y 
al encapsulamiento progresivo de la economía con el propósi­
to de limitar las importaciones. No obstante, a mediados de los 
años setenta la situación se hizo insostenible. Ello precipitó la 
devaluación del peso de 23% en 197 6, después de un período de 
22 años de estabilidad del tipo de cambio, y que en 1977 el cre­
cimiento del producto cayese a 3.4% frente a una tasa media anual 
de 6.3% en el período 1970-1976. La restricción externa al cre­
cimiento se superó de manera momentánea en la segunda mi­
tad del decenio como consecuencia del auge petrolero. México 

*Profesor titular de la Facultad de Economía, Universidad Nacio­
nal Autónoma de México <fujii@servidor.unam.mx>. Este trabajo 
recibió el apoyo de la Dirección General de Asuntos del Personal 
Académico de la UNAM, por medio del proyecto IN 304598. 

se transformó en un país casi monoexportador, en el cual más 
de 70% de las divisas obtenidas por las exportaciones prove­
nía de las ventas de petróleo. No obstante, las divisas generadas 
por esta vía fueron insuficientes para mantener en equilibrio la 
balanza en cuenta corriente. Como en esos años no había ma­
yores dificultades para obtener financiamiento externo, la eco­
nomía pudo sostener un elevado crecimiento. A comienzos de 
los años ochenta, al cerrarse los mercados internacionales de ca­
pital para el país, no quedó más opción que contraer las impor­
taciones, la actividad económica y el empleo, y devaluar el peso 
con el fin de equilibrar la balanza comercial, cuadro que preva­
leció durante gran parte del decenio. A fines de 1987, México 
comenzó decididamente a abrir su economía, con lo cual su apa­
rato productivo quedó cada vez más expuesto a la competencia 
de las importaciones, a la vez que las exportaciones se consti­
tuyeron en un componente importante de la demanda agregada. 

De manera simultánea, la composición de las exportaciones 
del país cambió en forma drástica en favor de los productos in­
dustriales. Durante la fase de industrialización orientada al 
mercado interno el déficit comercial provino del comercio ex­
terior manufacturero. En consecuencia, se esperaba que el ím­
petu de las exportaciones industriales solucionaría en definiti­
va la tendencia al desequilibrio crónico en la balanza comercial. 
De ese modo el país estaría en condiciones de alcanzar tasas de 
crecimiento muy elevadas sin que sobreviniera un déficit comer­
cial insostenible. Sin embargo, no obstante el favorable compor­
tamiento de las exportaciones industriales el saldo negativo del 
sector manufacturero se agudizó. Las importaciones de esos 
productos se incrementaron aún más que las exportaciones, por 
lo que el país tuvo que recurrir a las mismas vías de financia­
miento del déficit comercial: el superávit en las exportaciones 
petroleras y la entrada de capitales. Esta forma de resolver el 

• 
• 

• 
• 
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problema se volvió cada vez más difícil en 1994, por lo que a fines 
de ese año se repitió la historia: con el propósito de equilibrar 
la balanza comercial no quedó más remedio que contraer las 
importaciones, la producción y el empleo, y devaluar el peso. 

El objetivo de este artículo es examinar en detalle la evolu­
ción del comercio exterior manufacturero del país a partir de 
1988 con el fin de mostrar cuáles son las actividades y ramas 
industriales decisivas en la generación del déficit global en el 
intercambio manufacturero y qué cambios han ocurrido en las 
posiciones comerciales de las divisiones y ramas manufacture­
ras . Con este propósito, el trabajo tiene la siguiente estructura: 
en el segundo apartado se presentan en forma sintética los en­
foques con los cuales la teoría económica contemporánea aborda 
el problema de los factores determinantes del crecimiento econó­
mico; ello permite enmarcar la óptica de este trabajo, según la 
cual el factor clave que limita el crecimiento es ia disponibilidad 
de divisas. Posteriormente, se expone de manera sucinta la evolu­
ción de la economía mexicana en el decenio de los ochenta desde 
el enfoque de la restricción externa al crecimiento. Con ello el 
enorme cambio en la composición de las exportaciones del país 
se interpreta como un intento de superar esta restricción. Por 
último, se examina el comportamiento de la balanza comercial 
manufacturera del país en el período 1988-1997, por divisiones 
y ramas de la industria, en particular las que más limitan el cre­
cimiento de la economía por su desempeño en el comercio ex­
terior. El trabajo finaliza con las conclusiones más relevantes . 

FACTORES DETERMINANTES DEL CRECIMIENTO 

Desde sus orígenes, uno de los temas centrales de la ciencia 
económica ha sido la explicación de los factores que de­
terminan el crecimiento económico. Como se sabe, para los 

mercantilistas la expansión de la riqueza de un país procede de 
una balanza comercial favorable; para los fisiócratas, del cre­
cimiento de la agricultura, por ser éste el único sector producti­
vo de la economía. Por su parte, Adam Smith dedicó una aten­
ción central al tema del crecimiento, como se refleja en el título 
de su obra, Investigación sobre la naturaleza y las causas de la 
riqueza de las naciones. Esta preocupación siguió manifestán­
dose en toda la economía clásica hasta llegar al pensamiento 
económico contemporáneo. Una de las innovaciones al respecto 
ha sido la teoría del crecimiento económico endógeno, que sirve 
de base para que las instituciones financieras internacionales 
definan las políticas de asistencia crediticia para el desarrollo. 

La teoría económica contemporánea estudia los factores de­
terminantes del crecimiento económico desde dos perspectivas. 
Por una parte, la neoclásica sostiene que está determinado por 
la expansión de la oferta de factores y por la dinámica de la pro­
ductividad de éstos. Por otra, la derivada del pensamiento de 
Keynes destaca que los límites al crecimiento de la economía 
están determinados por la expansión de la demanda. 

El enfoque neoclásico se deriva del modelo de crecimiento 
de Solow, en el cual el producto es función de la oferta de capi­
tal y de trabajo y de la eficiencia con que éstos se utilizan. De 
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ahí se deriva que la tasa de crecimiento de la economía de­
pende de la dinámica de la fuerza de trabajo y de la productivi­
dad de ésta, las que están determinadas exógenamente. 1 

El modelo de crecimiento de Solow dio lugar a la investiga­
ción basada en la función agregada de producción2 con el fin de 
cuantificar la aportación de las variables que determinan el cre­
cimiento a la expansión de la economía. La función agregada de 
producción adoptada fue la de Cobb-Douglas, con rendimien­
tos constates a escala y en la que el producto marginal de los 
factores equivale a sus remuneraciones. 

Con base en este enfoque se han efectuado varios trabajos 
empíricos sobre contabilidad del crecimiento, a fin de cuantifi­
car el peso que los factores capital y trabajo han tenido en el cre­
cimiento económico de diferentes países; el residuo que estos 
factores no explican es la contribución del aumento de la produc­
tividad. El trabajo pionero en este enfoque fue el de Denison,3 

quien estudió las fuentes del crecimiento de ocho países euro­
peos y de Estados Unidos en el período 1950-1962. A partir de 
este trabajo se ajustó el aumento en la cantidad de factores, a la 
vez que se intentó cuantificar varios de ellos que explican la di­
námica de la productividad con el propósito de reducir la parte 
residual no explicada del crecimiento de la economía. La canti­
dad de trabajo medida por el número de personas ocupadas se 
ajustó para considerar los cambios en la jornada de trabajo, la 
composición por sexos y edades de la población y por el mejo­
ramiento en la calidad del trabajo, mediante un indicador de su 
educación. Por otra parte, el capital se dividió entre las diversas 
partes que lo componen, cuantificándose la contribución de cada 
una al crecimiento del producto. Por otra parte, se definieron 
diversos factores que pueden explicar el incremento de la pro­
ductividad. Uno de ellos se aparta de la función de producción 
neoclásica cuando se introducen rendimientos crecientes a es­
cala. Ello plantea una contradicción irresoluble con la teoría de 
la distribución neoclásica basada en la productividad marginal 
de los factores. Denison introdujo, además, los avances en el uso 
del conocimiento y la mejor asignación de los recursos con el pro­
pósito de reducir el componente residual del crecimiento. 

Maddison, quien ha hecho importantes contribuciones en esta 
dirección, introdujo una serie de factores complementarios que 
explican el crecimiento: el cambio en la estructura sectorial de 
la economía, el beneficio que todos los países reciben de la eco­
nomía más poderosa (Estados Unidos), la ampliación del comer­
cio exterior, los efectos de los cambios en los precios de los pro­
ductos energéticos, el descubrimiento de recursos naturales, la 
disponibilidad de trabajo en la forma de desempleo oculto, los 
cambios en el uso de la capacidad productiva y los costos en tér-

1 . R. Solow, "A Contribution to the Theory ofEconomic Growth", 
Quarterly Journal of Economics, febrero de 1956. 

2 . R. Solow, "Technical Change and the Aggregate Production 
Function", Review of Economics and Statistics, agosto de 1957. U na 
reseña de estos trabajos se encuentra en A. Maddison, "Growth and 
Slowdonw inAdvanced CapitalistEconomies: Techniques ofCuanti­
tative Assessment", Journal of Economic Literature, junio de 1987. 

3 . E. Denison, Why Growth Rates Differ: Postwar Experience in 
Nine Western Countries, Brooking Institution, Washington, 1967. 
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minos del aumento de la regulación gubernamental y de la delin­
cuencia. Cabe advertir que, como ocurre con los rendimientos, 
varios de estos factores son difíciles de considerar en el enfoque 
estrictamente neoclásico; por otra parte, la ponderación que se le 
asigna a otros en el crecimiento se define de manera arbitraria. 4 

Con este enfoque también se han emprendido investigaciones 
empíricas para explicar el crecimiento de los países en desarro­
llo .5 En virtud de las limitaciones estadísticas, la desagregación 
de las fuentes del crecimiento en estos países es mucho menor que 
la que se ha logrado para los países desarrollados. En la recopila­
ción de M. Nadari se cuantifican las contribuciones al crecimiento 
del insumo de trabajo, del capital, de la relocalización de los fac­
tores productivos y de la productividad total de los factores. As u 
vez, el aporte de los insumos de trabajo se descompone en las 
partes determinadas por el crecimiento del empleo, por el mejo­
ramiento en los niveles de salud y nutrición y por la educación. 

La actual teoría del crecimiento endógeno no sigue a la fun­
ción de producción estrictamente neoclásica y adopta el supuesto 
de que los rendimientos del capital no son decrecientes, por 
lo que el producto marginal del capital no caerá -o, lo que es lo 
mismo, el coeficiente capital-producto no se incrementará- en 
la medida en que aumenta la inversión, lo que está determinado 
en primer lugar por las inversiones en capital humano y en inves­
tigación y desarrollo. 6 De este modo, los coeficientes de ahorro 
e inversión influyen en el crecimiento de la economía y es en este 
sentido que está determinado endógenamente, en contraposición 
con el modelo de Solow, en el que el crecimiento es independiente 
del coeficiente de inversión, pues en virtud del supuesto de que 
los rendimientos del capital son decrecientes, el aumento en la 
inversión se compensa con la menor productividad del capital. 

Con la introducción de rendimientos sobre el capital que no 
son decrecientes se cuestiona la hipótesis de que el producto por 
habitante de las naciones ricas y pobres tiende a converger. En 
consecuencia, la teoría endógena ha inspirado una serie de in­
vestigaciones empíricas para encontrar cuál es la tendencia de 
largo plazo que ha prevalecido en este plano, aspecto en el cual 
se ha destacado Robert Barro.7 

4. Maddison, op. cit. 
5. A. Maddison, Economic Progress and Policy in Developing 

Countries, Allen & Unwin, Londres, 1970; Banco Mundial, World 
Development Report 1991, Washington, 1991, y A. Young, "The 
Tyranny ofNumbers: Confronting the Statistical Realities ofthe East 
Asian Growth Experience", Quarterly Journal of Economics, agos­
to de 1995. Una reseña de las investigaciones realizadas con este en­
foque para los países en desarrollo hasta comienzos de los años se­
tenta se encuentra en M. Nadiri, "International Studies ofF actor Inputs 
and Total Factor Productivity: ABrief Survey", Review of 1ncome and 
Wealth, junio de 1972. 

6. Paul Romer, "Increasing Returns and Long Run Growth", Jour­
nal of Political Economy, octubre de 1986, y "Endogenous Technical 
Change", Journal of Political Economy, octubre de 1990, y Robert 
Lucas, "On the Mechanics of Economic Development", Journal of 
Monetary Economics, vol. 22, 1988. 

7. Véase Robert Barro, "Economic Growth in a Cross-Section of 
Countries", Quarterly Journal ofEconomics, mayo de 1991, y Robert 
Barro y J. Wha Lee, "Losers and Winners in Economic Growth", 
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Una vez que se ha desagregado el crecimiento entre las par­
tes determinadas por el aumento en la oferta de factores y por 
la productividad el trabajo, es preciso indagar acerca de las causas 
que explican la dinámica de los factores de los que depende de 
manera directa el crecimiento del producto. Este asunto, que no 
trata el enfoque de la oferta, lleva al estudio del crecimiento eco­
nómico desde la perspectiva keynesiana. Según ésta, la dinámica 
de la demanda determina el comportamiento de los factores que 
por el lado de la oferta explican el crecimiento del producto. Por 
una parte, el proceso de crecimiento de la economía va elimi­
nando las restricciones de oferta de factores. Así, la mayor de­
manda de trabajo determina cambios en la tasa de participación 
y alienta el traslado de fuerza de trabajo desde las ramas de baja 
productividad, lo que permite generar la oferta de trabajo que 
requiere el crecimiento. Por otra parte, una economía en creci­
miento estimula la inversión, con lo que supera las barreras 
impuestas por la escasez del capital, lo que, además, permite ir 
incorporando el progreso técnico. 

Con ello el problema consiste ahora en explicar cuáles son 
los factores que pueden limitar el crecimiento de la demanda. 
De acuerdo con A. P. Thirlwall, en una economía abierta la res­
tricción de demanda más importante proviene de la necesidad 
de mantener el equilibrio en la cuenta corriente de la balanza de 
pagos. En un trabajo conjunto con J.S.L. McCombie, sostiene 
que la balanza de pagos de un país afecta tanto directa como in­
directamente su dinámica de crecimiento por tres vías: 

"Primero, si la debilidad de la balanza de pagos es generada 
por tendencias adversas de largo plazo en el comportamiento de 
las exportaciones e importaciones, esto tendrá implicaciones en 
el producto real y el empleo de los sectores de la economía que 
son afectados. Un ejemplo obvio es la penetración de importacio­
nes, que empeoran la balanza de pagos y que, al mismo tiempo, 
quitan compradores a los productos nacionales. En este senti­
do, la balanza de pagos tiene implicaciones en el funcionamiento 
de la economía real. Segundo, en términos agregados, es obvio 
que ningún país puede, en el largo plazo, crecer más rápido que 
lo que marca la tasa que es congruente con el equilibrio en la 
cuenta corriente de la balanza de pagos a menos que esté en con­
diciones de financiar déficit crecientes. Si esta tasa de crecimien­
to del producto congruente con el equilibrio en la balanza de 
pagos es inferior a la que se podría alcanzar gracias a la dispo­
nibilidad de recursos internos en la forma de trabajo y de capi­
tal acumulado, la economía real estará deprimida. En el corto 
plazo, el déficit creciente en cuenta corriente puede financiar­
se mediante elevadas tasas de interés , pero esto conduce a la 
tercera razón por la cual los déficit en cuenta corriente son im­
portantes. Tasas de interés elevadas favorecen la acumulación 
de activos monetarios y desalientan la inversión en activos pro­
ductivos, tales como plantas, maquinaria y otros elementos del 
capital productivo, de los cuales depende, en último término, el 
crecimiento. En otras palabras, la situación de la balanza en 
cuenta corriente no es simplemente un asunto privado entre 

Proceedings ofthe World Bank Conference on Development Eco­
nomics, Washington, Banco Mundial, 1994. 

• 

• 

• 
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agentes contratantes sobre la asignación intertemporal de recur­
sos para el consumo, sino que puede generar externalidades 
negativas para el conjunto de la sociedad" .8 

La necesidad de ajustar el crecimiento de la economía a las 
restricciones en la balanza de pagos indujo a Thirlwall a de­
finir la tasa de crecimiento económico congruente con el equi­
librio en la balanza de pagos. Demostró empíricamente que es 
igual a la relación entre la tasa de crecimiento de las exportacio­
nes y la elasticidad ingreso de la demanda por importaciones.9 

Después, en colaboración con N. Hussain, amplió el modelo an­
terior para los países en desarrollo por la relevancia que en ellos 
tienen los flujos de capital. Ya que las divisas provienen de las 
exportaciones y las entradas de capital, la tasa de crecimiento 
económico se ajusta a la suma ponderada del aumento de las ex­
portaciones y de los flujos reales de capital dividida por la elas­
ticidad ingreso de la demanda por importaciones. 10 

CRECIMIENTO ECONÓMICO Y DESEQUILIBRIO EXTERNO 

A PARTIR DE LOS AÑOS OCHENTA 

D esde comienzos del decenio de los ochenta, la economía 
mexicana se ha caracterizado por una tasa de crecimiento 
baja e inestable. De 1982 a 1986, la tasa media anual de caí­

da del PIB fue de 0.3% y, considerando la dinámica de la pobla­
ción, el producto por habitante descendió 2.4% cada año. A partir 
de 1989, la economía inició una leve recuperación, y de ese año 
a 1994 tuvo una tasa media anual de expansión de 3.9%. En tér­
minos del producto por habitante, el crecimiento promedio fue 
de 2% en esos años. En 1995, la economía cayó en una profun­
da recesión, el producto disminuyó 6.2% y en el período 1996-
1998 se recuperó en forma acelerada. 

El factor determinante del pobre desempeño de la economía 
durante los años ochenta fue el comportamiento del sector exter­
no. Al caer los precios del petróleo a principios del decenio al 
país le fue imposible cumplir pagos de la deuda externa, lo que 
cerró los mercados de capitales no sólo para México, sino para 
toda Iberoamérica. Esto obligó a contraer la actividad económica 
con el propósito de ajustar el sector externo. El producto cayó 
0.6 y 3.5 por ciento en 1982 y 1983, respectivamente, y el peso 
se devaluó. El mismo cuadro se presentó en 1986. En un entorno 
de mercados de capitales cerrados para el país, el descenso del 
precio del petróleo obligó a un nuevo ajuste, causando una con­
tracción del producto de 3.1 %, y a modificar el tipo de cambio. 

A comienzos de los años ochenta, las exportaciones de pe­
tróleo generaban más de 70% de las divisas que el país obtenía 

8. S.L. McCombie y A.P. Thirlwall , Economic Growth and the 
Balance-of-Payments Constraint, St. Martin's Press, Nueva York, 
1994,p.XV. 

9. A.P. Thirlwall, "The Balance of Payments Constraint asan 
Explanation oflnternational Growth Rate Differences", Banca Nazio­
nale del Lavo ro Quarterly Review, marzo de 1979. 

10. A.P. Thirlwall y Nureldin Hussain, "The Balance ofPayments 
Constraint, Capital Flows and Growth Rate Differences Between 
Developing Countries", Oxford Economic Papers, noviembre de 1982. 
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Exportaciones Importaciones 

Valor Índice Valor Índice Saldo 

1988 115 150.7 100.0 101 061.8 100.0 14 088.9 
1989 120 338.8 104.5 119 108.0 117.9 1 230.7 
1990 128 571.4 111.7 141 929.4 140.4 - 13 358 .0 
1991 137 050.0 119.0 167 689.2 165 .9 - 30 639 .2 
1992 146 010.3 126.8 204 661.4 202.5 -58651.1 
1993 159 920.7 138.9 210 006.2 207.8 -50 085.6 
1994 191 848.2 166.6 260 338.1 257.6 - 68 489.9 
1995 253 434.7 220.1 224 913.0 222.6 28 521.7 
1996 305 598.6 265.4 280 023.2 277.1 25 575.4 
1997 343 938 .6 298.7 346 088.5 342.5 - 2 149.9 

Fuentes: INEGI, Sistema de cuentas nacionales de México. Cuentas de bienes y ser­
vicios, 1988-1997, México, l999. y Sistema de cuentas nacionales de México. La 
producción, salarios, empleo y produ ctividad de la industria maqui/adora de expor­
tación. Total nacional, 1988-1997. 
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por sus ventas al exterior. Con los propósitos de resolver de raíz 
la restricción externa al crecimiento y de reducir la dependencia 
de un producto primario cuyo precio tendía a disminuir, el país 
emprendió un proceso de apertura rápida hacia el exterior para 
alentar las exportaciones y transformar el modelo de industriali­
zación de uno orientado al mercado interno a otro encabezado 
por las exportaciones manufactureras. En el período 1989-1997, 
las ventas externas totales crecieron a una tasa media anual de 
13%; en particular en 1994-1997 se expandieron 21 % cada año 
(véase el cuadro 1). En los mismos períodos las realizadas por 
la industria manufacturera aumentaron a tasas medias anuales 
de 15 y 23 por ciento, tanto en el sector maquilador como en el 
no maquilador. Para el conjunto del período, las primeras cre­
cieron 16% al año, mientras que de 1994 a 1997 lo hicieron en 
22% anual. Por su parte, en las mismas etapas las exportacio­
nes industriales no maquiladoras se expandieron a tasas medias 
anuales de 14 y 25 por ciento, respectivamente (véase el cuadro 
2). El elevado crecimiento de las exportaciones manufacture­
ras derivó en que la participación de las petroleras en el total se 
redujese a 7.8% en 1996, a la vez que aquéllas alcanzaban 88.8%. 
El elevado dinamismo del sector maquilador condujo a que a 
mediados de los años noventa ese sector contribuyese con la mi­
tad de las exportaciones manufactureras (véase el cuadro 3). 

No obstante las transformaciones tan drásticas y rápidas del 
sector exportador de la economía, no se logró superar el recurrente 
problema de la escasez de di visas, lo que derivó en la crisis de fines 
de 1994. De 1988 a 1994las importaciones se multiplicaron por 
2.3, en tanto que las exportaciones lo hicieron por l. 7. Todos los 
tipos de compras al exterior han crecido en forma rápida, en es­
pecial las del sector maquilador (véase el cuadro 2). En otras 
palabras, la elasticidad producto de las importaciones es muy alta, 
lo que, por una parte, ha anulado las posibilidades de un creci­
miento sostenido en virtud del desequilibrio externo que recurren­
temente genera. Asimismo, la fuente dinámica de crecimiento por 
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MÉXICO: COME RCIO EXTERIOR Y SALDO COME RCIAL DE LA INDUSTRIA MANUFACTURERA, 1988-1997 (MILLONES DE PESOS DE 1993) 

••••• • • ••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
Exportaciones Importaciones 

No maquila Maquila Total No maquila Maquila Total Balanza comercial 
Valor Índice Va lor Índice Valor Índice Valor Índice Valor Índice Valor Índice No maquila Maquila Total 

1988 47 833.6 100.0 40 782.1 100.0 886 15.7 100.0 65 130.0 100.0 29 570.7 94 700.7 100.0 - 17 296.4 ¡¡ 211.4 - 6 085.0 
1989 49 322.2 103. 1 44 8 14.8 109.9 94 137.0 106.2 79 666. 1 122.3 32 539.8 110.0 11 2 205 .9 11 8.5 - 30 343.8 12 275.0 - 18 068 .9 
1990 52 787.0 11 0.4 49 499.3 12 1.4 102 286.3 115 .4 99 263.6 152 .4 35 263 .3 11 9.3 134 526.9 142. 1 -46 476.6 14 236.0 - 32 240.6 
199 1 56 692.2 11 8.5 52 111.8 127.8 108 803.9 122.8 12 1 947. 1 187.2 38 302.4 129. 5 160 249.5 169.2 - 65 255.0 13 809.4 -5 1 445.6 
1992 59 128.1 123.6 600 10.5 147. 1 119 138.5 134.4 150 759.2 23 1.5 44 396.2 150. 1 195 155 .4 206. 1 -9 1 63 1.1 15 6 14.2 -76 016.9 
1993 65 008.1 135.9 67 195.4 164.8 132 203.6 149.2 151 307.0 232.3 50 856. 1 172.0 202 163. 1 2 13.5 - 86 298.9 16 339.3 - 69 959.5 
1994 78 139.6 163.4 86 276.5 2 11 .6 164 41 6.2 185.5 181 997. 1 279.4 68 296.0 23 1.0 250 293.0 264.3 - 103 857 .4 17 980.6 - 85 876.9 
1995 116 01 9. 1 242.5 106 41 9. 1 260.9 222 438.2 251.0 131 511.4 201.9 85 264.5 288.3 216 775.9 228.9 - 15 492.3 2 1 154.6 5 662.3 
1996 140 108. 1 292.9 13 1 458 .0 322.3 27 1 566. 1 306.5 163 238.7 250.6 104 760.2 354.3 267 998.9 283 .0 - 23 130.6 26 697.8 3 567.2 
1997 155 971.2 317.7 155 505.7 38 1.3 307 476.9 347.0 209 141.3 32 1.1 125 004.4 422.7 334 145.6 3 52.8 -57 170.0 30 501.3 - 26 668.7 

Fuentes: INEGI, Sistema de Cuentas Nacionales de México. Cuentas de bienes y servicios, 1988- 1997, México, 1999, y Sistema de Cuentas Nacionales de México. La producción, 
salarios, empleo y productividad de la industria maqui/adora de exportación. Total nacional, / 988- 1997 . 
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la expansión de la demanda escapa al exterior en forma de más 
importaciones, en lugar de servir de mercado para las unidades 
productivas establecidas en el país (véase el cuadro 4). 

Las tendencias expuestas de las exportaciones e importacio­
nes derivaron en que la pequeña expansión de la economía de 
comienzos de los años noventa generara un creciente déficit co­
mercial. Si en 1988 el saldo comercial era superavitario para el 
país en 14 000 millones de pesos (a precios de 1993), en 1994 el 
déficit alcanzaba 68 500 millones, equivalente a alrededor de 7% 
del PIB. Financiar un desequilibrio de tal magnitud fue imposi­
ble a partir de fines de 1994, lo que obligó a equilibrar el sector 
externo, con las consecuentes contracción de la actividad econó­
mica y devaluación del peso, a fin de reducir las importaciones. 
Las compras del sector industrial no maquilador se redujeron 
27.7% en 1995, a la vez que la compresión de la demanda inter­
na contribuía al crecimiento de 32.1 % de las exportaciones (véase 
el cuadro 1). Esto permitió generar un pequeño superávit comer-
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MÉXICO: COMPOSICIÓN PORCENTUAL DE LAS EXPORTACIONES, 1988-1997 
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Manufactureras 

1988 
1989 
1990 
1991 
1992 
1993 
1994 
1995 
1996 
1997 

Petroleras 
17.0 
15.9 
14.7 
14.8 
13.7 
12.5 
10.3 
8.0 
7.8 
6.9 

Agrícolas 
5.0 
5.0 
4.9 
5.0 
4.0 
4. 2 
3.5 
3.7 
2.9 
2.3 

No maquila 
41.3 
40.8 
40.9 
41.2 
40.3 
40.4 
40.5 
45 .6 
45.7 
39.5 

Maquila 
35.8 
37.6 
38.8 
38.3 
41.4 
42.4 
45 .3 
42.2 
43 .3 
40.4 

Fuente: INEGI, Sistema de Cuentas Nacionales de México. Cuentas de bienes y ser­
vicios /988-1997, México, 1999, y Sistemas de Cuentas Nacionales de México. La 
producción, salarios, empleo y productividad de la industria maqui/adora de expor­
tación. Total nacional, 1988-1997. 
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cial. Sin embargo, por la magnitud del déficit en la balanza de 
servicios de la economía mexicana, la balanza en cuenta corriente 
siguió mostrando signo negativo. A partir de 1996, el producto 
se ha recuperado, pero de nuevo comienza a repetirse el ciclo 
conocido. El saldo positivo en la balanza comercial se ha ido redu­
ciendo, y ya en 1998 el déficit comercial llegó a 7 700 millones 
de dólares, lo que inevitablemente conducirá, si no se reduce la 
propensión de la economía a importar, a contener el crecimiento. 

EL DESEQUILIBRIO EXTERNO DEL SECTOR MANUFACTURERO 

Por grandes divisiones de la economía, el sector decisivo en 
la generación del déficit comercial es la industria manufac­
turera. El comercio exterior agrícola, superavitario hasta 

comienzos de los años noventa, registró déficit a partir de 1992 
(excepto en 1995), de tal modo que sólo la minería (básicamente 
petróleo) permaneció como la única gran división con superá­
vit. Sin embargo, la magnitud de éste ha sido considerablemente 
inferior al déficit conjunto de la agricultura y la industria y como 
resultado la economía mostró un enorme y creciente saldo co­
mercial negativo hasta 1994. En los dos años siguientes, el 
comercio exterior manufacturero fue superavitario, como resul­
tado de la reducción de las importaciones en 1995 y de la conti­
nuada de la expansión de las exportaciones. 

Si se separa la industria manufacturera en los sectores no 
maquilador y maquilador, se observa que el crecimiento de este 
último ha determinado que el superávit comercial maquilador 
sea cada vez más importante. Sin embargo, hasta 1994 era muy 
inferior al déficit en el sector no maquilador de la industria, el 
cual pasó, de 1988 a 1994, de 17 300 a 103 900 millones de pe­
sos, dando como resultado el déficit comercial del conjunto de 
la industria. Esta situación se revirtió en 1995 debido al descenso 
de las importaciones de la industria no maquiladora, derivado 
de la enorme caída en el producto en ese año, pero ya en 1996 el 
déficit comercial no maqui1ador casi igualaba al superávit co­
mercial de la industria maquiladora . 

• 

• 

,. 

• 
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MÉXICO: ELASTICIDAD PRODUCTO DE LAS IMPORTACIONES, 1989-1998 
(POECENTAJES) 

4 

•••••••••••••••••••••••••••••••• 
Tasa de crecimiento 

1989 
1990 
1991 
1992 
1993 
1994 
1995 
1996 
1997 
1998 

Importaciones P!B 

23.8 
19.6 
20.1 
24.3 

5.2 
21.4 

-8.7 
23.5 
22.7 
14.1 

4.2 
5.1 
4.2 
3.6 
2.0 
4.4 

-6.2 
5.2 
6.8 
3.8 

Elasticidad 

5.7 
3.9 
4.8 
6.7 
2.7 
4.9 
1.4 
4.5 
3.3 
2.9 

Fuentes: INEGI, Sistema de Cuentas Nacionales de México 1988-1997, y Banco de 
México , informe Anual 1998. 
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En síntesis, no obstante el enorme impulso de las exportaciones 
industriales, no ha cambiado el carácter tradicionalmente defici­
tario del comercio exterior manufacturero del país. La agricul­
tura, que durante decenios hizo una contribución fundamental para 
financiar el desequilibrio comercial manufacturero, ha tendido 
a transformarse en un demandante neto de divisas. Por ello, la tarea 
de financiar este desequilibrio continuó recayendo en la minería 
(básicamente el petróleo) y, con creciente importancia, en las 
exportaciones de la industria maquiladora (véase el cuadro 1). 

Comercio exterior manufacturero no maquilador 

Exportaciones e importaciones del sector manufacturero noma­
quilador se multiplicaron por 3.2 de 1988 a 1997. Las segundas 
fueron muy dinámicas hasta 1994, cuando equivalieron a 2.8 
veces su monto de 1988. En el mismo período las ventas exter­
nas se multiplicaron por 1.6, lo que generó el déficit comercial 
de 103 900 millones de pesos del primer año, el mayor del pe­
ríodo. El año siguiente las importaciones cayeron en 50 000 mi­
llones de pesos, mientras que las exportaciones crecieron en 
38 000 millones, lo que redujo drásticamente el déficit comer­
cial a 15 000 millones de pesos. En 1996las compras aumenta­
ron más que las ventas, lo que determinó el incremento mode­
rado en el déficit comercial de la manufactura no maquiladora, 
que se duplicó el año siguiente. 

De 1988 a 1994, la división manufacturera decisiva en la 
generación del déficit comercial fue la VIII (productos me­
tálicos, maquinaria y equipo), cuyo déficit nunca representó 
menos de la mitad del déficit acumulado de las divisiones defi­
citarias. Sin embargo, cabe destacar que esta división ha mos­
trado a partir de 1993 un dinamismo exportador notable, que se 
ha acelerado con el tiempo, por lo .que podría disminuir su défi­
cit comercial de manera considerable. En este período, el segun­
do déficit comercial correspondió a la división V (química bá­
sica), que representó alrededor de 15% del total del déficit de 
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las divisiones con este saldo. Sin embargo, a partir de 1995, fue 
esta última la que encabezó a las divisiones deficitarias, lo que 
se explica por el elevado crecimiento de las importaciones de 
estos productos a partir de ese año y el estancamiento de las ex­
portaciones. El tercer lugar por el monto del déficit comercial 
correspondió a la división IX (otras manufacturas) pero desde 
1995 pasó a ocupar el segundo, que se derivó fundamentalmente 
del crecimiento acelerado de lasimportaciones de esta división. 

En 1988 cinco di visiones manufactureras mostraban déficit 
y las cuatro restantes tenían superávit. En la medida en que en 
los años siguientes la economía fue creciendo y demandando más 
importaciones, aumentó rápidamente el número de divisiones 
con déficit: en 1989 fueron siete y de 1989 a 1994, ocho. Esta 
tendencia se revirtió como resultado de los problemas de la eco­
nomía en 1995 y 1996, años en los cuales el número de divisio­
nes deficitarias bajó a cinco y cuatro, respectivamente. 

La única división que en todo el período se mantuvo con su­
perávit fue la VI (productos minerales no metálicos). En 1988, 
las otras divisiones con superávit eran la de alimentos, bebidas 
y tabaco, la textil y la industria de la madera. Al año siguiente, 
de éstas, sólo la última conservaba esta posición comercial, pero 
en 1990 pasó al grupo de las divisiones con déficit. En 1995la 
división VII (productos de la industria metálica básica) fue la que 
mostró el mayor superávit comercial, seguida de la industria 
textil, división que el siguiente año pasó al primer lugar. 

Aunque es muy arriesgado hacer proyecciones con la obser­
vación de sólo tres años, uno de los cuales es 1995, cuando hubo 
recesión, la industria textil podría estar en proceso de consolidarse 
como una división con superávit comercial importante. Esto se 
fundamenta en el hecho que, si bien fue deficitaria de 1989 a 1994, 
ya en este último año habían aumentado de modo significativo sus 
exportaciones. Esta tendencia se aceleró a partir de 1995, año en 
el que casi duplicaron las del inmediato anterior, a la vez que las 
importaciones de estos productos disminuyeron a la mitad. Di­
fícilmente esto se podría explicar con sólo señalar que el valor de 
la producción de la división descendió 3.8% en 1995 y que el 
mercado interno para estos productos se redujo. Por su parte, la 
industria metálica básica tuvo a partir de 1992 un aumento per­
sistente en sus exportaciones, que se aceleró desde 1995. 

Por ramas de la industria manufacturera, tres de la división VIII 

fueron las decisivas en la generación del déficit. En primer lugar 
está la 51 (maquinaria y equipo no eléctrico), que en todos los años 
considerados tuvo un déficit equivalente a entre la cuarta y la 
quinta parte del total acumulado de las ramas con este saldo. En 
segundo lugar está la 57 (autopartes), que en 1988 ocupaba el 
cuarto lugar por la magnitud de su déficit y que en los siete años 
siguientes tuvo el segundo mayor déficit, excepto en 1993, cuando 
fue la rama más deficitaria. Su déficit representó, en promedio, 
alrededor de 18% del total de las ramas con saldo desfavorable. 
El tercer lugar le correspondió a la rama 54 (equipo electrónico), 
cuyo déficit comercial estuvo, según el año que se considere, entre 
el segundo y el cuarto mayores de las ramas manufactureras. Los 
siguientes lugares le correspondieron a la 59 (otras industrias 
manufactureras) de la división IX y a la 11 (carnes y lácteos) de 
la I (productos alimenticios, bebidas y tabaco). 
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Entre las ramas con superávit comercial destaca la 56 ( vehí­
culos automotores), que en todos los años del período conside­
rado alcanzó el mayor saldo positivo y, además, de 1991 a 1994 
generó casi 80 y hasta 86 por ciento del superávit acumulado 
de las ramas superavitarias, lo que se derivó de un crecimiento 
extraordinario de las exportaciones, con importaciones prácti­
camente estables. En 1995 y 1996, el peso relativo del superá­
vit de esta rama descendió de manera significativa con respec­
to al total de las ramas con este saldo comercial. Sin embargo, 
en términos absolutos tuvo un incremento notable de 13 300 
millones de pesos en 1994 a 35 400 millones en 1996. Esto sig­
nifica que varias ramas obtuvieron superávit en 1995 y 1996. Sin 
embargo, el aporte de cada una de ellas al superávit total de las 
ramas con saldo favorable fue relativamente pequeño. 

El carácter desintegrado de la economía, que determina la 
elevada elasticidad producto de las importaciones, está plena­
mente ilustrado por la industria automovilística. De 1988 a 1994, 
no obstante el importante y creciente superávit comercial de la 
rama de vehículos automotores, el déficit de la rama 57 (auto­
partes) fue siempre significativamente más elevado que el su­
perávit de la industria automovilística terminal. Como resul­
tado, la industria no maquiladora en su conjunto tuvo carácter 
deficitario. Sin embargo, cabe señalar que esta situación se re­
virtió en 1995 y 1996, cuando el sector en su conjunto mostró 
un elevado superávit. Seguramente es aventurado postular que 
el comportamiento de estos dos últimos años manifiesta que la 
desintegración de este sector se está superando, pues es muy 
breve el período y 1995 fue un año excepcional. Otra rama que 
ilustra esta misma situación de desintegración es la 11 (carnes 
y lácteos), que es deficitaria porque la ganadería no está en con­
diciones de abastecerla de materias primas. 

Comercio exterior de la industria maquiladora 

Como se señaló, la industria maquiladora ha adquirido crecien­
te importancia como generadora neta de divisas para financiar 
parcialmente el déficit comercial de la manufactura no maqui­
ladora. Al desagregar el superávit comercial del sector maquila­
dar por divisiones, se observa que el aporte de la VIII (productos 
metálicos, maquinaria y equipo) es decisivo al superávit comer­
cial del sector. En 1988 generaba casi las tres cuartas partes del 
excedente comercial de este segmento de la industria, proporción 
que fue descendiendo levemente con el tiempo, aunque su mag­
nitud en términos absolutos más que se duplicó de ese año a 1997. 

De las ramas que componen esta división las más importan­
tes desde el punto de vista del monto del superávit comercial son 
la 54 (equipos y aparatos electrónicos) y la 57 (autopartes), que 
en conjunto, en el período considerado, generaron alrededor de 
la mitad del superávit comercial de la industria maquiladora. 

Entre las divisiones que más han incrementado su aporte al 
superávit comercial maquilador destacan la 11 (textil) y la IX 

(otras manufacturas). A comienzos del período, la primera ge­
neraba casi 10% del excedente y en 1996 más de 14%. Por su 
parte, la participación de otras manufacturas pasó de 5 a 9 por 
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ciento. En la industria textil, la rama con el comportamiento más 
destacado en este aspecto es la 27 (prendas de vestir). 

CoNCLUSIONES 

La alta elasticidad de las importaciones, rasgo tradicional 
de la economía, creció a raíz de la apertura externa. Ello 
se debió a que la industrialización por sustitución de impor­

taciones de decenios anteriores redundó en una base industrial 
considerable, pero que en gran parte no podía competir con los 
productos importados, por lo que sobrevivía al amparo de la pro­
tección. El acelerado desmantelamiento de ésta no permitió que 
la mayoría de las empresas industriales se pusiera en posición de 
afrontar las nuevas condiciones de mercado. Así, los productos 
importados se apoderaron del mercado de bienes de consumo y, 
en particular, de intermedios; el de bienes de capital lo constituyen 
fundamentalmente los importados. Esta situación contribuyó a 
debilitar los encadenamientos entre las ramas de la manufactura, 
por lo que el crecimiento de la industria pasó a repercutir cada vez 
más directamente, y en forma más que proporcional, en las impor­
taciones manufactureras. Esto ha ocurrido tanto en las ramas 
exportadoras como en las orientadas al mercado interno. Así, el 
dinamismo del sector exportador manufacturero no arrastra al 
resto de la economía, sino que se filtra hacia el exterior, en primer 
lugar, a Estados Unidos. Ejemplos son dos ramas exportadoras 
muy dinámicas: automóviles e industria electrónica. Ambos sec­
tores se caracterizan por el predominio de empresas transna­
cionales, que concentran en el país la fase de ensamble del pro­
ducto final con componentes en su mayoría importados. En este 
sentido, parece que el sector industrial tiende a asemejarse a la 
industria ensambladora de la zona fronteriza con Estados U nidos. 

Aunque en términos cualitativos la naturaleza de la restricción 
externa al crecimiento no se ha modificado, sí ha cambiado en tér­
minos cuantitativos. Con los años, tasas menores de crecimiento 
han ido acompañadas de un déficit creciente en la balanza en cuen­
ta corriente, lo que ha obligado a profundizar el ajuste. 

Para superar la restricción externa al crecimiento de la eco­
nomía es necesario generar una estructura industrial interna que 
esté más integrada, con lo que la expansión de determinadas 
ramas estimulará el crecimiento de otras por medio de la deman­
da de insumos y de bienes de capital; ello atenuará la elevada 
elasticidad de la demanda por importaciones. La industria debe 
entrar en un proceso de sustitución de importaciones. Sin em­
bargo, en el actual entorno internacional es imposible, y tampoco 
es deseable resucitar la política de sustitución de importaciones 
que se aplicó entre los años cincuenta y setenta, basada en el 
proteccionismo. Por una parte, México es miembro de la Orga­
nización Mundial de Comercio, y sus transacciones consuma­
yor socio comercial-Estados Unidos- están reguladas por el 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte. Por la otra, si 
las ramas productoras de insumos que sustituyesen a las impor­
taciones fuesen ineficientes, no sólo ellas carecerán de acceso al 
mercado externo, sino que también se reducirá la capacidad expor­
tadora de las industrias nacionales que utilizan esos in sumos.() 
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Migración, innovación y cambio 
económico en México, 

1821-1877 

• • • • • • • • • • MARÍA EUGENIA ROMERO SOTELO ' 

INTRODUCCIÓN 

Este trabajo examina la relación entre la migración, la in­
novación empresarial y el cambio económico de 1821 a 
1877. El campo de estudio se acota a los inmigrantes de 

origen español. Esos años formaron parte de un largo proceso 
de transición durante el cual México pasó de una organización 
económica colonial a una economía nacional de tipo capitalista. 
La inmigración contribuyó a esa transición al incorporar una se­
rie de innovaciones que impulsaron el cambio y el crecimiento 
económico. 

Destaca el aporte de los inmigrantes extranjeros al quehacer 
empresarial, al actuar como agentes de la innovación en la socie­
dad e incorporar nuevos valores, experiencias y conocimientos 
de su país de origen. Su principal fuerza surge de su posición 
única como hombres de dos culturas. La interacción dinámica 
de la experiencia pasada y de los nuevos factores ambientales 
condujo a notables innovaciones. 

Para Schumpeter uno de los factores que da lugar a cambios 
en el mundo económico es la innovación. Por lo general es el 
productor el que inicia el cambio económico. "Producir significa 
combinar materiales y fuerzas que se hallan a nuestro alcance. 
Producir otras cosas o las mismas por métodos distintos, signi­
fica combinar en forma diferente dichos materiales y fuerzas. 
[ ... ]El desenvolvimiento, en nuestro caso, se define por la puesta 
en práctica de nuevas combinaciones. La empresa es la que rea­
liza las nuevas combinaciones y los individuos son los encar­
gados de dicha realización." 1 

l. Este concepto lo maneja Schumpeter en sentido amplio y dis­
tingue cuatro casos en los cuales puede presentarse una innovación: 
"a] la introducción de un nuevo bien o de una nueva calidad de un bien; 

¿Quién o quiénes fueron los portadores de las combinacio­
nes que innovaron en la economía mexicana? Los estudiosos de 
la historia económica de México están de acuerdo en que un su­
jeto importante de cambio fue el Estado. Otra línea de trabajo 
dentro de este campo pone a los empresarios como elementos 
activos de ese proceso.2 

b] la introducción de un nuevo método de producción, esto es, no pro­
bado por la experiencia en la rama especial de la manufactura de que 
se trate, que no precisa fundarse en un descubrimiento nuevo desde 
el punto de vista científico y que puede consistir simplemente en una 
forma nueva de manejar comercialmente un mercado; e] la conquista 
de una fuente de aprovisionamiento de materias primas o de bienes 
semimanufacturados, haya o no existido anteriormente, como en los 
demás casos, y d] la creación de una organización de cualquier in­
dustria, como la de una posición de monopolio (por ejemplo, por la 
formación de un trust) o bien de anulación de una posición de mo­
nopolio existente con la anterior". JosephA. Schumpeter, Teoría del 
desenvolvimiento económico, Fondo de Cultura Económica, Méxi­
co, 1978. 

2. Rosa M. Meyer Cosío, "Empresarios españoles después de la 
independencia", en Beatriz Rojas (comp.), Elpodery el dinero. Gru­
pos y regiones mexicanos en el siglo XIX, Instituto Mora, México, 1994, 
pp. 218-255; Rosa M. Meyer Cosí o, "Los Béistegui , especuladores y 
mineros, 1830-1869", en Ciro F. Cardoso, Formación y desarrollo de 
la burguesía en México, Siglo XXI Editores , México, 1981, pp. 108-
139; Jan Bazant, Cinco haciendas mexicanas. Tres siglos de vida ru­
ral en San Luis Potosí ( 1600-1910), Centro de Estudios Históricos, 
El Colegio de México, México, 1995; Mario Cerruti, "Actividad eco-

* Profesora titular de tiempo completo de la Facultad de Economía 
de la Universidad Na cional Autónoma de México <meromero@ 
economiaO l. economia. unam. mx>. 
'La autora agradece los valiosos comentarios de Mónica Blanco. 
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Durante los primeros años de la vida independiente de México 
se formó un grupo de empresarios, muchos de origen extranje­
ro, que acumularon sus capitales por medio de la actividad co­
mercial, lícita e ilícita, interna y externa, así como de la usura. 
Basándose en su relación con el poder político, pudieron hacer 
crecer y consolidar sus empresas. Luego transfirieron sus capi­
tales a las actividades productivas, la industria, la minería y la 
agricultura. Esos empresarios impulsaron por lo menos dos de 
las innovaciones que más contribuyeron al cambio de la estruc­
tura económica: la formación del sistema fabril y la moderni­
zación del sector agrícola. 

Es importante destacar que estos empresarios promovieron 
la vía del desarrollo endógeno de la economía mexicana. Esta 
actitud se desarrolla en un ambiente donde la vía exportadora 
de materias primas era la pauta de la política económica nacional 
e internacional, pauta que medía el desempeño de la economía. 
A pesar de ello, la dirección de los negocios de todos estos in­
dividuos se orientó hacia actividades que fortalecieron el desa­
rrollo del mercado nacional. 

El presente trabajo se refiere en primera instancia al grupo 
de comerciantes de origen peninsular que no emigró a pesar del 
sentimiento antiespañol producto de la guerra entre la Nueva 
España y España. Ese grupo emprendió actividades comercia­
les y crediticias en estados como Veracruz, Guanajuato, San Luis 
Potosí y en la Ciudad de México. La deuda pública fue uno de 
los negocios más lucrativos para este grupo de hombres , pues 
les proporcionó enormes ganancias. La segunda parte atañe a la 
participación de los empresarios españoles en la conformación 
del sistema fabril en el que destaca, durante los primeros años 

nómica y grupos empresariales en el norte de México a comienzos del 
siglo XX. El eje Chihuahua- La Laguna-Monterrey", en Beatriz Ro­
jas, op. cit. , pp. 330-362; Mario Cerruti , "Compañía Jabonera de La 
Laguna", Revista Universidad de México, núm. 544, UNAM, México, 
mayo de 1996, pp. 26-31 ; Mario Cerruti, "Patricio Milmo, empresa­
rio regiomontano del siglo XIX", en Ciro F. Cardoso, o p. cit., pp. 231-
266; Coralia Gutiérrez Álvarez, "La industria textil en Puebla y Tlax­
cala durante el Porfiriato", Revista Universidad de México , núm. 545, 
junio de 1996, pp. 42-46; Leticia Gamboa Ojeda, "Empresarios es­
pañoles en Puebla en Jos inicios del siglo XX", Revista Universidad 
de México, núm. 545, UNAM,México,juniode 1996,pp. 10-14; Shanti 
Oyarzábal Salcedo, "Gregorio Mier y Terán en el país de los espe­
culadores, 1830-1869", en Ciro F. Cardoso, op. cit., pp. 140-163; 
Walther L. Bernecker, "La industria mexicana en el siglo XIX. Las con­
diciones-macro de la industrialización en el siglo XIX", en M a. Eugenia 
Romero Sotelo (coord.), La industria mexicana y su historia. Siglos 
XVII, XIX y XX, UNAM-DGPA, México, 1997, pp. 87-172; Carmen Bláz­
quez D., "Comercio y política: Bernardo Sáyago. 1830-1850", en 
Beatriz Rojas, op. cit., pp. 190-217; Margaret Chowning, "Reva­
Juación de las perspectivas de ganancias en la agricultura mexicana 
en el siglo XIX. Una perspectiva regional : Michoacán, 1810-1860", 
El Trimestre Económico , núm. 89, FCE, México , 1999; Margaret 
Chowning, "The Contours of the Post-181 O Depression in Mexico: 
AReappraisal from a Regional Perspective", LatinAmerican Research 
Review, vol. 27, núm. 2, 1992, pp. 117-150, y Guadal u pe Villa Guerre­
ro, "La industria algodonera, no textil, el caso de la Compañía Indus­
trial Jabonera de La Laguna", en Beatriz Rojas, o p. cit., pp. 288-304. 
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posteriores al movimiento de independencia, la creación de la 
fábrica como unidad productiva, en reemplazo del taller artesanal 
en distintas regiones de México. Basándose en el análisis de dos 
casos regionales, un perfil de San Luis Potosí y otro de Mi­
choacán, se estudian las innovaciones que establecieron en sus 
haciendas varios empresarios agrícolas de origen español. Para 
ello aquí se analizan las denominadas "condiciones estructura­
les", es decir, las variables presentes en el mercado interno que 
favorecieron o desalentaron la producción hacendaria. Se ponen 
de relieve las estrategias de los hacendados para hacer frente a 
las condiciones adversas del mercado y se realiza un recuento 
de las principales innovaciones que se llevaron a cabo en las 
haciendas potosinas. 

Los EMPRESARIOS ESPAÑOLEs: 

LA ACUMULACIÓN INTERNA DE CAPITAL 

Los primeros años de vida independiente fueron tiempos di­
fíciles para México: violentos enfrentamientos civiles, in­
vasiones, pugna entre los poderes regionales y el poder 

central, y crisis presupuestaria y financiera . México se enfren­
tó al problema de la reconstrucción económica. La cruenta guerra 
de independencia destruyó activos y causó la salida de flujos mo­
netarios, lo que llevó a una fuerte caída de la renta nacional. Los 
primeros gobiernos se dieron a la tarea de buscar los fondos que 
les permitieran iniciar la reconstrucción económica. 

Así, la organización del nuevo Estado demandó recursos de 
la sociedad. Una fuente de financiamiento interno fueron los 
comerciantes. Para sacar el mayor provecho de las necesidades 
de recursos del gobierno era necesario contar con dinero en efec­
tivo y buenas relaciones políticas. Contradictoriamente, los años 
difíciles también lo fueron de prosperidad para los comercian­
tes-empresarios, quienes supieron utilizar la incertidumbre 
política para hacer crecer sus negocios. 

La historiografía mexicana da cuenta de que la escasez de ca­
pitales fue el factor central que impidió la recuperación de la eco­
nomía durante los primeros 30 años de vida independiente. Una 
porción importante de los ricos comerciantes de fines de la colo­
nia había comenzado a emigrar con sus familias y sus capitales 
desde que se iniciaron las hostilidades entre la Nueva España y 
su metrópoli; esa emigración continuó durante los gobiernos de 
Agustín de lturbide y de Guadal u pe Victoria, lo que ocasionó fuga 
de capitales y desarticuló las actividades comerciales. 3 

Sin embargo, no todos emigraron; Rosa María Meyer Cosí o 
estudia a un grupo que mostró una gran capacidad adaptativa 
durante los primeros años del México independiente. Empresa­
rios españoles que no salieron del país durante las hostilidades y 
se sostuvieron en él, a pesar del fuerte sentimiento antiespañol que 

3. HaroldD. Sims,Laexpulsiónde los españoles de México, 1821-
1828, FCE, México, 1974, y Descolonización de México. El conflic­
to entre mexicanos y españoles, 1821-1831 , FCE, México , 1982, y 
Romeo Flores Caballero, La contrarrevolución en la independencia, 
El Colegio de México, México, 1969. 
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se manifestó en la sociedad mexicana, lograron sacar beneficio 
de una situación difícil de la economía, la política y la sociedad. 4 

Gregorio Mier y Terán, Juan Antonio Béistegui, Francisco 
Agüero, Anselmo Zurutuza, Cayetano Rubio, Manuel Gargollo 
y Lorenzo Carrera son algunos de estos empresarios españoles. 
Todos llegaron a la Nueva España a fines del período colonial 
y emprendieron actividades comerciales y crediticias en varios 
estados y la capital, como se señaló. La deuda pública fue uno 
de los negocios más lucrativos para este grupo de hombres. 5 

¿Por qué se quedaron estos españoles en México a pesar de los 
problemas políticos y sociales que padecían? Una razón fue que 
tenían la mayor parte de su capital invertido en operaciones a cré­
dito y les era muy difícil ajustar todas sus cuentas en un tiempo 
más o menos corto sin afrontar grandes pérdidas. La mayoría había 
llegado muy joven a América y la perspectiva de abandonar el país 
equivalía a perder las ganancias que habían logrado en varios años 
de trabajo. Casi todos estaban casados con mexicanas y esto les 
brindó la posibilidad de establecer alianzas familiares que los 
protegieron. Además, desde antes de la expulsión algunos espa­
ñoles se encontraban en una posición ventajosa por los préstamos 
otorgados al mismo gobierno que los perseguía.6 

Las concesiones fueron otra fuente de acumulación impor­
tante para estos comerciantes. La misma debilidad política y 
económica que llevó a los gobiernos a endeudarse, los hizo otor­
gar diversas concesiones a los particulares para que pudieran 
desempeñar actividades que por lo general se consideraban pri­
vativas del gobierno, como el estanco del tabaco, la explotación 
de salinas, la administración de las casas de moneda, el deslin­
de de terrenos baldíos, y la construcción y el mejoramiento de 
los caminos. Se dio, así, un proceso de privatización de todas las 
actividades económicas que el gobierno colonial había tenido 
y que fueron básicas en el sustento de su poder. 

En síntesis, si bien muchos españoles abandonaron el país con 
el movimiento de Independencia, otros se quedaron y estable­
cieron fuertes vínculos con los gobiernos mediante el crédito. 
Es indudable que la actividad crediticia era de alto riesgo debi­
do a la inestabilidad política. Sin embargo, la debilidad de los 
gobiernos fue benéfica para ellos, pues recibieron concesiones 
para invertir ventajosamente en varias actividades económicas. 

Los EMPRESARIOS ESPAÑOLES EN LA FORMACIÓN 

DEL SISTEMA FABRIL 

A partir de 1821 se inicia el desarrollo del sistema fabril en la 
industria textil. La fábrica constituye una innovación en 
la estructura económica. Muchos comerciantes europeos 

de origen español invirtieron en la manufactura mediante el otor-

4. Rosa M. Meyer Cosío, "Empresarios españoles después de la 
Independencia", en Beatriz Rojas, o p. cit., pp. 218-255. 

5. Juan Antonio de Béistegui fue miembro del ayuntamiento de 
Guanajuato y fungió varias veces como presidente del mismo duran­
te 1820 y 1821. Rosa María Meyer Cosío, o p. cit., p. 219. 

6. !bid., p. 222. 
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gamiento de créditos, mismos que, al no poder liquidarse, les per­
mitieron apoderarse de una serie de empresas.7 

A Juan Antonio de Béistegui se le puede considerar el repre­
sentante típico de estos comerciantes, a quienes Walther Berne­
cker llama merchant-banke rs, los cuales financiaron el desarro­
llo de la industria textil en su paso al sistema fabril. La fortuna 
de De Béistegui se originó en las actividades comercial y espe­
culativa y posteriormente, mediante préstamos, intervino en las 
productivas, como la minería y la manufactura. 8 Rosa María 
Meyer Cosío menciona que una de las particularidades de De 
Béistegui fue que la mayor parte de los préstamos los otorgó a 
la industria textil. En 1847 el personaje en cuestión incursionó 
en el campo de la industria. Se asoció conArchivaldo y Cuthberto 
Hoope y Eduardo M. Keon en el negocio de las fábricas de hi­
lados y tejidos de algodón La Colmena y La Abeja en los tela­
res del Hospicio de Pobres en la Ciudad de México y en la fá­
brica de San ldelfonso. Con el tiempo, Béistegui se quedó como 
dueño único de esas fábricas. 9 

Hubo casos en que los propios empresarios empujaron la 
construcción de la infraestructura adecuada que les permitiera 
desarrollar sus fábricas . La ausencia de un Estado fuerte los llevó 
a asumir estas tareas para luego promoverlas entre la clase po­
lítica. Cayetano Rubio era uno de los textileros más conocidos 
y era dueño de la planta Hércules en Querétaro. Dawn Keremitsis 
comenta que al construir esta fábrica, Rubio pensaba proveer con 
textiles el mercado de Guanajuato. Para tener una adecuada fuen­
te de energía horadó la montaña a fin de obtener agua e instaló 
un molino que seguía funcionando a finales del siglo. Además, 
promovió la construcción de dos carreteras, una de Querétaro 
a Tampico y la otra de Querétaro a la Ciudad de México. 10 

Bernecker afirma que en la década de 1820 a 1830, mucho 
antes del inicio de la política de industrialización del gobierno 
mexicano, algunos extranjeros habían emprendido intentos en 
ese sentido y que en las siguientes décadas todo un grupo de ellos 
invirtió su trabajo y su dinero en la industria nacional. En Puebla, 
el contingente de empresarios extranjeros más importante es­
taba formado por un grupo de españoles apellidados Saviñón, 
Vallarino, Ve lasco, Rueda, Arteaga y Oláez, entre otros.'' 

En todas las fases de la fabricación industrial, desde la pla­
neación de la fábrica hasta la comercialización del producto fi-

7. A Walther L. Bernecker le llama la atención el alto porcentaje 
de españoles que intervino en estas actividades, ya sea como grandes 
comerciantes o empresarios, industriales "medios" o comerciantes al 
menudeo. Comenta que a los que ostentaban "grandes nombres" les 
favorecieron los múltiples contactos sociales y personales que habían 
establecido desde antes de la Independencia y que no les afectó la 
expulsión de españoles de fines de 1820. Como un hecho importante 
hay que mencionar que todos estaban casados con mexicanas . Walther 
L. Bernecker, o p. cit., pp. 87-172. 

8. Rosa María Meyer, o p. cit. 
9.lbid. 
10. Dawn Keremitsis, "La industria textil algodonera", en La 

economía mexicana: siglos XIX y XX, Lecturas de Historia Mexicana, 
núm. 4, El Colegio de México, México, 1992. 

11. Walther L. Bernecker, o p . cit. 
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na!, participaban los extranjeros, ya fuera en el área de la cons­
trucción de la maquinaria textil más nueva, en la administración 
directiva de las fábricas, en el campo técnico del montaje y de 
la maquinaria y su servicio, en la parte financiera de la conce­
sión de créditos o en la comercialización del producto. 12 De 
hecho, Puebla logra su recuperación económica y la construc­
ción de una infraestructura industrial gracias, en buena parte, a 
aquellos extranjeros "todavía odiados y perseguidos a media­
dos de la década de 1830" Y 

UN PERFlL DE LOS EMPRESARIOS-HACENDADOS: 

SAN Lms PoTosí Y MicHOACÁN 

M argaret Chowning y Jan Bazant aportan elementos que 
apuntan hacia la tesis de la formación de un grupo de em­
presarios agrícolas en México a inicios del siglo XIX. 14 

Esos individuos empujaron la transformación de las viejas es­
tructuras coloniales, con gran capacidad para capitalizar en su 
favor las externalidades negativas que el ambiente político crea­
ba para los negocios. 

Esas investigaciones ponen en entredicho la tesis de la depre­
sión y el estancamiento económico para la primera mitad del 
siglo XIX mexicano. Esa tesis ha dominado la historiografía 
desde que fue planteada por los contemporáneos a los hechos. 
Tanto Chowning como Bazant muestran a un sector agrícola 
dinámico (en recuperación), inmerso en una fase de inestabili­
dad política de la recién conformada República. Ambos estudios 
evidencian el papel de los empresarios agrícolas en este proce­
so económico. Encuentran cambios en el modo de operar de los 
hacendados durante este lapso respecto al período colonial. Un 
punto central que impulsó el cambio fue que las haciendas cam­
biaron de dueño después del movimiento de Independencia. 
Bazant afirma que a inicios del siglo XIX, en la región de San Luis 
Potosí, muchas haciendas fueron adquiridas por comerciantes 
españoles que tenían poco de haberse establecido en el país. A 
pesar del sentimiento antiespañol surgido con el movimiento de 
independencia, éstos parecían estar fuertemente vinculados con 
la naciente República. 

Las condiciones estructurales 

Chowning afirma que el cambio en la forma de operar de los 
hacendados en Michoacán va a darse en un marco de constan­
tes mutaciones en las condiciones del mercado, de las cuales unas 
actuaron a favor de ellos y otras en contra. Benéfico fue el au­
mento de la población (en especial de la Ciudad de México y los 
distritos del norte cercano), pues incrementó la demanda de ali­
mentos. También fueron un estímulo favorable los precios ex­
traordinariamente altos, que después de 1820 se mantendrían por 

12. !bid. 
13 . !bid. 
14. Margaret Chowning, op. cit., y Jan Bazant, op. cit. 
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lo general en ni veles superiores a los anteriores a 181 O. 15 Las 
ganancias de los empresarios se vieron favorecidas por los ba­
jos salarios. El incremento poblacional de esta época así los 
mantuvo, haciendo que los costos laborales permanecieran en 
los ni veles de 181 O o aun por debajo. El descenso de la pobla­
ción a causa de las guerras y las epidemias parece no haber sido 
suficiente para elevar los salarios. 16 También favoreció a los 
empresarios la disponibilidad para comprar y arrendar hacien­
das a precios muy bajos. Un elemento también favorable fue el 
comportamiento del Estado, que en muchas ocasiones emitió 
leyes a favor de los nuevos terratenientes. A ello habría que adi­
cionar la existencia de una política de recaudación fiscal más laxa 
que a fines de la Colonia. En cuanto a las condiciones adversas 
del mercado destacaban el alto costo y la limitada disponibili­
dad de capital para inversión, la escasez de dinero metálico a 
causa del atesoramiento y la declinación de la producción de 
plata, y el descenso de los préstamos no eclesiásticos como re­
sultado de la salida de muchos comerciantes financieros. 

Las condiciones estructurales favorables fueron un elemento 
importante para la explotación de la hacienda como empresa renta­
ble. Sin embargo, no explican en su totalidad la recuperación y 
el dinamismo (en lo que se refiere a las constantes inversiones 
y la movilidad del capital en el sector agrícola) del agro en el si­
glo XIX. Como se verá más adelante, el comportamiento del em­
presario -el aprovechamiento de los cambios en el ambiente de 
producción- es un factor esencial para explicar ese hecho. 

Una solución a las condiciones adversas del mercado 

La caída del crédito y las altas tasas de interés obligaron a los 
terratenientes michoacanos a abrir líneas de crédito con comer­
ciantes financieros de Morelia; así, recibieron anticipos en efec­
tivo que debían pagar en especie. Otra solución a la escasez de 
capital fue el arrendamiento, ya sea pagando rentas o mediante 
la aparcería. Esta última presentaba matices importantes, pues 
en algunos casos se seguía un sistema parecido al predominan­
te en el sur de Estados Unidos después de la guerra civil, en el 
que los propietarios desesperados recurrían a la aparcería sólo 
por escasez de capital y de mano de obra. Pero al mismo tiempo 
había aparceros que representaban a empresas muy exitosas y 

15. En la Colonia estos precios habían estimulado la inversión y 
la expansión de la hacienda. Que los productores obtuvieran precios 
similares sugiere que en el siglo XIX la agricultura de hacienda era 
rentable y generaba buenas ganancias. 

16. Algunos datos de otros estados indican que ya en 1822, el sala­
rio común en algunas regiones era de 1.5 reales diarios o menos , casi 
el mismo o quizá incluso un poco menor que el de fines del período 
colonial. "Mi índice de cercas y salarios muestra que el valor estima­
do de una vara de cerca en los decenios de 1830, 1840 y 1850 bajó a 1 
real por vara, 20% menos que a fines del período colonial. Por lo tan­
to, hay buenas razones para operar con el supuesto de que los hacen­
dados se beneficiaban para 1830 de salarios reales que eran por lo 
menos tan bajos como los de fines del período colonial". Margaret 
Chowning, op. cit., pp. 230-231. 

• 

• 
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no escasas de efectivo, a la manera de grandes arrendatarios. 17 

Ello revela las diversas estructuras de producción que coexis­
tían en la hacienda con el fin de maximizar su ingreso con el 
menor gasto efectivo posible. Además del arrendamiento, los 
hacendados michoacanos incrementaron sus ingresos con una 
administración más adecuada de sus deudas. Así, de 1850 a 1860 
las haciendas de los diez terratenientes más ricos de Michoacán 
tenían deudas en promedio 30% menores que su activo bruto, 
en contraste con la cifra mayor de 41% que aquéllos presenta­
ban en los dos decenios anteriores a 1810. 18 

En síntesis, las soluciones al problema de la escasez de capital 
fueron los anticipos que los comerciantes-financieros hicieron 
en efectivo a los hacendados, y que éstos debían pagar en especie, 
así como el uso extenso de la aparcería. El anticipo de efectivo, 
que resultaba un mecanismo particularmente reductor de ganan­
cias, quedó atrás desde 1840; no así la aparcería y el arriendo. 

La sobrevivencia de la aparcería y el arriendo merece un co­
mentario. A pesar de los cambios introducidos en el campo por 
los hacendados, éstos conservaron algunos patrones de compor­
tamiento provenientes de la colonia que frenaron el desarrollo 
potencial de la hacienda. Si bien la aparcería y el arriendo declina­
ron alrededor de 1840, la continua debilidad de los mercados de 
capital hacía que los hacendados conservaran esos tipos de tenen­
cia que desincentivaban el uso de herramientas y equipo inno­
vadores en la agricultura. Así, si bien la aparcería y el arrenda­
miento acarrearon ventajas, también contribuyeron al atraso del 
cambio estructural al desalentar el cambio tecnológico y técnico. 

Existieron otros cambios en el comportamiento de los hacen­
dados cuya finalidad era hacer rentable la explotación de la ha­
cienda como empresa agrícola (pretendían la protección y el 
incremento de las ganancias). Uno de ellos fue el desvanecimien­
to de la línea divisoria entre las actividades agrícola y comer­
cial. Una división diluida entre "comerciantes-distribuidores y 
productores-procesadores", que ahora tenían mayores posibi­
lidades que antes de 1810 de estar ligados por lazos de paren­
tesco, permitía el enlace de los procesos de producción, proce­
samiento y distribución. Ésta era la vía que seguirían todos los 
empresarios individuales más exitosos, ya se iniciaran en la 
agricultura y se pasaran al comercio y la especialización o en el 
comercio y transitaran a la agricultura. 19 Esta forma de integra­
ción, sin embargo, sólo era viable para los productores más gran­
des, aunque los terratenientes o individuos más modestos podían 
obtener el beneficio de la integración por medio de asociacio­
nes mercantiles con capitalistas o procesadores.20 

17. Estos contratos de aparcería se asemejaban más a las asociacio­
nes mercantiles que a los intentos de inmovilizar la fuerza de trabajo o 
arrancar algún ingreso de las tierras marginales. !bid, pp. 240-241 . 

18 . /bid., p. 241. 
19 . Este elemento de transformación del comportamiento del 

hacendado también lo expone Jan Bazant en su estudio de las haciendas 
de San Luis Potosí y se ejemplifica en la conducta de Casi miro Toranzo 
en la hacienda de La Parada a partir de 1843 . Jan Bazant, o p. cit. 

20. Estas asociaciones eran conocidas durante la Colonia aunque 
se generalizan después de la Independencia. Margaret Chowning, o p . 
cit., p. 242. 
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La experimentación con nuevos cultivos, intensivos en mano 
de obra, fue otra de las innovaciones del nuevo grupo de terra­
tenientes. A partir de 1820 productos como el chile dejaron de 
ser cultivos complementarios para convertirse en principales. 
En algunas otras haciendas -en el área de Zamora- hay in di­
cios de una producción muy incrementada de frijol y garbanzo. 
En zonas cálidas (de tierra caliente) se experimentó con culti­
vos como café, cacao y frutas. 

Chowning considera al período 1810-1860 no como de estan­
camiento y retroceso de la agricultura, sino de franca recupera­
ción del sector. Encuentra que hubo una gran transformación de 
la hacienda al ascender un nuevo grupo a esta élite empresarial. 
La siguiente cita resume esta idea: "En suma, una recuperación 
de la agricultura de hacienda fue realizada en Michoacán por 
hombres nuevos que tomaron las haciendas de la élite de fines 
del período colonial casi demolidas y descubrieron procedimien­
tos nuevos para hacerlas redituables. Hasta cierto punto triun­
faron por medio de lo que podríamos llamar estrategias 'progre­
sistas ' : reduciendo la deuda, acudiendo a nuevos mercados, 
diversificando la producción y modernizando las operaciones."2 1 

La modernización del sector agrícola 

El estudio deJan Bazant aborda con mayor detalle la vida de los 
empresarios agrícolas de San Luis Potosí. Tres de ellos fueron 
españoles que llegaron a la Nueva España a fines el período 
colonial: Pan tal eón !piña, Casimiro Toranzo y Paulo Verástegui. 
Todos tuvieron como fuente primaria de acumulación el comer­
cio interno y de ultramar y los distingue el hecho de que canali­
zaron su excedente comercial hacia la inversión agrícola. 

El desempeño de los nuevos hacendados entraña, en función 
de sus habilidades, relaciones políticas y facilidades económi­
cas. Sin embargo, al generalizar su comportamiento, es posible 
decir que todos tenían la concepción de la hacienda como una 
empresa agrícola. Muchas de las inversiones en la región potosina 
se concentraron en la construcción de obras hidráulicas para suplir 
las variaciones climáticas de algunas tierras, con el objetivo de 
incrementar su productividad o de introducir nuevos cultivos. 22 

También destacan las inversiones en trojes para almacenar la 
producción. Estos nuevos hacendados23 tienen la constante nece-

21. /bid. , pp. 249-251. 
22. Durante el tiempo que !piña poseyó La Parada se construye­

ron varias presas, así como un tajo, o sea, un cauce artificial de agua. 
Jan Bazant, op. cit. , p. 49 . En la hacienda de San Diego, durante la 
dirección de Paulo Verástegui hijo, se incurrieron en nuevos présta­
mos -era una hacienda muy endeudada- con el objetivo de intro­
ducirle algunas mejoras para incrementar su productividad. En lo que 
se refiere a obras hidráulicas destaca la construcción de obras de riego. 
En Bledos una proporción de los préstamos se invirtió en la construc­
ción de obras hidráulicas que permitieran suplir las deficiencias 
climáticas, así como una agricultura más variada. Jan Bazant, o p . cit., 
pp. 67 y 91. 

23 . Esto por supuesto no se va a dar de manera homogénea en to­
das las regiones agrícolas de México. Como hasta ahora, sólo las gran-
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sidad de incrementar la producción para abastecer al mercado, 
establecerse en el mismo y asegurar la oferta, mediante el alma­
cenamiento, ante las constantes fluctuaciones de los precios. Un 
elemento muy importante de la explotación capitalista en las 
haciendas potosi nas es la reinversión de ganancias, así como la 
diversificación de las inversiones. Si bien Pantaleón Ipiña invirtió 
en un principio las ganancias derivadas de su actividad comercial 
en la compra de la hacienda La Parada, 24 es obvio que las mejo­
ras posteriores fueron producto de la reinversión de las ganan­
cias obtenidas de la actividad hacendaría. Por su parte, Casi miro 
Toranzo, propietario de La Parada, a partir de 1843 y hasta 1862, 
se preocupó no sólo por invertir en mejoras de infraestructura 
-hecho que incrementó el valor de la hacienda-, sino también 
en diversificar las inversiones en inmuebles urbanos (compra y 
reparación de casas), las cuales se realizaron con las ganancias 
obtenidas en la hacienda mencionada.25 

Un aspecto más que debe destacarse en el papel de los hacen­
dados como promotores del cambio en la agricultura es el de 
hacer de la hacienda un espacio de vinculación del sector agrícola 
y ganadero con otros sectores como el comercial y el producti­
vo. En la mayoría de las haciendas había pequeñas fábricas 
manufactureras que aprovechaban los cultivos que ahí se pro­
ducían. Así, por ejemplo, en la hacienda La Parada había fábri­
cas productoras de mezcal que, a partir de 1865, se convirtieron 
en el más importante sector económico de la hacienda -sobre 
el agrícola y el ganadero-, al menos en lo que se refiere a in­
gresos derivados de las ventas.26 Toranzo, otro de los propietarios 
de La Parada, combinó sus negocios con la dirección de la ha­
cienda. Las mercancías de su almacén, que se vendían en varias 
partes del estado, también se distribuían en las tiendas de las 
haciendas; de éstas, el almacén se proveía de sebo -el produc­
to comercial más importante de las haciendas potosinas-, el cual 
posteriormente se vendía en la Ciudad de México. Así, la pose­
sión de la hacienda aseguraba la comercialización tanto de los 
productos manufacturados del almacén -al colocarlos en la 
hacienda-, como de parte de la producción ganadera, distribu­
yéndola en su almacén. 

Los cambios en la estructura de explotación agrícola, sin 
embargo, no se dan de la misma forma en todas la haciendas. 
Algunas se deterioraron debido a la mala administración, a las 
abultadas deudas que pesaban sobre ellas o a la poca visión 
empresarial de sus poseedores, reflejada en la ausencia de in­
versiones en mejoras, en el poco o nulo incremento del valor de 
la propiedad y, en el peor de los casos, en la subasta de la finca 
como resultado de las muchas hipotecas -en su mayoría a fa­
vor de corporaciones eclesiásticas- que no pudieron pagarse 
(fue el caso de las haciendas de San Diego, Bledos y Bocas que, 

des fincas dirigidas por hacendados-empresarios registraron ese giro 
a la explotación agrícola capitalista. 

24. El precio de venta de la hacienda al que compró Ipiña fue menor 
al de valuación, pues incluyó la cantidad correspondiente a la heren­
cia de su esposa (viuda del antiguo dueño). 

25 . Jan Bazant, op. cit., pp. 54-55. 
26. /bid., p. 56. 
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a pesar de su importante potencial, limitaron su desarrollo como 
empresas agrícolas debido a sus cuantiosas deudas)Y 

EPíLOGO 

En este trabajo se destacó el papel que desempeñó un grupo 
de empresarios de origen español en la formación de la eco­
nomía mexicana durante los primeros años de la vida inde­

pendiente del país. Ellos acumularon su capital por medio de la 
actividad comercial y usuraria. A partir de su relación con el poder 
político pudieron, asimismo, consolidar sus empresas. Capital 
dinerario que más tarde, o paralelamente, transfirieron a la es­
fera de la producción con inversiones en la agricultura, lama­
nufactura y la minería. Promovieron, además, innovaciones en 
la organización económica de la empresa. 

Los actores sociales del presente tienen que ver al pasado para 
aprender de la historia de su gente. Un aspecto que hay que des­
tacar, guardando distancia de actitudes idílicas, es que estos 
empresarios promovieron la vía del desarrollo endógeno de la 
economía mexicana. Esta actitud empresarial es doblemente 
valiosa porque promovió la formación de un mercado nacional 

.. 

en un ambiente en que la ideología y la pauta de las políticas eco- Ar 

nómicas, nacionales e internacionales, estaban inspiradas en el 
libre cambio. Esta ideología promovió en las economías la acti­
vidad exportadora como fin único del proyecto nacional. 8 • 

27. En 1835 Paulo Verástegui heredó, junto con la propiedad de 
San Diego, una enorme deuda con conventos y fundaciones piadosas 
y la testamentaria de su tío Joaquín por 168 646 pesos. En 1850 logró 
cubrir parte de la deuda con familiares, aunque las correspondientes 
a las corporaciones eclesiásticas permanecieron intactas. A éstas sólo 
se les cubrían los intereses . Esto parece indicar que la hacienda era 
rentable, ya que pudo pagarse gran parte de las deudas contraídas por 
el padre, un destacado coronel (quizá no pueda decirse lo mismo de 
su papel como empresario). La hacienda de Bledos es un caso parti­
cularmente importante, pues si bien parecía una empresa agrícola muy 
próspera a fines del siglo XVIII, bajo la dirección del español Manuel 
de la Sierra y posteriormente de Manuel Gándara (éste se hizo de la 
hacienda al contraer matrimonio con la hija heredera), a principios del 
siglo XIX por la muerte de Manuel Gándara se extinguiría el latifun­
dio Sierra-Gándara al dividirse la propiedad entre los herederos. A 
partir de ese momento la hacienda de Bledos entra en decadencia, pues 
sobre ella pesaban importantes gravámenes ( 1825). En este año se le 
vende al general Armijo, quien invertiría importantes cantidades en 
la formación del "escuadrón de lanceros de Bledos", el cual si bien 
incrementaba el prestigio de la hacienda no así su productividad. Ante 
la muerte de Armijo, en 1830, la viuda no tuvo otro remedio que ven­
derla. Su nuevo propietario sería Marcelino Martínez, el antiguo ad­
ministrador. Éste contraería algunos otros préstamos para cubrir los 
compromisos de pago y algunas de las veces los utilizaba en mejoras . 
La hacienda de Bocas tiene una historia similar. José Mariano Sánchez 
y Mora hereda las propiedades de Bocas y las Cruces, la primera fun­
damentalmente ganadera. Sin embargo, después de la Independencia 
su posición se modificaría. Al parecer su afición principal eran las 
bellas artes. En 1844 Sánchez y Mora vendería las haciendas deBo­
cas y Cruces a Juan de Dios Segundo, conde de Pérez Gálvez, sena­
dor y hombre de empresa. 



recuento l)acional 
• • • • • • • • • • 

ASUNTOS GENERALES 

Continúa en aumento la inversión 

La SHCP informó el9 de octubre que en los 
primeros siete meses del año la inversión 
bruta fija en el país aumentó 11.3%, en 
términos reales, respecto al mismo perío­
do de 1999. Los gastos en maquinaria y 
equipo crecieron 15.4% (los de origen 
nacional 8.8% y los importados 19.4%}, 
en tanto que los correspondientes a cons­
trucción se elevaron 6.7 por ciento. 

Ampliación del corto monetario 

Ante el surgimiento de factores de riesgo 
para el control de la inflación, el 17 de 
octubre la Junta de Gobierno del Banco 
de México decidió aumentar el corto mo­
netario de 280 millones a 310 millones de 
pesos diarios. 

Inflación de 6.88% al cierre de octubre 

El Banco de México informó el9 de noviem­
bre que los precios al consumidor se 
incrementaron 0.69%en octubre , por lo que 
la inflación acumulada en los primeros 1 O 
meses del año ascendió a 6.88% y la anua­
l izada a 8.91 %. En el índice de precios al 
productor, sin incluir el petróleo de expor­
tación ni los servicios, los aumentos res­
pectivos fueron de 0.78, 6.11 y 7.66 por 
ciento. 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

Normas de organización 
para las entidades públicas 

El18 de octubre la SHCP publicó en el o. o. 
el Estatuto Orgánico del Patronato del Aho­
rro Nacional, y en la edición del día 23 pre­
sentó el Manual de Organización General 
del Servicio de Administración Tributaria. 
Dos días después se dieron a conocer di­
versas reformas al Reglamento Interior de 
la Secretaría de Gobernación, así como el 
Manual de Organización General de la STPS. 

SECTOR INDUSTRIAL 

Bonanza en la industria automovilística 

Según el informe mensual de la Asociación 
Mexicana de la Industria Automotriz difun­
dido el 1 O de octubre , en los primeros 
nueve meses del año la venta de automó­
viles al menudeo ascendió a 592 395 uni­
dades (33.4% más que en el mismo perío­
do de 1999}, se exportaron 1 077 344 
vehículos (30.9% más) y la producción na­
cional creció 25.1 %, al sumar 1 404 771 
unidades. 

Persiste el crecimiento industrial 

Como resultado de los mayores vo lúme­
nes de producción en los cuatro grandes 
sectores de la actividad industrial, duran-

te agosto ésta creció 8% respecto al mis­
mo mes de 1999, informó la SHCP el 12 de 
octubre. La producción minera fue la más 
dinámica, con un incremento de 9.1 %; la 
industria manufacturera avanzó 8.7% 
( 12.8% la maquiladora y 8.3% la de trans­
formación) , mientras la generación de elec­
tricidad, gas y agua y la construcción se 
incrementaron 7.4 y 5 por ciento, respec­
tivamente. 

Edictos sobre promoción sectorial 

En el o. o del 13 de octubre la Secofi pu­
blicó varias disposiciones concernientes 
a los programas de promoción sectorial 
(Prosec). En ellas se determinan el proce­
dimiento y el calendario que deberán aten­
der los productores directos e indirectos, 
así como las maquiladoras y las empresas 
inscritas en los programas de importación 
temporal para la exportación (Pitex}, a fin 
de recibir la aprobación de sus respecti­
vos programas. 

Con base en un decreto que reforma 
otro del 9 de mayo de 2000, en la edición 
del día 30 se dieron a conocer 1 O Prosec 
para las industrias química; siderúrgica; 
automovilística y de autopartes; textil y de 
la confección; del transporte; papel y car­
tón; cuero y pieles; madera; productos 
farmacoquímicos, medicamentos y equi­
po médico, y manufacturas del caucho y 
plástico. El nuevo decreto, que entró en 
vigor al día siguiente , incluye poco más de 
5 400 fracciones arancelarias correspon-
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dientes a los bienes que podrán importar­
se, siempre y cuando se usen para fabri­
car productos destinados al mercado del 
TLCAN. La mayoría de esas fracciones está 
gravada con impuestos de cero a cinco por 
ciento. 

ENERGÉTICOS Y PETROQUÍMICA 

Venta de electricidad para servicio 
público 

La Secretaría de Energía publicó en el o. o. 
del 20 de octubre el manual para el sumi­
nistro y la venta de energía eléctrica desti­
nada al servicio público. Las disposiciones 
se refieren a la contratación, la medición, 
la facturación, la cobranza y otros concep­
tos relacionados con dicho servicio. 

Ingresos petroleros 

Pemex informó el30 de octubre que en los 
primeros nueve meses de 2000 el volumen 
medio de las exportaciones de petróleo 
crudo ascendió a 1 648 000 barriles dia­
rios, lo que dejó ingresos por 11 315 millo­
nes de dólares, 92.6% más que en el mis­
mo lapso del año pasado. Se colocaron 
1 107 000 barriles diarios de petróleo tipo 
Maya, 123 000 del ligero Istmo y 418 000 
barriles de crudo extraligero Olmeca, cu­
yos precios durante el período señalado 
fuero~ en promedio de23.37, 27.70y 28.79 
dólares por barril. 

COMERCIO INTERIOR 

Sube la leche y aumenta su oferta 

Los productores de leche y la Confedera­
ción Nacional Ganadera anunciaron el 11 
de octubre un incremento en el precio del 
lácteo de 5.50 a 6 pesos por litro. También 
informaron que en el último lustro la oferta 
láctea nacional se incrementó 33%, al pa­
sar de unos 6 900 millones de litros en 1996 
a alrededor de 9 200 millones en 2000. 

Pujanza del consumo interno 

La Encuesta Mensual sobre Establecimien­
tos Comerciales que eiiNEGI realiza en 33 
áreas urbanas revela que en agosto las 
ventas al menudeo y al mayoreo crecieron 
13.8 y 7 por ciento, en términos reales, 
respecto del mismo mes de 1999. Según 
los datos recopilados que el organismo 

difundió el19 de octubre , el personal ocu­
pado en ambas actividades subió 4 y 1.5 
por ciento, en igual orden, y las remunera­
ciones medias pagadas aumentaron 10.4 
y 8. 7 por ciento. 

El desempeño más favorable de las ven­
tas minoristas correspondió a papelerías y 
librerías, gaseras, tiendas departamenta­
les y de abarrotes, supermercados, mue­
blerías y transacciones de vehículos, en­
tre otros establecimientos; en el comercio 
al mayo reo sobresalieron las ventas de pro­
ductos químicos y farmacéuticos, así como 
de materiales metálicos para la industria y 
la construcción. 

COMERCIO EXTERIOR 

Cuatro resoluciones 
antidumping 

En el o. o. del3 de octubre la Secofi publi­
có una resolución por la que se prosigue la 
investigación antidumping y se imponen 
cuotas compensatorias provisionales a las 
importaciones de poliéster filamento textil 
texturizado originarias de Corea y Taiwan. 

Una semana después se dieron a co­
nocer otros tres edictos: uno abre el proce­
dimiento administrativo de cobertura de 
producto con el supuesto de no existencia 
de producción nacional en relación con las 
importaciones del producto químico orgá­
nico denominado ácido tartárico originarias 
de China; otro da comienzo a la revisión de 
la cuota compensatoria definitiva a las com­
pras de cerdo para abasto originarias de 
Estados Unidos, y el restante modifica las 
cuotas compensatorias a las importaciones 
de carne y despojos comestibles de bovi­
no originarias de ese país. 

Aranceles para socios americanos 

La Secofi dio a conocer en el o. o. del5 de 
octubre un decreto por el que se crean y 
modifican varios aranceles de la TIGI y se 
reforman los diversos en que se establece 
la tasa del impuesto general de importa­
ción en 2000 para mercancías originarias 
de los países vecinos de América del Nor­
te, Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, Ni­
caragua y Venezuela. 

Salvaguardia para carne porcina 
de Estados Unidos 

Al rebasarse el cupo de importación pre­
visto en el anexo 302.2 del TLCAN para va-
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rios productos, la Secofi publicó en el o. o. 
del5 de octubre un acuerdo de salvaguar­
dia agropecuaria para las importaciones 
de carne y despojos de carne porcina des­
huesada provenientes de Estados Unidos, 
a las cuales se aplicará una tasa arance­
laria ad valórem de 20 por ciento. 

Desacuerdo por cuota azucarera 
estadounidense 

El 5 de octubre se informó que Estados 
Unidos asignó a México una cuota de im­
portación de azúcar libre de arancel de 
116 000 toneladas para el período 2000-
2001, iniciado cuatro días antes. Tal can­
tidad es menor en 459 000 toneladas a la 
que establece el TLCAN para el comercio 
bilateral del dulce, por lo que las autori­
dades de la Secofi decidieron solicitar la 
integración de un panel de controversia 
ante la OMC, en pos de una solución ne­
gociada. 

Superávit con Estados Unidos y Canadá 

El Departamento de Comercio de Estados 
Unidos informó el 19 de octubre que en 
agosto las exportaciones mexicanas a esa 
nación sumaron 12 271 millones de dóla­
res y los envíos estadounidenses a México 
ascendieron a 1 O 390 millones , con un 
saldo favorable para esta nación de 1 881 
millones. El intercambio bilateral acumula­
do en los primeros ocho meses del año 
totalizó 161 453 millones, con un superávit 
favorable del país azteca de 15 981 millo­
nes de dólares , 3.22% menor al del mismo 
período de 1999. 

El mismo día Statistics Canada indicó 
que de enero a agosto las ventas mexi­
canas a la nación septentrional aumenta­
ron 26.5%, a 5 020 millones, y los envíos 
canadienses a México se incrementaron 
34.2%, a 757 millones, lo que arrojó un su­
perávit para el país del sur de 4 263 millo­
nes de dólares. 

Nuevo precio de referencia 
para manzanas importadas 

En el o. o. del 27 de octubre la Secofi pu­
blicó una resolución que fija un nuevo pre­
cio de referencia de 11.48 dólares por caja 
de 19.05 kilogramos para las importacio­
nes de manzanas de mesa de las varieda­
des red y golden delicious originarias de 
Estados Unidos. La medida estará vigente 
hasta el 31 de octubre de 2001. 

11 

• 



Actividades del Bancomext 

Avance del programa de actividades 

En la sesión del Consejo Directivo del 
Bancomext del 3 de octubre se informó 
que en los primeros ocho meses del año 
la institución otorgó recursos por 2 736 mi­
llones de dólares a poco más de 1 600 
empresas, sobre todo pequeñas y media­
nas; de ese monto , 2 600 millones corres­
pondieron a créditos y 136 millones a 
garantías y avales . 

Del total del crédito, 2 335 millones se 
orientaron a operaciones de exportación 
directa para cubrir los requerimientos de 
capital de trabajo e inversión física, y poco 
más de 252 millones a exportadores indi­
rectos. 

Durante el período señalado, 75% del 
monto crediticio (1 950 millones) se orien­
tó a empréstitos de corto plazo y 25% (650 
millones) de largo plazo. Al octavo mes 
del año los índices de capitalización y de 
cartera vencida de la institución se ubi­
caron en 17.2 y 6.5 por ciento, respecti­
vamente. 

Respecto a los servicios promocio­
nales , por medio de las oficinas regiona­
les, los 82 centros de servicios al comer­
cio exterior distribuidos en el país y el 
servicio de vía remota telemarketing, la 
institución atendió a más de 254 000 usua­
rios de información, en aspectos relacio­
nados con estadísticas de comercio ex­
terior , oportunidades comerciales y las 
diversas publicaciones que edita perió­
dicamente el Bancomext. 

En apoyo a la difusión de la cultura 
exportadora se han celebrado 96 conve­
nios de colaboración con universidades, 
instituciones de educación superior, cá­
maras y asociaciones empresariales, lo 
que permitió ofrecer cursos de capacita­
ción a más de 6 000 participantes, en su 
mayoría empresarios. 

También se proporcionarion 3 500 ase­
sorías especializadas y se brindó apoyo 
a 764 empresas de los sectores del cuero 
y calzado, automovilístico y de autopartes, 
materiales para la construcción y servicios 
de telecomunicaciones, para la implan­
tación de certificaciones de calidad y 
mejora de procesos productivos. 

Mediante el Programa de Eventos In­
ternacionales se respaldó la participación 
de 1 576 empresas mexicanas en 102 
eventos internacionales, tales como ferias, 
foros , muestras de productos y misiones 

de exportadores, lo que contribuirá a rea­
lizar ventas al exterior por 51 O millones de 
dólares en el corto plazo. 

11 Foro de Negocios Asia-México 

Con los propósitos de promover la inver­
sión de capitales orientales en el país e 
identificar oportunidades de exportación 
hacia esos mercados, del 9 al 14 de oc­
tubre se llevó a cabo en México elll Foro 
de Negocios Asia-México con la partici­
pación de 200 empresas de las ramas 
eléctrica-electrónica, automovilística y de 
auto partes, y textil y de la confección pro­
cedentes de China, Corea del Sur, Hong 
Kong , Indonesia, Japón, Malasia, Tai­
landia, Taiwan y Singapur. 

Durante el encuentro se realizaron 
sesiones plenarias para informar a los 
inversionistas asiáticos sobre la evolu­
ción reciente de la economía y la política 
comercial mexicanas, encuentros de tra­
bajo por sectores para presentar en de­
talle las ventajas de cada industria y las 
regulaciones aplicables a las nuevas in­
versiones , y una exposición en que par­
ticiparon 20 entidades federativas para 
mostrar las oportunidades de inversión 
en cada una de ellas. Los participantes 
también visitaron varias ciudades del 
país, zonas industriales y plantas en ope­
ración. 

Fondo de inversión a favor 
de empresas exportadoras 

Para ofrecer a la comunidad exportadora 
diversas opciones financieras a los pro­
gramas crediticios tradicionales, el1 O de 
octubre el Bancomext firmó un convenio 
de colaboración con el Grupo Ventana 
Global (GVG) para crear un fondo de in­
versión de capital de riesgo denomina­
do Ventana BNCE México L.P. Con él se 
apoyará a empresas pequeñas y media­
nas vinculadas directa o indirectamente 
con la exportación y sustitución de im­
portaciones, que tengan un alto poten­
cial para competir en los mercados inter­
nacionales y cuyas necesidades de 
capital sean de uno a cinco millones 
de dólares. 

Se prevé que el fondo tendrá una vi­
gencia de 1 O años y reunirá un capital de 

50 a 75 millones de dólares provenientes 
sobre todo de inversionistas extranjeros. 

Seminario para impulsar el comercio 
con Europa 

Con el propósito de difundir las oportuni­
dades y beneficios que ofrece el Tratado 
de Libre Comercio entre México y la Unión 
Europea, el 11 de octubre el director ge­
neral del Bancomext, Enrique Vilatela 
Riba, inauguró, en compañía del repre­
sentante de ese bloque comercial en el 
país, embajador Manuel López Blanco, un 
seminario de información al que asistie­
ron más de un centenar de hombres de 
negocios de diversos sectores industria­
les interesados en vender sus productos 
en el viejo continente. Durante la reunión 
expertos de la Secofi y del Bancomext 
presentaron los aspectos más relevantes 
del pacto comercial y, en particular, de 
los nichos de mercado que existen en 
Europa para los exportadores mexicanos. 
Los funcionarios del banco dieron a co­
nocer la Guía para exportar productos 
mexicanos a la Unión Europea, el progra­
ma Ariel, orientado a desarrollar proyec­
tos de exportación e importación en el que 
participan hombres de negocios de am­
bas partes, y los apoyos especiales que 
ofrece el Bancomext a la comunidad 
exportadora, como son facilidades y des­
cuentos para participar en ferias interna­
cionales y misiones comerciales al viejo 
continente, y elaboración de perfiles y es­
tudios de mercado sectoriales, entre otros. 

Convenio con la UNAM 

El 24 de octubre los titulares del Banco­
mext y de la Universidad Nacional Autó­
noma de México (UNAM) firmaron un con­
venio de colaboración para la apertura de 
un Centro de Servicios al Comercio Exte­
rior en el campus universitario y la realiza­
ción conjunta de seminarios, diplomados 
y talleres. Se prevé instalarlo en la Facul­
tad de Contaduría y Administración , don­
de se atenderá a una población académi­
ca de unas 14 000 personas , así como 
vincularlo con el Centro de Apoyo de la 
Micro y Pequeña Empresa, que asesora 
cada mes a casi 800 compañías interesa­
das en ingresar a la actividad exportadora. 



Decreto en torno al TLCAN 

Para cumplir con los compromisos suscri­
tos por México en el artícu lo 303 del TLCAN, 
de igualar a partir de 2001 el tratamiento 
arancelario que otorga a in sumos y maqui­
naria no originarios de la zona utilizados 
para producir bienes con destino al mer­
cado regional, en el o. o. del30 de octubre 
la Secofi publicó las reformas a dos decre­
tos: el que establece los programas de 
importación temporal para producir artícu­
los de exportación (Pitex) y el relacionado 
con el fomento y la operación de la indus­
tria maquiladora de exportación . 

Déficit comercial hasta octubre 

De enero a septiembre la balanza comer­
cial de México registró un déficit acumula­
do de 4 501 millones de dólares , 42 .3% 
mayor que el del mismo período de 1999. 
Las exportaciones aumentaron 23 .5%, a 
122 117 millones, y las importaciones su­
bieron 24 .1 %, a 126 618 millones. Según 
la información revisada de la SHCP, divul­
gada el 9 de noviembre, el valor de las 
ventas externas no petroleras creció 18.8%, 
y el de los envíos del energético, 89 .5% 
debido al repunte del precio de la mezcla 
del crudo de exportación que en septiem­
bre, por ejemplo, ascendió a 27.6 dólares 
por barril, 34.9% más que la cotización vi­
gente en igual mes de 1999. 

FINANCIAMIENTO EXTERNO 

Nueva recompra de bonos Brady 

El 17 de octubre el gobierno federal con­
cluyó una recompra de bonos Brady de­
nominados en monedas europeas por un 
monto equivalente a 1 020 millones de 
dólares. La operación, realizada por pri­
mera vez mediante subasta, permitirá re­
cuperar más de 500 millones de dólares 
que correspondían al colateral de estos 
títulos, emitidos en 1990. 

SECTOR FISCAL Y FINANCIERO 

Nuevos formadores de mercado 

El 1 de octubre la SHCP seleccionó a JP 
Margan, Banco Santander Mexicano, Ba­
namex, Chase Manhattan Bank México, 
Citibank México y a la casa de bolsa lnvex 
como formadores de mercado, figura ins­
titu ida en febrero de 2000 para facilitar la 
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Tipo de cambio' 
Reservas internacionales2 

Costo porcentual promedio de captación 

Día2 Día 31 

9.65 
32 680 

13.51 
Tasa de interés interbancaria de equilibrio a 28 días 
Índice de Precios y Cotizaciones de la BMV 

9.41 
31 870 

13.29 
16.89 

6 244.65 
18. 11 

6 394.24 

1. Promedio interbancario del precio de venta del dólar en pesos . 2. Mil lones de dólares . 
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colocación de títulos gubernamentales de 
largo plazo. 

Reglamentaciones del sector financiero 

Del 5 al 24 de octubre la SHCP presentó en 
el o.o. las siguientes disposiciones rela­
cionadas con el sector financiero : 

Oía 5. Circularquedaaconocerlasdis­
posiciones de carácter general aplicables 
a las emisoras extranjeras de acciones 
inscritas o que soliciten su inscripción en 
la Sección de Valores del Registro Nacio­
nal de Valores e Intermediarios. 

Día 10. Bases y criterios a los que se 
sujetará la Comisión Nacional para la Pro­
tección y Defensa de los Usuarios de Ser­
vicios Financieros a fin de cumplir sus fun­
ciones. 

Día 12. Circularmediantelacualsedan 

el Reglamento Interior de la Comisión Na­
cional del Sistema de Ahorro para el Retiro 
(Cansar) . Tres días después se publicó una 
circular relativa a las reglas generales a las 
que deberán sujetarse las administrado­
ras de fondos para el retiro (afore) en la 
valuación de los activos propiedad de las 
sociedades de inversión especial izadas en 
fondos para el retiro (siefore) y de las ac­
ciones representativas del capital pagado 
de estas últimas. En la edición del día 16, 
por último, se divulgó otra circular con las 
reglas generales a las que deberán suje­
tarse las afore, las instituciones de crédito 
y las empresas operadoras de la base de 
datos nacional del SAR, para el traspaso 
de cuentas individuales de los trabajado­
res y la devolución de las traspasadas in­
debidamente. 

a conocer los lineamientos de carácter Resolución sobre bancos de desarrollo 
prudencial en materia de administración 
integral de riesgos financieros; dos circu­
lares dirigidas a las instituciones de fian­
zas y de seguros, con el criterio contable 
y de valuación para disponibilidades e 
inversiones temporales, y dos circulares 
dirigidas a esas entidades con las dispo­
siciones de los proveedores de precios. 

Día 16. Dos circulares para las mismas 
instituciones: una contiene las disposicio­
nes de carácter general para la operación , 
el registro y la revelación de las operacio­
nes con productos derivados, y en la otra 
se refiere el cambio de plataforma tecno­
lógica, así como la forma y los términos para 
la entrega del Sistema 1 ntegral de Informa­
ción Financiera (SIIF). 

Oía 24. Reglas de operación del Progra­
ma de Intercambio de deuda pública en 
apoyo de proyectos de alto efecto social. 

Novedades en torno al SAR 

En el o.o. del 6 de octubre la SHCP dio a 
conocer un decreto por el que se reforma 

La SHCP presentó en el o. o. del24 de oc­
tubre las reglas para la calificación de la 
cartera crediticia y para los requerimien­
tos de capitalización de las sociedades 
nacionales de crédito, instituciones de 
banca de desarrollo. 

RELACIONES CON EL EXTERIOR 

Pactos con dos países europeos 

En el o. o. del 20 de octubre aparecieron 
dos decretos aprobatorios: uno del conve­
nio con Portugal para evitar la doble impo­
sición e impedir la evasión fiscal en mate­
ria de impuestos sobre la renta, suscrito 
en México el11 de noviembre de 1999, y 
el otro del acuerdo de cooperación econó­
mica y comercial con Turquía, firmado en 
la capital azteca el· 28 de septiembre de 
1998. 

A. L. C. 
<aloyola@bancomext.gob.mx> 
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ASUNTOS GENERALES 

Más inversión extranjera 

Según datos del Informe Mundial de Inver­
siones 2000, de la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre Comercio y Desa­
rrollo (UNCTAD), divulgados el 4 de octu­
bre , en 19991os países de América Latina 
y el Caribe recibieron 90 485 millones de 
dólares por concepto de inversión extran­
jera directa, 22% más que el año previo. 
Brasil (31 397 millones), Argentina (23 153 
millones), México (11 233 millones) y Chile 
(9 221 millones), captaron casi 83% de los 
recursos totales atraídos por la región. En 
el gigante amazónico la mayoría del finan­
ciamiento se canalizó a los servicios no 
comerciales y la actividad manufacturera; 
en Argentina y Chile las privatizaciones 
contribuyeron de modo decisivo a la atrac­
ción de capitales, y en México las inversio­
nes se destinaron en gran medida a la 
producción de manufacturas exportables 
a los países socios del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte. 

IV Conferencia Ministerial de Defensa 
de las Américas 

Del 16 al 21 de octubre se rea li zó en 
Manaos, Brasil , la IV Conferencia Ministe-

rial de Defensa de las Américas en la que 
representantes de 23 países del continen­
te examinaron temas concernientes a la 
seguridad continental, la lucha contra el 
narcotráfico y el papel de las fuerzas ar­
madas en el fortalecimiento de la demo­
cracia, el desarrollo social y el cuidado del 
ambiente . 

Pese al interés estadounidense en ob­
tener el apoyo explícito de los delegados 
latinoamericanos al Plan Colombia, en el 
documento final sólo se reiteró el respaldo 
regional al proceso de paz en marcha en 
la nación sudamericana y se asentó que 
"cada país es libre para determinar sus 
propios requisitos de defensa". También 
se consideró que las principales amena­
zas para la seguridad nacional son el 
narcotráfico, el terrorismo , los delitos 
cibernéticos, la delincuencia organizada, 
la corrupción , el lavado de dinero, el tráfi­
co de armas y el contrabando, por lo cual 
se pactó el compromiso de intercambiar 
información en la lucha contra ellas. 

Recursos del BID para empresas 
pequeñas 

Para promover el crecimiento de empre­
sas pequeñas y medianas en América 
Latina, el19 de octubre el Fondo Multilateral 
de Inversión del BID anunció donaciones e 
inversiones de capital por 11 .8 millones de 

dólares. Los países beneficiarios son Perú , 
Argentina, Brasil , México, Nicaragua y 
Panamá. 

Mayor cooperación regional con Italia 

La Corporación lnteramericana de Inver­
siones, el BID, el Instituto Italiano para el 
Comercio Exterior y la Cámara de Comer­
cio de Milán suscribieron el19 de octubre 
un memorando de cooperación para alen­
tar el comercio y las inversiones entre 
América Latina e Italia. El documento pre­
vé la difusión de oportunidades de nego­
cios en la región para empresas italianas, 
así como el impulso de proyectos y crédi­
tos en favor de empresas pequeñas y 
medianas latinoamericanas. 

Al día siguiente , el Ministerio del Tesoro 
del país europeo y el BID firmaron un acuer­
do para crear un fideicomiso de apoyo para 
proyectos de cooperación económica. El 
gobierno italiano aportará fondos por 6 000 
millones de liras, cuya administración es­
tará a cargo del BID. 

Ampliación de bono global del BID 

El 25 de octubre el BID amplió en 1 000 
millones de dólares una emisión de bonos 
globales realizada a mediados de junio, 
cuyo monto original ascendió a 2 000 mi-



lO:.!b 

llones de dólares. Los nuevos valores tu­
vieron un precio de colocación de 101 .2% 
y, tal como los anteriores , devengarán un 
cupón semestral de 7% y vencerán en ju­
nio de 2003. 

Las ciudades más caras 

De acuerdo con un informe del banco sui­
zo UBS acerca de la relación precios-sala­
rios en 58 grandes urbes del planeta, di-

riables conforme a los precios internacio­
nales del energético, así como con plazos 
de pago de 15 años, dos de gracia y un 
interés anual de 2%; además, se prevé la 
posibilidad de pagar con bienes y servi­
cios. Venezuela condiciona el acuerdo, con 
duración de un año, a la disponibilidad de 
crudo y a las políticas de la OPEP. 

PRODUCTOS BÁSICOS 

vulgado el 26 de octubre , Caracas es la Hacia la batalla del banano 
ciudad latinoamericana donde la vida es 
más cara. En el orbe esta condición corres­
ponde a Tokio, seguida de Oslo, Nueva 
York, Zurich y Estocolmo; la capital vene­
zolana ocupa el noveno lugar, Buenos Aires 
el vigésimo segundo, Panamá el trigésimo 
sexto, la Ciudad de México el cuadragési­
mo, Río de Janeiro el cuadragésimo prime­
ro , Sao Paulo el cuadragésimo tercero, Bo­
gotá el quincuagésimo primero y Santiago 
el quincuagésimo segundo. 

Recursos del BID para formar líderes 

El 27 de octubre el presidente del BID , 
Enrique Iglesias, y el secretario general de 
la OEA, César Gaviria, firmaron documen­
tos por un millón de dólares para financiar 
un programa de desarrollo de líderes en 
América Latina y el Caribe comprometidos 
con la democracia y el respeto de los de­
rechos humanos. La OEA pondrá en mar­
cha el proyecto , que incluye cursos sobre 
teoría de la democracia, funcionamiento de 
las instituciones democráticas en la región, 
y teoría y práctica de los derechos huma­
nos. 

COOPERACIÓN E INTEGRACIÓN 

Más petróleo de Venezuela 
para Centroamérica y el Caribe 

A fin de atemperar los estragos de los altos 
precios del petróleo, el 19 de octubre 
Venezuela suscribió con 1 O países de Cen­
troamérica y el Caribe el Acuerdo Energé­
tico de Caracas para abastecerlos, en con­
diciones preferenciales, de hasta 80 000 
barriles diarios del hidrocarburo. Tal sumi­
nistro será adicional al de 160 000 barriles 
diarios que el país sudamericano y México 
otorgan en el marco del Acuerdo de San 
José, pero a diferencia de éste incluye a 
Cuba entre las naciones beneficiarias. 

Las nuevas entregas de petróleo vene­
zolano se realizarán con descuentos va-

Los ministros de Economía, Comercio e 
Industria de Costa Rica, Colombia, Guate­
mala, Honduras, Nicaragua, Panamá y 
Venezuela se reunieron el 17 de octubre 
en la capital panameña para definir una 
respuesta conjunta frente al régimen de 
comercialización del banano propuesto 
por la Unión Europea, basado en el criterio 
de "primer llegado, primer servido", que se 
implantará a partir de enero de 2001 y 
dejará sin efecto el sistema de cuotas de 
importación vigente desde 1993. 

Ecuador, primer productor mundial de 
la fruta, decidió aceptar las nuevas condi­
ciones de la Unión Europea y no unirse a 
los demás países productores de la región , 
que consideraron aquéllas incompatibles 
con los principios de la OMC y contrarias a 
los intereses de los pueblos. 

ASUNTOS BILATERALES 

Asociación de empresas argentinas 
y brasileñas 

La empresa siderúrg ica argentinaAcindar 
y la brasileña Compañía Siderúrgica Belga 
Mineira signaron e124 de octubre un acuer­
do de asociación estratégica. A cambio de 
100 millones de dólares, la segunda ad­
quirirá 46 millones de acciones que la pri­
mera emitió en junio pasado; el control de 
Acindar se dividirá en partes iguales. 
Ambas empresas seguirán operando en 
forma independiente y abastecerán a ciu­
dades cercanas de uno u otro país . 

Colaboración integral 
Cuba-Venezuela 

El presidente de Cuba, Fidel Castro, y el 
de Venezuela, Hugo Chávez , firmaron 
el 30 de octubre en la capital venezolana 
un convenio de cooperación integral que 
prevé la venta de 53 000 barriles diarios 
de petróleo en condiciones preferencial es 

basadas en el Acuerdo Energético de 
Caracas , suscrito 11 días antes entre Ve­
nezuela y 1 O países de Centroamérica y el 
Caribe. El acuerdo con Cuba , sin em­
bargo, tiene una duración de cinco años 
prorrogables y el pago de los envíos pe­
troleros se hará con bienes, servicios y tec­
nología. 

ARGENTINA 

Leyes en favor 
de las finanzas públicas 

Como parte de los esfuerzos para reacti­
var la economía, el 19 de octubre el Con­
greso aprobó una ley de urgencia eco­
nómica y otra para combatir la evasión 
fiscal. La primera permitirá refinanciar las 
deudas gubernamentales, suspender los 
juicios contra el Estado y emitir bonos 
públicos para pagar créditos de provee­
dores otorgados en los últimos 1 O años. La 
segunda legislación establece que las 
operaciones mayores a 1 O 000 pesos de­
berán realizarse con cheque o tarjeta de 
crédito, pero no en efectivo. También es­
tablece sanciones más gravosas para los 
evasores fiscales. 

Medidas de apoyo fiscal 
a empresas 

Con los propósitos de reactivar la eco­
nomía, fomentar la inversión privada y 
generar nuevos puestos de trabajo, el 
23 de octubre voceros gubernamentales 
anunciaron que la tasa del impuesto al 
endeudamiento de las empresas bajará 
de 15 a 1 O por ciento desde enero de 
2001, así como otros dos puntos porcen­
tuales en julio. El costo fiscal de la medida 
se estima en 700 millones de dólares, cuyo 
financiamiento provendrá de recortes en 
el gasto público y de la venta de activos 
estatales. 

Viaje presidencial a España 

Al frente de una nutrida delegación guber­
namental , parlamentaria y empresarial, el 
presidente Fernando de la Rúa realizó una 
visita oficial a España del 24 al 27 de oc­
tubre. Con el ánimo de intensificar los nexos 
bilaterales y atraer más inversiones, De la 
Rúa se reunió con el presidente del gobier­
no español José María Aznar, el rey Juan 
Carlos, representantes de partidos políti­
cos y empresarios prominentes. 

• 
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Financiamientos para la salud 

En respaldo de un programa para mejorar 
la calidad y cobertura de los servicios de 
salud , con un costo total de 18.1 millones 
de dólares, el 18 de octubre el BID otorgó 
al gobierno beliceño un financiamiento de 
9.8 millones, el Banco de Desarrollo del Ca­
ribe uno de 4.7 millones y la Comisión de 
la Unión Europea otro por un monto equi­
valente a 1 .6 millones. El préstamo del BID 
se otorgó a 25 años de plazo, con cuatro 
de gracia y un interés anual variable (6. 77% 
a esa fecha). Los recursos se invertirán en 
infraestructura, equipo médico, descon­
centración de los servicios y formulación 
de políticas sectoriales modernas. 

Cardoso en Alemania 

Como parte de una gira por varios países 
europeos, del 4 al 6 de octubre el presi­
dente de Brasil, Fernando Henrique Cardo­
so, realizó una visita oficial a Alemania y 
dialogó con el jefe de gobierno anfitrión, 
Gerhard Shroeder, sobre temas de interés 
común y las negociaciones de libre comer­
cio del Mercosur con la Unión Europea. 
Además Cardoso invitó a los inversionistas 
germanos a participar más activamente en 
la compra de empresas estatales brasile­
ñas, sobre todo en los sectores de electri­
cidad, agua potable y saneamiento. Por su 
parte, empresarios germanos del sector 
automovilístico y de telecomunicaciones se 
comprometieron a invertir 7 000 millones 
de dólares en el país amazónico en los 
próximos cuatro años. 

Financiamiento para energía eléctrica 

El 18 de octubre el BID aprobó un finan­
ciamiento de 60.9 millones de dólares a una 
empresa privada, con aval del gobierno, 
para la instalación, la operación y el man­
tenimiento de una planta generadora de 
energía eléctrica. Con una capacidad to­
tal de 125 megavatios , ésta beneficiará a 
comunidades rurales remotas de los esta­
dos de Pará, Rondonia y Acre. El financia­
miento consiste en un préstamo por 23.7 
millones de dólares proveniente del capi­
tal ordinario del banco y dos préstamos 
sindicados por 14.5 y 22 .7 millones con 
instituciones que tienen acuerdos de par­
ticipación con el BID. 

Cuentas del sector externo 

Voceros del Banco Central informaron el 
20 de octubre que la balanza de pagos 
brasileña registró en el mes anterior un 
superávit de 216 millones de dólares, re­
sultado de un déficit en la cuenta corriente 
de 1 585 millones y un saldo favorable en 
la de capital por 1 801 millones. La balan­
za comercial registró un déficit de 320 
millones de dólares, pero la inversión ex­
tranjera líquida ascendió a 1 100 millones 
(75.3% se destinó a los servicios, 22.6% a 
la industria y 1.8% al sector agropecuario). 
También indicaron que a finales de sep­
tiembre las reservas internacionales suma­
ron 31 200 millones de dólares, en tanto 
que al cierre de agosto la deuda externa 
totalizó 232 400 millones. 

Premio español 
a Cardoso 

El presidente Fernando Henrique Cardo­
so recibió el 25 de octubre en Madrid el 
Premio Príncipe de Asturias que el go­
bierno de España otorga en reconocimien­
to a la cooperación internacional. El esta­
dista brasileño se reunió además con el 
presidente del gobierno español, José 
María Aznar, y con su homólogo de Argen­
tina, Fernando de la Rúa (en visita de Es­
tado a España) , con quienes intercambió 
puntos de vista sobre asuntos de interés 
común. 

Déficit comercial 

El Ministerio para el Desarrollo, Industria y 
Comercio informó el 1 de noviembre que 
en octubre la balanza comercial registró 
un déficit de 520 millones de dólares, pro­
ducto de exportaciones por 4 640 millones 
e importaciones por 5 160 millones de 
dólares. 

Producción cuprífera 
en aumento 

La Corporación Nacional del Cobre dio a 
conocer el 29 de septiembre que en los 
ocho primeros meses del año la produc­
ción chilena del metal rojo llegó a 3 042 000 
toneladas , 4.4% más que en el mismo 
período del año anterior, y anunció un plan 
de inversiones por 3 600 millones de dóla­
res para los próximos seis años. 
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Superávit comercial, deuda externa 
y reservas 

El 1 O de octubre el Banco Central informó 
que del 1 de enero al 15 de septiembre 
últimos la balanza comercial de Chile 
mostró un superávit de 1 270.4 millones 
de dólares, derivado de exportaciones 
por 13 099.8 millones e importaciones por 
11 829.4 millones. La institución también 
anunció que en agosto la deuda externa 
del país ascendió a 35 716 millones de 
dólares (86% correspondiente al sector 
privado y 14% al público) y que las reser­
vas internacionales sumaron 14 157 millo­
nes de dólares al cierre de septiembre. 

Crecimiento económico y desempleo 

Durante el primer semestre del año el PIB 
global de la economía chilena creció 5.8%, 
informó el Banco Central el 27 de octubre. 
En la misma fecha, sin embargo, el Institu­
to Nacional de Estadísticas anunció que en 
el trimestre julio-septiembre la tasa de des­
empleo fue de 10.7% , la mayor en el año. 

COLOMBIA 

Mina de carbón a manos privadas 

Como parte del programa de privatiza­
ciones encaminadas-a financiar el déficit 
fiscal , el 3 de octubre el gobierno vendió 
en 383.7 millones de dólares la Compañía 
Estatal de Carbones de Colombia (propie­
taria de 50% de la producción de la mina 
de carbón a cielo abierto más grande del 
mundo). La compañía suiza Glencore y la 
sudafricana Angloamerican , junto con 
la británica Billinton , adquirieron las accio­
nes de la minera colombiana. 

Ingreso al Consejo de Seguridad 
de la ONU 

Con el voto a favor de 168 países, el 1 O de 
octubre se eligió a Colombia como nuevo 
miembro no permanente del Consejo de 
Seguridad de la ONU. El gobierno del país 
consideró la decisión como prueba de la 
confianza internacional en la diplomacia 
colombiana. 

Menor inversión extranjera 

El 12 de octubre el Banco Central informó 
que en el primer semestre del año Colom-
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bia recibió inversión extranjera directa por 
362 millones de dólares, 54.7% menos que 
en igual período de 1999. La institución 
atribuyó el descenso a los conflictos inter­
nos del país y señaló que las transna­
cionales petroleras retiraron 762 millones 
de dólares , lo cual se compensó con nue­
vas inversiones por 1 124 millones en los 
sectores de telecomunicaciones, finanzas 
y minería, principalmente. 

Recursos europeos para la paz 

La Unión Europea resolvió el 24 de oc­
tubre donar 321 millones de dólares para 
financiar programas sociales que contri­
buyan a los esfuerzos de paz en Co­
lombia. Los recursos se canalizarán a 
mejorar los servicios de carreteras, ener­
gía eléctrica, agua potable, saneamiento 
y educación, así como a fortalecer el esta­
do de derecho, el cuidado ambiental, la co­
operación regional y la erradicación de la 
violenc ia. 

Visita del presidente iraní 

Mohammed Jatami , presidente de Irán, 
inició el 1 de octubre una visita oficial a 
Cuba para intensificar la cooperación 
binacional en materia de comercio, pes­
ca, agricultura, educación, biotecnología 
y deportes. Los dos países han suscrito 15 
acuerdos de colaboración y acordaron 
negociar otros nueve. 

Dificultades energéticas 

El Ministerio de Industria Básica informó el 
13 de octubre que en los primeros nueve 
meses del año el alza de los precios inter­
nacionales del petróleo costó a Cuba más 
de 500 millones de dólares. La dependen­
cia prevé que la isla producirá alrededor 
de 3.4 millones de toneladas de hidrocar­
buros en 2000, 1 .2 millones más que el año 
pasado pero 2.6 millones inferior a la de­
manda interna estimada. 

Estados Unidos atenúa 
el embargo 

Por 86 votos a favor y ocho en contra, el 
Senado de Estados Unidos aprobó el 18 
de octubre un proyecto legislativo aproba­
do ya por la Cámara de Representantes 

para autorizar la exportación de alimentos 
y medicinas a Cuba, aunque prohíbe los 
créditos del gobierno y los bancos priva­
dos estadounidenses para los envíos. Ese 
mismo día más de un millón de cubanos, 
encabezados por el presidente Fidel Cas­
tro se manifestaron en La Habana contra 
la política estadounidense hacia la isla. El 
presidente William Clinton promulgó la le­
gislación el 28 de octubre. 

Nuevo impuesto al enlace telefónico 
con Estados Unidos 

El 23 de octubre el Congreso de Estados 
Unidos aprobó el uso de fondos de Cuba 
congelados en Estados Unidos para in­
demnizar a familiares de los pilotos de los 
aviones derribados sobre territorio cu­
bano en febrero de 1996. Ante ello, el go­
bierno de la isla decretó un nuevo impues­
to de 10% por las llamadas telefónicas entre 
los dos países. El gravamen se mantendrá 
hasta que se devuelvan los fondos referi­
dos, más los intereses correspondientes, 
y los recursos recaudados se destinarán a 
la compra de medicinas y equipo médico. 
El 29 de octubre el presidente William 
Clinton firmó la legislación aprobada en el 
país del norte. 

PARAGUAY 

Luz verde a privatizaciones 

Tras intensos debates, el24 de octubre el 
Congreso aprobó con 46 votos a favor y 21 
en contra una ley que permite vender, 
concesionar o abrir a la inversión privada 
tres empresas estatales: la telefónica 
Antelco, la empresa de agua potable 
Corposana y la línea de ferrocarril Carlos 
Antonio López. 

Ahondamiento de la crisis política 

Para exigir la renuncia del presidente Al­
berto Fujimori , el establecimiento de un 
gobierno de transición y la convocatoria a 
nuevas elecciones , el 12 de octubre se 
realizaron movilizaciones sociales en va­
rias ciudades peruanas. En la mesa de 
diálogo del gobierno con la oposición , 
auspiciada por la OEA, Fujimori propuso 
una ley de amnistía para absolver a los 
militares de todo tipo de delitos, como con­
dición para aceptar un nuevo calendario 

recuento latinoamericano 

electoral. El 23 de octubre se agravó la 
tensión política por la renuncia del vi­
cepresidente Francisco Tudela , tras el 
retorno a Perú del controvertido exasesor 
presidencial Alejandro Montesinos; por de­
manda de la oposición , Fujimori ofreció 
buscar a Montesinos y anunció la dimisión 
de los comandantes del ejército, la marina 
y la fuerza aérea, considerados como par­
tidarios de aquél. 

En la mesa de diálogo continuaron 
las negociaciones y se pactó celebrar elec­
ciones presidenciales anticipadas el 8 de 
abril de 2001, así como aprehender a 
Montesinos para encausarlo por diversos 
delitos. 

El 29 de octubre , horas después del 
cambio de la cúpula militar, un oficial se 
sublevó en una población del sur del país 
para demandar la renuncia inmediata del 
presidente Fujimori y la detención de 
Montesinos. 

VENEZUELA 

Crédito de la CAF 

La Corporación Andina de Fomento apro­
bó el 11 de octubre un préstamo aVene­
zuela por 21.5 millones de dólares para 
reactivar la construcción del sistema hi­
dráulico Yacambú-Quibor, que abastece­
rá de agua a la zona centro-occidental del 
país. 

Paro de trabajadores petroleros 
y arreglo laboral 

Unos 65 000 trabajadores petroleros se 
declararon en huelga el11 de octubre para 
exigir un aumento salarial de 6 000 bolíva­
res diarios (unos 8.6 dólares). Para no 
detener las operaciones de Petróleos de 
Venezuela, el gobierno aplicó un plan 
de contingencia automatizado e implantó 
vigi lancia militar en los yacimientos y las 
refinerías. El 14 de octubre la Federación 
de Trabajadores Petroleros aceptó la pro­
puesta gubernamental de que el aumento 
se realice en dos tramos (uno inmediato 
de 5 000 y el resto a partir de febrero próxi­
mo), entregar a los trabajadores un bono 
de 2.5 millones de bolívares (3 612.7 dóla­
res) al firmar un nuevo contrato laboral y 
garantizar una pensión mensual mínima de 
850 000 bolívares (361 .2 dólares) para 
quienes se jubi len. 
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